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CAPÍTULO I

FUENTES DEL DERECHO CONSTITUCIONAL

Se señala por algunos autores la existencia de multiplicidad de
derechos constitucionales, de diversas disciplinas.1

De un modo más simple se pueden distinguir las disciplinas
siguientes: el Derecho Constitucional General; el Derecho Cons-
titucional Comparado, y el Derecho Constitucional Particular.2

En el Derecho Constitucional General trata su teoría general,
los conceptos, principios jurídicos e instituciones, que se encuen-
tran en la base de las constituciones.

En el Derecho Constitucional Comparado se procura descu-
brir los contrastes y las similitudes existentes entre dos o más cons-
tituciones, que permiten establecer clasificaciones.

En el Derecho Constitucional Particular se estudia el ordena-
miento constitucional vigente en un Estado determinado.

El presente estudio se sitúa en esta especie, puesto que versa
sobre el derecho constitucional chileno vigente.

I Vid. Mario CERDA MEDINA, Derecho Constitucional, vol. 1, págs. 12 a 15.
2 Manuel GARCfA PELAYO,Derecho Constitucional Comparado, págs. 20 a 22.



2.- El Derecho Constitucional chileno y sus fuentes.

El Derecho Constitucional es la rama del Derecho Público que
estudia el conjunto de normas jurídicas que se refieren a la organi-
zación del Estado, de su Gobierno y de los derechos fundamenta-
les de las personas.

Es la rama fundamental del derecho público interno del Esta-
do, en forma específica, ya que desde él se articulan el Derecho
Administrativo, el Derecho Peflal, el Procesal, el Tributario. En la
Constitución se establecen las bases generales de la Administra-
ción del Estado, las bases constitucionales de la organización de
los Tribunales de Justicia, los principios esenciales del poder tri-
butario del Estado y algunos principios del derecho penal.

Pero, además, es también base fundamental para el Derecho Pri-
vado, ya que en la Constitución se establecen derechos constitucio-
nales como el de propiedad, la libertad de trabajo, de asociación, el
derecho a desarrollar cualquier actividad económica, la libertad de
enseñanza, etc., que encontrarán en él un extenso desarrollo.

En otros términos, todo el derecho interno, de un modo más o
menos directo, está vinculado y subordinado a las prescripciones
constitucionales. La Constitución está en la cúspide de la pirámi-
de normativa.

Las fuentes son las formas o modos mediante los cuales se
produce y se transforma el Derecho. Esto significa determinar los
métodos de elaboración de las normas jurídicas, como se recono-
cen y pueden diferenciarse de otras categorías de normas.

En estricto sentido jurídico, no hay más fuentes que las formas
en que se expresa el derecho positivo. No obstante, la doctrina tradi-
cional señala junto a esas fuentes positivas o directas, las fuentes
racionales o indirectas, que no constituyen normas jurídicas positi-
vas, pero que influyen en la creación o interpretación del Derecho.

En las fuentes positivas o directas están:
a) la Constitución Política;

b) sus leyes interpretativas;
c) los tratados internacionales;
d) la legislación complementaria;
e) los reglamentos de las Cámaras;
t) los autos acordados de la Corte Suprema, del Tribunal Cons-

titucional, del Tribunal Calificador de Elecciones, de los tribuna-
les electorales regionales, y

g) la Potestad reglamentaria del Presidente de la República.
En las fuentes racionales o indirectas están:
a) la costumbre;
b) la jurisprudencia;
c) los dictámenes de la Contraloría y otros órganos consultivos, y
d) la doctrina.

La palabra "constitución" proviene de la expresión latina
"constitutio", que significa disposición, organización. En un sen-
tido amplio, genérico, "constitución" expresa la manera de estar
conformando algo, la estructura de un ser cualquiera.

En sentido formal e instrumental, la Constitución es la norma
jurídica fundamental y predominantemente escrita que regula de
manera sistemática el Estado, su Gobierno, los derechos esencia-
les de las personas y que tiene supremacía.

Siendo la Constitución la fuente principal, a ella dedicaremos
la mayor preocupación.

Las leyes interpretativas de la Constitución son aquellas que
están destinadas a fijar el sentido y alcance de un precepto cons-



titucional y necesitan para su aprobación, modificación o dero-
gación, de los tres quintos de los Diputados y Senadores en ejer-
cicio, y sobre ellas el Tribunal Constitucional ejerce el control
de constitucionalidad antes de su promulgación (arts. 66 inc. 1°;
93 N° 1°).

Con fecha 2 de agosto de 1982 se dictó la Ley N° 18.152,
interpretativa de los artículos 19N° 24° de la Constitución de 1980,
del artículo 10 N° 10° de la Constitución de 1925, y del artículo l°
N° 16° del Acta Constitucional N° 3 de 1976, todos referentes al
derecho de propiedad y en relación con la reajustabilidad de las
pensiones, y dispuso que "en materia de pensiones integrantes de
un sistema de seguridad social, cualquiera sea su naturaleza, y aun
cuando aquellas pensiones revistan carácter indemnizatorio, esta
garantía sólo ha amparado y ampara el otorgamiento del respecti-
vo beneficio y el monto global que éste hubiera alcanzado, pero
no se ha extendido ni se extiende a los sistemas de actualización,
reajustabilidad, reliquidación u otra forma de incremento o base
referencial de cálculo".

"Consecuencialmente, los Decretos Leyes N°s. 2.448 y 2.547,
de 1979, y demás disposiciones de semejante naturaleza que de-
rogaron regímenes de reajustabilidad de.pensiones e indemniza-
ciones de carácter previsional, han producido válidamente, desde
la fecha de su vigencia, todos sus efectos propios, habiendo que-
dado derogadas en su virtud, todas las normas sobre actualiza-
ción, reajustabilidad, reliquidación u otra forma de incremento o
base referencial de cálculo de pensiones integrantes de un sistema
de seguridad social, sin excepción alguna, incluso respecto de las
pensiones otorgadas con anterioridad a la vigencia de dichos tex-
tos legales".

Ha dicho el Tribunal Constitucional que a una ley interpretativa
sólo le cabe proporcionar claridad o precisión de una norma cons-
titucional, pero no le corresponde a "una ley interpretativa de una
norma constitucional, agregar nuevos elementos a los que ésta in-

dica e introducir conceptos que no han sido siquiera insinuados
por la Carta Fundamental".2 bis

"Un tratado es un acuerdo internacional celebrado generalmente
entre Estados, regidos por el Derecho Internacional y destinado a
producir efectos jurídicos". 3

El tratado internacional no es una ley. Se diferencia de la ley
formal en cuanto a su elaboración; también en cuanto a su extin-
ción, y en cuanto a sus efectos.

La Constitución los regula de un modo principal en el artículo
32 N° 15°, artículo 54 atribución 1) y artículo 5° inciso 2°.

La disposición constitucional del artículo 5° inciso 2° se refiere a
los tratados internacionales relativos a los derechos fundamentales de
las personas, que se encuentren ratificados por Chile y estén vigentes.

Reuniendo estos tres requisitos constituyen una limitación para
el ejercicio de la soberanía, lo cual los coloca en un rango jerár .•
quico superior a la legislación complementaria, pero inferiores a
la Constitución y a sus leyes interpretativas.

En efecto la Constitución goza de supremacía formal y material.
La formal, que emana del Capítulo XV sobre Reforma de la

Constitución. La material, que se funda en el artículo 93.
y la supremacía formal y material conjuntamente, con base en

los artículos 6° inciso primero y 93.
Sin embargo, la reforma constitucional de 2005 introdujo una

norma fundamental en la materia en el artículo 54 inciso quinto:
"Las disposiciones de un tratado sólo podrán ser derogadas, modi-

2 bis Sentencia de 22de octubre de 1992,considerando 6°,Rol N°158, publicada en
Fal/os del Tribunal Constitucional pronunciados entre el 16 de julio de 1992 y el 22 de
enero de 1996,pág. 38, Editorial Jurídica ConoSur, 1996.

3 Santiago BENADAVA, Derecho Illstituciollal Público, pág. 39.



ficadas o suspendidas en la forma prevista en los propios tratados
o de acuerdo a las normas generales del derecho internacional".

Esto significa, por una parte, que está prohibida la desvinculación
unilateral, ha de hacerse en la forma prevista en el respectivo tratado o
con arreglo a las normas generales del derecho internacional.

y por otra parte significa que las disposiciones de un tratado
no pueden ser derogadas, modificadas o suspendidas por una ley;
en otros términos, que los tratados en virtud de esta norma adquie-
ren una fuerza superior a la ley. Si ambas normas, la del tratado y
la ley tienen competencia para regular la misma materia, prevale-
ce el tratado por sobre la ley.

Sólo la Constitución es la que goza de supremacía. De modo que
los controles preventivos de la constitucionalidad de los tratados de-
berán evitar la incorporación de convenciones inconstitucionales.

Sin embargo, si a pesar de la existencia de dichos controles
preventivos se hubiesen recepcionado tratados inconstitucionales,
tanto de fondo como de forma, será obligación de los órganos cons-
titucionales competentes impulsar las acciones políticas y diplo-
máticas pertinentes para desvincular al Estado de esas convencio-
nes, de acuerdo a lo que prescribe la Constitución en el artículo 54
atribución 1) incisos quinto y siguientes.

Si dichos órganos no actuaren para resguardar el principio de la
supremacía constitucional, tanto de fondo como de forma, serán res-
ponsables del quebrantamiento de la Constitución. Por vía de ejem-
plo, la responsabilidad en juicio político del Presidente de la Repú-
blica y de los Ministros de Estado según el artículo 52 atribución 2)
letras a) y b) Yartículo 53 atribución 1) de la Constitución.

La Constitución Política es la ley suprema del Estado, que al
regular su organización, su gobierno, y los derechos fundamenta-
les, ha debido hacerlo en sus líneas estructurales, básicas.

Si se quiere mantener la solemnidad del texto constitucional,
por tanto, alejado de constantes modificaciones, es indispensable
que se trate de una Constitución que contenga los principios y
directrices de la organización estatal.

La Constitución norteamericana, la primera Constitución es-
crita, continúa siendo ejemplo de una carta que diseña los funda-
mentos estatales, permitiendo entonces la adaptación de los prin-
cipios allí expresados, a las distintas etapas históricas que va cum-
pliendo el país. Piénsese que dicha Carta es de 1787.

Siendo esto así, corresponde a las normas legales el desarrollo
y complementación de la carta constitucional.

Es la propia Constitución, que en múltiples ocasiones va en-
cargando al legislador reglamentar una materia, dictar una ley or-
gánica, desarrollar un precepto constitucional.

Sin las normas legales complementarias, una Constitución no
podría operar en la práctica, no podría aplicarse.

Cuando las leyes indicadas por el constituyente no se dictan,
las normas constitucionales permanecen con el carácter de
programáticas incumplidas, sin aplicación, como meras aspiracio-
nes del constituyente.

Artículo 20. Señalaba este artículo de la Carta de 1925, que
todo individuo en favor de quien se dictare una sentencia
absolutoria o se sobreseyere definitivamente, debía ser indemni-
zado por los perjuicios efectivos o meramente morales que hubiere
sufrido. Sin embargo, como la disposición sujetaba la indemni-
zación a la forma que determinara la ley, que jamás se dictó, no
se indemnizó al sobreseído definitivamente o absuelto, en causa
criminal.

Quedó el artículo 20 como disposición programática incum-
plida, por falta de ley complementaria.



El artículo 87 de la Carta de 1925 señalaba que "habrá Tribunales
Administrativos" para resolver las reclamaciones que se interpusie-
ran contra los actos o disposiciones arbitrarias de las autoridades po-
líticas o administrativas y cuyo conocimiento no estuviera entregado
a otros Tribunales por la Constitución o las leyes. Señalaba el precep-
to que su organización y atribuciones era materia de ley.

Pues bien, como la ley complementaria, que debía ser la ley de
los Tribunales Administrativos no se dictó, estos órganos jurisdic-
cionales no se crearon, permaneciendo la disposición como nor-
ma meramente programática e incumplida.

Los artículos 94 a 100 de la Carta de 1925 contemplaban un
órgano de administración provincial denominado Asamblea Pro-
vincial. Se reférían estos artículos a su composición y atribucio-
nes, en líneas generales, y encomendaban a la ley la forma en que
asesorarían al Intendente en la administración de la provincia, como
asimismo sería la ley la que determinara el número de represen-
tantes que correspondía designar a las municipalidades.

Pues bien, como nunca se dictó la ley complementaria que re-
gulara todos los aspectos de la puesta en práctica de este órgano,
las disposiciones señaladas quedaron como disposiciones progra-
máticas incumplidas. Letra constitucion411 que no se aplicó o se
convirtió en realidad, por falta de ley complementaria.

En la Constitución de 1925 se consagraba implícitamente un
concepto de ley orgánico, formal y con competencia genérica.

En la Constitución de 1890 subsiste el carácter orgánico y formal.
La leyes obra de los órganos colegisladores, Presidente de la Repú-
blica y Congreso Nacional; y formal, puesto que deben actuar confor-
me al procedimiento de formación de la ley establecido en ella.

Pero la ley ha sido afectada en su competencia. En efecto, la
Constitución de 1925 iniciaba su artículo 44: "Sólo en virtud de

una ley se puede:" y seguía una enumeración puramente enunciativa
de materias. Por tanto, sólo por ley se regulaban las expresamente
señaladas enunciativamente, pero la ley podía regular cualesquie-
ra otras, siempre que no estuvieran encomendadas por la Consti-
tución a otro órgano. Era una competencia genérica. El señalado

un dominio legal mínimo, puesto que el legislador podía au-
mentarlo discrecionalmente.

La Constitución de 1980 inicia su artículo 63: "Sólo son mate-
rias de ley", y hace una enumeración taxativa. En consecuencia, la
competencia de la leyes de atribución, puesto que sólo puede re-
gular las materias expresamente señaladas en el artículo 63. El
señalado es un dominio legal máximo, puesto que el legislador no
puede exorbitarlo, queda encuadrado en él, está enmarcado en él.

Sin embargo, el N° 20 del artículo 63 no indica ninguna mate-
ria, sino que se refiere a la forma de la ley y mediante "toda otra
norma general y obligatoria que estatuya las bases esenciales de un
ordenamiento jurídico" puede regular cualquier otra materia que la
Constitución no haya encomendado a otro órgano. Éste restablece
la competencia genérica de la ley sólo si ésta es general, obligato-
ria y estatuye las bases esenciales de un ordenamiento jurídico.

En consecuencia, leyes la declaración general o especial adop-
tada por los órganos colegisladores, conforme al procedimiento
y sobre las materias del dominio legal señalados en la Constitu-
ción (art. 63 N°s. 1° a 19°), pero pudiendo hacerlo en otras mate-
rias sólo mediante normas de carácter general y obligatorias
que estatuyan las bases esenciales de un ordenamiento jurídico
(art. 63 N° 20°).

La Constitución establece diferentes tipos de leyes, atendiendo a
la materia sobre la cual versan, los quórums de aprobación exigidos,
el control de constitucionalidad obligatorio que a veces impone.



Leyes de indultos generales y amnistías sobre delitos de con-
ductas terroristas.

Estas leyes requieren para su aprobación de las dos terceras
partes de los diputados y senadores en ejercicio tratándose de los
delitos contemplados en el artículo 9°.

Así lo dispone el artículo 63 N° 16 en su inciso segundo que
fue agregado por la Ley de Reforma Constitucional N° 19.055 de
fecha 1 de abril de 1991.

Son aquellas a las cuales la Constitución confiere tal carácter y
necesitan para su aprobación, modificación o derogación, de las cua-
tro séptimas partes de los diputados y senadores en ejercicio, y deben
ser sometidas al control de constitucionalidad por el Tribunal Consti-
tucional antes de su promulgación (arts. 93 NO 1 Y66 inciso 2°).

Tienen por fin regular un órgano o desarrollar un precepto cons-
titucional.

El constituyente se inspiró en la Constitución francesa de 1958,
que contempló las leyes orgánicas constitucionales.

El Tribunal Constitucional en sesión celebrada el4 de noviem-
bre de 1986 adoptó el siguiente acuerdo:

"Publicar en el Diario Oficial, en forma permanente, junto con el
texto de la ley que se ha remitido para su control, un certificado
redactado por el Secretario, en que conste la parte resolutiva de sus
sentencias con indicación de las normas que han sido declaradas
como de ley común en un proyecto de ley orgánica constitucional y
aquellas que insertas en un proyecto de ley común tienen el rango
propio de ley orgánica constitucional". 3 bis

3 bis Alejandro SILVA BASCUÑÁN, Tratado de Derecho Constitucional, tomo VII,
págs. 23-24, año 2000.

Se establecen en la Constitución dieciséis materias que deben
ser objeto de leyes orgánicas constitucionales:

1) Artículo 18 inciso primero, sobre la organización y funcio-
namiento de un sistema electoral público.

L.O.C. N° 18.556 de 1 de octubre de 1986 sobre Sistema de
Inscripciones Electorales y Servicio Electoral.

L.O.C. N° 18.700 de 6 de mayo de 1988, sobre votaciones po-
pulares y escrutinios.

2) Artículo 19 N° 11, inciso quinto. Sobre libertad de enseñanza.
L.O.C. N° 18.962 de 10 de marzo de 1990, de Enseñanza.
3) Artículo 19 N° 15, inciso quinto, sobre partidos políticos.
L.O.C. N° 18.603 de 23 de marzo de 1987, de los partidos po-

líticos.
4) Artículo 19 N° 24, inciso séptimo. Sobre concesiones mine-

ras de exploración y explotación.
L.O.e. N° 18.097 de 21 de enero de 1982, sobre concesiones

mineras.
5) Artículo 38 inciso primero. Sobre organización básica de la

administración pública.
L.O.C. N° 18.575 de 5 de diciembre de 1986, de Bases Gene-

rales de la Administración del Estado.
6) Artículo 44. Sobre estados de excepción.
L.O.C. N° 18.415 de 14 de junio de 1985, de los estados de

excepción.
7) Artículos 52 atr. 18,74 inciso final y 128 inciso 5°, sobre el

Congreso Nacional.
L.O.C. N° 18.918 de fecha 5 de febrero de 1990, del Congreso

Nacional.
8) Artículos 77 incisos primero y segundo, sobre organización

y atribuciones de los Tribunales de Justicia.
No se ha dictado la ley.



9) Artículo 92 inciso final, sobre el Tribunal Constitucional.
L.O.e. N° 17.997 de fecha 19 de mayo de 1981, del Tribunal

Constitucional.
10) Artículo 95 inciso final, sobre el Tribunal Calificador.
L.O.C. N° 18.460, de fecha 15 de noviembre de 1985, sobre el

Tribunal Calificador de Elecciones.
11) Artículo 99 inciso cuarto, sobre la Contraloría General de

la República.
No se ha dictado la ley.
12) Artículo 108, sobre el Banco Central.
L.O.C. N° 18.840 de fecha 10 de octubre de 1989, del Banco

Central de Chile.
13) Artículo 113 inciso primero, sobre Consejos Regionales.
L.O.e. N° 19.175 sobre gobierno y administración regional.
14) Artículo 118 inciso tercero, sobre Municipalidades.
L.O.e. N° 18.695, de 31 de marzo de 1988, de Municipalidades.
15) Artículo 10l. Sobre organización de las Fuerzas Armadas

y Carabineros.
L.O.e. de las Fuerzas Armadas, N° 18.948 de 27 de febrero de

1990.
L.O.e. de Carabineros de Chile, N° 18.~61de 7 de marzo de 1990.
16) Artículo 84. Sobre el Ministerio Público.
L.O.C. del Ministerio Público, N° 19.640 de 15 de octubre de

1999.

Leyes de quórum calificado.

Se refiere a ellas el artículo 66 inciso tercero.
Leyes de quórum calificado son aquellas que la Constitución

les confiere tal carácter y requieren para su aprobación, modifica-
ción o derogación de la mayoría absoluta de los diputados y sena-
dores en ejercicio.

La Constitución ha contemplado las siguientes leyes de quórum
calificado.

1)Artículo 9° inciso segundo.
Ley sobre conductas terroristas y su penalidad.
Ley N° 18.314 del 17 de mayo de 1984.
2) Artículo 19 N° 1 inciso tercero.
Sobre delitos sancionados con pena de muerte.
3) Artículo 19 N° 12 inciso primero.
Delitos y abusos cometidos por medio de la libertad de opi-

nión y de informar.
4) Artículo 19 N° 12 inciso sexto.
Sobre Consejo Nacional de Televisión.
Ley N° 18.838, de 30 de septiembre de 1989, que crea el Con-

sejo Nacional de Televisión.
5) Artículo 19 N° 18 inciso segundo.
Leyes que regulan el derecho a la seguridad social.
6) Artículo 19 N° 21 inciso segundo.
Ley que autoriza al Estado y sus organismos para participar en

actividades empresariales, o desarrollarlas.
7) Artículo 19 N° 23 inciso segundo.
Cuando lo exija el interés nacional, puede establecer limita-

ciones para adquirir ciertos bienes.
8) Artículo 63 N° 7.
Las que autoricen al Estado, sus organismos y municipalida-

des para la contratación de empréstitos cuyo vencimiento exceda
del término de duración del respectivo período presidencial.

Se exceptúa al Banco Central.
9) Artículo 63 N° 16 inciso segundo.

"Las leyes que concedan indultos generales y amnistías requerirán
siempre de quórum calificado".

En el texto primitivo de la Constitución, estas leyes eran ordi-
narias. Fue la Ley de Reforma Constitucional N° 19.055 de fecha
1 de abril de 1991, la que requirió este quórum calificado.



10) Artículo 103 inciso primero. .'
Prohibición de tener armas indicadas en la ley, sm autOrIza-

ción en conformidad a ella.

Disposición cuarta transitoria.

"Se entenderá que las leyes actualmente en vigor sobre materias
que conforme a esta Constitución deben ser objeto de leyes orgáni-
cas constitucionales o aprobadas COIl quórumcaliflcado, cumplen
estos requisitos y seguirán aplicándose en lo que no sea~ contrarias
a la Constitución, mientras no se dicten los correspondIentes cuer-
pos legales".

Como aún no se ha dictado la ley orgánica constitucional men-
cionada en el artículo 77 incisos primero y segundo sobre organi-
zación y atribuciones de los Tribunal~s de Justicia, seguirá apli-
cándose el Código Orgánico de Tribunales.

Lo propio ocurre con el artículo 99 inciso cuar~o, sob~e, la
Contraloría General de la República, por lo cual segUlra aphcan-
dose la Ley N° 10.336, cuyo texto refundido fue publicado el 10
de julio de 1964.

Es la ley que requiere para su aprobación la mayoría de los
miembros presentes en cada Cámara, o los quórums que. sean
aplicables conforme a los artículos 68 y siguientes, ~ se.r,efIere a
las materias del dominio legal señaladas en la ConstltuclOn, pero
pudiendo hacerlo en otras sólo mediante normas de caráct~r ge-
neral y que estatuyan las bases esenciales de un ordenamIento
jurídico.

El artículo 63 dice: "sólo son materias de ley: 2) Las que la
1 "Constitución exija que sean reguladas por una ey .

Hay no menos de treinta referencias a la ley en distintas dispo-
siciones. Ejemplo, el artículo 10 inciso final, sobre procedimien-
tos de opción por la nacionalidad chilena.

Hay otras normas jurídicas que, no siendo leyes en sentido for-
mal, sin embargo tienen su misma fuerza obligatoria.

En esta categoría se encuentran el Decreto con Fuerza de Ley
y el Decreto Ley.

Por consiguiente, atendiendo a que sus efectos jurídicos tienen
la misma fuerza obligatoria que la ley, deben ser incluidas en esta
fuente positiva de la legislación complementaria.

La Constitución los regula en los artículos 32 numeral 3°, ar-
tículo 54 atribución primera inciso final, y artículo 64.

Decreto con fuerza de leyes una norma dictada por el Presi-
dente de la República, sobre materias del dominio legal, autoriza-
do por ley, por acuerdo del Congreso aprobatorio de un tratado
internacional o directamente por la Constitución.

Tampoco son leyes en sentido formal, pero tienen la misma
fuerza obligatoria que una ley.

En la primitiva Carta de 1925 no se consultaba la existencia
del D.EL. No obstante, y a pesar de su manifiesta inconstitucio-
nalidad, se dictaron con frecuencia y en casi todos los gobiernos.
En el año 1970, en virtud de la Reforma Constitucional contenida
en la Ley N° 17.284, de 23 de enero, se autorizó la dictación del
D.EL. en determinadas materias y sujetas a varias limitaciones.

La Constitución de 1980 los contempla expresamente en el
artículo 32, "son atribuciones especiales del Presidente de la Re-
pública: 3° Dictar, previa delegación de facultades del Congreso,



decretos con fuerza de ley sobre las materias que señala la Consti-
tución". Se regulan extensamente en el artículo 64.

Los decretos leyes son dictados por el Ejecutivo sobre mate-
rias propias de ley, pero sin autorización del Congreso. Estos
decretos leyes constituyen una forma de legislación irregular, que
es propia de los períodos en que se ha producido la ruptura cons-
titucional.

No obstante, la antigua y derogada disposición transitoria
decimonovena de la Carta de 1980, en su inciso segundo disponía:
"La Junta de Gobierno ejercerá mediante leyes las potestades cons-
tituyente y legislativa. Estas leyes llevarán las firmas de los miem-
bros de la Junta de Gobierno y del Presidente de la República en
señal de promulgación".

Como consecuencia de la citada disposición transitoria y de la
entrada en vigencia el II de marzo de 1981 de la Constitución,
se reanudó la numeración de las leyes, la última de las cuales fue
la Ley N° 17.982 de 11 de septiembre de 1973, siguiéndose con
la N° 17.983 del 28 de marzo de 1981, que establece los órganos
de trabajo de la Junta de Gobierno y fija normas sobre procedi-
miento legislativo. Entre ambas se dictaron normas legislativas con
el nombre de decretos leyes.

La disposición transitoria citada equiparaba la nomenclatura
de la norma legal formada en el Congreso, órgano legislativo de-
mocrático representativo, con la norma de la Junta de Gobierno,
elaborada por el órgano legislativo autoritario.

El Congreso Nacional se compone de dos ramas: la Cámara de
Diputados y el Senado.

Estos órganos necesitan para regular su funcionamiento interno, de
un conjunto de disposiciones, que reciben el nombre de Reglamento.

La Constitución en su artículo 56 inciso segundo se refiere a
ellos cuando expresa "cada una de las Cámaras establecerá en su
propio reglamento la clausura del debate por simple mayoría".

Quien dicta estos reglamentos es cada Cámara.

Los reglamentos son fundamentales para el buen funcionamien-
to de las Cámaras, ya que descienden al detalle de su organización
interna, al desarrollo de la preceptiva constitucional y de la ley
orgánica constitucional del Congreso. Por ello, son verdaderos có-
digos internos.

Cabe regular a estos reglamentos, las mesas directivas de cada
Cámara, las atribuciones del Presidente y Vicepresidente del Sena-
do y del Presidente y Vicepresidente de la Cámara de Diputados.

Sobre la manera de confeccionar la Tabla, que es la lista de
asuntos que deben tratarse en las sesiones; clases de sesiones, vo-
taciones, clausuras de los debates por simple mayoría; sobre el
ejercicio de las atribuciones exclusivas de cada Cámara; sobre las
tramitaciones de los proyectos de ley; sobre el personal adminis-
trativo de cada Cámara, etc., en conformidad a la Constitución y a
la Ley Orgánica Constitucional del Congreso.

Estos reglamentos son aprobados por acuerdos adoptados por
cada Cámara.

8.- Los autos acordados de la Corte Suprema, del Tribunal
Constitucional, del Tribunal Calificador de Elecciones y de los
Tribunales Electorales Regionales.

La Corte Suprema, en virtud del artículo 82 de la Constitución,
tiene la superintendencia directiva, correccional y económica de to-
dos los tribunales de la Nación, y en virtud de esta última, puede



dictar autos acordados. A nosotros nos interesa aquellos que dicen
relación con las normas constitucionales. Así, los autos acordados so-
bre trafiÚtación del recurso de amparo y más recientemente, el relati-
vo a la indemnización por elTorjudicial y el del recurso de protección.

Quedan exceptuados de esa superintendencia por expresa dis-
posición del artículo 82, el Tribunal Constitucional, el Tribunal
Calificador de Elecciones, los Tribunales Electorales Regionales.

El Tribunal Calificador de Elecciones puede dictar autos acor-
dados conforme al artículo 12 de su Ley Orgánica N° 18.460 de 15
de noviembre de 1985, y del artículo 61 de la L.o.e. de partidos
políticos de 23 de marzo de 1987, N° 18.603.

El Tribunal Constitucional los puede dictar en virtud del artículo
90 de su ley orgánica, y los tribunales electorales regionales, con-
forme al artículo 34 de la Ley N° 18.593 de 9 de enero de 1987.

9.- Potestad reglamentaria del Presidente de la República y de
otros órganos constitucionales.

Según 10 prescrito en el artículo 32 N° 6, es atribución especial
del Presidente de la República "ejercer la potestad reglamentaria en
todas aquellas materias que no sean propias del dofiÚnio legal, sin
peIjuicio de la facultad de dictar los demás reglamentos, decretos e
instrucciones que crea convenientes para la ejecución de las leyes".

Será estudiada dentro de las atribuciones administrativas del
Presidente de la República.

El artículo 107 inciso final faculta al Consejo de Seguridad
Nacional para dictar su reglamento.

Las fuentes racionales o indirectas que estudiaremos no cons-
tituyen normas jurídicas positivas. Por tanto, no tienen un valor
obligatorio general.

No obstante, influyen en la creación o interpretación del Dere-
cho positivo.

La costumbre es la repetición constante y uniforme de una
norma de conducta, con el convencimiento colectivo que obedece
a una necesidad jurídica.

Intervienen en su configuración dos elementos, uno objetivo o
externo, y otro elemento, subjetivo o interno.

El elemento externo u objetivo, debe reunir tres características:
1) Uniformidad. Los actos externos que la constituyen deben

repetirse de un modo uniforme. No puede haber otra norma de
conducta contradictoria. Se requiere que sea acatada por la gene-
ralidad de la colectividad.

2) Largo uso. La repetición de estos actos externos debe verifi-
carse a través de un largo período.

3) Notoriedad. La costumbre debe ser pública, esto es, conoci-
da de los gobernados y por los gobernantes. Y tiene que tener este
carácter para que efectivamente sea una expresión de la voluntad
general.

El elemento interno o subjetivo está constituido por la convic-
ción, de que la costumbre tiene fuerza obligatoria en atención a
que satisface una necesidad jurídica. Es la "opinio juris", la opi-
nión de que es derecho.

Se clasifica a la costumbre, atendiendo a la situación en que se
encuentre frente a la ley.

1) La costumbre "contra legem", la costumbre contra la ley.
Aquí la costumbre constituye una norma de conducta contraria,
opuesta a la conducta prescrita por la ley.



Son inconciliables ambas prescripciones, sólo una de ellas pue-
de tener vigencia.

2) La costumbre "proeter legem", la costumbre en el silencio
de la ley. Surge una costumbre allí donde no existe ley, donde hay
un vacío de la ley. Es una costumbre supletoria, a falta de ley. No
hay aquí ninguna contradicción con la ley, porque está regulando
una situación no normada por la ley.

3) La costumbre "secundum legem", la costumbre según la
ley. Puede tener dos variantes. La primera ocurre cuando la ley
hace remisión expresa a la costumbre, y adquiere eficacia por el
reconocimiento que le hace la ley.

La segunda variante se da cuando la costumbre interpreta de
un modo uniforme una ley.

Valor de la costumbre.

El valor de la costumbre es muy distinto según los ordena-
mientos jurídicos y las distintas etapas históricas.

En nuestro Derecho, su rol es limitadísimo, y difiere según las
distintas ramas del Derecho.

En el Derecho Civil se recurre a la costumbre en los casos en
que la ley se remite a ella. Nos dice el artículo 2 del Código Civil,
"la costumbre no constituye derecho sino en los casos en que la
ley se remite a ella". Es "secundum legem".

En el Derecho Comercial se acepta de un modo más amplio.
Nos dice el artículo 4° del Código de Comercio: "Las costumbres
mercantiles suplen el silencio de la ley, cuando los hechos que las
constituyen son uniformes, públicos, generalmente ejecutados en
la República o en una determinada localidad o reiterados por un
largo espacio de tiempo que se apreciará prudencial mente por los
juzgados de comercio". Es "proeter legem".

En el Derecho Penal es rechazada la costumbre, rige allí el
principio "nullum crimen, nulla pena, sine lege". No hay delito ni
pena, sin ley.

En el Derecho Internacional Público, la costumbre constituye
una de las principales fuentes de esta rama jurídica.

En el Derecho Constitucional, nuestro sistema es de constitu-
cionalismo escrito, en donde el poder constituyente está formalmente
configurado en el Capítulo Xv, sobre Reforma Constitucional. Por
otro lado, el principio consagrado en el artículo 7° inciso segundo
de la Constitución de 1980 es básico en nuestro sistema, en cuanto
dispone que ninguna magistratura, ninguna persona ni grupo de
personas pueden atribuirse, ni aun a pretexto de circunstancias ex-
traordinarias, otra autoridad o derechos que los que expresamente
se les hayan conferido en virtud la Constitución o las leyes. Y el
inciso tercero agrega: "todo acto en contravención a este artículo es
nulo y originará las responsabilidades y sanciones que la ley señale".

En otros términos, el precepto consagra el principio que en
Derecho Público sólo puede hacerse 10 que expresamente se ha
facultado por la Constitución o la ley.

De manera que la costumbre "contra legem" y la "costumbre
proeter legem" no tienen valor jurídico.

Sólo cabe señalar que ella puede tener valor para el Derecho
Constitucional, en cuanto costumbre "secundum legem", en la me-
dida que sirva para la interpretación de la Constitución o de alguno
de sus preceptos, ya que la Constitución no se remite a ella.

Ejemplos de costumbres en el ámbito constitucional:

En la Carta de 1833 se configuró un ejecutivo presidencial refor-
zado. Pero junto a ello consagró mecanismos propios del gobierno
parlamentario, que fueron las leyes periódicas, y la compatibilidad
entre los cargos de Ministros de Estado y de parlamentarios.

Con las reformas de la República liberal, a la Carta de 1833, se
fue limitando cada vez más el poder presidencial, 10 que redunda-
ba en mayor poder del Congreso, y fue cobrando cada vez mayor



vigor la interpretación que sostenía que la Carta consagraba el go-
bierno parlamentario.

La interpretación presidencialista, a través de Balmaceda y la
parlamentaria del Congreso, hizo crisis en 1891, con la victoria de
esta última. Desde allí, ya no se controvirtió más, que la Carta de
1833 consagraba el gobierno parlamentario, y se aplicó con los de-
fectos conocidos durante la República Parlamentaria de 1891 a 1924.

Hay allí una interpretación de la Carta de 1833 a través de una
costumbre uniforme. "Secundum legem".

2) Artículo 56 de la Constitución de 1925.

Disponía el artículo 56, que el Congreso abría el período de
legislatura ordinaria el 21 de mayo de cada año, y que el Presiden-
te debía dar cuenta al Congreso Pleno del estado político y admi-
nistrativo de la Nación.

El texto de la disposición no decía si el Presidente debía concurrir ;1

personalmente a rendir dicha cuenta, o bien, le bastaba con remitir la
cuenta al Congreso sin necesidad de comparecer personalmente.

Una costumbre se estableció al respecto, era que el Presidente
de la República concurría personalmente ante el Congreso pleno,
y leía la cuenta del estado administrativo y político de la Nación.
Sólo hubo una excepción, la del Presidente Ibáñez en 1930, que
mandó la cuenta al Congreso.

La Constitución de 1980 en su artículo 24 inciso tercero refor-
mado en 2005, señala que: "El 21 de mayo de cada año, el Presi-
dente de la República dará cuenta al país del estado administrativo
y político de la Nación ante el Congreso pleno".

La jurisprudencia es la interpretación uniforme y constante de
la ley, que hacen los Tribunales en sus sentencias.

Se trata, por consiguiente, de la aplicación de la ley en una serie
de fallos y en los que se sustenta una misma interpretación de la ley.

De conformidad a lo expuesto en el artículo 30 inciso segundo del
Código Civil, "las sentencias judiciales no tienen fuerza obligatoria,
sino respecto de las causas en que actualmente se pronunciaren".

De este modo, la jurisprudencia de los tribunales superiores no
obliga a los tribunales inferiores; ni el tribunal que dicta un fallo
queda ligado por él para el futuro, en caso semejante.

La fuerza que pueda tener la jurisprudencia, entre nosotros,
arranca de la solidez de los principios o razones, en que se funden
los fallos. Si estos principios o fundamentos en que se ha basado,
resultan justificados en el análisis científico que de ellos se haga,
indudablemente esa jurisprudencia tenderá a mantenerse, fallando
los Tribunales en tal sentido.

Si al contrario, sus fundamentos o principios son discutibles o
controvertidos, puede perfectamente esperarse un cambio en la
orientación de la jurisprudencia a la luz de mejores razones.

La jurisprudencia de la Corte Suprema, del Tribunal Califica-
dor de Elecciones y del Tribunal Constitucional, tienen especial
importancia para nuestro ramo.

12.- Dictámenes de la Contraloría General de la República y
otros órganos con competencias consultivas.

En esta fuente se comprende a los dictámenes que les corres-
ponde evacuar a órganos del Estado no jurisdiccionales, cuando
interpretan o aplican la Constitución.

Entre estos órganos podemos señalar la Contraloría General
de la República, el Consejo de Defensa del Estado, etc.

Corresponde al Contralor emitir informes sobre los asuntos que
se relacionen con el Estatuto Administrativo, con el funcionamiento
de los Servicios Públicos sometidos a su fiscalización y con los
asuntos que se relacionen con la inversión o compromiso de los



fondos públicos (arts. 6° y 9° de la Ley N° 10.336, sobre organiza-
ción y atribuciones de la Contraloría). Los informes son obligato-
rios en los casos específicos.

Sin embargo, de acuerdo al artículo 6° inciso final de la Ley
N° 10.336, de la Contraloría, "sólo las decisiones y dictámenes de
la Contraloría General de la República serán los medios que po-
drán hacerse valer como constitutivos de la jurisprudencia admi-
nistrativa en las materias que se refiere el artículo 1°".

De suerte que esta especie de jurisprudencia administrativa, es
obligatoria para los servicios públicos y funcionarios públicos en
el respectivo ámbito de aplicación de la norma citada.

La doctrina es el conjunto de los estudios "de carácter científi-
co que los juristas realizan acerca del Derecho, ya sea con el pro-
pósito puramente teórico de sistematización de sus preceptos, ya
con la finalidad de interpretar sus normas y señalar las reglas de su
aplicación". (Eduardo García Maynez).

La doctrina cumple tres finalidades:
1)De carácter científico. Que realiza mediante la sistematiza-

ción de las normas, abstrayendo los principios generales que las
inspiran, configurando y explicando las instituciones jurídicas y
políticas a que den lugar;

2) Prácticas. Cumple también la doctrina finalidades prácti-
cas, ya que mediante su labor de interpretación de las disposicio-
nes constitucionales y legales, facilita su aplicación por quienes
están encargados de hacerlo.

3) Crítica. Cumple también una función de valoración del de-
recho, de crítica del mismo, según si traduce de buena forma los
valores jurídicos y políticos, o el bien común de la colectividad. Si
se adapta o responde a las necesidades reales de la comunidad.

La doctrina científica se va a expresar de preferencia en los
tratados, libros generales, monografías, artículos de revistas jurí-
dicas, y en la cátedra universitaria.

El valor de la doctrina reside en la fuerza de convicción que
puedan tener sus planteamientos.

Las fuentes positivas o directas se pueden señalar jerárquica-
mente según su valor jurídico, del modo siguiente.

En primer término, la Constitución. En segundo lugar, las le-
yes interpretativas de la Constitución. A continuación, tratados
internacionales. Tiene fuerza obligatoria superior a la ley. En caso
de contradicción con ella, debe aplicarse el tratado.

Enseguida, la legislación complementaria.
Todas esas normas tienen la misma fuerza obligatoria. Sólo

son distintos tipos de leyes, pero sin que entre ellas exista una
jerarquización, aunque las leyes orgánicas constitucionales, las de
quórum calificado y las leyes comunes u ordinarias cumplen re-
quisitos fonuales distintos, en sus quórum, control preventivo obli-
gatorio de constitucionalidad, etc.

Lo esencial está en que el constituyente ha señalado las mate-
rias que deben regularse por uno u otro tipo de leyes.

y así, una ley orgánica constitucional sólo puede regular ma-
terias que el constituyente le ha encomendado; y a su vez, la ley
común u ordinaria no puede regular materias que el constituyente
entregó al legislador orgánico.

Luego vienen los reglamentos de las Cámaras Legislativas, los
autos acordados de la Corte Suprema, del Tribunal Constitucio-
nal, del Tribunal Calificador de Elecciones, de los Tribunales Elec-
torales Regionales, los Reglamentos dictados por el Presidente de
la República y las normas generales y permanentes de otros órga-
nos constitucionales que tienen potestad reglamentaria.



En lo que respecta a las fuentes racionales o indirec~as: por~ue
no constituyen normas jurídicas, no cabe estructurarlas jerarqUlca-
mente según su valor jurídico. Aquí habrá que atenerse a la efica-
cia real que puedan tener, a la mayor o menor acogida que de he-
cho tengan en los órganos encargados de crear, interpretar o apli-
car las normas jurídicas.

Desde el punto de vista de su eficacia real, podríamos señalar
el siguiente orden de estas fuentes indirectas:

- La costumbre.
- La jurisprudencia.
- Los dictámenes de la Contraloría y otros órganos con com-

petencias consultivas. Con la salvedad, ya señalada anteriormen-
te, respecto de la jurisprudencia administrativa constituida por re-
soluciones y dictámenes de la Contraloría General de la Repúbli-
ca en cuanto es obligatoria para los funcionarios y servicios públi-
cos sometidos a su fiscalización.

- La doctrina.

CAPÍTULO II
GÉNESIS DE LA CONSTITUCIÓN DE 1980 y ALGUNAS

INNOVACIONES QUE INTRODUCE RESPECTO DE

LA CONSTITUCIÓN DE 1925. REFORMAS

La Constitución de 1925, como un todo orgánico nonnativo, cesó
en su vigencia elll de septiembre de 1973, subsistiendo y aplicándo-
se sólo algunas nonnas, que no hubiesen sido derogadas tácita o ex-
presamente por los decretos leyes dictados a partir de esa fecha.

En efecto, según el Decreto Ley N° 1, sobre Acta de Constitu-
ción de la Junta de Gobierno, de fecha 11 de septiembre de 1973,
el Comandante en Jefe del Ejército, General de Ejército don Au-
gusto Pinochet Ugarte; el Comandante en Jefe de la Annada, Al-
mirante don José Toribio Merino Castro; el Comandante en Jefe
de la Fuerza Aérea, General del Aire don Gustavo Leigh Guzmán
yel General Director de Carabineros, General don César Mendoza
Durán, se constituyeron en Junta de Gobierno, y asumieron el
Mando Supremo de la Nación.

Esta expresión, "asumen el mando supremo de la Nación", fue
precisada en su alcance por el D.L. N° 128 de 16 de noviembre de
de 1973, en el sentido que la Junta de Gobierno, desde el 11 de
septiembre de 1973, había asumido el ejercicio de los poderes Cons-



tituyente, Legislativo y Ejecutivo. Que el Pode.r Judicial ejercería
sus funciones en la forma, con la independencIa y facultades que
señala la Constitución Política del Estado (D.L. N° 1 Y 128). Lo
anterior importaba la derogación tácita de lo sustancial de la Carta
de 1925, no obstante las expresiones del Decreto Ley N° 1 en su
N0 3° Ydel Decreto Ley N° 128 en artículo 2°, en cuanto a la sub-
sistencia de la Constitución.

El Decreto Ley N° 1 declaró en su N° 3° que la Junta "respetará
la Constitución y las leyes de la República, en la medida en que la
actual situación del país lo permitan para el mejor cumplimiento
de los postulados que ella se propone". . ., .

Se da cuenta en las Actas Oficiales de la ComIslOn ConstItu-
yente que se había establecido una COI~isión int.egrada ~or los
señores Sergio Diez Urzúa, Jaime Guzman B., Ennque Ortuzar E.
y Jorge Ovalle Quiroz, para redactar un a~teproyec~~ de nueva
Constitución. Esta Comisión celebró una pnmera seSlOn el 24 de
septiembre de 1973. .,

Se eligió Presidente de ella a don Ennque Ortuzar Escobar,
quien se abstuvo. _ .

Con fecha 9 de octubre de 1973, se incorporaron los senores Enn-
que Evans de la c., Gustavo Lorca R. y Alejandro Silva Bascuñán.

Esto culmina con su creación oficial, mediante Decreto Supre-
mo del Ministerio de Justicia N° 1.064 de 25 de octubre de 1973,
para que estudie, elabore y proponga un anteproyecto de una nue-
va Constitución Política del Estado.

Esta Comisión se relacionaba con el Gobierno a través del
Ministerio de Justicia, y se integraba por las siguientes personas:
señores Sergio Diez Urzúa, Enrique Evans de la Cuadra, Jaime
Guzmán Errázuriz, Gustavo Lorca Rojas, Enrique Ortúzar Esco-
bar, Jorge Ovalle Quiroz, Alejandro Silva Basc~ñán. ,

Con fecha 26 de noviembre de 1973 se elaboro un memorandum
sobre metas y objetivos fundamentales en que habrá de inspirarse
la nueva Constitución Política.

Con fecha 21 de diciembre de 1973, el Gobierno comunicaba
a la Comisión la designación como miembro, de la sra. Alicia Romo
Román.

La Comisión Constituyente, desde el2l de septiembre de 1976
sesión 246, cambia su denominación por otra más ajustadajurídi-
camente: Comisión de Estudio de la Nueva Constitución Política
de la República. En efecto, la denominación "Comisión Constitu-
yente", era impropia técnicamente, puesto que un órgano consti-
tuyente es aquel que tiene la potestad jurídica para dictar una Cons-
titución. Potestad que no correspondía a la Comisión, ya que con
el Decreto Ley N° 1, interpretado por el Decreto Ley N° 128, había
sido asumida por la Junta de Gobierno.

De modo que la nueva denominación adoptada se ajustaba ple-
namente a la naturaleza jurídica de la Comisión.

Secretario fue don Rafael Eyzaguirre E. y Prosecretario, don
Rafael Larraín C.

En 1977 renunciaron los señores Alejandro Silva Bascuñán,
Enrique Evans de la Cuadra y Jorge Ovalle Quiroz. El señor Silva
basó su alejamiento en la dictación del D.L. N° 1.697, sobre diso-
lución de los partidos políticos que se encontraban en receso.

En reemplazo se designó a doña Luz Bulnes Aldunate, a don
Raúl Bertelsen Repetto ya don Juan de Dios Carmona Peralta.

Eran profesores de Derecho Constitucional la sra. Bulnes y los
señores Diez, Evans, Guzmán, Ovalle, Silva y Bertelsen.

La Comisión tuvo cuatrocientas diecisiete sesiones, incluyén-
dose en ese número, catorce que no tuvieron quórum.4

La Comisión creó varias subcomisiones a quienes encomendó
el estudio de algunas materias específicas. Escuchó opiniones de
catedráticos y de numerosísimas organizaciones sociales.

.4 S~rgio CARRASCODELGADO,Génesis de la Constituci6n de 1980, publicado en el
Semmano de Estudio sobre la Constitución Política del Estado de 1980, pág. 14, nota
38, Concepción, 1982.



El 16 de agosto de 1978, la Comisión entrega al Presidente de
la República un anteproyecto con ideas precisas. Remitido al Con-
sejo de Estado, y a requerimiento del presidente de este órgano
consultivo el ex Presidente de la República don Jorge Alessandri
Rodríguez, el Ejecutivo solicita a la Comisión un anteproyecto
debidamente articulado, el que es entregado con fecha 18 de octu-
bre de 1978.

El 31 de octubre de 1978, el Presidente de la República envía
el anteproyecto articulado al Consejo de Estado para su estudio.
Este Consejo, desde noviembre de 1978 y hasta julio de 1980,
celebró cincuenta y siete sesiones plenarias. Solicitadas por el
Consejo a la opinión pública, sugerencias, comentarios o críticas
acerca del anteproyecto, se recibieron alrededor de cientocincuenta.

El 8 de julio de 1980, el Consejo de Estado entregó al Presi-
dente de la República su informe, en el que se contenía un nuevo
anteproyecto constitucional.

El Presidente de la República sometió al estudio y decisión de
la Junta de Gobierno los anteproyecto s elaborados por la Comi-
sión de Estudio de la Nueva Constitución Política y por el Consejo
de Estado. Esto se llevó a efecto durante el mes de julio de 1980.

La Junta de Gobierno fijó y aprobó el texto de la nueva Cons-
titución Política, basándose fundamentalmente en el Antepro-
yecto de la Comisión de Estudio, incorporando numerosos pre-
ceptos del anteproyecto contenido en el informe del Consejo
de Estado e introduciendo varias modificaciones de su propia
iniciati va.

La Junta de Gobierno lo hizo mediante el Decreto Ley N° 3.464,
publicado en el Diario Oficial de 11 de agosto de 1980. Señalaba:
"La Junta de Gobierno ... en ejercicio de la potestad constituyente,
ha acordado aprobar como nueva Constitución Política de la Re-
pública de Chile, sujeta a ratificación por plebiscito, el siguiente
Decreto Ley: Constitución Política de la República de Chile". Se
contiene a continuación su texto íntegro.

Termina el Decreto Ley, ordenando el registro en la Contraloría
General Yla publicación en el Diario Oficial.

Lleva las firmas del Presidente de la República, de los inte-
grantes de la Junta de Gobierno y de todos los ministros de Estado.

El Decreto Ley N° 3.465, publicado en el Diario Oficial el 12
de agosto de 1980, expresa que se dicta en ejercicio del poder
constituyente y en su artículo 1° dice: "En conformidad con lo
dispuesto en el artículo final del Decreto Ley N° 3.464, de 1980,
convócase a plebiscito para el día 1I de septiembre de 1980, des-
tinado a pronunciarse sobre la nueva 'Constitución Política de la
República de Chile' incluidas sus disposiciones transitorias, se-
gún su texto fijado por el mencionado decreto ley y publicado en
el Diario Oficial de 11 de agosto de 1980".

La referencia hecha al artículo final del D.L. N° 3.464, hay
que entenderla referida al artículo final del texto de la Constitu-
ción aprobada en ese decreto ley, el que en su inciso segundo
señala que: "un decreto ley determinaráJa oportunidad en la cual
se efectuará el señalado plebiscito, así como las normas a que él
se sujetará ...".

"La norma contenida en el inciso anterior entrará en vigencia
desde la fecha de publicación del presente texto constitucional".

Del estudio y aprobación del proyecto por la Junta de Gobier-
no, no se han proporcionado actas oficiales.

En el plebiscito tuvieron derecho a sufragio los chilenos ma-
yores de 18 años y los extranjeros que además tenían residencia
legal en Chile. Se sufragó por la aprobación marcando el "Sí", o
por el rechazo marcando el "No". Las cédulas emitidas en blanco,
fueron escrutadas en favor de la preferencia "Sí", según lo dis-
puesto en el artículo 20 inciso final del D.L. N° 3.465.

El ex Presidente de la República don Eduardo Frei Montalva,
principal figura de la oposición, en un acto público realizado en el
Teatro Caupolicán de Santiago el 27 de agosto de 1980, llamó a la
ciudadanía a votar en forma negativa el proyecto constitucional.



Aprobación
Votos en blanco
Total por el SI

4.121.067 votos
83.812 votos

5.202.879 votos

65,71%
1,33%

67,04%

Por el NO
Votos nulos
Total votos emitidos

1.893.420 votos
173.569 votos

6.271.868 votos

30,19%
2,77%

Porcentaje total 100%

Estos resultados fueron señalados por el Colegio Escrutador
Nacional, contemplado en el artículo 28 del Decreto Ley N° 3.465,
que estaba integrado y presidido por el Contralor General de la
República, por un Ministro de la Corte de Apelaciones de Santia-
go designado por la Corte Suprema y por el Secretario de la Corte
Suprema, quien además actuaba como Secretario.

El ex Presidente del Senado don Patricio Aylwin Azócar, en do-
cumento que suscribieron también algunas otras personalidades,
solicitaron, en ausencia de un Tribunal Calificador de Elecciones,
al Colegio Escrutador Nacional la nulidad del plebiscito, funda-
dos en las presuntas irregularidades y,anomalías que indicaban.

El Colegio Escrutador Nacional, según acta de su sesión de-
cimoséptima, de fecha 14 de octubre de 1980, señaló que carecía
de atribuciones para emitir un pronunciamiento sobre reclama-
ciones de tipo político electoral, por lo que no le correspondía
pronunciarse sobre la citada reclamación en la forma que fue
propuesta.

Tampoco el Colegio Escrutador Nacional dio lugar a declarar
nulas las Actas de los escrutinios ni el acto de que dan cuenta.

Con fecha 21 de octubre de 1980, el Presidente de la Repúbli-
ca procedió a promulgar el texto constitucional, efectuándose su
publicación en el Diario Oficial, de fecha 24 de octubre de 1980,
con la firma de los Ministros del Interior y de Justicia.
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De conformidad con lo dispuest01-n~ artículo final, inciso
de la Constitución, ésta entró en vigencia seis meses des-

pués de ser aprobada mediante plebiscito; esto es, el 11 de marzo
de 1981, con excepción de las disposiciones transitorias: novena
referente al Tribunal Constitucional, y la vigésimo tercera referen-
te a los impedimentos absolutos que pudieren afectar al Presiden-

de la República antes de la entrada en vigencia, disposiciones
que regirían desde su aprobación, y con excepción del inciso se-
gundo del artículo final, que entraba en vigencia con la publica-
ción del texto constitucional.

El mismo 11 de marzo de 1981, el Presidente de la República
juró cumplir y hacer cumplir la nueva Constitución, iniciándose el
período presidencial regulado en las disposiciones transitorias de-
cimotercera y vigésimo novena.5

En torno a la Constitución, se desarrolló un debate acerca de
su legitimidad, que fundamentalmente analizaba la etapa previa al
plebiscito, el acto mismo, y su etapa posterior inmediata.6 Era un
enfoque estático.

No obstante, es necesario tener presente que la legitimidad tie-
ne también un carácter dinámico. De suerte que en el proceso de
aplicación de una Constitución, ésta puede afianzar su legitimidad
o coinprometerIa definitivamente. Aspectos claves de ello, lo cons-

5Sobre el tema, puede consultarse a Sergio CARRASCaDELGADO,Génesis de la Cons-
titución de 1980, publicado en el Seminario de Estudio sobre la Constitución Política del
Estado de 1980, Concepción, 1982. También a Carlos ANDRADEGEYWITZ,La Constitu-
ción de 1980, su estudio y aprobación, publicado en la Gaceta Jurídica ~ 52, Anexo,
año 1984.

6 Vid Francisco CUMPLIDOy Humberto NOGUEIRA, Teoría de la Constitución,
p~gs. 105-111, expone extensamente las críticas en este aspecto. En sentido inverso,
Dleter BLUMENWITZy Sergio GAETEROJAS,La Constitución de 1980. Su Legitimidad.



tituyen las reformas efectuadas conforme a su procedimiento, o
bien, la ausencia de tales reformas que alejen el texto constitucio-
nal de la voluntad cívica.

También lo es, la aplicación de sus normas por los Tribunales,
la integración de los órganos en las formas previstas, la realiza-
ción de los procesos electorales.

Existe, pues, una legitimidad estática, que mira al origen de la
Constitución; y una legitimidad dinámica, que se refiere a la apli-
cación de la Constitución en el tiempo, a las reformas que experi-
menta para permitir su adaptación a nuevas situaciones, y que co-
rresponden a la legitimidad de origen y de ejercicio, cuando se
trata de los titulares de los órganos estatales. Ambos aspectos de-
ben ser considerados.

Desde el punto de vista de la legitimidad, en su aspecto diná-
mico, y en nuestra opinión, poniendo fin a ese debate, pueden in-
dicarse los siguientes hechos:

1) El plebiscito del 5 de octubre de 1988, efectuado de confor-
midad con las disposiciones vigésimo séptima, vigésimo octava y
vigésimo novena transitorias de la Constitución, y en el cual la
ciudadanía rechazó la proposición de la Junta de Gobierno para
que el Presidente de la República de la época gobernara por un
nuevo período de ocho años.

2) La aprobación de la primera reforma constitucional, que ha-
bía sido previamente acordada entre el Gobierno y los partidos
políticos de oposición agrupados en la combinación partidaria
"Concertación por la Democracia", y el partido Renovación Na-
cional.

Para ese efecto, en el Diario Oficial del 16 de junio de 1989 se
publicó el Decreto Supremo N° 939, dictado en conformidad a las
disposiciones transitorias decimoctava letra A, y en la letra d), y en
el artÍCulo tercero transitorio de la Ley N° 18.700, Yque convocó a
plebiscito para el día 30 de julio de 1989, a fin de aprobar o recha-
zar las reformas introducidas a la Constitución Política por la Jun-

ta de Gobierno, en el ejercicio del poder constituyente (decimoc-
tava transitoria, letra A).

El resultado final del plebiscito, conforme a lo señalado por el
Tribunal Calificador de Elecciones, fue:

Aprobación 6.069.449 votos 85,70 %
Rechazo 581.605 votos 8,21 %
Votos en blanco 106.747 votos 1,51 %
Votos nulos 324.283 votos 4,58 %
Total votos emitidos 7.082.084 votos 100,00 %

La reforma fue aprobada y publicada en el Diario Oficial como
Ley N° 18.825, con fecha 17 de agosto de 1989.6 bis

3) La elección presidencial efectuada el 14 de diciembre de
1989, en la que fue elegido Presidente de la República don Patri-
cio Aylwin Azócar, quien asumió el cargo el 11 de marzo de 1990
y prestó el juramento de estilo, de guardar y hacer guardar la Cons-
titución (art. 27 inc. 4°).

Conjuntamente con aquella elección, se efectuaron las elec-
ciones de parlamentarios para integrar el Congreso Nacional.

Principales innovaciones de la Constitución de 1980
respecto de la Carta de 1925

Las principales innovaciones que la Constitución de 1980 in-
troduce respecto de la Constitución de 1925, pueden clasificarse
en innovaciones de forma y de fondo. Son de forma cuando sólo

6 bis V'd b . I 1 .1 . so re esta matena e exce ente lIbro de Carlos ANDRADE GEYWIT, Reforma
de la Constitución Política de la República de Chile de 1980, Editorial Jurídica de Chile,
Santiago, 1991.



miran a la redacción, al orden de las materias, a los aspectos exter-
nos de la Constitución. En cambio, las innovaciones de fondo son
aquellas que se refieren al contenido normativo e institucional de
la Constitución.

Veamos algunas.

a) La Carta de 1925 tenía diez capítulos, ciento diez artículos per-
manentes y dieciocho disposiciones transitorias. La Constitución de
1980, con la reforma de 2005, tiene quince capítulos, ciento veinti-
nueve disposiciones permanentes, y veinte disposiciones transitorias.

b) Ha cambiado el epígrafe de algunos capítulos. En el Capítu-
lo I de la Carta de 1925, "Estado, Gobierno y Soberanía", se cam-
bia por "Bases de la Institucionalidad". El del Capítulo III "Ga-
rantías Constitucionales", se substituye por "De los Derechos y
Deberes Constitucionales", de la Carta de 1980.

Los nuevos epígrafes son más ajustados técnicamente.?
c) Se altera el orden de los Capítulos IV y V. El "IV" estaba

destinado al Congreso Nacional yel "V" al Presidente de la Repú-
blica, en la Carta de 1925. Ahora, el Capítulo IV se destina al
Gobierno. Presidente de la República. Hay un cambio en el epí-
grafe. Se agrega la voz "Gobierno". Y, finalmente, el Capítulo V se
destina al Congreso Nacional.

Denotan el reforzamiento que se hace del ejecutivo.
d) En la Carta de 1980 se regulan conjuntamente en el Capítu-

lo XIV, el "Gobierno y Administración Interior del Estado". Con
lo cual se vuelve a la técnica de la Carta de 1833.

La Constitución de 1925, en cambio, destinaba el Capítulo VIll al
"Gobierno Interior" y el "IX" al "Régimen Administrativo Interior".

e) Hay capítulos nuevos:
- el "X", destinado a la Contraloría General de la República.
- el "XI" a las Fuerzas Armadas, de Orden y Seguridad Pública.
Las materias precedentes se trataban en la Carta de 1925. Pero

ahora se les destina un capítulo especial.
- el "XII", destinado al Consejo de Seguridad Nacional.
- el "XIII" al Banco Central.
- el VII, sobre Ministerio Público, le fue agregado por la Ley

de Reforma Constitucional N° 19.519, de 16 de septiembre de 1997.

La Carta de 1925 contemplaba un pluralismo ideológico am-
plio.

La parte final del inciso primero del N° 3 del artículo 10, agre-
gado por Ley N° 17.398, de 9 de enero de 1971, denominado "Es.-
tatuto de garantías democráticas", decía: "No podrá ser constituti-
vo de delito o abuso sustentar y difundir cualquiera idea política".

La Constitución de 1980, en su texto primitivo, en el artículo
8°, establecía un pluralismo ideológico restringido, al establecer
que "todo acto de persona o grupo destinado a propagar doctrinas
que atenten contra la familia, propugnen la violencia o una con-
cepción de la sociedad, del Estado o del orden jurídico, de carácter
totalitario o fundada en la lucha de clases, es ilícito y contrario al
ordenamiento institucional de la República", y al declarar que las
organizaciones, movimientos y partidos políticos que "tiendan a
esos objetivos, son inconstitucionales".

El Tribunal Constitucional conocía de las infracciones.
La reforma de 1989 derogó el artículo 8° y restableció el plura-

lismo ideológico amplio, pero sancionando los actos o conductas
antidemocráticas.



Establece el artículo 19 N° 15 en su inciso sexto que: "son
inconstitucionales los partidos, movimientos u otras formas de or-
ganización cuyos objetivos, actos o conductas no respeten los prin-
cipios básicos del régimen democrático y constitucional, procuren
el establecimiento de un sistema totalitario, como asimismo aque-
llos que hagan uso de la violencia, la propugnen o inciten a ella
como método de acción política".

En el inciso séptimo se sanciona a las personas que "hubieren
tenido participación en los hechos que motiven la declaración de
inconstitucionalidad a que se refiere el inciso precedente ...".

Las declaraciones de inconstitucionalidad y la imposición de
las sanciones corresponde al Tribunal Constitucional.

b) Gobierno presidencial r~forzado o presidencialismo.

Podemos decir que el Gobierno de la Carta de 1980, es un
presidencialismo más vigorizado que el establecido en la Carta de
1925, como lo veremos más adelante.

Así, conserva y en algunos casos aumenta facultades que con-
templaba la Carta de 1925.

En los estados de excepción, se han acentuado las facultades
presidenciales.

c) Supresión de órganos constitucionales de la Carta de 1925.

1) Supresión de órganos, a raíz de la nueva división política y
administrativa del territorio.

La Carta de 1925 dividía el territorio para los efectos del go-
bierno interior en: provincias, departamentos, subdelegaciones y
distritos. Siendo sus autoridades: el Intendente, el Gobernador, el
Subdelegado y el Inspector, respectivamente.

La Carta de 1980 divide el territorio en regiones y provincias,
a cargo del Intendente y el Gobernador, respectivamente, con lo
cual elimina las divisiones menores y sus órganos, que consagra-
ba la Carta de 1925.

La división territorial actual para el Gobierno interior, es más
amplia que en la Carta anterior.

2) Se suprimen las asambleas provinciales. En la administración
provincial, la Carta de 1925 señalaba que ella residía en el Intendente,
asesorado por una Asamblea Provincial, de la cual sería su presidente.

La asamblea provincial se compondría de representantes de-
signados por las municipalidades de la provincia.

Estas asambleas provinciales nunca se establecieron puesto que
no se dictó la ley complementaria respectiva.

3) Se suprimen los cargos de regidores. En la administración
comunal, las municipalidades, según la Carta de 1925, estaban
integradas por los regidores.

Eran cargos concejiles, duraban cuatro años en funciones y se
elegían en votación directa.

La Ley de Reforma Constitucional N° 19.097, de 12 de noviem-
bre de 1991, sustituyó el artículo 108por el siguiente: "En cada Muni-
cipalidad habrá un concejo integrado por concejales elegidos por su-
fragio universal en conformidad a la de la Ley Orgánica Constitucio-
nal de Municipalidades. Durarán cuatro años en sus cargos y podrán
ser reelegidos. La misma ley determinará el número de concejales y
la forma de elegir al alcalde". Es el actual artículo 119inciso primero.

Estos cargos no son concejiles, puesto que los concejales tie-
nen derecho a recibir asignación por cada sesión a la que asistan,
cuyo monto varía en relación al número de habitantes de la comu-
na o agrupación de comunas respectiva, y con un tope máximo en
el respectivo mes calendario (artículo 88 L.O.e. N° 18.695 de Mu-
nicipalidades ).

d) Creación de nuevos órganos constitucionales.

La Carta de 1980 ha creado varios órganos constitucionales
nuevos:

1. Crea el Consejo de Seguridad Nacional. Arts. 106 y 107.



Le corresponde asesorar al Presidente de la República en cual-
quier mateIia vinculada a la seguridad nacional en que éste lo solicite.

2) Crea los Tribunales Electorales Regionales. Art. 96.
"Estos tribunales estarán constituidos por un ministro de la

Corte de Apelaciones respectiva, elegido por ésta, y por dos miem-
bros designados por el Tribunal Calificador de Elecciones de entre
personas que hayan ejercido la profesión de abogado o desempe-
ñado la función de ministro o abogado integrante de la Corte de
Apelaciones por un plazo no inferior a tres años".

Duran cuatro años en sus funciones.
Les corresponde conocer el escrutinio general y la calificación

de las elecciones que la ley les encomiende, así como de resolver
las reclamaciones que dieren lugar y de proclamar a los candida-
tos electos.

Sus resoluciones serán apelables ante el Tribunal Calificador
de Elecciones en la forma que determine la ley.

Conocen también de la calificación de las elecciones de carác-
ter gremial y de las que tengan lugar en aquellos grupos interme-
dios que la ley señale (art. 96 inc. 1°).

3) Se crean órganos para la administración regional y comunal
Se crean nuevos órganos para la administración regional y co-

munal, los Consejos Regionales de Desarrollo y los Consejos de
Desarrollo Comunales que fueron sustituidos por los Consejos
Regionales y por los Consejos, respectivamente, por la Ley de Re-
forma Constitucional N° 19.097, del 12 de noviembre de 1991.

Esta misma reforma constitucional establece también que "en
cada provincia existirá un consejo económico y social provincial
de carácter consultivo" (art. 116 inc. 3°).

4) No se crea, puesto que tenía existencia legal, pero se eleva al
rango constitucional, al Banco Central. Se le contempla en un ca-
pítulo especial, el XIII.

Señala el artículo 108, que el Banco Central es un organismo
autónomo, con patrimonio propio, de carácter técnico, cuya com-

organización, funciones y atribuciones la determinará
ley orgánica constitucional.

En la Carta de 1980 se establecen, entre otras, las siguientes
innovaciones:

1. Generación del Senado.
El artículo 49 inciso primero dispone: "El Senado se compone
miembros elegidos en votación directa por circunscripciones

senatoriales, en consideración a las regiones del país. La ley orgá-
nica constitucional respectiva determinará el número de senado-
res, las circunscripciones senatoriales y la forma de su elección".

En la Carta de 1925, los senadores eran cincuenta, todos elegi-
dos en votación directa, cinco por cada agrupación provincial.

2. La Cámara de Diputados.
Está integrada por un número fijo de ciento veinte diputados

elegidos en votación directa por los distritos electorales que esta-
blezca la ley.

En la Carta de 1925, el número era variable, se elegía un diputado
por cada treinta mil habitantes y fracción que no bajara de quince mil.

3. Quórums para sesionar.
Se elevan y uniforman los quórum s para entrar en sesión y

adoptar acuerdos de la Cámara de Diputados y el Senado. Según
el artículo 56 se requiere la concurrencia de la tercera parte de sus
miembros en ejercicio para entrar en sesión y adoptar acuerdos.

En la Carta de 1925, el artículo 58 establecía la quinta parte de
los diputados y la CUaItaparte de los senadores.

4. Se aumentan las condiciones de elegibilidad para ser parla-
mentario.

Para ser elegido diputado y senador se requiere haber cursado
la enseñanza media o equivalente; en cambio, la Carta del 25 sólo
exigía saber leer y escribir. (art. 48 y 50 de la Carta del 80).



Para ser elegido diputado se requiere tener residencia en la re-
gión a la que pertenezca el distrito electoral correspondiente du-
rante un plazo no inferior a dos años, contado hacia atrás desde el
día de la elección. (art. 48).

5. Se eliminan las elecciones complementarias de parlamentarios.
De conformidad al sistema de la Carta de 1925 y de la Ley de

Elecciones, las vacantes de cargos parlamentarios producidas an-
tes del último año de su mandato, se llenaban mediante una elec-
ción complementaria.

En cambio, la Carta de 1980 dispone que las vacantes de dipu-
tados y de senadores elegidos por votación directa que se produz-
can en cualquier tiempo se proveerán en conformidad a lo estable-
cido en el artículo 51 inciso tercero y siguiente.

y en el inciso final del artículo 51 se señala que en ningún caso
procederán elecciones complementarias.

6. Se aumentan las inhabilidades y las incompatibilidades par-
lamentarias.

Inhabilidades.- El artículo 57 señala que no pueden ser can-
didatos a diputados ni a senadores, entre otros, los alcaldes, y los
miembros de los Consejos Regionales y los concejales; las per-
sonas que desempeñan un cargo directivo de naturaleza gremial
o vecinal.

Incompatibilidades.- La Carta de 1925 en su artículo 29, había
señalado que los cargos parlamentarios eran incompatibles con
todo empleo público retribuido con fondos fiscales o municipales
"y con toda función o comisión de la misma naturaleza". Para fijar
el alcance de esta última expresión, se dictaron dos leyes interpre-
tativas, indicando los cargos incompatibles.

La Carta de 1980 ha señalado expresamente los cargos incom-
patibles en el artículo 58, y conservando la frase antes citada.

7. Se aumentan las atribuciones exclusivas del Senado.
Para ello, algunas atribuciones que en la Carta de 1925 eran

atribuciones exclusivas del Congreso (art. 43 N°s. 2, 3 y 4), se

entregan por la Carta de 1980, como atribuciones exclusivas del
Senado (art. 53 N°s. 6 y 7).

8. Se refuerza la importancia de las comisiones mixtas, forma-
das por igual número de diputados y senadores, para resolver las
divergencias que se produzcan entre ambas Cámaras, en la forma-
ción de la ley.

La Carta de 1980 introduce varias innovaciones relativas al
Presidente de la República. Algunas de ellas son:

1. Edad para ser elegido: la Carta de 1925 exigía tener treinta
años a lo menos; la de 1980, requiere tener cumplidos treinta y
cinco años.

2. Duración de sus funciones. La Carta de 1925 establecía seis
años; la de 1980 la fija en años.

Sin embargo, en virtud del inciso tercero de la disposición tran-
sitoria vigésimo novena, agregada por la Reforma Constitucional
de 1989, el Presidente de la República que fue elegido el 14 de
diciembre de 1989, "durará en el ejercicio de sus funciones por el
término de cuatro años, y no podrá ser reelegido para el período
inmediatamente siguiente".

La Ley de Reforma Constitucional, N° 19.295 de fecha 4 de
marzo de 1994, fijó el período presidencial en seis años, al modi-
ficar el artículo 25 inciso segundo.

La reforma de 2005 la fija en 4 años.
De modo que en breve lapso, su duración ha variado sucesiva-

mente a 6, 8, 4 , 6 y 4 años.
3. Cambio de sistema en el caso de no haber mayoría absoluta

en la elección. En la Carta de 1925 era el Congreso pleno que
elegía entre los candidatos que hubieran obtenido las dos más al-
tas mayorías relativas.



La Carta de 1980, en igual situación, dispone una segunda vuelta
electoral directa por sufragio universal, circunscrita a los candida_
tos con las dos más altas mayorías relativas (art. 26).

4. Caso de vacancia del cargo de Presidente de la República.
La Carta de 1925 disponía en esa situación, la elección extraordi-
naria de Presidente de la República, por votación directa y sufra-;
gio universal.

En el texto primitivo de la Carta de 1980, el reemplazante lo
designaba el Senado y duraba hasta la próxima elección de parla-
mentarios.

Con la reforma de 1989, se contempla una situación de elec-
ción por el Congreso pleno, y otra, en que el reemplazo se hace
mediante elección extraordinaria por sufragio universal (art. 29
incs. 3° y 4°).

5. Otras innovaciones. Se han señalado al hablar del gobierno
presidencial reforzado o presidencialismo.

Algunas de las innovaciones que ,introduce la Carta de 1980,
respecto de la regulación establecida 'por la Carta de 1925, en lo
relativo al Poder Judicial, son las siguientes:

l. Nombramiento de Ministros y Fiscales judiciales de la Cor-
te Suprema.

Ahora, los ministros y los fiscales judiciales de la Corte Supre-
ma serán nombrados por el Presidente de la República, eligiéndo-
los de una nómina de cinco personas en conformidad al artículo
78 de la Constitución que, en cada caso, propondrá la misma Cor-
te, y con acuerdo del Senado. Este debe adoptar los respectivos
acuerdos por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, en se-
sión especialmente convocada al efecto.

Antes no se requería el acuerdo del Senado.

2. Cesación en las funciones de juez, por edad.
La Carta de 1925 no señalaba un límite. La Carta de 1980 esta-

iblece en el artículo 80 inci~o segundo, que "los jueces cesarán en
'~susfunciones al cumplir 75 años de edad".
" Sin embargo, la norma relativa a la edad no regirá respecto al
Presidente de la Corte Suprema, quien continuará en su cargo "hasta
el término de su período".
, 3. En materia de superintendencia de la Corte Suprema.

Respecto a la superintendencia de la Corte Suprema sobre to-te dos los tribunales de la Nación, la Carta del 25 no señalaba excep-
,~, Cionesen su texto.

Pues bien, el artículo 82 inciso primero señala que se exceptúan
de esta superintendencia "el Tribunal Constitucional, el Tribunal
Calificador de Elecciones, los Tribunales Electorales Regionales".

4. Cumplimiento de las resoluciones judiciales. Potestad de
imperio.

La Carta de 1925 señalaba que pertenecía exclusivamente a
los Tribunales de Justicia "la facultad de juzgar las causas civiles
y criminales".

No se refería, por tanto, a la potestad de hacer cumplir lo re-
suelto por los tribunales. Ello quedaba entregado simplemente a la
ley, a lo señalado en el Código Orgánico de Tribunales.

Pues bien, ahora el artículo 76 señala que "la facultad de cono-
cer de las causas civiles y criminales, de resolverlas y de hacer
ejecutar lo juzgado, pertenece exclusivamente a los tribunales es-
tablecidos por la ley".

Por tanto, la potestad de imperio; es decir, la facultad de hacer
ejecutar lo juzgado, le está reconocida ahora por la Constitución.

'l!'" Antes sólo tenía fundamento legal.
5. Principio de inexcusabilidad.
En cumplimiento de la función jurisdiccional, los tribunales,

legalmente requeridos en negocios de su competencia, no pueden



excusarse de entrar en su conocimiento y fallo, ni aun a pretexto
de faltar ley.

Pues bien, la Carta de 1925 nada contemplaba en esta materia.
Tenía fuente puramente legal, en el Código Orgánico de Tribunales.

Ahora, en el artículo 76 inciso segundo se recoge el principio de
inexcusabilidad y se dispone que reclamada la intervención de los
Tribunales de Justicia "en forma legal y en negocios de su competen-
cia, no podrán excusarse de ejercer su autoridad, ni aún por falta de
ley que resuelva la contienda o asunto sometido a su decisión".

La Carta de 1980 consagra nuevos derechos constitucionales,
entre otros:

- el derecho a la vida;
- el derecho a la integridad física y psíquica de la persona;
- el derecho al respeto y protección a la vida privada y a la

honra de la persona y de su familia;
- el derecho a la no discriminación arbitraria en el trato que

deben dar el Estado y sus organismos en materia económica;
- el derecho a la igual protección de la ley en el ejercicio de los

derechos, y
- el derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación.

Las leyes de reformas de la Constitución de 1980 son las si-
guientes:

1) Ley de Reforma N° 18.825 de 17 de agosto de 1989.
Esta reforma es la única que se dictó conforme al procedimiento

establecido en la decimoctava disposición transitoria; esto es,

aprobada por la Junta de Gobierno ejerciendo el poder constitu-
yente, pero sujeta a la ratificación plebiscitaria.

Consta de un artículo único y 54 numerales, en que se indican
las modificaciones al texto constitucional.

Sólo por vía ejemplar, se pueden indicar las siguientes:
Se derogan los artículos 8° y 118. El primero sobre pluralismo

ideológico restringido y el segundo sobre procedimientos agrava-
dos de reforma constitucional y sobre veto absoluto.

Se eliminan algunas facultades del Presidente de la República
en el estado de sitio y en el estado de emergencia.

Se aumenta el número de senadores elegidos por sufragio uni-
versal, de veintiséis a treinta y ocho.

Se modifica la integración del Consejo de Seguridad Nacional
y una de sus atribuciones.

2. Ley de Reforma Constitucional N° 19.055, del 1° de abril de
1991.

Introdujo modificaciones en materia de amnistía, indultos ge-
nerales y particulares, y de libertad provisional.

3. Ley de Reforma Constitucional N° 19.097, de 12 de no-
viembre de 1991.

Modifica la Constitución en materia de Gobiernos Regionales
y administración comunal.

Sólo por vía ejemplar, se pueden indicar las siguientes modifi-
caCIOnes:

Establece que para el ejercicio de sus funciones el gobierno
regional gozará de personalidad jurídica, de derecho público y ten-
drá patrimonio propio.

El Consejo Regional será un órgano de carácter normativo,
resolutivo y fiscalizador y cuya integración y organización estará
regulada por la ley orgánica constitucional respectiva.

En cada provincia existirá un consejo económico y social pro-
vincial de carácter consultivo. La ley orgánica constitucional res-



pectiva determinará su composición, forma de designación de sus
integrantes, atribuciones y funcionamiento.

En cada municipalidad habrá un concejo integrado por conce-
jales elegidos por sufragio universal en conformidad a la Ley Or-
gánica Constitucional de Municipalidades. Durarán cuatro años
en sus cargos y podrán ser reelegidos. La misma ley determinará
el número de concejales y la forma de elegir alcalde.

4. Ley de Reforma Constitucional N° 19.295, de 4 de marzo
de 1994.

Consta de un artículo único que sustituye en el inciso segundo del
artículo 25 de la Constitución Política, la expresión "ocho" por "seis".

En consecuencia, la reforma rebaja el período presidencial a
seis años.

5. Ley de Reforma Constitucional N° 19.448, de 20 de febrero
de 1996.

Cambió la fecha de las elecciones destinadas a renovar los con-
cejos municipales, del 28 de junio de 1996 al 27 de octubre del
mismo año. La primera elección de concejales fue el 28 de junio
de 1992. El cambio obedeció, entre otras, a razones climáticas del
extremo sur del país.

Como consecuencia, se amplió el período de los alcaldes y con-
cejales en ejercicio hasta el6 de diciembre de 1996, y el período de
los consejeros regionales en ejercicio hasta el 19 de febrero de 1997.

Para lo anterior se agregó a la Constitución la disposición tri-
gésimo quinta transitoria.

6. Ley de Reforma Constitucional N° 19.519 de 16 de septiem-
bre de 1997.

Crea un organismo autónomo, jerarquizado, con el nombre de
Ministerio Público, que dirigirá en forma exclusiva la investiga-
ción de los hechos constitutivos de delito, los que determinen la
participación punible y los que acrediten la inocencia del impu-
tado y, en su caso, ejercerá la acción penal en la forma prevista por
la ley. En ningún caso ejercerá funciones jurisdiccionales.

La reforma agregó a continuación del Capítulo VI el Capítulo
"VI-A, que lleva como epígrafe la frase "Ministerio Público".

Hay que tener presente lo dispuesto en la disposición transito-
ria trigésimo sexta: "Las normas del Capítulo VI-A 'Ministerio
Público', regirán al momento de entrar en vigencia la ley orgánica

.:del Ministerio Público".
7. Ley de Reforma Constitucional N° 19.526 de 17 de noviem-

;·brede 1997.
Modifica las normas sobre administración comunal contem-

: pIando nuevas atribuciones a favor de las municipalidades.
:/ 8. Ley de Reforma Constitucional N° 19.541 de 22 de diciem-
L bre de 1997.

Modifica disposiciones relativas al Poder Judicial. Entre otras,
modifica la composición de la Corte Suprema y la designación de
sus Ministros y fiscales judiciales.

9. Ley de Reforma Constitucional N° 19.597, de fecha 14 de
enero de 1999.

Modifica el artículo 74 de la Constitución, reemplazando el
inciso segundo por otros, que establecen plazos en que debe pro-
nunciarse la Corte Suprema, cuando se solicita su opinión en rela-
ción a la ley orgánica constitucional relativa a la organización y
atribuciones de los tribunales.

Establece el inciso final que "si la Corte Suprema no emitiere
opinión dentro de los plazos aludidos, se entenderá por evacuado
el trámite".

10. Ley de Reforma Constitucional N° 19.611 de 16 de junio
de 1999.

Introduce las siguientes modificaciones:
1) Sustituye en el inciso primero del artículo 1°, la expresión

"Los hombres" por "Las personas", y
2) Agrega al final del párrafo primero del número 2 del artícu-

lo 19, la oración "Hombres y mujeres son iguales ante la ley".



11. Ley de Reforma Constitucional N° 19.634, de fecha 2 de
octubre de 1999, que intercala en el N° 10 del artículo 19 de la
Constitución Política, como párrafo cuarto, nuevo, el siguiente:

16. Ley de Reforma Constitucional N° 19.876, de fecha 22 de
ayo de 2003, que establece la obligatoriedad y gratuidad de la

educación media.
,i Sustituyó el inciso quinto del numero 10 del artículo 19 de la
Constitución Política de la República, por el siguiente:

12. Ley de Reforma Constitucional N° 19.643, publicada el
de noviembre de 1999 y rectificada la publicación, conteniéndose
el texto auténtico e íntegro en el Diario Oficial del 5 de ese mismo
mes y año.

Se modifican los artículos 26 y 27 relativos a la elección
Presidente de la República.

Se modifica el artículo 84 relativo a la integración del Tribunal
Calificador de Elecciones.

13. Ley de Reforma Constitucional N° 19.671 de 29 de abril de
2000, que modifica el artículo 117 de la Constitución, en lo
vo a la oportunidad en que han de reunirse las dos Cámaras en
Congreso Pleno para aprobar una reforma constitucional.

14. Ley de Reforma Constitucional N° 19.672, de fecha 28 de
abril de 2000, que modifica el artículo 30 de la Constitución, con
el fin de establecer el estatuto de los exPresidentes de la República.

15. Ley de Reforma Constitucional N° 19.742 de fecha 25 de
agosto de 2001, que reemplaza el inciso final del N° 12 del artícu-
lo 19 por el siguiente: "La ley regulará un sistema de calificación
para la exhibición de la producción cinematográfica".

Además, estableció en el N° 25 del artículo 19, "la libertad de
crear y difundir las artes".

Agregó la cuadragésima disposición transitoria, relativa a que
el nuevo inciso final del N° 12 del artículo 19, regirá al momento
de entrar en vigencia la ley sobre calificación cinematográfica que
se dicte en reemplazo de la de 1974.

Ley N° 19.846 sobre Calificación de la producción cinemato-
gráfica fue publicada en el Diario Oficial del 4 de enero de 2003.

"La educación básica y la educación media son obligatorias, de-
biendo el Estado financiar un sistema gratuito con tal objeto, desti-
nado a asegurar el acceso a ellas de toda la población. En el caso
de la educación media este sistema, en conformidad a la ley, se ex-

.c tenderá hasta cumplir los 21 años de edad".

17. Ley de Reforma Constitucional N° 20.050 de 26 de agosto
'de 2005, que en su artículo primero consta de 54 numerales que
introducen modificaciones a la Constitución Política. Y en su ar-
tículo segundo establece: "Autorízase al Presidente de la Repúbli-
ca para que, mediante decreto supremo, pueda dictar un texto re-

•.fundido, coordinado y sistematizado de la Constitución Política
.de la República dentro del plazo de un año desde la aprobación de
la presente reforma".

El Presidente de la República, en uso de la autorización antes
citada, fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la

. Constitución Política de la República, mediante Decreto N° 100
del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, publicado en
el Diario Oficial del 22 de septiembre de 2005.

- Entre muchas modificaciones, cabe señalar que el nuevo tex-
to modifica la numeración de los artículos a partir de los estados
de excepción constitucional. Y alteró la numeración de los capítu-

a partir del Capítulo VII, sobre Ministerio Público.
- Suprimió los senadores designados y los senadores vitalicios.
- Todo lo relativo al sistema electoral de los senadores, quedó

referido a la L.O.e. de votaciones populares y escrutinios, en la
disposición transitoria decimotercera.



- Se modificó la integración del Ttribunal Constitucional y se
aumentaron sus atribuciones.

- Se modificó la integración del Consejo de Seguridad Nacio-
nal y sus funciones.

18. Ley de Reforma Constitucional N° 20.162 de 16 de febrero
de 2007, que establece la obligatoriedad de la educación de la educa-
ción parvularia en su segundo nivel de transición. Reemplaza el
párrafo cuarto del numeral 10° de artículo 19, por el siguiente:

"Para el Estado es obligatorio promover la educación parvularia y
garantizar el acceso gratuito y el fillanciamiento fiscal al segundo
nivel de transición, sin que éste constituya requisito para el ingreso
a la eduázción básica".

"La reforma introducida al numerallO° del artículo 19 en relación
al segundo nivel de transición de la educación parvularia, entrará
en vigencia gradualmente, en laforma que disponga la ley".

19. Ley de Reforma Constitucional N° 20.193 de 30 de julio
de 2007, que establece los ten1torios especiales de Isla de Pascua y
Archipiélago Juan Femández. Se dispone que en el Capítulo XIV, a
continuación del artículo 126, se agrega el siguiente párrafo nuevo:

"Disposiciones Especiales
"Artículo 126 bis. - Son territorios especiales los correspondientes a
Isla de Pascua y al Archipiélago Juan Fernández. El Gobierno y
Administración de estos territorios se regirá por los estatutos espe-
ciales que establezcan las leyes orgánicas constitucionales respec-
tivas".

20. Ley de Reforma Constitucional N° 20.245 de 10 de enero
de 2008, que agrega en el artículo 77 de la Constitución el siguien-
te inciso final:

"La ley orgánica constitucional relativa a la organización y atri-
buciones de los tribunales, así como las leyes procesales que regu-
len un sistema de enjuiciamiento, podrán fijar fechas diferentes
para su entrada en vigencia en las diversas regiones del territorio
nacional. Sin perjuicio de lo anterior, el plazo para la entrada en
vigor de dichas leyes en todo el país no podrá ser superior a cuatro
años".



CAPÍTULO III
BASES DE LA INSTITUCIONALlDAD

La Constitución carece de preámbulo.
El anteproyecto de la Comisión de Estudio lo contemplaba.

Sin embargo, el Consejo de Estado lo desestimó, atendiendo a que
sus conceptos estarían ya contenidos en los Capítulos 1y III de la
Constitución. Este criterio fue seguido por la Junta de Gobierno.

De manera que el texto que antecede a la Constitución no es un
preámbulo de la misma, sino corresponde al Decreto Supremo
promulgatorio de la Constitución.8

8 SEÑALA: "Santiago, 21 de octubre de 1980. Hoy se decretó lo que sigue: Núm.
1.150. Visto: Lo dispuesto por los Decretos Leyes N's. I y 128, de 1973; de 3.464 y
3.465, de 1980 y considerando: que la H. Junta de Gobierno aprobó una nueva Constitu-
ción Política de la República de Chile, sometiendo su texto a ratificación plebiscitaria;

Que para tal efecto, la H. Junta de Gobierno convocó a la Nación toda a plebiscito
. para el día II de septiembre de 1980;

Que la Voluntad soberana nacional mayoritariamente manifestada en un acto libre, se-
creto e informado, se pronunció aprobando la Carta Fundamental que le fuere propuesta;

Que el Colegio Escrutador Nacional ha remitido el Acta del escrutinio general de la
que contiene el resultado oficial y definitivo del plebiscito y en que consta la

aprobación mayoritaria del pueblo de Chile al nuevo texto Constitucional;
Con el mérito de estos antecedentes e invocando el nombre de Dios Todopoderoso

decreto: Téngase por aprobada la Constitución Política de la República de Chile cuyo
texto oficial es el siguiente".

















































































































































































































































CAPÍTULO V I I

Los ESTADOS DE EXCEPCIÓN CONSTITUCIONAL

131.- Generalidades.

Por diversas causas ocurren situaciones de graves emergencias
en la vida del Estado, que pueden amenazar la paz externa, el or-
den interno u otros valores colectivos.

Para enfrentar estas amenazas en forma exitosa, se dota al Es-
tado de poderes jurídicos extraordinarios, que significa, por una
parte, aumentar las facultades del gobierno, que está encargado de
velar por la seguridad externa e interna del Estado, y por otra, la
suspensión o restricción transitoria del ejercicio de algunos dere-
chos y garantías constitucionales.

Tienen por objetivo superar las situaciones de excepción con-
templadas en la Constitución, para lo cual se dota al gobierno de
los mecanismos jurídicos necesarios.

Están regulados en el último párrafo del capítulo IV, que lleva
por epígrafe "Estados de excepción constitucional", artículos 39,
40, 41, 42, 43, 44 y 45.

Regula también esta materia la Ley N° 18.415, de fecha 14 de
junio de 1985, Ley Orgánica ('onslitucional de los Estados de Ex-
cepción, modificada por la Ley N" 18.906, de 24 de enero de 1990. ¡I
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Con mejor técnica y rigor que el artículo 39, señala el artículo
1 ° de la Ley Orgánica que "el ejercicio de los derechos y garantías
que la Constitución Política asegura a todas las personas, sólo puede
ser afectado en las situaciones en que ésta lo autoriza y siempre
que se encuentren vigentes los estados de excepción que ella esta-
blece". En cambio el artículo 39 sólo se ha referido a las causales
o situaciones de excepción, que por sí solas no pueden afectar el
ejercicio de los derechos y garantías, ya que es menester la vigen-
cia de algunos de los estados de excepción. Las situaciones de ex-
cepción o causales para que procedan los estados de excepción
son: guerra externa o interna, conmoción interior, emergencia y
calamidad pública, cuando afecten gravemente el normal desen-
volvimiento de las instituciones del Estado.

La manera de afectar el ejercicio de esos derechos y garantías
constitucionales es suspendiéndolos o restringiéndolos.

Expresa el artículo 12 de la Ley Orgánica que "se suspende
una garantía constitucional cuando temporalmente se impide del
todo su ejercicio durante la vigencia de un estado de excepción
constitucional", y que "se restringe una garantía constitucional
cuando, durante la vigencia de un estado de excepción, se limita
su ejercicio en el fondo o en la forma".79

Haciendo una interpretación extensiva de la expresión "garan-
tía constitucional", debemos decir que se suspende o restringe el
ejercicio de un derecho o una garantía constitucional.

La Carta contempla cuatro Estados de Excepción constitucio-
nal: el Estado de Asamblea, el Estado de Sitio, el Estado de Emer-
gencia y el Estado de Catástrofe.

79 El Tribunal Constitucional analizó esos conceptos, al ejercer el control preven-
tivo de la constitucionalidad de la ley orgánica constitucional de los estados de excep-
ción, en sentencia de fecha 7 de junio de 1 985, y publicada en el Diario Oficial del 14 de
junio de 1985.

132.- El Estado de Asamblea.

Le corresponde declararlo al Presidente de la República, con acuer-
do del Congreso Nacional, en caso de guerra exterior (art. 40).

Pronunciamiento del Congreso Nacional. Dentro del plazo de
cinco días contado desde la fecha en que el Presidente de la Repú-
blica someta la declaración de Estado de Asamblea a su considera-
ción, deberá pronunciarse aceptando o rechazando la proposición,
sin que pueda introducirle modificaciones.

Si el Congreso Nacional no se pronunciara dentro de dicho
plazo, se entenderá que aprueba la proposición que le ha hecho el
Presidente de la República.

Sin embargo, mientras el Congreso se pronuncia sobre la de-
claración, el Presidente de la República podrá aplicar el Estado de
Asamblea de inmediato. En este caso, las medidas que el Presi-
dente de la República adopte podrán ser objeto de revisión por los
tribunales de justicia sin que sea aplicable, entretanto, lo dispuesto
en el artículo 45 (art. 40 inc. 3°).

Plazo. El Estado de Asamblea mantendrá su vigencia por el
tiempo que se extienda la situación de guerra exterior, salvo que el
Presidente de la República disponga su suspensión con anteriori-
dad (art. 40 inciso final).

Causal. En caso de guerra exterior.
La L.O.C. de los Estados de Excepción N° 18.415 de 1985

señala en el artículo 8° inciso final que: "Para decretar el Estado
de Asamblea bastará la existencia de una situación de guerra ex-
terna y no se requerirá que la declaración de guerra haya sido
autorizada por ley".

Efectos jurídicos. Por la declaración de Estado de Asamblea,
el Presidente de la República queda facultado para suspender o
restringir la libertad personal. el derecho de reunión y la libertad
de trabajo. Podrá, también, restringir cl ejercicio del derecho de
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asociación; interceptar, abrir o registrar documentos y toda clase Plazo. La declaración del Fstado de Sitio sólo podrá hacerse
de comunicaciones, disponer requisiciones de bienes y establecer por un plazo de quince días, sin perjuicio de que el Presidente de la
limitaciones al ejercicio del derecho de propiedad (art. 43 inc. 1°).

	

República solicite su prórroga (art. 40 inc. 4°).
La L.O.C. de los Estados de Excepción citada, en su artículo La prórroga será procedente sólo cuando a la expiración del

1 4 modificado por la Ley N° 18.906 de 24 de enero de 1990, dis- plazo aún subsistan las situaciones de guerra interna o de conmo-

pone: "La persona afectada con las medidas de expulsión de] terri- ción interior, y el Congreso apruebe la proposición del Presidente.
torio de la República o prohibición de ingreso al país durante el Causal. En caso de guerra interna o grave conmoción interior.

Estado de Asamblea podrá solicitar la reconsideración de la res- En la guerra interna se trata de guerra civil, o hay sedición o

pectiva medida, sin perjuicio de que la propia autoridad la deje sin

	

rebelión armada.

efecto en la oportunidad que ella misma determine".

	

En la conmoción interior, hay hechos graves que perturban la
paz interna; se han producido situaciones que comprometen el or-

133.- El Estado de Sitio.

	

den público de un modo notorio y manifiesto.
Efectos jurídicos. Por la declaración de Estado de Sitio, el Pre-

Le corresponde declararlo al Presidente de la República, con sidente de la República podrá restringir la libertad de locomoción

acuerdo del Congreso Nacional, en caso de guerra interna o grave y arrestar a las personas en sus propias moradas o en lugares que la

conmoción interior (art. 40 inc. 1°)

	

ley determine y que no sean cárceles ni estén destinados a la deten-

Pronuncimniento del Congreso Nacional. Dentro del plazo de

	

I- ti o prisión de reos comunes.

cinco días contado desde la fecha en que el Presidente de la Repú-

	

Podrá, además, suspender o restringir el ejercicio del derecho
de reunión (art. 43 inc. 2°).blica someta la declaración del Estado de Sitio a su consideración,

La L.O.C. N° 18.415 sobre Estados de Excepción dispone en
deberá pronunciarse aceptando o rechazando la proposición, sin su artículo 15: "Declarado el Estado deAsamblea o I- de Sitio por
que pueda introducirle modificaciones.

	

causa de guerra interna y nombrado el Comandante en Jefe de un
Si el Congreso Nacional no se pronunciara dentro de dicho Ejército para operar contra el enemigo extranjero o contra fuerzas

plazo, se entenderá que aprueba la proposición del Presidente de rebeldes o sediciosas organizadas militarmente, cesará la compe-
la República.

	

tencia de los tribunales militares en tiempo de paz y comenzará la
Sin embargo, el Presidente podrá aplicar el Estado de Sitio de

	

de los tribunales militares en tiempo de guerra en todo el territorio
inmediato mientras el Congreso se pronuncia sobre la declara-

	

declarado en Estado de Asamblea o de Sitio".
ción, pero para el solo efecto de restringir el ejercicio del dere-
cho de reunión.

	

134.- Estado de Emergencia.
Las medidas que adopte el Presidente, en tanto no se pronuncie

el Congreso, podrán ser objeto de revisión por los tribunales de Lo declara el Presidente (le la República en caso de grave alte-
justicia, sin que sea aplicable, entretanto, lo dispuesto en el artícu- ración del orden público o de grave daño para la seguridad de la
lo 45 (art. 40 inc. 3°).

	

Nación (art. 42 inc. 1°).
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Plazo. No podrá extenderse por más de quince días, sin perjui-
cio de que el Presidente de la República pueda prorrogarlo por
i gual período.

Sin embargo, para sucesivas prórrogas, el Presidente requerirá
siempre del acuerdo del Congreso Nacional. El referido acuerdo
se tramitará en la forma establecida en el inciso segundo del ar-
tículo 40; es decir, dentro del plazo de cinco días contado desde
que el Presidente someta la declaración del Estado de Emergencia
al Congreso, éste deberá pronunciarse aceptando o rechazando la
proposición, sin que pueda introducirle modificaciones. Si el Con-
greso no se pronunciara dentro de dicho plazo, se entenderá que
aprueba la proposición del Presidente.

Causal. En caso de grave alteración del orden público o de
grave daño para la seguridad de la Nación.

El grave daño para la seguridad de la Nación, puede tener ori-
gen interno o externo.

Efectos jurídicos. Por la declaración del Estado de Emergen-
cia, el Presidente de la República podrá restringir las libertades de
locomoción y de reunión (art. 43 inc. 4°).

Las zonas respectivas quedarán bajo la dependencia inme-
diata del Jefe de la Defensa Nacional que designe el Presidente
de la República, y asumirá la dirección y supervigilancia de su
jurisdicción con las atribuciones y deberes que la ley señale (art.
42 inc. 2°).

El Presidente de la República estará obligado a informar al
Congreso Nacional de las medidas adoptada en virtud del Estado
de Emergencia.

135.- El Estado de Catástrofe.

El Presidente de la República declara el Estado de Catástrofe
en caso de calamidad pública (art. 41 inc. V).

Plazo. El plazo es hasta un año.
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"Con todo, el Presidente de la República sólo podrá declarar el
Estado de Catástrofe por un período superior a un año con acuerdo
del Congreso Nacional. El referido acuerdo se tramitará en forma
establecida en el inciso segundo del artículo 40" (art. 41 inc. 2°
parte final); esto es, dentro del plazo de cinco días contado desde
que el Presidente somete la declaración del Estado de Catástrofe al
Congreso, éste deberá pronunciarse aceptando o rechazando la pro-
posición, sin que pueda introducirle modificaciones. Si el Congre-
so no se pronunciara dentro de dicho plazo, se entenderá que aprue-
ba la proposición del Presidente.

El Congreso Nacional podrá dejar sin efecto la declaración trans-
curridos ciento ochenta días si las razones que la motivaron hubie-
ran cesado en forma absoluta.

Causal. En caso de calamidad pública.
Se produce la situación de calamidad pública cuando ha ocurri-

do un hecho de la naturaleza como terremoto, sequía, inundaciones,
maremoto, erupción volcánica, etc., que ha producido graves daños.

Pero también puede originarse en la acción del hombre, como
por ejemplo, un accidente en un reactor nuclear que contamine la
atmósfera.

Efectos jurídicos. El Presidente de la República podrá restringir
las libertades de locomoción y de reunión. Podrá, asimismo, dispo-
ner requisiciones de bienes, establecer limitaciones al ejercicio del
derecho de propiedad y adoptar todas las medidas extraordinarias
de carácter administrativo que sean necesarias para el pronto res-
tablecimiento de la normalidad en la zona afectada (art. 43 inc. 3°).

Las zonas respectivas quedarán bajo la dependencia inmediata
del Jefe de la Defensa Nacional que designe el Presidente de la Repú-
blica. Este asumirá la dirección y supervigilancia de su jurisdicción
con las atribuciones y deberes que la ley señale (art. 41 inciso final).

El Presidente de la República estará obligado a informar al
Congreso Nacional de las medidas adoptadas en virtud del Estado
de Catástrofe.
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136.- Normas constitucionales generales para los Estados de
Excepción.

1.- Las declaraciones de todos los Estados de Excepción deben
señalar las zonas afectadas (art. 40 inc. 1 °; art. 41 inc. 1 °; art. 42
inc. P).

No es todo el territorio. Son zonas, partes del territorio las que
han sido afectadas.

2.- Las medidas que se adopten durante los Estados de Excep-
ción no podrán, por ninguna circunstancia, prolongarse más allá
de la vigencia de los mismos (art. 44 inc. 2°).

3.- Los tribunales de justicia no podrán calificar los fundamen-
tos ni las circunstancias de hecho invocados por la autoridad para
decretar los Estados de Excepción, sin perjuicio de lo dispuesto en
el artículo 39.

No obstante, respecto de las medidas particulares que afecten
derechos constitucionales, siempre existirá la garantía de recurrir
ante las autoridades judiciales a través de los recursos que corres-
ponda (art. 45 inc. P).

4.- Las requisiciones que se practiquen darán lugar a indemni-
zaciones en conformidad a la ley. También darán derecho a indem-
nización las limitaciones que se impongan al derecho de propie-
dad cuando importen privación de alguno de sus atributos o facul-
tades esenciales y con ello se cause daño (art. 45 inc. 2°).

"En sentencia de la Corte Suprema de 3 de enero de 1907 se
definen las requisiciones como `préstamos forzosos', destinados a
satisfacer necesidades urgentes de un servicio público que por lo
mismo llevan la obligación de restituir las especies o bienes que
por su medio se obtienen, o la de pagar su valor". 80

Las requisiciones pueden ser para fines militares o civiles.

80 Mario BERNASCHINA, Constitución Política y leves complementarias, pág. 275.
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La L.O.C. sobre Estados (le Excepción establece que la autori-
dad, al hacer una requisición practicará un inventario detallado de
los bienes, dejando constancia del estado en que se encuentren,
debiendo entregar copia a quien tuviere los bienes en su poder al
momento de la requisición.

Habrá lugar a indemnización de perjuicios en contra del Fisco
por las requisiciones o limitaciones que se establecieren al dere-
cho de propiedad.

El monto y la forma de pago serán determinados de común
acuerdo. A falta de acuerdo, la indemnización la fijará el Juez Ci-
vil competente, la que deberá pagarse en dinero efectivo y al con-
tado (arts. 1 7 a 19).

5.- Una ley orgánica constitucional regulará los Estados de Excep-
ción, así como su declaración y la aplicación de las medidas legales y
administrativas que procediera adoptar bajo aquéllos. Dicha ley con-
templará lo estrictamente necesario para el pronto restablecimiento de
l a normalidad constitucional y no podrá afectar las competencias y el
funcionamiento de los órganos constitucionales ni los derechos e in-
munidades de sus respectivos titulares (art. 44 inc. 1°).

137.- Los recursos de amparo y protección en los Estados de
Excepción.

Durante la vigencia de la Carta de 1925 se discutió si los tribu-
nales, al conocer del recurso de amparo, podían o no revisar, contro-
lar los fundamentos de hecho de las medidas adoptadas por la auto-
ridad. Sobre este punto, nada decía la norma constitucional anterior.

Hubo autores que se pronunciaron por la afirmativa, por la ple-
nitud de competencia del trihunal. 81

81 Elena CAFFARENA DE JIL LS, El Recurso de Amparo frente a los Regímenes de
Emergencia, 1 957. Con prólogo (le Patricio Aylwin A.
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La opinión contraria, sin embargo, fue la que prevaleció en la
doctrina y en ¡,¡jurisprudencia.

"Si se admitiera tal competencia en la magistratura judicial
vendría ésta a sustituirse al órgano mismo al cual se ha entregado
la responsabilidad excepcional, por las graves razones que han dado
paso a la situación extraordinaria, y podría imposibilitarse el obje-
tivo que el constituyente tuvo al permitir las medidas extraordina-
rias de restricción...".

"En tal sentido, debe aceptarse la jurisprudencia de la Corte
Suprema que hace improcedente el recurso de amparo en Estado
de Sitio". 82

La Constitución de 1980, en su texto primitivo, tuvo una re-
dacción defectuosa al respecto, que obligó a su modificación por
la reforma constitucional de 1989, que haciendo procedentes la
interposición y tramitación de los recursos de amparo y protec-
ción, sin embargo establecía que "los tribunales de justicia no po-
drán, en caso alguno, entrar a calificar los fundamentos ni las cir-
cunstancias de hecho invocadas por la autoridad para adoptar las
medidas en ejercicio de las facultades excepcionales que le confie-
re esta Constitución". 83

Con la reforma constitucional del año 2005, según lo dispues-
to en el artículo 45, la única limitación que establece es que "los
tribunales de justicia no podrán calificar los fundamentos ni las
circunstancias de hecho invocados por la autoridad para decretar
los Estados de Excepción".

Pero, respecto de las medidas particulares que adopte la auto-
ridad durante la vigencia de los Estados de Excepción, no se es-
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tablece ninguna limitación constitucional para el pleno ejercicio
de sus competencias. Señala expresamente el artículo 45 inc. 1°
parte final, que "respecto de las medidas particulares que afecten
derechos constitucionales siempre existirá la garantía de recurrir
ante las autoridades judiciales a través de los recursos que co-
rresponda".

Y por cierto, corresponden los recursos de protección del ar-
tículo 20 y de amparo del artículo 21.

82 22 de abril de 1 932, G. 1932, primer semestre, N° 48, pág. 1 74; y 14 de abril de
1 936, N°s. 44-46, págs. 220 y 222. Ver también, Alejandro SILVA BASCUÑÁN, Tratado de
Derecho Constitucional, T. II, pág. 332.

83 Vid. Alejandro SILVA BASCUÑÁN, Los Estados de Excepción en la Constitución de
1980, Gaceta Jurídica N° 52, pág. 9.
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138.- Generalidades.

Lo relativo al Poder Ejecutivo, y sus principales órganos, Pre-
sidente de la República y Ministros de Estado, está contemplado
en el Capítulo IV de la Carta de 1980. En el Capítulo V se contem-
pla al Congreso Nacional y en el Capítulo VI de la Constitución, al
Poder Judicial. El orden en que se tratan estos órganos ha sido
alterado respecto al señalado en el ordenamiento anterior. En efec-
to, en la Carta de 1925, el Capítulo IV se dedicaba al Congreso
Nacional; el Capítulo V estaba destinado al Presidente de la Repú-
blica y los Ministros de Estado, y el Capítulo VII al Poder Judicial.
Esta alteración del orden de los capítulos en que es el Ejecutivo el
que encabeza los órganos que se contemplan en la Constitución,
nos indica el especial énfasis que está colocando en el órgano Pre-
sidente de la República.

Si ahora nos fijamos en los epígrafes que encabezan estos capí-
t ulos, observamos que la Carta de 1980 mantiene los de la Carta de
1 925 referentes a los poderes legislativos y judicial, conservando
sus títulos de Congreso Nacional y Poder Judicial, respectivamente.

En cambio, en el Capítulo IV se ha utilizado el epígrafe "Go-
hierno" y como subtítulo a él, "¡'residente de la República".

CANT(IIO VIII
GOB11 ,RNo

EL PRESIDENTE DI? LA REPÚBLICA
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Se utiliza la palabra "Gobierno" para señalar al mencionado
en anteriores Cartas como Poder Ejecutivo, o simplemente Presi-
dente de la República.

En la Carta de 1822 encontramos la expresión Gobierno como
epígrafe del Capítulo I del Título III, pero en un sentido amplio,
comprendiendo los poderes clásicos del Estado como lo indica su
artículo 12, esto es, el Legislativo, Ejecutivo y Judicial.

En la Carta de 1980, la expresión Gobierno del epígrafe del
Capítulo IV está empleada en un sentido restringido, compren-
diendo sólo el Poder Ejecutivo.

Se aleja, pues, deliberadamente el constituyente de la expresión
clásica forjada por Montesquieu en su obra "El espíritu de las le-
yes", que evoca un poder que es deliberadamente muy limitado, en
tanto que el legislativo es el de las asambleas representativas que
surge como el exclusivo formulador de la ley y garantía de libertad.

Para el otro gran teórico del siglo XVIII Rousseau, el PoderLegis-
lativo fundado en el pueblo soberano alcanza su máxima fuerza, y el
Ejecutivo, por el contrario, es diseñado enteramente limitado, subor-
dinado y mero ejecutor de la voluntad de aquél. Aparece, pues, como
una función subalterna, corno un Poder sirviente del legislativo.

Desde esos grandes maestros del pensamiento político hasta
hoy, las relaciones entre esos poderes han experimentado constan-
tes variaciones.

La Carta de 1980, desde el epígrafe del Capítulo IV, manifiesta
su intención, abandona la terminología clásica, y lo denomina
Gobierno. No va a establecer un poder meramente ejecutante de la
voluntad de otro, sino un órgano en quien residen auténticas po-
testades gubernamentales.

139.- Es un presidencialismo o gobierno presidencial reforzado.

Nos dice el artículo 24, inciso primero: "el gobierno y la admi-
nistración del Estado corresponden al Presidente (le la República,
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quien es el Jefe de Estado". En él reside la potestad de gobierno y
administración; es él quien imprime la dirección al gobierno, es su
voluntad, la que en definitiva decide. Los Ministros de Estado, los
Subsecretarios, Intendentes y Gobernadores son sus colaborado-
res, a quienes nombra y remueve a su voluntad, y quienes se ajus-
tarán a las instrucciones que el Presidente les imparta. Son órga-
nos auxiliares del Presidente de la República.

El Presidente de la República, elegido por la ciudadanía en vota-
ción directa, dura en el ejercicio de sus funciones por el término de
cuatro años, y no podrá ser reelegido para el período siguiente.

Así lo configuran las características de unipersonal, republica-
no, democrático del órgano. Es el Jefe de Estado y de Gobierno.
Además, el Presidente como sus Ministros son irresponsables po-
líticamente ante el Parlamento, lo que no impide la existencia ex-
cepcional del juicio político.

El artículo 52 N° 1° establece expresamente que los acuerdos u
observaciones de la Cámara de Diputados adoptados en uso de su
atribución exclusiva de fiscalizar los actos del Gobierno, en ningún
caso afectarán la responsabilidad política de los Ministros.

Es un presidencialismo.
Esta palabra fue empleada en el campo científico por primera

vez en 1935 por el publicista Mirkine Guetzévicht.84

El sistema equilibrado de "frenos y contrapesos" del gobierno
presidencial ha sido sustituido por una relación de desequilibrio
entre Presidente y Congreso, en que las nuevas potestades jurídi-
cas del primero lo colocan en posición privilegiada. No se da una
subordinación del Congreso, pero sí se le ha limitado en sus atri-
buciones más esenciales: las legislativas y fiscalizadoras. Tampo-
co se establece un autoritarismo presidencial, la democracia consti-

84 Vid Richard MOULIN, L e president iall.one et la classification des regimes politiques,
pág. 35, nota 1 23.
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tucional conserva sus bases fundamentales, pero se desprende de
sus instituciones una preeminencia jurídica y política del gobierno.

Se han debilitado los controles parlamentarios y jurisdicciona-
les sobre él.

El aumento de atribuciones que se confieren al Presidente, puede
caracterizarse del modo siguiente:

a) El presidente se convierte en el principal colegislador.
Se le confiere iniciativa legislativa. Puede iniciar un proyecto

de ley a través de un mensaje presidencial dirigido a cualquiera de
las Cámaras. Además, se le confiere iniciativa legislativa exclusi-
va en ciertas materias económicas y sociales. Por ejemplo: para
imponer, suprimir, reducir o condonar tributos de cualquier clase
o naturaleza; para crear nuevos servicios públicos o empleos
rentados fiscales o en las instituciones del Estado; para contratar
empréstitos; para fijar, modificar o aumentar remuneraciones de
los funcionarios de la administración pública (art. 65).

Puede hacer presente la urgencia y calificarla durante la trami-
tación del proyecto de ley, y en tal caso, la Cámara respectiva de-
berá pronunciarse dentro de plazos breves. Con este mecanismo,
el Presidente obtiene que el Congreso trabaje sobre los proyectos
que a él interesa (art. 74).

Se le amplía el derecho de veto. Se admite el veto parcial y el
veto aditivo, mediante los cuales puede oponerse a una parte del
proyecto de ley aprobado por el Congreso o introducir ideas nue-
vas, respectivamente (art . 73).

El gobierno presidencial clásico sólo contempla el veto total.
Puede dictar decretos con fuerza de ley, previa ley habilitante

dictada por el Congreso (art. 64)-
b) Se permite la participación de los ministros de Estado en los

debates de las Cámaras del Congreso, sin derecho a voto, pero
pudiendo hacer uso preferente de la palabra (art. 37).

e) Se le confiere la facultad para convocar a referéndum cons-
tituyente (arts. 1 28 y 129).
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d) Se refuerzan sus atribuciones durante los estados de excep-
ción constitucional (art. 43).

e) Se limitan las atribuciones del Congreso en la aprobación
del Presupuesto.

Se establece que el Proyecto de Ley de Presupuesto es de
iniciativa exclusiva del Presidente; que si el Congreso no lo des-
pacha dentro de los sesenta días contados desde su presentación,
regirá el proyecto presentado por el Presidente; que el Congreso
no podrá aumentar ni disminuir la estimación de los ingresos;
sólo podrá reducir los gastos contenidos en el Proyecto de Ley de
Presupuestos, salvo los que estén establecidos por ley permanen-
te (art. 67).

f) La forma jurídica del Estado unitario.
La forma jurídica de Estado tiene una estrecha relación con la

forma de gobierno.
La forma de gobierno presidencial nace simultáneamente con

l a forma jurídica de Estado federal en la Constitución de 1787 de
l os Estados Unidos.

En el Estado federal se da una duplicidad orgánica, y en conse-
cuencia también, en cada Estado federado habrá un Ejecutivo
estadual análogo al Ejecutivo federal, generado también por su-
fragio universal, es el Gobernador de cada Estado federado. Por
tanto, cada Gobernador en su Estado federado, investido con el
título democrático, goza de completa independencia respecto del
Presidente de los Estados Unidos.

Nosotros, al introducir el gobierno presidencial en la forma
j urídica de Estado unitario, eliminamos los contrapesos de gobier-
nos interiores independientes, y entregamos el gobierno interior a
Intendentes en las Regiones y a Gobernadores en las provincias
que son designados por el Presidente de la República, que duran
en sus funciones mientras cuenten con su exclusiva confianza, que
pueden ser removidos por su sol,( voluntad sin expresión de causa,

	

1
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y que desempeñan sus funciones de acuerdo a las instrucciones

	

140.- El título de Presidente de la República.que aquél les imparta (arts. 111 y 116).
Es decir, el Estado federal es un importante contrapeso del go- El título de Presidente para quien ocupa el cargo de jefe delbierno presidencial; en cambio, el Estado unitario, elimina el con- Poder Ejecutivo lo contempló la Constitución norteamericana,

trapeso y acrecienta el poder del Presidente, entregándole el go- que es la que por otra parte creó el modelo de ejecutivo pre-bierno interior de regiones y provincias.

	

sidencial. La influencia ejercida por esa Carta, en los países ame-El principio de la duplicidad orgánica también se expresa en lo

	

ricanos fue muy grande y han seguido la denominación de Presi-legislativo y lo jurisdiccional. Existe en cada Estado federado su

	

dente.propio Congreso que genera una legislación. Congresos estaduales

	

Recordemos que en el Reglamento Constitucional de 1814, elgenerados por sufragio universal en cada Estado federado, y tribu-

	

título del órgano ejecutivo era el de Director Supremo.nales estaduales generados conforme a las Constituciones de cada

	

En virtud de la ley de 8 de julio de 1826, el órgano ejecutivo seEstado federado.

	

denomina Presidente de la República y ese título lo llevó por pri-Todos ellos son contrapesos para el Presidente de los Estados

	

, »era vez el Almirante don Manuel Blanco Encalada.Unidos. El Presidente norteamericano es colegislador en la ley
federal e interviene en la generación de los tribunales federales,

	

ELECCIÓN DE PRESIDENTE DE t A REPÚBLICApero no es colegislador en la legislación estadual, y tampoco inter-
viene en la generación de los tribunales estaduales.

Como en un Estado unitario no se da el principio de duplicidad

	

141.- Requisitos para ser elegido Presidente de la República.
orgánica, tampoco se dan aquellos contrapesos ya mencionados.

El presidencialismo, mediante el reforzamiento de las atribu- El artículo 25 reformado en 2005 en su inciso primero expre-
ciones del Presidente, ha intentado superar el peligro de bloqueo sa: "Para ser elegido Presidente de la República se requiere tener
constitucional entre el gobierno y el Congreso. Sin embargo, sus l a nacionalidad chilena de acuerdo a lo dispuesto en los números
logros han sido parciales en este aspecto. Ha habido rupturas cons- 1 ° o 2° del artículo 10; tener cumplidos treinta y cinco años de
titucionales.

	

edad y poseer las demás calidades necesarias para ser ciudadano
No obstante, es teóricamente concebible que el régimen evolu-

	

con derecho a sufragio".
done hacia un "presidencialismo racionalizado", mediante la intro-

	

En el texto de la Constitución de 1833 se expresaba "para ser
ducción de frenos, contrapesos, controles, vigorizándose las facul-

	

Presidente de la República", lo que daba margen para sostener que
tades fiscalizadoras del Congreso sobre el Gobierno, convirtiéndo-

	

las condiciones prescritas en el texto constitucional debían reunir-
se en instrumento eficaz y con potencialidad política y jurídica sufi-

	

se el día de tomarse posesión del cargo, aunque estas condiciones
ciente para dar gobernabilidad estable y democrática. 84 bis

	

no las tuviera el día de la elección.
Pues bien, con la redacción actual se deja claramente estable-

14 h"Vid Hernán MOLINA GUA]TA, Hacia ¡ni presidepu*di.vino racionalizado, en Revis-

	

cido que las condiciones ex igidas debe poseerlas el ciudadano el
ta de Derecho, N° 201, págs. 179-180, año 1997, de la Universidad de Concepción.

	

día de su elección. Son requisilos "para ser elegido"
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1. Tener la nacionalidad chilena de acuerdo a lo dispuesto en Tanto la Comisión de Estudio de la Nueva Constitución Políti-
los ruúneros 1 ° o 2° del artículo 10 ca, cuanto el Consejo de Estado estahlecían en los requisitos para

ser elegido Presidente de la República, las calidades necesarias
Los chilenos por el número 1° del artículo 10 son aquéllos por

	

para ser senador.
l a fuente originaria del jus soli; es decir, los nacidos en el territorio Fue la Junta de Gobierno que sustituyó esa exigencia, por la de
de Chile y que no se encuentran en las situaciones de excepción "poseer calidades necesarias para ser ciudadano con derecho a su-
contempladas en ese precepto.

	

fragio". Con lo cual se da la inconsecuencia que, para ser elegido
Los chilenos por el número 2° del artículo 10 son aquéllos por

	

parlamentario, la Constitución exige tener cursada la enseñanza media
la fuente originaria del jus sanguini; es decir, "los hijos de padre o

	

o su equivalente, y en cambio para el cargo de mayor responsabili-
madre chilenos, nacidos en territorio extranjero. Con todo, se re-

	

dad en el Estado, la Constitución no exija ese requisito. Es un defec-
querirá que alguno de sus ascendientes en línea recta de primer o

	

to técnico, pero sin relevancia práctica, como es obvio.
segundo grado haya adquirido la nacionalidad chilena en virtud de
lo establecido en los números 1 °, 3° 0 4°".

	

142.- Duración del mandato presidencial.
Además, debe reunir el requisito a que refiere el artículo 13

	

Dispone el artículo 25 inciso segundo, que el Presidente de lainciso tercero que expresa que tratándose de los chilenos a que se

	

República durará en el ejercicio de sus funciones por el término derefiere el N° 2° del artículo 10, "el ejercicio de los derechos que les

	

cuatro años, y no podrá ser reelegido para el período siguiente.
confiere la ciudadanía estará sujeto a que hubieren estado

	

En el texto primitivo de la Constitución, el período presiden-
avecindados en Chile por más de un año".

	

cial duraba ocho años, y fue la Ley de Reforma Constitucional
N° 19.295 de 4 de marzo de 1994 la que lo rebajó a seis años. En la

2. Tener cumplido 35 años de edad

	

Carta de 1925 su duración era de seis años. 84 ter
En lo que se refiere a la prohibición para ser reelegido para el

La Constitución señala un mínimo de edad para asegurar la período siguiente, no se exige por la Carta, que medie exactamente
madurez de la persona que va a desempeñar tan graves responsa- otro período de cuatro años entre una y otra elección, sino que basta
bilidades. Pero no establece máximum de edad. Recordemos, que que se haya iniciado un nuevo período presidencial aunque éste se
el artículo 50 exige para ser elegido senador tener cumplidos trein- interrumpa antes de los cuatro años. En otros términos lo que se
ta y cinco años de edad al día de la elección.

	

quiere es que el Presidente no pueda presidir su propia reelección.
La Carta de 1925 exigía tener treinta años de edad a lo menos.

	

Señala el artículo 30 que "el Presidente cesará en su cargo el
mismo día en que se complete su período y le sucederá el reciente-

3. Poseer las demás calidades necesarias para ser ciudadano

	

mente elegido".
con derecho a sufragio.- La Constitución expresa "poseer" las de-
más calidades necesarias, esto significa que deben concurrir efec-

84 `e` El Presidente Patricio Aylwin duró cuatro años en sus funciones, en virtud de lativamente en el ciudadano esas calidades. disposición transitoria vigésimo novela i neiso T ercero.
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143.- Votación directa.

El artículo 26 inciso primero dispone que el Presidente será
elegido en votación directa. En las Cartas de 1925 y de 1980 se
opta por el sistema, de que el ciudadano sufrague en forma inme-
diata por quien desea que ocupe el cargo de Presidente.

Con esto se abandona el sistema de elección indirecta que estable-
cía la Carta de 1833, en el que el ciudadano votaba por un elector,
electores que a su vez se reunían y elegían el Presidente. El sistema se
desvirtuó, porque, de hecho, se convirtió en una elección directa.

144.- La elección.

El artículo 26 en sus incisos 1 ° y 2° fue modificado por la Ley
de Reforma Constitucional N° 19.643, publicada en el Diario Ofi-
cial de 4 de noviembre de 1999, y rectificada en el Diario Oficial
de 5 de noviembre de 1999.

En el inciso 1° en vez de "Presidente", se dice correctamente
"Presidente de la República". Y en el inciso 2° en vez de decir "se
procederá a una nueva elección", se dice "se procederá a una se-
gunda votación"; el plazo de la segunda votación se flexibiliza; en
vez de circunscribirla a "los dos candidatos que hubieren obtenido
las más altas mayorías relativas" la circunscribe "a los candidatos
que hayan obtenido las dos más altas mayorías relativas"; en la
segunda votación se elige por mayoría simple; y se disminuyen y
uniforman los plazos del Tribunal Calificador de Elecciones.

La reforma de 2005 restableció lo dispuesto en el texto primi-
tivo, en cuanto a que "la elección se efectuará conjuntamente con
la de parlamentarios", en la forma que determine la Ley Orgánica
Constitucional respectiva, noventa días antes de aquel en que de-
berá cesar en el cargo el que esté en funciones.

La Carta de 1980 amplió el plazo que en la Constitución de
1925 era sólo de sesenta días contados en igual forma.
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El aumento de sesenta a noventa días obedece a que la Carta
de 1980 contempla la posibilidad de una segunda votación, en el
caso de no obtenerse mayoría absoluta en la primera votación, lo
que no ocurría en la Carta de 1925. 85

El anteproyecto de la Comisión de Estudio mantenía el plazo
de sesenta días que señalaba la Carta de 1925. Fue el Consejo de
Estado el que amplió el plazo a noventa días.

Tratándose de una elección unipersonal, en un solo colegio
electoral, y con pocos candidatos por regla general, es discutible
la justificación de la ampliación del plazo, dado los avances de la
tecnología. 86

El Presidente de la República será elegido por mayoría absolu-
ta de los sufragios válidamente emitidos (art. 26 inc. 1°). Los vo-
tos en blanco y los nulos se considerarán como no emitidos (art.
26 inc. 3°), con lo cual se facilita la configuración de la mayoría
absoluta.

Pero "si a la elección de Presidente de la República se presen-
taren más de dos candidatos y ninguno de ellos obtuviese más de
l a mitad de los sufragios válidamente emitidos, se procederá a
una segunda votación que se circunscribirá a los candidatos que
hayan obtenido las dos más altas mayorías relativas y en ella re-
sultará electo aquel de los candidatos que obtenga el mayor nú-
mero de sufragios".

85 No obstante, la Constitución francesa de 1958, que sirvió de inspiración al sistema
(le elección de la Carta de 1980, señala en el artículo 7° inciso 3° que "la elección de nuevo
Presidente se efectuará veinte días, como mínimo, y treinta y cinco días, como máximo,
antes de que expiren los poderes del Presidente en ejercicio".

86 Al mantenerse la rigidez del plano, la elección o elecciones pueden recaer en
días hábiles.

En cambio, no sucede tal situación en caso de haber una segunda votación. Nos
parece del todo conveniente introducir una norma similar a la señalada en la oración final
del inciso 2° del art. 26: "Si ese día correspondiere a un domingo. Si así no fuere, ella se
realizará el domingo inmediatanlcnlc sif~uientc 	 Donde existe la misma razón, debe
existir la misma disposición.
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En esta segunda votación circunscrita a los candidatos que hubie-
ren obtenido las dos más altas mayorías relativas, lo normal es que se
dé entre dos candidatos. Pero eventualmente si hubiese un empate po-
dría darse la segunda votación entre más de dos candidatos.

De ahí entonces que "resultará electo aquel de los candidatos que
obtenga el mayor número de sufragios"; esto es, en la segunda
votación rige el principio de la mayoría simple, a diferencia de la
primera votación, en que rige el principio de la mayoría absoluta.

Dispone el artículo 27 inciso 1 ° que "el proceso de calificación de
la elección presidencial deberá quedar concluido dentro de los quince
días siguientes a la primera o segunda votación, según corresponda".

El Tribunal Calificador de Elecciones es el encargado de efectuar
el escrutinio general, calificar la elección, resolver las reclamaciones
que hubieren y proclamar en su resolución al Presidente de la Repú-
blica electo (arts. 95 inc. 1°, 27 inc. 3°). Comunicando de inmediato
dicha proclamación al Presidente del Senado (art. 27 inc. 2°).

El proceso con una votación o con una vuelta termina en el
plazo máximo de dieciséis días, con la proclamación de Presiden-
te electo; es decir, 1+15=16 días.

Proceso con segunda votación o segunda vuelta

Habrá una segunda votación cuando en la primera ningún can-
didato obtuvo la mayoría absoluta de los sufragios válidamente
emitidos.

Esta segunda votación se verificará en la forma que determine
la ley: el trigésimo día después de efectuada la primera. Si ese día
correspondiere a un domingo. Si así no fuere, ella se realizará el
domingo inmediatamente siguiente al referido trigésimo día.86bis

HERNÁN MOLINA GUAITA

86bis Dispone la L.O.C. N" 18.700 sobre votaciones populares y escrutinios, en su
art. 109, inciso final agregado por la Ley N° 19.654, que: "Si ninguno de los candida-
tos a Presidente de la República hubiere obtenido la mayoría absoluta señalada en el
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El proceso de calificación (le la segunda votación deberá que-
dar concluido dentro de los quince olías siguientes a esta votación.

El proceso con dos vueltas termina en el plazo máximo de cin-
cuenta y dos días (si el trigésimo día después de efectuada la pri-
mera votación correspondiere a un lunes), con la proclamación de
Presidente de la República electo; es decir, 1+30+6+15=52 días.

Con el mecanismo expuesto, la elección la hace exclusivamente
el cuerpo electoral.

Como razones que fundamentan el sistema electoral a dos vuel-
tas, se han indicado:

La exigencia de la mayoría absoluta de sufragios válidamente
emitidos para la primera votación afianza la autoridad presidencial
por un lado, y por otro, impide que una minoría alcance el poder.

Es cierto que con la redacción del artículo 26 inciso 2° modifi-
cado por la Ley de Reforma Constitucional N° 19.643, muy hi-
potéticamente es posible suponer una segunda votación con más de
dos candidatos en el caso de empates en algunas de las dos de las
más altas mayorías relativas, y en consecuencia, hipotéticamente es
posible suponer que en la segunda votación ninguno de los candida-
tos obtenga mayoría absoluta, situación cubierta por el artículo 26
inciso 2°, que dispone que en la segunda votación "resultará electo
aquel de los candidatos que obtenga el mayor número de sufragios".

Se piensa que en el evento de la segunda vuelta electoral la
ciudadanía tiene un plazo para reflexionar sobre las proyecciones
(le la elección, con lo cual se daría oportunidad para aquietar la
pasión política.

Continuación nota só bis

i nciso primero de este artículo y para los efectos de lo dispuesto en el inciso segundo
del artículo 26 de la Constitución Política, el 'l'rihunal hará la correspondiente declara-
ción, indicando los candidatos que hayan obtenido las dos más altas mayorías relativas
y ordenará su publicación en el Diario Oficial, lo que deberá efectuarse en el día
siguiente hábil al del vencimiento del plaio establecido en el inciso primero del
artículo 27 de la Constitución.
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Con el nuevo mecanismo electoral se ha modificado profun-
damente el sistema establecido en la Carta de 1 925. En efecto, si
del escrutinio general se desprendía que ninguno de los candida-
tos obtuvo mayoría absoluta, el Congreso Pleno debía elegir Pre-
sidente entre los candidatos que hubieren obtenido las dos más
altas mayorías relativas o los que hubieran obtenido en empate la
más alta mayoría relativa, de producirse este evento.

El sistema resultó deficiente.
En la práctica ocurrió, que aun cuando el Congreso Pleno, en

el texto constitucional tenía plena libertad para elegir entre las dos
más altas mayorías relativas, se creaba tal tensión política, que
siempre eligió a quien tuvo la primera mayoría relativa.

Y así fue como eligió Presidente en 1946 a Gabriel González
Videla; en 1952, a Carlos Ibáñez del Campo; en 1958, a Jorge
Alessandri Rodríguez, y en 1970, a Salvador Allende Gossens.

El sistema de la Carta de 1980 quita toda intervención al Con-
greso Pleno en la elección de Presidente de la República. Sólo inter-
viene para solemnizar el acto de asunción del mando por el Presi-
dente Electo, en que éste presta su juramento o promesa de estilo.

El nuevo sistema redundará en un reforzamiento de la autori-
dad del Presidente.

Frente a la opinión pública, frente a la oposición y frente al
Congreso, un Presidente elegido en estas condiciones exhibe re-
forzado su título de gobernante, desde un punto de vista político.

La reforma constitucional de 2005 introdujo dos nuevos incisos
al artículo 26, relativos al deceso de uno o ambos candidatos du-
rante la segunda vuelta. Dicen así:

Artículo 26 inciso 4°: "En caso de muerte de uno o de ambos
candidatos a que se refiere el inciso segundo, el Presidente de la
República convocará a una nueva elección dentro del plazo de
treinta días, contado desde la fecha del deceso. La elección se ce-
lebrará el domingo más cercano al nonagésimo día posterior a la
convocatoria".
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Ocurrido el evento de la muerte de uno o de ambos candidatos,
se interrumpe y cancela definitivamente el proceso electoral que
se desarrollaba, y la disposición ordena convocar a una nueva elec-
ción. La convocatoria debe hacerse dentro del plazo de treinta días,
contado desde la fecha del deceso y la elección se realizará el
domingo más próximo al nonagésimo día posterior a la convoca-
toria.

Artículo 26 inciso 5°: "Si expirase el mandato del Presidente
de la República en ejercicio antes de la fecha de asunción del Pre-
sidente que se elija en conformidad al inciso anterior, se aplicará,
en lo pertinente, la norma contenida en el inciso primero del ar-
tículo 28".

Expirado el período del Presidente en ejercicio antes de la fe-
cha de la asunción del Presidente que se elija, se procede a la subro-
gación conforme a lo dispuesto en el artículo 28 inciso primero,
"asumirá, mientras tanto, con el título de Vicepresidente de la Repú-
blica, el Presidente del Senado; a falta de éste, el Presidente de la
Cámara de Diputados, y a falta de éste, el Presidente de la Corte
Suprema".

145.- Proclamación, toma de posesión del cargo y juramento o
promesa.

La proclamación de Presidente de la República corresponde al
Tribunal Calificador de Elecciones, que, una vez que lo hubiere
efectuado, lo comunicará de inmediato al Presidente del Senado
( art. 27 inc. 2°).

En la Carta de 1925, la proclamación del Presidente electo la ha-
cía el Congreso Pleno. Y ello se explicaba, puesto que el Congreso
Pleno, en el evento de no haber obtenido mayoría absoluta ningún
candidato, debía elegir entre las dos más altas mayorías relativas.

La Carta de 1980 quitó esa atribución al Congreso Pleno, y
para ese evento, estableció la segunda vuelta electoral.
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No interviniendo ya el Congreso Pleno en la elección presi-

	

empeño de su cargo, y es substituido por la autoridad que señala
dencial, la proclamación del Presidente electo fue entregada al Tri-

	

la Constitución.
bunal Calificador de Elecciones.

	

Vamos a estudiarla distinguiendo la subrogación del Presiden-
Noventa días después de la primera o única votación, se reúne

	

te Electo; es decir, el que fue proclamado por el Tribunal Califica-
el Congreso Pleno en sesión pública, con los miembros que asis-

	

dor de Elecciones, pero que aún no 1 1 prestado el juramento o la
tan; esto es, diputados y senadores, con dos objetivos:

	

promesa del artículo 27, indispensable para asumir el cargo y la
1) Para tomar conocimiento de la resolución en virtud de la

	

del Presidente de la República en ejercicio.
cual el Tribunal Calificador de Elecciones proclamó al Presidente
electo.

	

146. Subrogación del Presidente Electo.
Sólo toma conocimiento, se impone de la proclamación. No

hay debate sobre el punto.

	

Distinguiremos si los impedimentos que dan lugar a la subro-
2) En la misma sesión, el Presidente del Senado procede a to-

	

gación son de carácter temporal o absolutos1

mar juramento o promesa de desempeñar fielmente el cargo (art.
27 m

Si el impedimento es temporal, "asumirá, mientras tanto, con
En 2° y 3°).

el título de Vicepresidente de la República, el Presidente del Sena-

Se

	

~~
n el juramento se invoca a Dios. En la promesa, no.

	

do; a falta de éste, el Presidente de la Cámara de Diputados, y a
jura o promete "desempeñar fielmente el cargo de Presi-

dente de la

	

falta de éste, el Presidente de la Corte Suprema" (art. 28 inc. l°)del
República, conservar la independencia de la Nación,

	

texto reformado en 2005, que alteró el orden de precedencia, que-
guardar y hacer guardar la Constitución y las leyes".

Prestado el juramento o promesa, asumirá de inmediato sus

	

dando ahora el Presidente de la Corte Suprema después que el Pre-

funciones.gb ter

	

Bidente de la Cámara de Diputados.

La Constitución no exige un quórum especial para la reunión

	

Se explica que no sean llamados a subrogar los Ministros de

del Congreso Pleno, se realiza con los miembros que asistan.

	

Estado, puesto que el Presidente Electo aún no ha asumido el car-
go, y por tanto, no ha podido designar Ministros de Estado.

LA SUBROGACIÓN Y REEMPLAZO

	

Si el impedimento es absoluto o debiera durar indefinidamen-

DEL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

	

te, las autoridades llamadas a subrogarlo son las mismas y en el
mismo orden.

Se produce la subrogación del Presidente de la República

	

Pero en este caso, debe procederse al reemplazo del Presidente
cuando éste se halla impedido por cualquier causa para el des-

	

Electo mediante una nueva elección.
De ahí que el Vicepresidente de la República, en los diez días

S6`erEs una costunlhre constitucional, que inmediatamente despúes del juramento o siguientes al acuerdo del Senado adoptado en conformidad al ar-
promesa, se haga la llamada "transmisión del mando ", que consiste en que el Presidente tículo 53 No

7,

0
expedirá las órdenes convenientes para que se pro-saliente se quita las insignias del mando y la Banda presidencial, y el presidente del

Senado tercia la Banda presidencial sobre el pecho del Presidente que asume.

	

ceda, dentro del plazo de sesenta días, a nueva elección en la forma
En la misma sesión del congreso Pleno, el nuevo Presidente de la República proce-

	

prevista por la Constitución y la Ley de Elecciones. El Presidente
de a la designación (le su Ministerio, tomándoles el ju amento o promesa de estilo.

de la República así elegido asuntir<í sus funciones en la oportunidad
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que señale esa ley, y durará en el ejercicio de ellas hasta el día en
que le habría correspondido cesar en el cargo al electo que no pudo
asumir y cuyo impedimento hubiere motivado la nueva elección".

Durará el nuevo Presidente elegido en esta particular situa-
ción, un término variable, e inferior a los cuatro años, que es el
período normal. Ello tiene por finalidad que la elección presiden-
cial y las parlamentarias se efectúen conjuntamente como lo dis-
pone el artículo 26 inciso primero. 87

146 bis.- Subrogación del Presidente en ejercicio.

Para estudiar la subrogación del Presidente en ejercicio distin-
guiremos si los impedimentos que lo afectan son impedimentos
temporales o impedimentos absolutos.

A) Impedimentos temporales

Estos impedimentos temporales son los que tienen un carácter
transitorio, y en todo caso, que durarán menos tiempo que el que
falta para completar el período del Presidente, están enumerados
en el artículo 29 de la Carta, y son:

1) En el caso de enfermedad, que le impida ejercer el cargo;
2) Por ausencia del territorio de la República; de conformidad

al artículo 53 N° 6 es atribución exclusiva del Senado otorgar su
acuerdo para que el Presidente de la República pueda ausentarse
del país por más de treinta días o en los últimos noventa días de su
período (art. 25 inc. 3°).
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87 La Ley N° 18.700, en su artículo 176 inciso segundo, dispone: "La elección de
Presidente de la República, en caso de impedimento absoluto o indefinido del Presiden-
te Electo, se realizará el día que indique el decreto supremo que ordene practicarla, día
que no podrá ser anterior al cuadragésimo quinto siguiente a la fecha del acuerdo del
Senado, ni posterior a los sesenta días a que se refiere el inciso segundo del artículo 28
de la Constitución Política".
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Fuera de esos casos, puede el Presidente ausentarse del país,
comunicando al Senado su decisión y los motivos que la justifican
(art. 25 inc. 4°);

3) Cuando por "otro grave motivo" no pudiere ejercer el cargo.
Silva Bascuñán señala, si bien la aceptación por la Cámara de

Diputados de una acusación en contra del Presidente no produce
la suspensión en el cargo presidencial, puede importar un grave
motivo y dar lugar a que el Presidente decida esperar el término
del proceso político y alejarse, entretanto, de sus tareas (ob. cit.,
tomo III, pág. 242, la edición).

Autoridades llamadas a subrogar

Producida alguna de las causales o impedimentos temporales
subrogará al Presidente, con el título de "Vicepresidente de la Re-
pública":

a) El ministro titular a quien favorezca el orden de precedencia
que señale la ley. El orden de precedencia está señalado en el D.F.L.
N° 5.802 del 24 de octubre de 1942. Sin embargo, de conformidad
al D.F.L. N° 3.612 de 6 de agosto de 1930, "el Presidente de la
República puede por decreto de nombramiento señalar a cualquiera
de sus Ministros para que ocupe el primer lugar del orden de prece-
dencia", sin que por ello se altere el orden de los demás Ministros.

Si falta el Ministro, subroga el Ministro Titular que siga en el
orden de precedencia.

b) A falta de todos los Ministros, subrogan, sucesivamente, el
Presidente del Senado, el Presidente de la Cámara de Diputados y
el Presidente de la Corte Suprema.

Se ha vuelto al orden (le subrogación establecido en la Carta
de 1925.

En todo caso, durante la ('aria de 1925, la Vicepresidencia fue
desempeñada por el Presidente del Senado y también por el Presi-



dente de la Corte Suprema, pero nunca lo fue por el Presidente de
la Cámara de Diputados.

B) Impedimentos Absolutos

Los impedimentos absolutos tienen el carácter de definitivos, o
debieren durar indefinidamente, o en todo caso, durarán más tiem-
po del que falta para que el Presidente cumpla su período; es decir,
producen la vacancia del cargo de Presidente de la República.

La Carta de 1925 mencionaba la muerte del Presidente. La Carta
de 1980, no lo hace.

El artículo 53, que trata las atribuciones exclusivas del Sena-
do, señala en su N° 7 que le corresponde a ese órgano colegiado
declarar la inhabilidad del Presidente de la República cuando un
impedimento físico o mental lo inhabilite para el ejercicio de sus
funciones; y declarar, asimismo, cuando el Presidente de la Repú-
blica haga dimisión de su cargo, si los motivos que la originan son
o no fundados y, en consecuencia, admitirla o desecharla. En am-
bos casos, debe oír previamente al Tribunal Constitucional.

Autoridades llamadas a subrogar

Son las mismas autoridades y en el mismo orden, que eran
llamadas tratándose de impedimentos temporales. ("...se produci-
rá la subrogación como en las situaciones del inciso anterior". Art.
29 inc. 2°).

Le subrogará con el título de Vicepresidente de la República, el
Ministro Titular a quien corresponda de acuerdo con el orden de
precedencia legal. A falta de éste, la subrogación corresponderá al
Ministro titular que siga en ese orden de precedencia, a falta de todos
ellos, le subrogarán sucesivamente el Presidente del Senado; el
Presidente de la Cámara de Diputados y el Presidente de la Corte
Suprema.

Reemplazo

Pero en este caso, como se ha producido la vacancia del cargo,
se produce también el reemplazo; es decir, la elección del sucesor.

Tratándose de la vacancia del cargo de Presidente de la Repú-
blica en ejercicio, se cambia el sistema anterior. La Carta de 1925
disponía que en tal caso el Vicepresidente de la República debía
en los primeros diez días de su gobierno expedir las órdenes con-
venientes para que se procediera, dentro del plazo de sesenta días,
a nueva elección de Presidente.

La Carta de 1980 señalaba en su texto primitivo, en su artículo
29 inciso segundo, que "el sucesor será designado por el Senado
por mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio y durará en el
cargo hasta la próxima elección general de parlamentarios, opor-
tunidad en la cual se efectuará una nueva elección presidencial".

La reforma constitucional de 1989 reemplazó el inciso segundo,
por cuatro nuevos incisos, quedando el precepto con cinco incisos.

Pero con dicha reforma quedaron incoherencias normativas.
La reforma de 2005 introduce nuevas modificaciones, subsanán-
dose aquellos defectos.

El nuevo sistema distingue si la vacancia del cargo de Presi-
dente de la República se produce faltando menos de dos años, o
dos años o más para la próxima elección presidencial.

Si la vacancia del cargo se produjere faltando menos de dos
años para la próxima elección presidencial, el Presidente será ele-
gido por el Congreso Pleno por la mayoría absoluta de los senado-
res y diputados en ejercicio.

La elección por el Congreso será hecha dentro de los diez días
siguientes a la fecha de la vacancia y el elegido asumirá su cargo
dentro de los treinta días siguientes (art. 29 inc. 3°).

Si en cambio, la vacancia del cargo se produjere faltando dos
años o más para la próxima elección presidencial, el Vicepresi-
dente, dentro de los diez primeros días de su mandato, convocará
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a los ciudadanos a elección presidencial para el sexagésimo día
después de la convocatoria.

El Presidente que resulte elegido asumirá su cargo el décimo
día después de su proclamación (art. 29 ine. 4°).

El inciso final del artículo 29 dispone: "El Presidente elegido
conforme a algunos de los incisos precedentes durará en el cargo
hasta completar el período que restaba a quien reemplace y no po-
drá postular como candidato a la elección presidencial siguiente".

146 ten- El estatuto de los ex Presidentes de la República.

La Ley N° 19.672 de 28 de abril de 2000, de reforma constitu-
cional, agregó cuatro incisos nuevos al artículo 30 de la Constitu-
ción que constaba de un solo inciso.

Establece el artículo 30 inciso 2°: "El que haya desempeñado este
cargo por el período completo, asumirá, inmediatamente y de pleno
derecho, la dignidad oficial de ex Presidente de la República".

Esa dignidad se confiere a quien desempeñó el cargo de Presi-
dente de la República "por el período completo".

No señala el precepto el número de años. El período presiden-
cial ha variado en cuanto al número de años; en el texto primitivo
de la Carta del 80 era de ocho años; con la reforma constitucional
del 4 de marzo de 1994 era de seis años; actualmente, con la refor-
ma de 2005, es de cuatro años.

En consecuencia, el "período completo" es el vigente al mo-
mento de desempeñarse el cargo de Presidente de la República.

Se asume esa dignidad inmediatamente y de pleno derecho;
esto es, por el solo ministerio de la Constitución.

Dispone el artículo 30 inciso 4° que no alcanzará esa dignidad
"quien haya sido declarado culpable enjuicio político seguido en
su contra".

Tampoco la alcanzará "el ciudadano que llegue a ocupar el
cargo de Presidente de la República por vacancia del mismo".
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Fuero y Dieta

Dispone el artículo 30 inciso 3° que a quienes corresponda la
dignidad oficial de ex Presidente de la República, les "serán aplica-
bles las disposiciones de los incisos segundo, tercero y cuarto del
artículo 61 y el artículo 62".

Es decir, les serán aplicables el fuero parlamentario y la Dieta
parlamentaria.

El ex Presidente de la República que asuma alguna función re-
munerada con fondos públicos, dejará, en tanto la desempe-
ñe, de percibir la Dieta, manteniendo, en todo caso, el fuero. Se ex-
ceptúan los empleos docentes y las funciones o comisiones de igual
carácter de la enseñanza superior, media y especial (art. 30 inc. 5°).

ATRIBUCIONES DEL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

147.- Generalidades y clasificaciones.

Desde el punto de vista de su mayor o menor amplitud en la
formulación de las atribuciones presidenciales por la Constitución,
éstas pueden clasificarse en generales y especiales.

Las atribuciones generales del Presidente de la República tie-
nen su fuente en el artículo 24 incisos primero y segundo:

"El gobierno y la administración del Estado corresponden al Presi-
dente de la República, quien es el Jefe del Estado ".
"Su autoridad se extiende a todo cuanto tiene por objeto la con-
servación del orden público en el interior y la seguridad externa de
la República, de acuerdo con la Constitución y las leyes".

El inciso primero radica en el Presidente de la República la
jefatura del Estado, por l o que a él corresponde representarlo;
pero también le corresponde su gobierno y su administración. Es

329
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por ello, el jefe de gobierno y el máximo jerarca de la adminis-
tración.

Y el inciso segundo señala como un corolario de lo anterior, la
amplitud de su competencia y los fines que debe alcanzar, dejando
a su prudencia la elección de los medios que juzgue idóneos.

De aquí surge el rol del gobernante, del conductor político, del
llamado a ejercer un liderazgo de iniciativa, de impulsión, de co-
ordinación con los demás órganos del Estado, en procura de la
formulación, normativización y ejecución de las tareas señaladas
por el constituyente.

Claro está, que todo ello, "de acuerdo con la Constitución y las
l eyes". Es el marco en el cual debe encuadrar toda su acción, todas
sus conductas, lo que es obvio en un Estado de Derecho. Este lí-
mite explícito es sólo una aplicación específica del principio ge-
neral de legalidad consagrado en los artículos 6° y 7° de la Consti-
tución. En efecto, el artículo 6° inciso primero señala: "Los órga-
nos del Estado deben someter su acción a la Constitución y a las
normas dictadas conforme a ella". Y en el artículo 7° se indican las
sanciones para el caso de contravención.

Las atribuciones especiales tienen su fuente principalmente en
el artículo 32: "Son atribuciones especiales del Presidente de la
República", y a continuación señala sus principales competencias
en veinte numerales.

Este artículo no hace una enumeración taxativa de las atribu-
ciones presidenciales, ya que también se contemplan en otras dis-
posiciones, por ejemplo, en el artículo 19 N° 24 inciso 9°.

Y "sobre todo, porque la misión esencial que recibe no se ago-
ta en enunciación de tareas específicas, sino que es universal por
lo vasta y trascendental por su importancia. 88

88 Alejandro SILVA BASCUÑÁN, Tratado de Derecho Consúlucional,T. III, pág. 250,
año 1 963.

I

DERECHO CONSTITUCIONAL 331

Por otra parte, esta expresión de atribuciones especiales no cabe
tomarla en el sentido de atribuciones exclusivas tal como lo hace
l a Constitución en los artículos 52, 53 y 54, puesto que varias de
ellas dicen relación con otros órganos, en una actuación coordina-
da dentro de un proceso complejo para la realización de ciertos
actos jurídicos. Así por ejemplo, la atribución especial de "concu-
rrir a la formación de las leyes con arreglo a la Constitución",
indica su carácter de colegislador, ya que con el Congreso Nacio-
nal participará en el ejercicio de la función legislativa.

Una segunda clasificación que se puede hacer de las atribucio-
nes del Presidente de la República, es desde el punto de vista de su
contenido; es decir, de la materia sobre la que recaen.

Se clasifican en atribuciones gubernativas, administrativas, le-
gislativas y judiciales. 89

A esta clasificación nos ceñiremos en la exposición de la materia.

ATRIBUCIONES GUBERNATIVAS

Son aquellas que se refieren a la conducción política del Esta-
do, a su seguridad exterior y al orden interno, de un modo inme-
diato y directo.

148.- Atribuciones que se refieren a las relaciones internacio-
nales.

a) El Presidente de la República es el Jefe del Estado (art. 24
inc. 1°), y como tal, le co responde la función de representarlo. Él
es el representante del Estado, en el orden interno y en el externo.

Ante él presentan sus credenciales los Jefes de las misiones
diplomáticas de otros Estados:

R9 Vid. Enrique EVANS DI` I A CUADRA, Relación de la Constitución Política,

pág. 120, año 1 970.
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h) Como además es el Jefe de Gobierno, le corresponde "con-
ducir las relaciones políticas con las potencias extranjeras y orga-
nismos internacionales..." (art. 32 N° 15). En tal virtud, debe deci-
dir sobre el reconocimiento de nuevos Estados, de nuevos gobier-
nos, la suspensión o ruptura de relaciones diplomáticas con otros
gobiernos;

c) Para llevar a efecto la política internacional, le corresponde
"designar a los embajadores y ministros diplomáticos, y a los re-
presentantes ante organismos internacionales" (art. 32 N° 8°). Él
los designa libremente y se mantienen en sus cargos mientras cuen-
ten con su exclusiva confianza;

d) También le corresponde intervención en la elaboración de
los Tratados Internacionales. Dispone el artículo 32 N° 15° que le
corresponde "...llevar a cabo las negociaciones, concluir, firmar y
ratificar los tratados que estime convenientes para los intereses
del país, los que deberán ser sometidos a la aprobación del Con-
greso conforme a lo prescrito en el artículo 54 N° 1° ".

"Las discusiones y deliberaciones sobre estos objetos serán
secretos si el Presidente de la República así lo exigiere".

Por tanto, corresponde al Presidente de la República primera-
mente llevar a cabo la negociación, la conclusión y la firma del
acuerdo o tratado.

Las negociaciones las lleva a efecto por sí o mediante su Mi-
nistro de Relaciones Exteriores, embajadores y ministros diplo-
máticos que siguen sus instrucciones.

Concluido y firmado, lo debe someter a la aprobación del Con-
greso. Le corresponde al Congreso "aprobar o desechar los trata-
dos internacionales que le presentare el Presidente de la Repúbli-
ca antes de su ratificación" (art. 54 me. 1°).

e) Le corresponde también, de conformidad al artículo 32 N° 19°:
"Declarar la guerra, previa autorización por ley, debiendo dejar
constancia de haber oído al Consejo de Seguridad Nacional".
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Esta disposición está en estrecha relación con el artículo 63 N° 15
que establece como materia de ley: "Las que autoricen la declara-
ción de guerra, a propuesta del Presidente de la República". Y el
artículo 96 letra e), que establece que corresponde al Consejo de
Seguridad Nacional las demás atribuciones que la Constitución le
encomienda.

La iniciativa del proyecto de ley que autorice la declaración
de guerra es exclusiva del Presidente de la República. Sólo pue-
de iniciarse por mensaje, ya que él es el conductor de la política
i nternacional.

La ley no declara la guerra, sólo autoriza al Presidente de la
República para que éste la declare. Lo hace mediante un decreto
supremo con la firma de todos sus ministros, debiendo dejar cons-
tancia de haber oído al Consejo de Seguridad Nacional.

La Ley N° 8.109 de 13 de abril de 1945 otorgó autorización al
Presidente de la República para declarar la guerra a Japón. Se hizo
por Decreto Supremo de esa misma fecha.

1 49.-Atribuciones referentes a los Estados de Excepción Cons-
titucional.

Los estados de excepción constitucional se regulan en los ar-
tículos 39 a 45. Ellos fueron estudiados al tratar de las limitacio-
nes extraordinarias a los derechos constitucionales. Nos remiti-
mos a lo allí dicho.

1 50.- El Decreto Constitucional de Emergencia Económica.

La tercera de las atribuciones gubernativas del Presidente de la
República la constituye el decreto constitucional de emergencia eco-
nómica, que es aquel en virtud del cual el Presidente, con la firma
de todos sus Ministros, decreta pagos 11o autorizados por la ley, den-
tro de los límites y causales contempladas en el artículo 32 N° 20°.

333
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Excepción al principio de legalidad del gasto, en el sentido de
l ey formal

El artículo 32 N° 20° expresa que es atribución especial del
Presidente de la República "cuidar de la recaudación de las rentas
públicas y decretar su inversión con arreglo a la ley".

Por su parte, el artículo 100 señala "las Tesorerías del Estado
no podrán efectuar ningún pago, sino en virtud de un decreto o
resolución expedido por autoridad competente, en que se exprese
la ley o la parte del presupuesto que autorice aquel gasto".

Consagra, pues, la Constitución el principio de la legalidad del
gasto; esto es, que siempre que se ordene un gasto, éste debe estar
autorizado por la ley. Es una aplicación específica del amplio prin-
cipio de legalidad consagrado en nuestro ordenamiento jurídico, y
aquí referido a la materia específica del gasto público. No hay
gasto, si no está autorizado en la ley.

Pero llevado este principio con rigor absoluto, puede entrar en
conflicto con situaciones fácticas que la ley no pudo prever, y como
consecuencia surgirán necesidades impostergables que es necesa-
rio satisfacer. De esta forma se configura un "estado de necesi-
dad", no previsto por el legislador, y al cual la autoridad no podría
atender, por estar enmarcada rigurosamente en el principio de la
legalidad del gasto.

En consecuencia, este mecanismo obedece al reconocimiento
del "estado de necesidad", que puede obligar a la autoridad a incu-
rrir en gastos no autorizados por ley, y por ende procede a la regu-
lación constitucional de esta situación.

Se ha consagrado, pues, una excepción al principio de la lega-
lidad del gasto, pero reglamentado y limitado en sus alcances.

Requisitos del decreto constitucional de emergencia económica:
1'. Autoridad: que lo dicta: Es una atribución especial del Pre-

sidente de la República, ya que se le ha confiado el gobierno y la
administración.
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2°. Solemnidad: Siendo ésta una atribución excepcional, se ha
querido que cumpla con la solemnidad de que sea firmado por
todos los Ministros de Estado, lo que a su vez constituye una ex-
cepción al principio general del artículo 35, en cuanto que los de-
cretos del Presidente deben llevar la firma del Ministro del Depar-
tamento respectivo.

3°. Objetivo o . finalidad: Lo que se persigue con este decreto es
ordenar pagos no autorizados por la ley.

4°. Causales: Las causales que justifican la dictación de este
decreto están taxativamente señaladas en la Constitución, y ellas
son para atender necesidades impostergables derivadas de: 1) ca-
lamidades públicas; 2) de agresión exterior; 3) de conmoción in-
terna; 4) del agotamiento de los recursos destinados a mantener
servicios que no pueden paralizarse sin serio perjuicio para el país,
y 5) grave daño o peligro para la seguridad nacional.

Sólo en estas situaciones puede dictarse este decreto.
Las necesidades deben ser impostergables; esto es, que no admi-

ten dilación en su atención, son urgentes; deben derivarse de alguna
de las cinco situaciones caracterizadas de un modo bastante amplio.

En lo que respecta a la causal "calamidades públicas", no es
necesario que se extienda a todo el territorio de la República, puede
afectar a una zona, comuna o a una parte de una ciudad; se ha enten-
dido en sentido amplio, terremoto, sequía, erupción volcánica, etc.

En la agresión exterior no es necesario que exista la declaración
formal de guerra, basta el hecho cíe la invasión o las hostilidades.

En la conmoción interna cabe expresar que al Presidente le
corresponde y su autoridad se extiende a todo cuanto tiene por
objeto la conservación del orden público en el interior.

En los "servicios" que no puedan paralizarse sin grave daño
para el país, cabe señalar que la expresión servicios debe ser en-
tendida en forma amplia.

En la causal agregada en la Carta de 1980, no contemplada en
la anterior, de "grave daño o peligro para la seguridad nacional",
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hay que hacer notar que procede aun cuando el daño no se haya
producido, basta que exista peligro de un grave daño.

5°. Límites: El total de los giros que se hagan mediante decre-
tos constitucionales de emergencia económica no podrá exceder
anualmente del dos por ciento del monto de los gastos que autori-
ce la Ley de Presupuestos.

"Se podrá contratar empleados con cargo a esta misma ley,
pero sin que el ítem respectivo pueda ser incrementado ni dismi-
nuido mediante traspasos".

La Constitución desea que no se confunda el presupuesto au-
torizado por el legislador con los gastos hechos mediante decretos
de emergencia.

Se establece el límite del dos por ciento del monto de los gas-
tos que autorice la Ley de Presupuestos.

Debe entenderse que la expresión Ley de Presupuestos no sólo
contempla la despachada conforme al artículo 67 de la Constitu-
ción, sino también deben comprenderse las leyes que durante el
año presupuestario suplementen o autoricen nuevos gastos, para
lo cual deberán tomarse en cuenta esos montos, para calcular el
dos por ciento anual.

Responsabilidades derivadas del Decreto de Emergencia

Expresa el artículo 32 N° 20° en su parte final: "Los Ministros
de Estado o funcionarios que autoricen o den curso a gastos que
contravengan lo dispuesto en este número serán responsables soli-
daria y personalmente de su reintegro, y culpables del delito de
malversación de caudales públicos".

El precepto configura la responsabilidad civil y penal, tanto de
l os Ministros y funcionarios que autoricen o den curso a gastos
que no se encuadren en las disposiciones constitucionales estudia-
das. Esta responsabilidad es sin perjuicio tic la que puede ejercer-
se en juicio político, respecto a los funcionarios acusables, por
ejemplo Ministros de Estado y Contralor General de la República.
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Con respecto a la responsabilidad del Contralor General de la
República, cabe además señalar que conforme al artículo 99 inciso
primero, la Contraloría en ningún caso dará curso al decreto que
exceda el dos por ciento constitucional, y esta obligación es absolu-
ta, de modo que no procede el Decreto de Insistencia, y además de
no dar curso a este decreto, debe enviar copia íntegra de los antece-
dentes a la Cámara de Diputados para los efectos de la responsabili-
dad que pueda hacerse efectiva a quienes lo han decretado.

La Contraloría ejerce un control de legalidad y de constituciona-
lidad de los decretos, pero no ejerce un control de mérito o de
conveniencia (arts. 98 y 99).

Así, el contenido de las causales, por las cuales procede la
dictación del decreto constitucional de emergencia económica, no
está sujeto al control de la Contraloría, por tratarse de situaciones de
hecho que sólo el Presidente de la República puede calificar. Si la
necesidad es o no impostergable, si la situación constituye o no cala-
midad pública, etc., es al gobierno a quien corresponde determinarlo.

De lo contrario, si el Contralor tuviera la facultad de calificar
esas situaciones, se convertiría de hecho en el verdadero Adminis-
trador del Estado, lo que por cierto no concuerda con la estructura
de administración y gobierno diseñada por el constituyente.

Pero a su vez esto no significa que el Presidente de la Repúbli-
ca pueda utilizar en forma arbitraria esta potestad. Si la hubiera en
la calificación de estos supuestos de hecho, podría la Cámara de
Diputados perseguir la responsabilidad del Presidente y Minis-
tros, en el juicio político.

Naturaleza jurídica del Decreto Constitucional de Emergen-
cia Económica

El decreto constitucional (le emergencia económica dispo-
ne sobre una materia de ley y lo hace habilitado por el artículo 32
N° 20° de la Constitución.
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Es ésta una particularidad excepcional. Sin embargo, el artícu-
lo 32 N"20" no nos indica que se trate de un D.F.L. Pero debemos
tener en cuenta lo que dispone el artículo 100 de la Constitución:
"Las Tesorerías del Estado no podrán efectuar ningún pago si no
en virtud de un decreto o resolución expedido por autoridad com-
petente, en que se exprese la ley o la parte del presupuesto que
autorice aquel gasto".

Luego, si conforme al artículo 100 el decreto o resolución debe
expresar la ley o la parte del presupuesto que autoriza aquel gasto,
el decreto de emergencia para estos efectos es "la ley" que autori-
za el gasto, que señala cuál es el estado de necesidad que origina
l as necesidades impostergables, cuál es el monto global del gasto
autorizado, con más propiedad es el decreto con fuerza de ley que
autoriza aquel gasto.

En consecuencia, la relación de esos dos preceptos, es el que
necesariamente nos conduce a la conclusión ineludible que el de-
creto de emergencia es un D.F.L.

En el artículo 32 N° 20° no se efectúa una deslegalización de
l os gastos. El principio constitucional sigue vigente. La materia
de gastos es de naturaleza legislativa.

Lo que ocurre es que el constituyente ha habilitado al Presi-
dente de la República para dictar un decreto en materia legislativa
y aunque la disposición expresamente no lo diga, ese Decreto tie-
ne fuerza de ley.

Las materias establecidas en el artículo 63 sólo pueden ser
reguladas por la ley. Una interpretación coherente de los artícu-
los 32 N° 20°, 63 N° 2 y 100 de la Constitución, nos lleva a recha-
zar la deslegalización y a aceptar que el Decreto Constitucional de
emergencia regula una materia de la ley habilitado por la Consti-
tución en un estado de necesidad y urgencia. Y en consecuencia,
jurídicamente es un Decreto con Fuerza de Ley.

En el Derecho Comparado existen los denominados decretos
de necesidad y urgencia, que dicta el gobierno, y a los cuales las
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Constituciones les atribuyen el carácter de disposiciones legislati-
vas provisionales, y respecto de las cuales se pronunciará el Parla-
mento. Los nombres de esas normas y sus regulaciones varían se-
gún los distintos ordenamientos. 90

151.- Convocar a plebiscito.

El plebiscito
El plebiscito, o más técnicamente, el referéndum constituyente

puede proceder en la Reforma de la Constitución, en situaciones de
discrepancias entre el Congreso y el Presidente de la República.

El Presidente puede convocar a plebiscito en los siguientes casos:
a) Cuando rechazare totalmente un proyecto de reforma cons-

titucional aprobado por el Congreso y éste insistiere en su totali-
dad por las dos terceras partes de los miembros en ejercicio de cada
Cámara. Si no convoca a plebiscito, debe promulgar el proyecto
i nsistido (art. 1 28 inc. 2°).

b) Cuando el Presidente observare parcialmente el proyecto de
reforma, y las Cámaras no aprueben todas o algunas de las obser-
vaciones del Presidente y ambas Cámaras insistieren por los dos
tercios de sus miembros en ejercicio, en la parte del proyecto apro-
bado por ellas. Si no convoca a plebiscito, debe promulgar el pro-
yecto (art. 1 28 incs. 3° y 4°).

Se trata en todos los casos indicados, de un referéndum facul-
t ativo.
152 y 153.- Atribuciones militares.

La Carta de 1980 entrega al Presidente de la República las si-
guientes atribuciones de carácter militar:

' Véase el artículo 86 de la ('onstilución española de 1978. El artículo 77 de la

Constitución italiana de 1947. El artículo 99 número 3 de la Constitución argentina refor-

mada en 1 994.
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I ) De conformidad al artículo 32 N° 17° es atribución especial
del Presidente de la República: "Disponer de las fuerzas de aire,
mar y tierra, organizarlas y distribuirlas de acuerdo con las necesi-
dades de la seguridad nacional".

Es en el fondo la misma disposición de la Carta de 1925, ar-
tículo 72 N° 13°, pero mejorada, ya que se indica la finalidad a la
que sirve esa atribución.

2) Es atribución especial del Presidente (art. 32 N° 16°) desig-
nar a los Comandantes en Jefe del Ejército, de la Armada, de la
Fuerza Aérea y al General Director de Carabineros, en conformi-
dad al artículo 104, el cual señala que estos Comandantes en Jefe
y General Director, respectivamente, serán designados por el Pre-
sidente de la República de entre los cinco oficiales generales de
mayor antigüedad, que reúnan las calidades que los respectivos
estatutos institucionales exijan para tales cargos.

Duran cuatro años en sus funciones y no podrán ser nombra-
dos para un nuevo período.

Gozan de inamovilidad en sus cargos.
"El Presidente de la República, mediante decreto fundado e in-

formando previamente a la Cámara de Diputados y al Senado, po-
drá llamar a retiro a los Comandantes en Jefe del Ejército, de la Arma-
da y de la Fuerzas Aérea y al General Director de Carabineros, en su
caso, antes de completar su respectivo período" (art. 1 04 inc. 2°).

La Carta de 1980 impone una limitación a las facultades del Pre-
sidente en este orden, que no se contemplaban en la Carta anterior.

3) Es atribución especial del Presidente (art. 32 N° 16°) disponerlos nombramientos, ascensos y retiros de los oficiales de las Fuerzas
Armadas y de Carabineros, en la forma que señala el artículo 105.

Y de conformidad al artículo 105, estos nombramientos, as-
censos y retiros de los Oficiales se efectuarán por decreto supre-
mo, en conformidad a la Ley Orgánica Constitucional correspon-
diente, la que determinará las normas básicas respectivas, como
asimismo las que se referieren a la carrera profesional, incorpora-
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ción a sus plantas, previsión, antigüedad, mando, sucesión de man-
(lo y presupuesto de las FF.AA. y Carabineros.

Se elimina la exigencia de la Carta anterior, que tratándose del
nombramiento en los grados de coroneles, capitanes de navío y de-
más oficiales superiores, debía requerirse, además, el acuerdo del
Senado con la salvedad de que "en el campo de batalla" podía con-
ferir estos grados militares superiores por sí solo (art. 72 N° 7°)

4) Es su atribución especial, artículo 32 N° 18°, asumir en caso
de guerra la jefatura suprema de las Fuerzas Armadas. No se esta-
blece la concurrencia o acuerdo de ningún otro órgano.

No es obligatorio, pero es perfectamente posible un pronuncia-
miento al respecto, en carácter asesor, del Consejo de Seguridad
Nacional, a petición del Presidente, en el caso del artículo 107.

La Carta de 1925 exigía la autorización del Senado, y tal even-
to era expresamente considerado en el artículo 66 como impedi-
mento temporal que daba de inmediato lugar a la subrogación del
Presidente. En el artículo 29 de la Carta de 1980 no aparece este
acto como causal de subrogación. Sin embargo, queda compren-
dido en la causal "u otro grave motivo" del artículo 29, y por tan-
to, se podría dar lugar a la subrogación temporal.

ATRIBUCIONES ADMINISTRATIVAS

La administración del Estado corresponde al Presidente de la
República (art. 24 inc. l'». Como tal debe procurar el normal des-
envolvimiento del Estado y sus servicios públicos, a fin de satisfa-
cer adecuadamente las necesidades públicas. Para ello está dotado
por la Constitución de especiales atribuciones administrativas.
154.- La potestad reglamentaria del Presidente de la República.

La facultad para dictar normas reglamentarias de carácter ge-
neral, es conferida por la Constitución o las leyes a distintos órga-
nos y en variado grado de extensión.

341
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La potestad reglamentaria del Presidente de la República es la de manera general para los casos análogos que se presenten en el
facultad que tiene para dictar reglamentos, decretos e instruccio-

	

porvenir". "No se podrá prescrihir (le manera general lo que no se
nes para el gobierno y administración del Estado y para la ejecu-

	

puede ordenar de manera particular". 9 '
ción de las leyes.

Está contemplada en el artículo 32 N° 6°: "Ejercer la potestad

	

Caracteres del Reglamento
reglamentaria en todas aquellas materias que no sean propias del
dominio legal, sin perjuicio de la facultad de dictar los demás re- 1) Es general.- Este carácter es de la esencia del Reglamento.
glamentos, decretos e instrucciones que crea convenientes para la Puesto que si fuese una disposición particular, estaríamos en pre-
ejecución de las leyes".

	

sencia de un decreto supremo simple. A diferencia de la ley, el
El Decreto Supremo es la orden escrita dictada por el Presi-

	

Reglamento jamás dejará de ser general.
dente de la República y destinada a realizar la función de gobernar

	

La ley puede ser particular sin por ello dejar de ser norma le-
y administrar el Estado, y a la ejecución de las leyes.

gal. Así ocurre con la que otorga la especial gracia de nacionaliza-
La principal clasificación es en decretos reglamentarios y de- cion de ley.

cretos simples. Decreto reglamentario o reglamento es aquel que 2) Es obligatorio. - Como toda norma jurídica, el Reglamento
contiene normas generales destinadas a gobernar y administrar el

	

es obligatorio, y debe ser obedecido. Pero con rango y fuerza infe-
Estado y a la ejecución de las leyes.

Decreto supremo simple es aquel que dispone de un modo es-

	

rior a la norma legal.
3) Es permanente.- Dura mientras no sea derogado o modifica-

pecífico o particular sobre el gobierno y administración del Estado do por otro. Como es de su esencia el tener normas de carácter
y la ejecución de las leyes.

	

general, necesariamente debe tener un carácter permanente.
También se los clasifica en decretos políticos y decretos admi-

nistrativos.

	

La potestad reglamentaria autónoma y de ejecución
Los decretos políticos dicen relación con el gobierno del Esta-

do. Ejemplo, convocar a plebiscito, decretar estados de excepción,

	

La potestad reglamentaria se clasifica en autónoma y de eje-
l os decretos promulgatorios de las leyes, etc.

	

cución.
Los decretos administrativos persiguen obtener una correcta y

	

La potestad reglamentaria de ejecución, se ejerce para la apli-
expedita administración del Estado. Ejemplo: nombramientos de

	

cación de la ley.
empleados públicos, etc.

	

De ella derivan los reglamentos de ejecución que son aquellos
que se dictan para el cumplimiento y aplicación de las leyes.

155.- El Reglamento.

	

La potestad reglamentaria autónoma se ejerce en materias que
no son propias del dominio legal, ni están entregadas por la Cons-

Su fundamento lógico y racional consiste en que "si la autori-

	

titución a otros órganos.
dad puede ordenar o prohibir en cada caso particular, dentro de
una competente esfera de acción legal, puede ordenar o prescribir

	

91 Moisés VARGAS, cit. por Enrique Si¡ VA C., l)ereehoAdministrativo,T. 1, pág. 153.
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La reforma constitucional de 2005 recogió en el artículo 93

	

Y también recogía el principio de la competencia genérica de la

	

1,N° 16° y en el artículo 93 inciso 18 esta nomenclatura de potestad

	

l ey, puesto que el artículo 44 que señalaba las materias que podríanreglamentaria autónoma. Así expresa el artículo 93: Son atribu-

	

regularse sólo en virtud de una ley, no tenía carácter taxativo. Seña-ciones del Tribunal Constitucional: N° 16°. "Resolver sobre la cons-

	

laba el profesor Silva que "puede ordenarse por ley en las materiastitucionalidad de los decretos supremos, cualquiera sea el vicio

	

que la Carta Fundamental preceptúa que de ese modo se rijan, pero,invocado, incluyendo aquellos que fueren dictados en el ejercicio

	

además, el legislador está facultado para pronunciarse también por

	

lde la potestad reglamentaria autónoma del Presidente de la Repú-

	

vía sobre cualquier asunto que no implique atropello a la Carta

	

~!Mica cuando se refieran a materias que pudieran estar reservadas a

	

esa Fundamental y a las atribuciones confiadas a otras autoridades.92
l a ley por mandato del artículo 63".

De ella derivan los reglamentos autónomos, que son los que

	

P157.- Modelo seguido por la Comisión de Estudio.regulan materias fuera del campo de la ejecución de la ley; esto es,
materias que no son del dominio reservado de la ley, ni atribuidas

el constituyente a otras autoridades.

	

En la Comisión de Estudio de la nueva Constitución Política sepor
En consecuencia, para saber el campo que abarca la potestad

	

plantea, en las sesiones 345 y 355, la conveniencia de innovar en la

	

il
reglamentaria autónoma es indispensable determinar primeramente

	

distribución de las materias propias de la ley y del reglamento.
el ámbito del dominio legal; es decir, conocer la distribución de

	

Se señala que el sistema "debe cambiar-como sucedió en Fran-el

	

entre el dominio legal y el dominio reglamentario que ha

	

cia- y establecerse que el dominio legislativo es máximo y no
hecho el constituyente.

	

mínimo, debiendo ser objeto de ley sólo aquellas materias que

	

p
figuran en una lista taxativa o cerrada. Dice que el resto caería

156.- El constitucionalismo clásico en la Constitución de 1925.

	

dentro del campo de la potestad reglamentaria...".93

El modelo que sigue la Comisión de Estudio es el establecido
La Constitución de 1925 recogía los principios del constitucio-

	

en la Constitución francesa de 1958.
nalismo clásico.

En efecto, consagraba el concepto de ley en sentido orgánico y

	

158.- El dominio legal y reglamentario en la Constitución fran-
formal. Señalaba los órganos colegisladores, Congreso Nacional y

	

cesa de 1958.
Presidente de la República, en los Capítulos IV y V, y destinaba un
párrafo del Capítulo IV a la "formación de las leyes". No exigía en

	

Esta Constitución señala en el artículo 34 una lista de materias
ninguna (le sus disposiciones que las leyes debieran ser siempre

	

que deben ser reguladas por la norma legal. 94

generales; esto es, no recepcionaba el concepto de ley en sentido
material; es decir, tic normas generales, impersonales, permanen-

	

92 Alejandro S ILVA B ASCUÑÁ N, 1 atulo de !)erecho Const ituciona l, T. III, pág. 1 51,
tes y que regulan un número indeterminado de actos o situaciones.

	

1? d. Jurídica, 1963.
(?n consecuencia, cualquier declaración general o especial adop-

	

93 Así se expresaba el comisionado don Raúl Bertelsen, en la Comisión de Estudio,
talo por los órganos colegisladores conforme al procedimiento de

	

Sesión 355, Actas, pág. 2278.
formación tic las leyes, era ley.

	

94 En él se establecen materias en las cuales la ley fijará las reglas; otras materias,
en que la ley determinará los principios fnndamenlales, y finalmente, se establece en su
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Con ello se estableció un dominio legal que presenta, sin ser
exhaustivos, las siguientes características:

a) es un dominio reservado; esto es, en el cual sólo la ley puede
intervenir;

b) es un dominio legal máximo, puesto que el legislador queda
encuadrado dentro de él, no pudiendo exorbitarlo. Es un conjunto
limitado de materias;

e) el dominio legal, es excepcional, de atribución, y
d) puede ser completado y precisado por una ley orgánica cons-

titucional.
Frente a él, surge un dominio reglamentario que presenta las

siguientes notas:
a) Es un dominio reservado a la potestad reglamentaria en el

cual no puede intervenir la ley.
b)Comprende un conjunto ilimitado de materias, ya que son

reglamentarias todas las materias que no son legislativas;
c) Es un dominio de carácter general.

159.- Regulación en el anteproyecto de la Comisión de Estudio.
El anteproyecto elaborado por la Comisión de Estudio hacía,

en su artículo 66, un listado de materias signadas con las letras "a"
hasta la letra "ñ", y que se encabezaban con la expresión "sólo son
materias de ley...". Era una lista cerrada, taxativa.

Continuación nota 94
i nciso final, que las disposiciones del artículo podrán ser precisadas y completadas por
una ley orgánica.

Y en el artículo 37 inciso primero se señala que todas las materias distintas de las
pertenecientes al dominio de la ley tendrán carácter reglamentario.

El artículo 37 inciso segundo indica que "los textos de forma legislativa referentes a
dichas materias podrán ser modificados por decretos expedidos previo dictamen del Con-
sejo de Estado. Los textos de este carácter que se dicten después de la entrada en vigor de
l a presente Constitución sólo podrán ser modificados por decreto si el Consejo Constitu-
cional declara que tienen carácter reglamentario en virtud del párrafo precedente".

Se completaba el sistema con mecanismos de control.
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Por su parte, el artículo 37 del anteproyecto de la Comisión de
I?studio disponía: "Son atribuciones especiales del Presidente de
l a República: 8° Ejercer la potestad reglamentaria en todas aque-
llas materias que no estén taxativamente enumeradas como pro-
pias del dominio legal, sin perjuicio de la facultad de dictar los
demás reglamentos, decretos e instrucciones que crea convenien-
tes para la ejecución de las leyes". 95

1 60.- Criterio sustentado por el Consejo de Estado.

El anteproyecto del Consejo de Estado siguió el modelo de la
Constitución de 1925.

Iniciaba su artículo 60 reproduciendo la frase de la Carta ante-
rior, "sólo en virtud de una ley se puede...", y en dieciséis numera-
les indicaba las materias de ley.

Por su parte, en el artículo 32 reprodujo literalmente las expre-
siones pertinentes de la Constitución de 1925, del artículo 72 atri-
bución segunda.

Decía el anteproyecto, artículo 32: "Son atribuciones especia-
les del Presidente de la República: 8° Dictar los reglamentos, de-
cretos e instrucciones que crea convenientes para la ejecución de
l as leyes".

95 Y el artículo I I de las disposiciones transitorias del anteproyecto de la Comisión
de Estudio señalaba: "El Presidente de la República podrá ejercer la potestad reglamen-
t aria, de acuerdo a las atribuciones que le confiere esta Constitución, respecto de las
materias comprendidas en ella, aun cuando hayan sido objeto de leyes que se encuentren
actualmente en vigor".

De lo anterior podemos concluir que el Anteproyecto de la Comisión de Estudio
siguió fielmente el modelo francés. Considerando sólo el aspecto formal, fue aún más
rígido que aquél, puesto que no contempló una referencia a una ley orgánica que comple-
l ara o precisara la enumeración de las materias. Ella quedó definitivamente establecida
en el artículo 66 del anteproyecto.

Y también, en cuanto a la deslegalización (le los textos legales que estuvieren en vigor
al entrar en vigencia la Carta, y que regularan materias reglamentarias, puesto que el
('residente podía ejercer su potestad reglanIentaria sin consultar a ningún otro órgano.
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' Informe del Consejo de Estado, publicado en el (liarlo La Nación, el 11 de julio
de 1980. Cuerpo B, pág. 8B.
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Copio justificación de este criterio, expresaba el Consejo de

	

e) Estableció la siguiente nueva pompa en el artículo 82: "SonEstado en su informe: "El Consejo, por unanimidad, estimó que el atribuciones del Tribunal Constitucional: 12°.- Resolver sobre la
reemplazo de la expresión usada por la Constitución de 1925: `Sólo

por la usada en el texto de la Comi-

	

constitucionalidad de los decretos supremos dictados en el ejerci-en

	

' Sólo

de

sonuna ley se puede', materias de ley', era inconveniente y peligroso.

	

cio de la potestad reglamentaria del Presidente de la República,sión:

	

, porque no se divisa motivo para modificar fórmu-

	

cuando ellos se refieran a materias que pudieren estar reservadas aInconveniente la ley por mandato del artículo 60".las que jamás ocasionaron problemas ni se prestaron a equívocos; Y en el mismo artículo 82, inciso decimosexto: "En el caso del
peligroso, por ser una enumeración -pese a su amplitud- inevita- número 12°, el Tribunal sólo podrá conocer de la materia a re-blemente restringida y restrictiva, corriéndose el riesgo de que ma-

	

querimiento de cualquiera de las Cámaras, efectuado dentro de losterias muy importantes y graves pudieran resolverse u ordenarse treinta días siguientes a la publicación o notificación del texto im-
por simple decreto u otro tipo de resoluciones aun de inferior nivel.

	

pugnado".Esto justifica que se mantuviera el régimen de 1925" (art. 60).96

	

d) Estableció la sexta disposición transitoria, que dice: "No
obstante lo dispuesto en el número octavo del artículo 32, manten-

161.- Modificaciones introducidas por la Junta de Gobierno.

	

drán su vigencia los preceptos legales que a la fecha de promulga-
ción de esta Constitución hubieren reglado materias no compren-

La Junta de Gobierno siguió el anteproyecto de la Comisión

	

didas en el artículo 60, mientras ellas no sean expresamente dero-
de Estudio, pero le introdujo modificaciones sustanciales

	

gadas por ley".
a) Introdujo al artículo 60 del texto definitivo, el numeral 20.

	

e) Eliminó el artículo 1 1 transitorio del anteproyecto de la Co-
Quedando así: "Sólo son materias de ley: 20) Toda otra norma de

	

misión de Estudio.97

carácter general y obligatoria que estatuya las bases esenciales de
un ordenamiento jurídico".

	

162.- Innovaciones en el sistema.
b) Suprimió del artículo 37 N° 8° del anteproyecto de la Comi-

sión de Estudio, la frase "estén taxativamente enumeradas como...".

	

De las modificaciones introducidas por la Junta de Gobierno,
De modo que el artículo pertinente del texto definitivo quedó

	

la pieza clave, es el numeral vigésimo del artículo 60.
como sigue: artículo 32 "Son atribuciones especiales del Presi-

	

En efecto, comienza el artículo 60 con la frase: "Sólo son ma-
dente de la República: 8° Ejercer la potestad reglamentaria en to-

	

terias de ley". Este enunciado hace suponer que todos sus numera-
das aquellas materias que no sean propias del dominio legal, sin

	

les se referirán de un modo directo o indirecto a objetos, conteni-
perjuicio de la facultad de dictar los demás reglamentos, decretos e

	

dos o materias que regulará la ley. Ello es así en los numerales 1)
instrucciones que crea convenientes para la ejecución de las leyes".

	

a 19), ambos inclusive.

97 No se ha proporcionado oficialmente ningún antecedente que pueda servir para
el estudio del establecimiento fidedigno de estas disposiciones.
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Pero hace excepción a lo dicho, el numeral vigésimo, puesto
que él se refiere a "toda otra norma de carácter general y obligatoria
que estatuya las bases esenciales de un ordenamiento jurídico"; es
decir, con este numeral es imposible determinar directa o indirec-
tamente objetos, contenidos o materias. Y ello porque este nume-
ral no se refiere a materias o contenidos de la ley, sino que por el
contrario se refiere a un punto diferente, al de la forma de la ley; es
decir, al de toda otra norma que tenga copulativamente tres ele-
mentos:

a) Que sea obligatoria.- La característica de la obligatoriedad,
la señala el numeral, para indicar un rasgo esencial de la norma,
puesto que el punto en que se coloca el constituyente es ahora
completamente diferente de toda la regulación anterior.

El constituyente con esta característica quiere señalar que en
este numeral está tratando de la forma, no del objeto; del conti-
nente, no de su contenido. De la enumeración de objetos, asuntos,
pasa a tratar de una especial norma jurídica, como tal obligatoria.
Y para recalcar ese cambio, indica entre sus características, en este
caso, su obligatoriedad.

La expresión obligatoria debe entenderse en toda su latitud. 98

b) Que sea de carácter general.- Este elemento es el que la
doctrina en significado técnico denomina ley material. 99

c) Que estatuya las bases esenciales de un ordenamiento jurí-
dico.- Es decir, que regule los fundamentos que no pueden faltar,
de un conjunto sistemático normativo.

98 Vid. Carlos CRUZ-COKE, Paulino VARAS y Salvador MOHOR. La consulta como
expresión de la potestad reglamentaria autónoma del Presidente de la República en la
Constitución de 1980, publicado en las Jornadas Chilenas de Derecho Público,
pág. 131, Valparaíso, 1985. Sostienen que la exigencia de la obligatoriedad de la nor-
ma incluye sólo a las normas imperativas o prohibitivas. Quedan excluidas las perini-
sivas.

99 Vid. Paulino VARAS ALFONSO, El nuevo concepto de ley en la Constitución de
1980, publicado en Revista Chilena de Derecho, mayo-diciembre de 1984, pág. 380.
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En otros términos, este elemento establece lo que la doctrina
conoce con el nombre de leyes de base, o leyes cuadro, o leyes
marco.) oo- t o 1

Pues bien, es necesario precisar que las leyes de bases también
se contemplan en el numeral cuarto: "Las materias básicas relati-
vas al régimen jurídico laboral, sindical, previsional y de seguri-
dad social"; en el numeral décimo octavo: "Las que fijen las bases
de los procedimientos que rigen los actos de la administración
pública".

Sin embargo, éstas se refieren a las "materias básicas", "las
bases", de los respectivos objetos ya indicados. Podríamos decir,
que son las leyes de bases o leyes cuadros propiamente tales, puesto
que restringen la competencia del legislador a las bases de una
materia determinada y dejan lo demás a la regulación de la potes-
tad reglamentaria de ejecución del Presidente de la República.

En cambio, el numeral vigésimo se refiere a un particular tipo
de ley cuadro, aquellas que estatuyen las bases esenciales; esto es,
l as más fundamentales de un conjunto normativo. Sin precisarse
una materia determinada.

Las podríamos llamar leyes de bases esenciales, distinguién-
dolas de las leyes de bases propiamente tales.

Por las leyes de bases se amplía en menor medida la potestad
reglamentaria de ejecución del Presidente de la República, que en

I 00 Vid. Luz BULNES ALDUNArE, Leves de base y potestad reglamentaria en la Cons-
titución de 1980, publicado en Revista de Derecho, Universidad Católica de Chile, 1982,
pág. 141.

un La ley marco o ley cuadro es aquella que se limita a establecer de un modo
general, las bases o los principios fundanientales de tina materia, dejando entregado a la
potestad reglamentaria de ejecución del Presidente de la República, el desarrollo y apli-
cación de la normativa legal. En la ley cuadro, no hay delegación de facultades legislati-
vas en el Presidente de la República.

La única nota saliente es que, por Iiiiii1ai se el legislador a la regulación de las bases
de una materia, se produce una ampliación considerable de la potestad reglamentaria de
ejecución del Presidente de la República.

p
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el caso (le las leyes de bases esenciales. En este último, la amplia-
ción es considerable.

En efecto, las leyes de bases regulan todas las materias básicas
de los numerales cuarto y decimoctavo, pero sin descender en su
pormenorización. Si lo hicieran, infringirían los numerales citados.

Por otro lado, las leyes de bases esenciales no pueden entrar a
regular bases no esenciales de un conjunto normativo, sin infrin-
gir el numeral vigésimo.

De modo que el numeral vigésimo se refiere a aquella ley que
conjuntamente con ser obligatoria debe ser también ley material y
ley de bases esenciales.

Pues bien, con todas esas características indicadas, el constitu-
yente no ha dicho una palabra, directa o indirectamente, sobre el
contenido, objeto o materia que ha de ser regulada por dicha ley.

Lo que únicamente ha expresado es que toda norma que reúna
esas características y que estatuya las bases esenciales de un orde-
namiento jurídico, es materia de ley.

Es la forma de la norma y no su contenido u objeto, lo que
regula el numeral vigésimo del artículo 60.

De lo expuesto podemos concluir que son materias del domi-
nio legal todas aquellas que están señaladas, por su objeto, en la
Constitución, y por toda otra norma general y obligatoria que es-
tatuya las bases esenciales de un ordenamiento jurídico.

Frente al dominio legal del anteproyecto de la Comisión de
Estudio, que era innovador pero homogéneo con respecto al
constitucionalismo clásico, el dominio legal vigente es heterogé-
neo. Yuxtapone elementos provenientes del modelo francés de
1 958, con elementos propios del constitucionalismo clásico, pero
atenuado con la concepción de las leyes de bases.

Son elementos que se inspiran en el modelo francés, el artículo 60
hasta su numeral decimonoveno inclusive; el artículo 32 N° 8°, pri-
mera parte; el artículo 82 N° 12°; el artículo 82 inciso decimosexto.
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Son elementos que se inspiran en el constitucionalismo clási-
co, el numeral vigésimo del artículo 60; el artículo 32 N° 8° en su
parte final; la sexta disposición transitoria.

Determinado así el dominio legal, todas las demás materias
son propias de la potestad reglamentaria de conformidad al artícu-
l o 32N°8°

La potestad reglamentaria de ejecución podrá ejercerse respecto
de las leyes de bases esenciales; de las leyes de bases y de las
demás leyes ordinarias.

La potestad reglamentaria autónoma podrá ejercerse en todas
las materias no reservadas a la ley, y en tanto no sean reguladas por
una ley de bases esenciales, pues en tal caso el ordenamiento re-
glamentario queda derogado por el ordenamiento legal, por ser de
mayor jerarquía normativa.

¿Dónde está el mayor ámbito de la potestad reglamentaria en
la Constitución de 1980, respecto de la Carta anterior?

Está en el hecho de que la norma de clausura del dominio legal
se realiza por una ley de bases esenciales, y no como sucedía en la
Carta anterior, que la norma de clausura podía serlo cualquier
norma legal, aunque no tuviera el carácter de ley de bases esencia-
l es. 1 02

Como última observación se puede decir que, no obstante las
i nnovaciones introducidas, en la práctica ellas no tendrán especial

`La norma de clausura es aquel la que cierra el campo de competencia del dominio
de la ley. Si la Constitución tiene una lista laxativa de materias del dominio legal, la
norma de clausura está en la Constitución. Si la lista es enunciativa, la norma de clausura
está en la ley. Expresaba el profesor .Jorge ( iuzlnán Dinator en la sesión 22 de 12 de
marzo de 1974 (Actas de la Comisión de I studios, pág. 7), que "la norma de clausura,
quizás, pudiera basarse en una adecuación de la función conceptual de la ley en los casos
que en la práctica resulten ser propios de la decisión legislativa, de manera que se decida
por ley lo que conceptualmente tiene tal carácter; es decir, una norma jurídica de carácter
general. Esto evitaría el fenómeno tan Comuin y comentado de que de las normas que
formalmente son leyes, el 70 u St) pur ciento jurídicamente no lo son, sino que son
decisiones de otra índole, en atención a que carecen de los atributos propios de la ley".
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relevancia, dada la amplitud de la redacción de los numerales del
artículo 63, lo que en definitiva reduce el campo en que se pueda
hacer uso de la potestad reglamentaria autónoma.

163.- El Decreto Supremo.

El decreto supremo debe reunir requisitos de forma y de fondo.
Requisitos deforma.- Es una orden escrita. Debe estar fecha-

do, debe señalarse el día, mes y año de su expedición. No debe
tener alteraciones o enmiendas.

Debe estar firmado por el Presidente de la República y el mi-
nistro respectivo, según el artículo 35. La firma del ministro res-
pectivo es un requisito de forma esencial del decreto supremo, ya
que sin éste, los reglamentos y decretos del Presidente de la Repú-
blica no serán obedecidos. 1 03

No obstante, hay decretos que deben llevar la firma de todos
los Ministros. La Constitución lo establece expresamente respec-
to de los decretos de emergencia económica y de insistencia.

Pero si bien todo decreto que sea firmado por el Presidente de
la República debe, a su vez, estar firmado por el o los ministros
respectivos, no todo decreto supremo debe necesariamente estar
firmado por el Presidente de la República.

En efecto, razones de orden práctico, como lo es, el no ocupar
demasiado tiempo del Presidente en la firma de los decretos, han
llevado al constituyente a autorizar que éstos y las instrucciones

1 03 En la sesión 358 de la Comisión de Estudio, de fecha 25 de abril de 1978, seña-
laba el comisionado señor Bertelsen: "Cree que, en cuanto a los otros artículos, ni siquie-
ra vale la pena discutirlo porque consagran principios básicos del Derecho Constitucio-
nal, como, por ejemplo, el artículo 75 que dispone que: "Todas las órdenes del Presidente
de la República deberán firmarse por el Ministro del departamento respectivo".

"... el Presidente seguirá firmando todos los decretos respecto de los cuales la ley no
l o haya autorizado para delegar funciones".

Considera que "esta disposición no se debe modifica)". Actas, págs. 2325 y 2326.
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sólo sean firmados por el ministro respectivo con la fórmula "Por
orden del Presidente de la República", en conformidad a las nor-
mas de la ley (art. 35 inc. 2°).

La Ley N° 16.436 de fecha 24 de febrero de 1966 señala diver-
sas materias que podrán ser objeto de decretos expedidos con la
sola firma del ministro, tales como permisos sin goce de remune-
raciones, convocatoria a propuestas públicas, cumplimiento de sen-
tencias ejecutoriadas que afecten al interés fiscal, etc.

Requisitos de fondo.- El decreto debe enmarcarse dentro de la
Constitución y la ley.

Tramitación de los Decretos Supremos

Se relacionan con la tramitación de los decretos, los artículos
35, 87, 88 y 89 de la Constitución. La Ley N° 10.336 de 10 de julio
de 1966, orgánica de la Contraloría (arts. 10, 11, 33 letra a) y 154),
el D.EL. N° 7.912 de 30 de noviembre de 1927, Ley Orgánica de
Ministerios, entre otras normas.

Podemos entonces precisar los siguientes trámites de un De-
creto Supremo:

1.- Anotación y firma. - La anotación consiste en colocarle fecha y
número al decreto dentro del Ministerio de origen, numeración que es
correlativa, y que sirve para los efectos de su individualización.

2.- Toma de Razón.- La toma de razón es el trámite más impor-
tante, y consiste en el examen que hace la Contraloría de la cons-
titucionalidad y legalidad del decreto. Si se ajusta a esa normativa,
en la forma y en el fondo, el Contralor toma razón, dejándose cons-
tancia en el decreto mismo, por medio de un timbre, firma del
contralor o subcontralor, y la fecha.

Hay que tener presente que el artículo 10 de la Ley N° 10.336,
modificado por la Ley N° I''U117 (le fecha 26 de julio de 2002,
regula detalladamente y en forma extensa el trámite de toma de
razón, señalando un plazo de quince días contados desde la recep-
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ción del decreto, pero facultando al Contralor para prorrogarlo hasta

	

Cuando la Contraloría estima que el decreto quebranta normaspor otros quince días, si existiesen motivos graves o calificados,

	

constitucionales o legales, lo "representa", y lo devuelve al Minis-mediante resolución fundada. Y en casos especiales autorizando

	

terio respectivo, indicando los fundamentos de su decisión.su ejecución aún antes de su toma de razón, siempre que no afec-

	

Frente a la representación por ilegalidad, el Presidente de laten derechos esenciales de las personas.

	

República puede adoptar tres actitudes:Se contempla también la posibilidad de que el Contralor pueda

	

l . Acepta la representación y procede a archivar el decreto o loeximir del trámite de toma de razón a los decretos supremos dictados
con la fórmula "por orden del Presidente de la República", o resolu-

	

modifica, a fin de subsanar el defecto.
2. Objeta la representación, exponiendo los fundamentos y so-ciones que se refieran a materias no esenciales, ajuicio del Contralor.

	

licitando dejarla sin efecto y tomar razón del decreto. El ContralorLa resolución del Contralor deberá ser fundada y en ella se
fijarán las modalidades por las cuales se fiscalice la legalidad de

	

es libre para mantener o dejar sin efecto la representación.
dichos decretos y resoluciones, debiéndose dar cuenta a la Cáma-

	

3. Rechaza la representación y dicta un decreto de insistencia con
ra de Diputados cada vez que se haga uso de esta facultad.

	

l a firma de todos sus ministros, ordenando al Contralor tomar razón.
Puede ocurrir que la Contraloría dé curso al decreto tomando En este caso, el Contralor está obligado a hacerlo, debiendo

razón de él, pero "con alcance", del modo que indique el oficio en enviar copia de los respectivos decretos a la Cámara de Diputados
que se comunique tal situación.

	

(art. 99 inc. 1°).
Por vía de ejemplo, puede consistir el alcance, que a juicio de El Presidente de la República no podrá dictar decreto de insis-

l a Contraloría debe ser interpretado en el sentido determinado que tencia, si la representación del Contralor tuviera lugar respecto de:
señale. 1 04

	

a) De los decretos constitucionales de emergencia económica
La Contraloría, cuando nota errores de forma o de hecho, "ob-

	

que excedan el límite de gastos señalado en la Constitución y re-
serva" el decreto y lo devuelve para que se corrija el error.

	

mitirá copia íntegra de los antecedentes a la Cámara de Diputados
El artículo 11 de la Ley N° 10.336 expresa: "De todos los de-

	

(arts. 99 inc. 1° y 32 N° 20°).
cretos o resoluciones que fueren observados por errores de forma,

	

b) De un decreto con fuerza de ley, sea porque excediere o
se dará cuenta a la Secretaría General de Gobierno para los efectos

	

contraviniere la ley delegatoria o sean contrarios a la Constitución
de que ésta los ponga en conocimiento del Presidente de la Repú-

	

(art. 64 inc. 6° y 99 inc. 2°).
blica. El Secretario General de Gobierno deberá hacer las repre-

	

c) De un decreto promulgatorio de una ley o de una reforma
sentaciones que procedan a los respectivos Ministerios o Serví-

	

constitucional por apartarse del texto aprobado (art. 99 inc. 3°).
cios, a fin de que las faltas cometidas se consideren en los antece-

	

d) De un decreto o resolución por ser contrario a la Constitu-dentes del funcionario a que le fueren imputables y se le apliquen

	

ción (art. 99 inc. 3°).las medidas disciplinarias que correspondan, en su caso". En estos casos, el Presidente de l a República puede remitir los
antecedentes al Tribunal Constitucional dentro del plazo de diez

1 04 Las distintas situaciones sobre el punto son comentadas por Hugo CALDERA en su

	

días a fin de que éste resuelva la controversia (art. 99 inc. 3°, art.
Manual de Derecho Administrativo, págs. 382 y ss., Editorial Jurídica, año 1979.

	

93 N° 4° 9° y 1 6°)
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Re renduricín.- "Es un trámite que consiste en el control de
todos los decretos o resoluciones que ordenan gastos imputables a
los ítemes variables del presupuesto de la Nación o que se cargan
a leyes o recursos especiales; es decir, que no han alcanzado a ser
incluidos en la Ley de Presupuestos, y que tiene por objeto com-
probar si hay fondos en los respectivos ítemes o leyes". 1 05

No debe confundirse con la visación que es el trámite que de-
ben cumplir aquellos decretos que ordenan un pago, y que consis-
te en la comparación que establece el Ministerio de Hacienda en-
tre ese gasto y las posibilidades de caja.

Registro.- El Registro deben cumplirlo todos los decretos que
afectan al personal de la administración del Estado, como de sus
bienes. De estos últimos se trata de tener una especie de inventario
de los bienes inmuebles y los muebles no fungibles. Estos últimos
son aquellos en que se hace uso conveniente a su naturaleza, sin
que se destruyan.

El artículo 38 letra c) de la Ley N° 10.336 dispone el Registro
de "los decretos y resoluciones de nombramiento de funcionarios
públicos, ya sean de planta o a contrata o en el carácter de propie-
tarios, suplentes o interinos, y los demás decretos o resoluciones
que afecten a los mismos funcionarios".

El artículo 42 letra i) dice: "Corresponderá al Subdepartamen-
to de Crédito Público y Bienes Nacionales: i) Llevar el registro de
todos los bienes raíces y bienes muebles que forman el patrimonio
del Estado...".

Comunicación.- "Este requisito de la comunicación está esta-
blecido en el artículo 17 del D.F.L. N° 7.912 ... (Ley Orgánica de
Ministerios) que dice que uno de los trámites del decreto será la
comunicación a la Tesorería General cuando se trate de compromi-
sos para el Estado. A su vez, la Tesorería General debe ponerlo en
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I °5 Enrique SILVA CIMMA, oh. cit., pág. 286.

	

1 06 Enrique SILVA C., ob. cit., pág. 287.
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conocimiento de la comunal respectiva que debe efectuar el pa-
go" 1 06

El artículo 100 dispone: "Las Tesorerías del Estado no podrán
efectuar ningún pago, sino en virtud de un decreto o resolución
expedido por autoridad competente, en que se exprese la ley o la
parte del presupuesto que autorice aquel gasto. Los pagos se efec-
tuarán considerando, además, el orden cronológico establecido en
ella y previa refrendación presupuestaria del documento que orde-
na el pago".

Publicación.- La publicación del decreto se hace en el Diario
Oficial una vez que ha sido tramitado.

La Ley N° 19.880 de 29 de mayo de 2003, que establece bases
de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los
órganos de la Administración del Estado, señaló expresamente en
su artículo 48 los actos administrativos que deberán publicarse en
el Diario Oficial:

"a) los que contengan normas de general aplicación o que mi-
ren al interés general";

b) Los que interesen a un número indeterminado de personas;
e) Los que afectando a personas cuyo paradero fuere ignorado,

(le conformidad al artículo 45;
d) Los que ordenare publicar el Presidente de la República, y
e) Los actos respecto de los cuales la ley ordenare especial-

mente este trámite.
Tratándose de los actos a que se refiere la letra e), la publica-

ción deberá efectuarse los días I ó 15 de cada mes o al día siguien-
te, si fuese inhábil".

Los decretos de general aplicación, como por ejemplo los re-
glamentos o los que han de afectar indeterminadamente a los par-
ticulares, deben regir desde la fecha de su publicación en el Diario
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Oficial, o de otra posterior; los decretos de aplicación individual,
tanto cuando se dicten en relación con los agentes públicos o con
los particulares, deben regir desde que se notifique a éstos o aque-

	

l) Nombrar y remover a su voluntad a los ministros de Estado,
llos que su tramitación ha quedado terminada". 107

	

subsecretarios, intendentes y gobernadores (art. 32 N° 7°)
Dispone el artículo 51 inciso segundo de la Ley N° 19.880 que Designar a los embajadores y ministros diplomáticos y a los

"los decretos y resoluciones producirán efectos jurídicos desde su representantes ante organismos internacionales, y el artículo 32
notificación o publicación, según sean de contenido individual o N° 8° señala que tanto estos funcionarios como los señalados en el
general".

	

N° 7° precedente, serán de la confianza exclusiva del Presidente
de la República, y se mantendrán en sus puestos mientras cuenten

164.- Las instrucciones.

	

con ella.
En consecuencia, el Presidente los nombra y los remueve en

Las instrucciones son las órdenes que el Presidente de la Re- forma discrecional, por su propia voluntad, sin la concurrencia de
pública imparte a los funcionarios públicos tendientes al buen cum- ningún otro órgano, y sin necesidad de expresar causa o fundar su
plimiento de la función administrativa.

	

determinación. Esa remoción no implica, por consiguiente, san-
Son propias de la administración, y no se encuentran sujetas al

	

ción ni aspecto peyorativo alguno, sólo el ejercicio de una facul-
trámite de toma de razón por la Contraloría.

	

tad discrecional del Presidente de la República.
Pero ciertamente que se deben ajustar a la Constitución y la ley. 2) Nombrar y remover a los funcionarios que la ley denomina

Pero además, estas instrucciones jerárquicamente están subordina- como de su exclusiva confianza (art. 32, N° 10°). La norma cons-
das al reglamento y al decreto. Por tanto, deben ajustarse a ellos.

	

titucional recogió esta categoría de funcionarios públicos, que no
Aun cuando los reglamentos, los decretos supremos simples y contemplaba la Carta de 1925, pero que sí se señalaban en la ley.

las instrucciones emanan de la misma autoridad que es el Presidente Estos funcionarios, a los que la ley denomina como de la "ex-
de la República, al existir entre ellas un orden jerárquico normativo, elusiva confianza" del Presidente de la República, los puede nom-
el principio de juridicidad, que implica respeto a la jerarquía norma- tirar y remover discrecional mente, sin expresión de causa, sin la
tiva, en su sentido más amplio, lo obliga a respetar ese orden.

	

i ntervención de ningún otro órgano.
Por ello, no podría dictar una instrucción contraria a un decreto

	

Esta norma no la establecían los anteproyectos, es obra de la
o a un reglamento. Como tampoco podría dictar un decreto simple

	

junta de Gobierno. Se recoge en la norma constitucional, lo que
que infringiera un reglamento. Para hacerlo sin quebrantar el prin-

	

antes se señalaba en el Estatuto Administrativo.
cipio de juridicidad, debería primeramente modificar el reglamen-

	

El artículo 7° del Estatuto Administrativo señala cargos de esta
to, y sólo después proceder a dictar el decreto simple, que ahora sí

	

especie. Ejemplo. en los ministerios, los cargos de Secretario Re-
te ajustaría a la norma superior.

	

gional Ministerial Y Jefe de I)ivisicíH.
3) Proveer los demás empleos civiles en conformidad a la ley

y remover los demás funcionarios de acuerdo a las disposiciones1 07
Enrique SILVA C., 0 . cit., pág. 316. que la ley determine (art. 32 N" 10°).

165.- Nombrar y remover a los funcionarios públicos.
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Estas designaciones debe hacerlas ajustándose a las prescrip-
ciones legales.

La norma general en esta materia es el Estatuto Administrati-
vo, aprobado por Ley N° 18.834 de 23 de septiembre de 1989.

En los artículos 15 y siguientes se regula el ingreso por con-
curso público.

En el Título V, en los artículos 14 y siguientes, se regla la res-
ponsabilidad administrativa, y en el Título VI, artículos 140 y si-
guientes, se regula la cesación de funciones.

En este aspecto, la Carta de 1980 eliminó una restricción que
señalaba la Carta de 1925.

En efecto, el artículo 72 N° 8° de la Carta de 1925 disponía:
"Destituir a los empleados de su designación, por ineptitud u
otro motivo que haga inútil o perjudicial su servicio, con acuerdo
del Senado, si son jefes de oficina, o empleados superiores...".

Esa limitación ha sido suprimida, quedando sólo sujetas las
facultades del Presidente a las disposiciones que establezca la ley.

4) Nombrar al Contralor General de la República con acuerdo
del Senado (art. 32, N° 9°).

Por su parte, el artículo 98 inciso segundo oración final dispo-
ne que: "Será designado por el Presidente de la República con
acuerdo del Senado adoptado por los tres quintos de sus miembros
en ejercicio, por un período de ocho años y no podrá ser designado
para el período siguiente. Con todo, al cumplir 75 años de edad
cesará en el cargo".

166.- Velar por la conducta ministerial de los jueces y demás
empleados del Poder Judicial.

Esta atribución se relaciona únicamente con las obligaciones
propiamente administrativas de los jueces y demás empleados del
Poder Judicial. De esta naturaleza es el deber de asistencia a sus
labores, el horario a cumplir, etc. No se refiere al modo como fa-
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Ilan en sus sentencias; esto es, al contenido de la función jurisdic-
cional.

El artículo 32 N° 15° dispone: "Velar por la conducta ministe-
rial de los jueces y demás empleados del Poder Judicial y requerir,
con tal objeto, a la Corte Suprema para que, si procede, declare su
mal comportamiento, o al Ministerio Público, para que reclame
medidas disciplinarias del tribunal competente, o para que, si hu-
biere mérito bastante, entable la correspondiente acusación".

El precepto señalado, reproduce íntegramente el N° 4 del ar-
tículo 72 de la Carta de 1925.

LAS ATRIBUCIONES LEGISLATIVAS

167.- Generalidades y clasificación.

El Presidente de la República es un órgano colegislador junto
con el Congreso Nacional.

Si bien se establece el principio de separación orgánica de fun-
ciones en la Constitución, ello se hace como un principio de sepa-
ración flexible; es decir, que sin perjuicio de atribuirse prevalente-
mente funciones gubernamentales y administrativas al órgano pre-
sidencial, también se le conceden facultades legislativas como ór-
gano colegislador.

Pero estas atribuciones legislativas, que en el marco presiden-
cial clásico son muy reducidas, la sanción, el veto, la promulga-
ción de la ley, son en cambio, en el sistema presidencial reforzado
de la Carta de 1980, muchas e importantes.

Se pueden clasificar, en atribuciones legislativas directas e in-
directas. Directas son aquellas que tiene el Presidente de la Repú-
blica en la formación misiva (le la norma legal.

Las atribuciones legislativas indirectas son las que dicen rela-
ción con la intervención que le corresponde en el funcionamiento
del Congreso Nacional. Así, de conformidad al artículo 32 N° 2°
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de la Carta de 1980, es su atribución especial "pedir, indicando los
niotivos, que se cite a sesión a cualquiera de las ramas del Congre-
so Nacional. En tal caso, la sesión deberá celebrarse a la brevedad
posible".

No se indican en la norma la naturaleza de los motivos, por lo
cual sin perjuicio de otro, quedan también comprendidos los de
naturaleza legislativa.

Entre las atribuciones legislativas directas, hay que mencionar
las siguientes:

La iniciativa para proponer proyectos de ley. Y en determina-
das materias, su iniciativa legislativa es exclusiva.

Hacer presente la urgencia en el despacho de un proyecto
(art. 74).

El derecho a veto.
La sanción, que es la aprobación de un proyecto por el Presiden-

te, una vez que ya ha sido despachado por las Cámaras (art. 69).
La promulgación, que se realiza mediante un decreto supremo.
Dictar decretos con fuerza de ley, en virtud de una autoriza-

ción por el Congreso (art. 64).
Todas estas atribuciones legislativas del Presidente de la Re-

pública, las estudiaremos cuando veamos la formación de la ley.

ATRIBUCIONES JUDICIALES Y DE GRACIA
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168.- Conceder jubilaciones, retiros y montepíos con arreglo a
las leyes.

Se la considera atribución judicial porque se reconoce o se es-
tablece un derecho por vía del Decreto Supremo.

Una vez concedidos, se incorporan al patrimonio del benefi-
ciario, y por tanto, no puede ser privado de ellos.

Jubilación es la remuneración que perciben los empleados o
funcionarios una vez que han puesto término a sus funciones, por

edad, años de servicio o enfermedad, y que los debe habilitar para
subsistir dignamente el resto de su vida.

Pensión de retiro es la jubilación de los funcionarios de las
Fuerzas Armadas y Carabineros.

Montepío es la pensión que se paga a los hijos o a la cónyuge
de los funcionarios, que hubieren fallecido.

Estas jubilaciones, pensiones de retiro y montepíos los conce-
de el Presidente de la República, pero con arreglo a las leyes (art.
32 N° 11 °).

169.- Otorgar indultos particulares.

Dispone el artículo 32 N° 14°: "Otorgar indultos particulares
en los casos y formas que determine la ley. El indulto será impro-
cedente en tanto no se haya dictado sentencia ejecutoriada en el
respectivo proceso. Los funcionarios acusados por la Cámara de
Diputados y condenados por el Senado, sólo pueden ser indulta-
dos por el Congreso".

El indulto sólo remite, reduce o conmuta la pena por otra infe-
rior, pero no borra el carácter de condenado del afectado.

El artículo 93 N° 4° inciso segundo del Código Penal dice: "La
gracia de indulto sólo remite o conmuta la pena, pero no quita al
favorecido el carácter de condenado para los efectos de la reinci-
dencia y nuevo delinquimiento y demás que determinan las leyes".

El indulto sólo es procedente una vez afinado el proceso; es
decir, una vez dictada la sentencia condenatoria y ésta se encuen-
tre ejecutoriada (art. 32 N° 14°).

Los indultos pueden ser generales o particulares.
Los indultos generales se aplican o benefician a un número

i ndeterminado de personas. De conformidad a lo dispuesto en el
artículo 63 N° 16°, estos indultos generales son materias de ley.

En cambio, el indulto particular, es aquel que beneficia a uno o
varios condenados, nominativamente individualizados.
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l.a atribución del Presidente sólo alcanza a los indultos par-
ticulares.

Es una gracia que otorga el Presidente, de conformidad a las
normas generales establecidas en la ley.

En efecto, el artículo 60 N° 16 señala que sólo son materias de
ley "las que fijen las normas generales con arreglo a las cuales
debe ejercerse la facultad del Presidente de la República para con-
ceder indultos particulares...".

La ley que fija las normas generales es la Ley N° 18.050, de 6
de noviembre de 1981.

Sin embargo, el Presidente de la República no puede otorgar
indultos particulares, en los siguientes casos:

1) Tratándose de los funcionarios acusados por la Cámara de
Diputados y condenados por el Senado, ya que éstos sólo pueden
ser indultados por el Congreso (art. 32 N° 14°).

2) Tratándose de los condenados por delitos que una ley de
quórum calificado haya determinado como conductas terroristas
(art. 9° inc. 3°), salvo para conmutar la pena de muerte por la de
presidio perpetuo, y salvo lo dispuesto en la disposición séptima
transitoria; es decir, los cometidos antes del 11 de marzo de 1990.

Con fuente puramente legal, tratándose de los condenados en
virtud de la Ley N° 18.556, de V dede octubre de 1986, Orgánica Consti-
tucional de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral (art. 71).

La Carta de 1980 contiene innovaciones respecto de la de 1925,
en materia de indultos particulares.

1) En la Carta de 1980, es la ley la que debe fijar las normas
generales, de acuerdo a las cuales el Presidente otorgará los indul-
tos particulares.

En la Carta de 1925 se regulaba esa facultad por el propio Pre-
sidente, a través de un reglamento.

2) Se ha establecido expresamente, que el indulto es improce-
dente en tanto no se haya dictado sentencia ejecutoriada en el res-
pectivo proceso.
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170.- Conceder pensiones de gracia, con arreglo a la ley.

El Presidente de la República puede conceder pensiones de
gracia con arreglo a la ley, según lo establece el artículo 32 N° 11°.

De acuerdo al artículo 60 N° 16, sólo son materias de ley "las
que fijen las normas generales con arreglo a las cuales debe ejer-
cerse la facultad del Presidente de la República para conceder pen-
siones de gracia...".

Como su nombre lo indica, son beneficios gratuitos.
La ley que establece estas normas generales, es la Ley N° 18.056

de fecha 9 de noviembre de 1981, y señala que pueden otorgarse
estas pensiones de gracia, a quienes hubieren resultado gravemen-
te afectados por una catástrofe o accidente; o a quienes estén inha-
bilitados insalvablemente para ejercer actividades remuneradas, y
reúnan las demás condiciones señaladas en la ley.

Este sistema representa una innovación respecto a la Carta
de 1925.

En efecto, en la Carta anterior, las pensiones de gracia se otor-
gaban por ley, requiriéndose para ello un quórum de dos tercios de
los miembros presentes en cada Cámara. Esto dio lugar a prácticas
abusivas que, mediante la inclusión de pensiones de gracia patro-
cinadas por diferentes sectores políticos, se lograba el quórum,
aunque el fundamento fuera discutible en muchos casos.

AUSENCIA DEL PRESIDENTE I)1? LA REPÚBLICA DEL TERRITORIO

1 71.- Distintas situaciones.

Con respecto a la salida del Presidente de la República del
t erritorio nacional, pueden distinguirse las siguientes situaciones:

a) El Presidente de la República no puede salir del territorio
nacional por más de treinta días ni en los últimos noventa días de
su período, sin acuerdo del Senadll (arl. 25 inc. 3°, 53 N° 6°).
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El Senado ponderará discrecional mente la decisión del Presi- El Presidente puede encomendar a uno o más ministros la co-dente y los motivos que la justifican, y que han debido ser puestos ordinación de la labor que corresponde a los secretarios de Estadoen su conocimiento con la debida anticipación.

	

y las relaciones del gobierno con el Congreso Nacional.La exigencia del acuerdo del Senado para salir del territorio Dispone la Ley N° 18.575, de 5 de diciembre de 1986, Orgáni-durante los últimos noventa días de su período, radica en que en ca Constitucional de Bases Generales de la Administración delese lapso se realiza el proceso electoral para elegir a su sucesor.

	

Estado, que: "los Ministerios son órganos superiores de colabora-b) El Presidente puede salir libremente del territorio nacional ción del Presidente de la República en las funciones de gobierno yhasta por el término de treinta días, siempre que no sea dentro de administración de sus respectivos sectores, los cuales correspon-los últimos noventa días de su período, debiendo comunicar con den a campos específicos de actividades en que deben ejercer susla debida anticipación al Senado su decisión de ausentarse del te-

	

funciones".rritorio y los motivos que la justifican (art. 25 fines. 3° y 4°).

	

"Para tales efectos deberán proponer y evaluar las políticas yEl término es de días corridos (arts. 48 y 50 del Código Civil).

	

planes correspondientes, estudiar y proponer las normas aplica-
bles a los sectores a su cargo, velar por el cumplimiento de las172.- Ausencia del ex Presidente de la República.

	

normas dictadas, asignar recursos y fiscalizar las actividades del
respectivo sector".Durante los seis meses siguientes a la expiración en su cargo,

	

"Sólo en forma excepcional, en los casos que determine la ley,el ex Presidente de la República queda constitucionalmente arrai-

	

un Ministerio podrá actuar como órgano administrativo de ejecu-gado al territorio nacional para, eventualmente, responder en jui-

	

ción" (L.O.C., art. 1 9)0
cio político. Para ausentarse del territorio, durante ese lapso, nece-

	

Son órganos normativos en las funciones de gobierno y admi-sita el acuerdo de la Cámara de Diputados (art. 52, atribución se-

	

nistración, para sus áreas respectivas.gunda, letra a).

	

Los Ministerios constan de una o más subsecretarías a cargo
Los MINISTROS DE ESTADO

	

de uno o sendos subsecretarios, en su caso.
Los Ministerios se vinculan con los servicios públicos que es-

173.- Generalidades.

	

tán bajo su dependencia si son centralizados, y si son descentrali-
zados funcional o territorialmente, estarán supervigilados por elLa Constitución entrega a la ley el determinar el número y orga-

	

Presidente a través del Ministerio respectivo.nizacion de los Ministerios, de modo de ir adaptándolos a las nece-
sidades cambiantes de la sociedad política. La ley debe determinar

	

1 74.- Requisitos para ser Ministro.el orden de precedencia de los ministros titulares (art. 33 inc. 2°).
Los ministros de Estado son los colaboradores directos e in-

	

Para ser nombrado Ministro se iequ ere:mediatos del Presidente de la República en el gobierno y adminis-

	

a) Ser chileno. Por cualquier fuente de nacionalidad, sea origi-tración del Estado, son nombrados por él y se mantienen en sus

	

naria o derivada.cargos mientras cuenten con su exclusiva confianza.

	

b) Tener cumplidos veintiún anos ele edad.
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c) Reunir los requisitos generales para el ingreso a la adminis-
tración pública.

Esos requisitos se señalan en el Estatuto Administrativo, Ley
N° 18.834, artículo 11.

Agrega el artículo 34 inciso segundo de la Constitución que:
"En los casos de ausencia, impedimento o renuncia de un minis-
tro, o cuando por otra causa se produzca la vacancia del cargo,
será reemplazado en la forma que establezca la ley".

Por su parte, la Ley N° 18.575 dispone en su artículo 22 que:
"El ministro será subrogado por el respectivo subsecretario y, en
caso de existir más de uno, por el de más antigua designación;
salvo que el Presidente de la República nombre a otro secretario
de Estado o que la ley establezca para Ministerios determinados
otra forma de subrogación".

175.- Responsabilidad de los Ministros.

Dispone el artículo 36 que "los ministros serán responsables
individualmente de los actos que firmaren y solidariamente de los
que suscribieren o acordaren con los otros ministros".

La responsabilidad puede ser personal o solidaria. También
puede ser penal, civil y administrativa.

Los ministros tienen responsabilidad penal por los delitos mi-
nisteriales; es decir, los que pueden cometerse mediante el ejerci-
cio de sus funciones. Por ejemplo, los delitos indicados en el jui-
cio político, artículo 52, atribución segunda, letra b).

Tienen también responsabilidad civil. Así por ejemplo, tratán-
dose de un decreto constitucional de emergencia económica que
contravenga el límite del dos por ciento del monto de los gastos que
autorice la Ley de Presupuestos, los ministros de Estado serán res-
ponsables personal y solidariamente de su reintegro (art. 32 N° 20°).

Pero no tienen responsabilidad política ante el Congreso. Los
ministros son nombrados y removidos l ibreniente por el Presiden-

4
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te y se mantienen en sus puestos mientras cuenten con su exclusi-
va confianza (art. 32 N°s. 7 y 8).

Ser de la confianza exclusiva del Presidente de la República
significa que se excluye a todo otro órgano en su designación o
remoción.

Y en el artículo 52 atribución primera, se indica que los acuer-
dos u observaciones de la Cámara de Diputados "en ningún caso"
afectarán la responsabilidad política de los ministros.

Se consagra una base esencial del sistema presidencial.

176.- Atribuciones constitucionales.

Dispone el artículo 37 que "los ministros podrán, cuando lo
estimaren conveniente, asistir a las sesiones de la Cámara de Di-
putados o del Senado, y tomar parte de sus debates, con preferen-
cia para hacer uso de la palabra, pero sin derecho a voto. Durante
la votación podrán, sin embargo, rectificar los conceptos emitidos
por cualquier diputado o senador al fundamentar su voto".

Este derecho de los ministros para asistir a las sesiones de las
Cámaras y participar en sus debates, constituye una excepción, en
beneficio del gobierno, al principio de la estricta separación de los
órganos Ejecutivo y Legislativo que caracteriza al sistema presi-
dencial clásico.

No obstante, la reforma de 2005 agregó a ese precepto el si-
guiente inciso segundo: "Sin perjuicio de lo anterior, los Minis-
tros deberán concurrir personalmente a las sesiones especiales que
la Cámara de Diputados o el Senado convoque para informarse
sobre asuntos que, perteneciendo al ámbito de atribuciones de las
correspondientes Secretarías de Estado, acuerden tratar".

De conformidad al artículo 29, los ministros son llamados a la
subrogación del Presidente de la República en ejercicio, cuando lo
afecte un impedimento absoluto o temporal para ejercer el cargo,
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llanruniento que se hace de acuerdo con el orden de precedencia
legal.

No hay tal llamado tratándose del Presidente Electo, ya que
éste no ha tenido oportunidad de designar ministros.

Señala el artículo 35 que "los reglamentos y decretos del Pre-
sidente de la República deberán firmarse por el ministro respecti-
vo y no serán obedecidos sin este esencial requisito.

"Los decretos e instrucciones podrán expedirse con la sola fir-
ma del ministro respectivo, por orden del Presidente de la Repú-
blica, en conformidad a las normas que al efecto establezca la ley".

177.- Ausencia de los ministros del territorio nacional.

La Constitución no sujeta la salida de los ministros del territo-
rio nacional al cumplimiento de ningún requisito. Pueden hacerlo
libremente en el momento, por el tiempo y para los fines que esti-
men convenientes.

La Constitución sólo ha señalado dos excepciones a esta regla.
1) Cuando se hubiere interpuesto acusación constitucional en

la Cámara de Diputados, requiere del "permiso de la Cámara",
para ausentarse del país, por cualquier tiempo (art. 52, atribución
2, inc. 3°).

2) Cuando la acusación constitucional hubiere sido aprobada
por la Cámara de Diputados, no podrá ausentarse del país "en caso
alguno...".

Por la aprobación de la acusación en la Cámara, el ministro
queda suspendido de sus funciones y arraigado constitucionalmente
al territorio en forma absoluta.

La Carta de 1980, adecuándose a la realidad internacional ac-
tual, en que las relaciones diplomáticas hacen necesario los con-
tactos personales entre los gobernantes, asistir a periódicas reunio-
nes de organizaciones internacionales, etc., ha innovado con res-
pecto a la Carta de 1925.
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Esta, en su texto primitivo, siempre exigía permiso de la Cá-
ntara de Diputados, y en su receso, del Presidente de ella. Con la
reforma de la Ley N° 17.284 de 1970, sólo podía salir sin permiso
hasta por diez días, y debiendo comunicar previamente a la Cáma-
ra su decisión y los motivos que la justificaban.

BASES GENERALES DE LA ADMINISTRACIÓN DEL ESTADO

178.- Generalidades.

Se refiere a esta materia el artículo 38, que en su inciso prime-
ro indica: "Una ley orgánica constitucional determinará la organi-
zación básica de la Administración Pública, garantizará la carrera
Funcionaria y los principios de carácter técnico y profesional en
que deba fundarse, y asegurará tanto la igualdad de oportunidades
de ingreso a ella como la capacitación y el perfeccionamiento de
sus integrantes".

La Ley Orgánica Constitucional referida es la N° 18.575 de 5
de diciembre de 1986 de Bases Generales de la Administración
del Estado.

Y su artículo 1° indica: "El Presidente de la República ejerce el
gobierno y la administración del Estado con la colaboración de los
órganos que establezcan la Constitución y las leyes.

"La Administración del Estado estará constituida por los Mi-
nisterios, las Intendencias, las Gobernaciones y los órganos y ser-
vicios públicos creados para el cumplimiento de la función admi-
nistrativa, incluidos la Contraloría General de la República, el
Banco Central, las Fuerzas Armadas y las Fuerzas de Orden y Se-
guridad Pública, las Municipalidades y las empresas públicas crea-
das por ley".

El Tribunal Constitucional, en sentencia de 2 de octubre de
1 986, estableció que las expresiones utilizadas en el artículo 38 y
en el epígrafe bajo el cual se encuentra, Administración del Estado



{11 DERECHO CONSTITUCIONAL 375

y Administración Pública, son empleadas como sinónimas y en su "Todas las personas que cumplan con los requisitos corres-sentido más amplio y genérico, porque no resulta justificado pen- pondientes tendrán el derecho (le postular en igualdad de condi-sar que el constituyente encargara a una ley orgánica constitucio- ciones a los empleos de la Administración del Estado". (L.O.C.nal la regulación (le la organización básica de sólo una parte de la

	

art. 1 3 inc. 2°).administración del Estado y excluyera a otras.

	

"El ingreso en calidad de titular se hará por concurso público y
La conclusión anterior, sin embargo, debe entenderse sin per-

	

l a selección de los postulantes se efectuará mediante procedimien-
juicio de que determinadas instituciones u organismos queden ex-

	

tos técnicos, imparciales e idóneos que aseguren una apreciación
cluidos, en cuanto a su regulación específica, del ámbito de esta

	

objetiva de sus aptitudes y méritos". (L.O.C. art. 46).
ley orgánica constitucional, ya que en tales casos encarga su re-

	

La carrera funcionaria "se fundará en el mérito, la antigüedad
glamentación a leyes orgánicas constitucionales especiales o a le-

	

y la idoneidad de los funcionarios, para cuyo efecto existirán proce-
yes de quórum calificado. 1 08

	

sos de calificación objetivos e imparciales" (L.O.C. art. 47 inc. 2°).
Por ello, el artículo 18 inciso segundo de la Ley N° 18.575, "La capacitación y el perfeccionamiento en el desempeño de

señala que las normas de su Título 11 (artículos 18 y ss.), "no se l a función pública se realizarán mediante un sistema que propenda a
aplicarán a la Contraloría General de la República, al Banco Cen- estos fines, a través de programas nacionales, regionales o locales".
tral, a las FF.AA. y a las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, a "Estas actividades podrán llevarse a cabo mediante convenios
las Municipalidades, al Consejo Nacional de Televisión y a las con instituciones públicas o privadas" (L.O.C. art. 50 incs. 1° y 2°)
empresas públicas creadas por ley, órganos que se regirán por las
normas constitucionales pertinentes y por sus respectivas leyes

	

1 79.- Responsabilidad. Control jurisdiccional.
orgánicas constitucionales o de quórum calificado, según corres-
ponda".

	

Como lo hemos visto anteriormente, el Presidente de la Repú-
La Administración del Estado está sometida al principio (le blica, como gobernante y como administrador del Estado, máximo

l egalidad, debiendo por tanto someter su acción a la Constitución jerarca de su administración, debe efectuarla conforme a la Consti-
y a las leyes.

	

loción y la ley. Esta obligación, por cierto, incluye a toda la Ad-
Estará al servicio de la comunidad, atendiendo las necesidades

	

niinistración del Estado.
públicas en forma continua y permanente.

	

Pero para la adecuada configuración de un Estado de Derecho
Los funcionarios públicos están afectos a un régimen jerarqui-

	

no sólo es necesario la proclamación solemne de este acatamiento
zado y disciplinado. Al principio de probidad administrativa, "que

	

de la administración a la Constitución y la ley, sino que además se
i mplica una conducta funcionaria moralmente intachable y una

	

debe asegurar un control eficaz del cumplimiento de estos deberes.
entrega honesta y leal al desempeño de su cargo, con preeminen

	

Para ello se configuran distintos tipos de control.
cia del interés público sobre el privado" (art. 7° L.O.C.). Dispone el artículo 38 inciso segundo de la Constitución: "Cual-

quier persona que sea lesionada en sus derechos por la Adminis-
t ración del Estado, de sus organismos, o de las municipalidades,
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cio de la responsabilidad que pudiere afectar al funcionario que
hubiere causado el daño".

Por su parte, la Ley N° 18.575 señala que "el Estado será res-
ponsable por los daños que causen los órganos de la Administra-
ción en el ejercicio de sus funciones, sin perjuicio de las responsa-
bilidades que pudieren afectar al funcionario que los hubiere oca-
sionado" (art. 4°). Y más adelante, señala que "los órganos de la
Administración serán responsables del daño que causen por falta
de servicio".

"No obstante, el Estado tendrá derecho a repetir en contra del
funcionario que hubiere incurrido en falta personal" (art. 44). Ello
porque la falta personal está desligada material o sicológicamente
de la función pública. 1 09 Por ejemplo, puede haber habido dolo o
negligencia inexcusable en el funcionario.

La Constitución entrega el conocimiento de estas materias a
los tribunales determinados por la ley. La Ley N° 18.825 de 17 de
agosto de 1989, sobre reforma constitucional, suprimió las refe-
rencias a los tribunales contencioso administrativos, los cuales aún
no se habían creado.

180.- Control político y administrativo.

Control político. - Establece el artículo 52 atribución primera,
que es atribución exclusiva de la Cámara de Diputados fiscalizar
los actos del Gobierno. En tal virtud, podrá adoptar acuerdos o
sugerir observaciones que se transmitirán por escrito al Presidente
de la República.

La gravedad de los actos del Ejecutivo pueden incluso hacer
procedente el juicio político en contra de sus agentes, si se confi-
gura alguna de las causales señaladas en el artículo 52 atribución
segunda de la Constitución.

1 09 Vid. Jean RIVERO, Droit Administratif, págs. 249 y 259. 3a edición, Dalloz.
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Control administrativo.- Puede ser un control interno, que se
ejerce por los propios órganos de la Administración.

Los actos administrativos son impugnables. Así, siempre se
podrá interponer el recurso de reposición ante el mismo órgano
del que hubiere emanado el acto respectivo, y cuando proceda, el
recurso jerárquico, ante el superior correspondiente, sin perjuicio
de otros recursos que establezca la ley y de las acciones jurisdic-
cionales a que haya lugar (art. 1 0 de la L.O.C. N° 18.575).

El superior jerárquico puede revocar el acto ilegal o inconve-
niente del inferior; es decir ejerce un control de legalidad en que
examina la juridicidad del acto; y ejerce también un control de
mérito, en que el examen recae sobre la conveniencia y la oportu-
nidad del acto.' 1 0

Otra forma de control administrativo, es el control administra-
tivo externo, que está a cargo de un órgano administrativo, autó-
nomo e independiente, y que tiene por finalidad fiscalizar la lega-
lidad y constitucionalidad de los actos administrativos.

Este control reconocido con rango constitucional en el Capítu-
lo X, está a cargo de la Contraloría General de la República.

110 La Ley N° 18.575 en su artículo I tl dispone: "Las autoridades y jefaturas, dentro
del ámbito de competencia y en los niveles que corresponda, ejercerán un control jerár-
quico permanente del funcionamiento de los organismos y de la actuación del personal
de su dependencia.

Este control se extenderá tanto a la elicicncia y eficacia en el cumplimiento de los
fines y objetivos establecidos, como a la IeguliRl;ld y oportunidad de las actuaciones".



CAPÍTULO IX

CONGRESO NACIONAL

181.- Generalidades.
El Capítulo V de la Constitución está destinado al Congreso

Nacional, y comprende desde el artículo 46 al 75. Se divide en va-
rios párrafos que llevan los siguientes epígrafes: Composición y
generación de la Cámara de Diputados y del Senado; Atribuciones
exclusivas de la Cámara de Diputados; Atribuciones exclusivas
del Senado; Atribuciones exclusivas del Congreso; Funcionamiento
del Congreso; Normas comunes para los Diputados y Senadores;
Materias de ley, y Formación de la ley.

Señala el artículo 46: "El Congreso Nacional se compone de
(los ramas: la Cámara de Diputados y el Senado".

Es un órgano bicameral, continuador de una tradición bicame-
ralista que se origina en la Carta de 1822.

Con frase agregada por el constituyente de 1980 termina el
artículo 46: "...Ambas concurren a la formación de las leyes en
conformidad a esta Constitución y tienen las demás atribuciones
que ella establece".

Esa expresión del artículo 46 obliga a hacer referencia al ar-
tículo 32 N° 1°, en cuanto establece que es atribución especial del
Presidente de la República, "concurrir a la formación de las leyes
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con arreglo a la Constitución...". De esta manera quedan señala-
dos los órganos colegisladores.

Cono es propio del bicameralismo, las Cámaras se diferen-
cian en varios aspectos:

Número de parlamentarios.- La Cámara de Diputados se inte-
gra por ciento veinte diputados, todos elegidos en votación direc-
ta. El Senado se integra por treinta y ocho senadores elegidos en
votación directa, artículo 49, disposición transitoria 1 3a 110 bis

Atribuciones. - En general, ambas ramas del Congreso Nacional
tienen las mismas atribuciones. Así se desprende del artículo 46.

Sin embargo, a cada una de ellas, la Constitución les ha entre-
gado atribuciones exclusivas.

Así, el artículo 52 ha entregado a la Cámara de Diputados las
atribuciones exclusivas de fiscalizar los actos del Gobierno, y la de
conocer de las acusaciones constitucionales en el juicio político.

110 '>¡'No obstante que las leyes N°s. 20.174 y 20.175, de 5 y 11 de abril del 2007,
crearon la XIV Región de los Ríos y la XV Región de Arica y Parinacota, el número (le
senadores seguirá en 38 en virtud de lo dispuesto en la disposición 13°, transitoria de la
Constitución que en lo pertinente dispone: "El Senado estará integrado únicamente por
senadores electos en conformidad con el artículo 49 de la Constitución Política de la
República y la Ley Orgánica Constitucional sobre Votaciones Porpulares y Escrutinios
actualmente vigentes".

"Las modificaciones a la referida Ley Orgánica sobre Votaciones Populares y Es-
crutinios que digan relación con el número de senadores, las circunscripciones existentes
y el sistema electoral vigente, requerirán del voto conforme de las tres quintas partes de
los diputados y senadores en ejercicio".

Por su parte, la Ley N° 20.174 eliminó del artículo 180 a la décima región dividiéndo-
se en dos circunscripciones senatoriales. Por tanto según el artículo 181 modificado por la
Ley N° 20.174, la 16° Circunscripción Senatorial está constituida por la XIV Región (le
Los Ríos; y la circunscripción 17° está constituida por la X Región de Los Lagos.

Y a su vez, la Ley N° 20.175 en su artículo transitorio duodécimo dispone: "Sin
perjuicio de lo dispuesto en el artículo 180 de la Ley N° 18.700, Orgánica Constitucional
sobre Votaciones Populares y Escrutinios, y mientras no se modifique el actual sistema
electoral establecido en dicho cuerpo legal, la 1° Circunscripción Senatorial estará cons-
tituida por la I Región de Tarapacá y por la X V Región ele Arica y Parinacota".

En definitiva, aun cuando las regiones han aumentado a 15, las circunscripciones
senatoriales se han mantenido en 19, y en consecuencia, como se eligen dos senadores
por cada circunscripción, se ha mantenido su número en 38.
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Por otro lado, el artículo 65 inciso segundo, señala que "sólo
pueden tener origen en la Cámara de Diputados" los proyectos de
leyes sobre tributos, de presupuesto y los de reclutamiento.

Las atribuciones exclusivas del Senado están señaladas en el
artículo 53. Por ejemplo, le corresponde conocer y resolver como
j urado, de las acusaciones constitucionales entabladas por la Cá-
mara de Diputados, en el juicio político.

Por otro lado, el artículo 65 inciso segundo indica que "sólo
pueden tener origen en el Senado" los proyectos de leyes sobre
amnistía y sobre indultos generales.

Funcionamiento.- Dispone el artículo 63 que sólo son materias de
ley: 17) "Las que señalen la ciudad en que debe residir el Presidente
de la República, celebrar sus sesiones el Congreso Nacional y funcio-
nar la Corte Suprema y el Tribunal Constitucional'. La Ley N° 18.678

de 24 de diciembre de 1987 estableció que el Congreso Nacional
tendrá su sede y celebrará sus sesiones en la ciudad de Valparaíso.

Cada rama funciona en forma separada, tanto cuando trata de
materias de competencia común, o exclusivas de cada Cámara,
como materias que constituyen las atribuciones del Congreso, sean
éstas exclusivas del Congreso o que digan relación con la forma-
ción de la ley, en que intervienen en concurrencia con el Presiden-
( e de la República.

Excepcionalmente funcionan en forma conjunta, como Congre-
so Pleno. La Constitución contempla los siguientes casos:

I ) Cuando se reúne para tomar conocimiento de la resolución del
Tribunal Calificador de Elecciones que proclama al Presidente Electo
y en que éste presta juramento o promesa de desempeñar fielmente
el cargo de Presidente de la República (art. 27 incs. 3° y 4°); 2) En
conformidad al artículo 29 i nciso tercero, en el caso de vacar el
cargo de Presidente de la República "faltando menos de dos años
para la próxima elección presidencial, el Presidente será elegido por
el Congreso Pleno por la mayoría absoluta de los senadores y dipu-
tados en ejercicio"; 3) El 21 de mayo de cada año, el Presidente de
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la República dará cuenta al país del estado administrativo y político
de l a Nación ante el Congreso Pleno (art. 24 inciso 3).

COMPOSICIÓN Y GENERACIÓN DE LA CÁMARA
DE DIPUTADOS Y DEL SENADO

182.- Sistema electoral vigente.
La Carta de 1925 señalaba en su artículo 25, que en las elecciones

de diputados y senadores se emplearía un procedimiento que diera
por resultado en la práctica una efectiva proporcionalidad en la repre-
sentación de las opiniones y de los partidos políticos. Establecía el
sistema electoral de representación proporcional. Posteriormente la
ley de elecciones consagró el de cifra repartidora o de Víctor d' Hondi.

La Carta de 1980, reformada en 2005, no se pronuncia por nin-
gún sistema electoral, dejando entregada esa decisión a la ley or-
gánica constitucional respectiva.

Establece el artículo 47: "La Cámara de Diputados está integra-
da por 120 miembros elegidos en votación directa por los distritos
electorales que establezca la ley orgánica constitucional respectiva".

"La Cámara de Diputados se renovará en su totalidad cada cua-
tro años".

Y el artículo 49 señala: "El Senado se compone de miembros
elegidos en votación directa por Circunscripciones senatoriales,
en consideración a las regiones del país. La Ley Orgánica Consti-
tucional respectiva determinará el número de Senadores, las Cir-
cunscripciones Senatoriales y la forma de su elección".

"Los senadores durarán ocho años en su cargo y se renovarán
alternadamente cada cuatro años, correspondiendo hacerlo en un
período a los representantes de las regiones de número impar y en
el siguiente a los de las regiones de número par y de la Región
Metropolitana".

Tratándose de la Cámara de Diputados, la norma señala su nú-
mero: 120; Que se eligen en votación directa; que se renovará en
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su totalidad cada cuatro años; y los distritos electorales serán esta-
blecidos por la L.O.C.

Tratándose del Senado, la norma señala que los senadores se
eligen en votación directa; por circunscripciones senatoriales en
consideración a las regiones del país; duran ocho años en su car-
go, y se renuevan alternadamente cada cuatro años.

Pero la norma no indica el número de senadores. Y encomien-
da a la ley orgánica constitucional respectiva señalar su número,
las circunscripciones senatoriales y la forma de su elección.

El pie forzado que establecía el artículo 45 de la Carta refor-
mada en 1989, que indicaba que "cada región constituirá una cir-
cunscripción, excepto seis de ellas que serán divididas, cada una,
en dos circunscripciones por la ley orgánca constitucional respec-
tiva. A cada circunscripción corresponde elegir dos senadores",
fue suprimido por la reforma de 2005.

Y la disposición transitoria Decimotercera agregada por la re-
forma de 2005 establece en sus incisos primero y segundo: "El
Senado estará integrado únicamente por senadores electos en con-
formidad al artículo 49 de la Constitución Política de la República
y la Ley Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y
Escrutinios actualmente vigentes.

"Las modificaciones a la referida Ley Orgánica sobre Votacio-
nes Populares y Escrutinios que digan relación con el número de
senadores, las circunscripciones existentes y el sistema electoral
vigente, requerirán del voto conforme de las tres quintas partes de
l os diputados y senadores en ejercicio".

Es decir, se exige para la nu)dif icación de esos puntos un quórum
más elevado que el de las cuatro séptimas partes de diputados y
senadores en ejercicio que corresponde en cuanto a L.O.C. según
el artículo 66 inciso segundo.

Dispone el artículo 51 inciso segundo que "las elecciones de
diputados y senadores se elcctuarán conjuntamente. Los parlamen-
tarios podrán ser reelegidos en sus cargos".
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I I sistema electoral para las elecciones parlamentarias de dipu-
tados y senadores, quedó establecido en el artículo 109 bis de la Ley
N° 18.7(X), orgánica constitucional sobre votaciones populares y es-
crutinios, agregado por la Ley N° 18.799 de 26 de mayo de 1989.

Los ciento veinte diputados se eligen por distritos electorales
que establezca la ley orgánica respectiva.

Y en el Título Final de la Ley N° 18.700, agregado por la Ley
N° 18.799, se dispone en el artículo 178, que habrá sesenta distri-
tos electorales y cada uno elegirá dos diputados, los que se indican
en el artículo 179.

En cuanto a los senadores elegidos, lo serán por circunscripcio-
nes senatoriales, y que se indican en el artículo 180 y 181 de la Ley
N° 18.700. A cada circunscripción corresponde elegir dos senadores.

Como se trata de un sistema binominal, en que se eligen sólo dos
diputados por cada uno de los sesenta distritos electorales, y sólo dos
senadores por cada una de las diecinueve circunscripciones senatoria-
les, cada lista sólo puede llevar como máximo dos nombres, en el caso
de los partidos políticos o pactos electorales, y uno en el caso de listas
de independientes (Ley N° 18.700, art. 4°, incs. 1° y 5°).

Primeramente, como lo dispone el artículo 107, se sumarán
todos los votos emitidos en favor de los candidatos de una misma
lista o nómina, resultado que determinará los votos de la lista. Esta
determinación se hace con todas las listas.

Determinados los votos de lista o nómina, el Tribunal procla-
ma elegidos senadores o diputados a los dos candidatos de una
misma lista que reúna estos dos requisitos copulativos: 1) cuando
ésta alcance el mayor número de sufragios, y 2) tenga un total de
votos que exceda el doble de los que alcance la lista o nómina que
le siga en el número de sufragios.

Por ejemplo, si la lista que alcanzó el mayor número de sufra-
gios obtiene mil un votos, y la que le sigue en número de sufra-
gios, obtiene quinientos votos, la primera lista se atribuye los dos
cargos, puesto que ha excedido el doble de sus votos.
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Ahora bien, si ninguna lista obtiene los dos cargos, elegirá un
cargo cada una de las que obtengan las dos más altas mayorías de
votos totales de lista.

Por ejemplo, si una lista obtuvo mil votos, otra quinientos vo-
tos y otra cuatrocientos noventa y nueve votos, las dos primeras se
atribuyen un cargo cada una.

El Tribunal Calificador proclama elegidos senadores o diputa-
dos, a aquellos candidatos que, dentro de cada lista, hubieren ob-
tenido las más altas mayorías.

"Si el segundo cargo por llenar correspondiere con igual derecho
a dos o más listas o nóminas, el Tribunal proclamará electo al candida-
to que hubiere reunido mayor cantidad de preferencias individuales.

"En caso de empate entre candidatos de una misma lista o en-
tre candidatos de distintas listas o nóminas, que a su vez estuvie-
sen empatadas, el Tribunal procederá, en audiencia pública, a efec-
tuar un sorteo entre ellos, y proclamará electo al que salga favore-
cido" (art. 1 09 bis incs. 3° y 4°).

Se puede calificar este sistema electoral de colegios múltiples
binominales, como minoritario empírico, puesto que otorga repre-
sentación a la minoría, pero que no es proporcional.

El sistema de colegios electorales binominales está inspirado
en el propósito de evitar las divisiones tradicionales de las fuerzas
políticas chilenas en tres tercios, de derecha, centro e izquierda.
Con ello, uno de los tercios vería muy disminuidas sus posibilida-
des de representación.

En cuanto al sistema electoral que pudo servir de inspiración, pa-
rece obvio que se ha tenido en vista, el sistema de los colegios múlti-
ples uninominales; pero en este caso se trata de un sistema mayo-
ritario, y que por tanto no otorga representación a las minorías.

La crítica de fondo que se hace al sistema binominal es que no da
satisfacción plena, al principio mayoritario de la democracia constitu-
cional, en cuanto accede al órgano político estatal, quien es respalda-
do por la mayoría ciudadana, trátese de una mayoría simple o absoluta.
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1 lenios visto que el artículo 109 bis dispone que "en el caso de
elecciones de parlamentarios, el tribunal proclamará elegidos Se-
nadores o Diputados a los dos candidatos de una misma lista, cuan-
do ésta alcanzare el mayor número de sufragios y tuviere un total
de votos que excediere el doble de los que alcanzare la lista o
nómina que le siguiere en número de sufragios".

Y agrega el inciso segundo, que "si ninguna lista obtuviere los
dos cargos, elegirá un cargo cada una de las listas o nóminas que
obtengan las dos más altas mayorías de votos de lista o nóminas".

De modo que si una lista obtiene dos tercios de los votos y la
otra lista que le sigue obtiene un tercio, cada lista elige un diputa-
do o un senador en su caso. Los elegidos están empatados, a pesar
de la diferencia enorme de votos de cada lista; es decir, no se da
aplicación al principio mayoritario de la democracia constitucio-
nal: mayoría simple o mayoría absoluta.

183.- Requisitos para ser elegido Diputado.

Están establecidos en el artículo 48. Son los siguientes:
1) Ser ciudadano con derecho a sufragio.
El ciudadano tiene derecho a sufragio cuando tiene inscripción

vigente en los registros electorales y no le afecta alguna causal de
suspensión de ese derecho (art. 2° de la Ley N° 18.556 y art. 60
inc. P dede la Ley N° 18.700).

2) Haber cursado la enseñanza media o su equivalente; es decir,
la enseñanza científico-humanista secundaria, comercial, agríco-
la, técnica-industrial, etc.

El fundamento de la exigencia es buscar la idoneidad de los
representantes parlamentarios. La Carta anterior sólo exigía el re-
quisito de saber leer y escribir.

3) Tener residencia en la Región a que pertenezca el distrito
electoral correspondiente, durante un plazo no inferior a dos años,
contado hacia atrás desde el día de la elección.

DERECHO CONSTITUCIONAL

El texto original de la Constitución contemplaba un plazo no
inferior a tres años. La Ley N° 18.825 de Reforma Constitucional
introdujo este cambio.

Se pretende con este requisito que los representantes tengan
efectivamente un conocimiento de la región, una vinculación clara
con ella. Es residencia la exigida, esto es, la permanencia prolon-
gada en la región.

Es ésta una innovación, ya que la Carta anterior no contempla-
ba esta exigencia.

Dispone el artículo 51 inciso primero que "los diputados tie-
nen, por el solo ministerio de la ley su residencia en la región co-
rrespondiente, mientras se encuentren en ejercicio de su cargo".

La región correspondiente es aquella a la cual pertenece el dis-
trito electoral en que fue elegido el parlamentario.

4) Tener cumplidos veintiún años de edad. Se mantiene la mis-
ma edad exigida en la Carta anterior. Debemos entender que de-
ben estar cumplidos al día de la elección, para armonizar con lo
dispuesto en el artículo 50.

184.- Requisitos para ser elegido senador por sufragio universal.

Están establecidos en el artículo 50. Son los siguientes:
1) Ser ciudadano con derecho a sufragio.
2) Haber cursado la enseñanza media o su equivalente.
3) Tener cumplidos 35 años de edad, el día de la elección.
Los dos primeros requisitos son comunes con los exigidos para

ser diputado.
Este último, es específico para ser elegido senador.

185.- Cumplimiento de los requisitos.

Los requisitos para ser elet',idu diputado o senador se deben
cumplir el día de la elección.

387
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Así lo señala el artículo 48: "Para ser elegido diputado...". Y
agrega que el plazo de residencia es "contado hacia atrás desde el
día ele la elección".

Lo propio establece el artículo 50: "Para ser elegido senador y
agrega con respecto a la edad "tener cumplidos 35 años de edad el
día de la elección".

186.- Requisito eliminado.

La Carta de 1925, en su artículo 27, señalaba entre los requisi-
tos para ser elegido diputado o senador, el de "no haber sido con-
denado jamás por delito que merezca pena aflictiva".

Los actuales artículos 48 y 50 no lo mencionan.
Esta supresión significa que podrán ser elegidos parlamenta-

rios los que hubieren sido condenados a pena aflictiva, pero que
una vez extinguida su responsabilidad penal fueron rehabilitados
en su ciudadanía y además los que hubieren sido condenados por
delitos del artículo 17 N° 3, pero que una vez cumplida la conde-
na, hubieren sido rehabilitados en su ciudadanía con derecho a
sufragio, por el Senado (art. 1 7 inciso final).

Respecto a los beneficiados con leyes de amnistía, una de las
interpretaciones sostenía que la prohibición de la Constitución de
1 925, no les afectaba.

DERECHO CONSTITUCIONAL

188.- Las inhabilidades relativas.
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187.- Inhabilidades para ser candidatos a parlamentarios. Con-
ceptos.

Las inhabilidades son impedimentos que establece la Consti-
tución, y que excluyen a quienes afecta, para ser candidatos a di-
putados o senadores.

Se clasifican en inhabilidades preexistentes e inhabilidades
sobrevinientes, según sean anteriores o sobrevengan posterior-
mente a la inscripción como candidatos, o a la elección, según
el caso.

Se clasifican también en inhabilidades absolutas y relativas.
Las inhabilidades absolutas son aquellas que afectan a las per-

sonas que no reúnen los requisitos necesarios para ser elegidos
parlamentarios, y como consecuencia, si no pueden ser elegidos,
tampoco podrán ser candidatos. Por ejemplo, los que no tengan la
edad exigida al día de la elección.

Las inhabilidades relativas son aquellas que afectan a ciertas
personas por desempeñar determinados cargos o encontrarse en
las situaciones previstas en la Constitución, y a consecuencia de
ello no pueden ser candidatos a diputados ni a senadores.

NORMAS COMUNES PARA LOS DIPUTADOS Y SENADORES

	

Están indicadas taxativamente en el artículo 57. Las inhabili-

Bajo este epígrafe, el párrafo sexto del Capítulo V, de la Cons- dades "de que tratan, tanto el inciso primero como el segundo del

titución, regula las prohibiciones y prerrogativas parlamentarias, y artículo 54 constituyen una prohibición, la que como tal, debe

las causales de cesación en el cargo de diputado o senadorr

	

interpretarse restrictivamente con sujeción exacta al precepto cons-
titucional que la contiene".

1 1 1
Esto significa que el legislador no

Prohibiciones Parlamentarias

	

puede establecer otras inhabilidades relativas.

Con esta expresión, tornada en sentido amplio, se comprenden
tres especies distintas: las inhabilidades, las incompatibilidades y
las incapacidades.

III Sentencia del Tribunal Cone rucio mal, de 12 de mayo de 1989, citada por NEVILLE
13I.ANC y otros, ob. cit., tomo 1, pág. .317.
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No pueden ser candidatos a diputados ni a senadores.
I ) Los ministros de Estado;
2) Los intendentes, los gobernadores, los alcaldes, los miem-

bros de los consejos regionales, los concejales y los subsecre-
tarios.

Los ministros, intendentes, gobernadores y subsecretarios son fun-
cionarios de la exclusiva confianza del Presidente de la República y
sus colaboradores directos en la función del gobierno y la administra-
ción del Estado, de la Región o de la provincia, respectivamente. Dada
la característica del régimen presidencial, de una estricta separación
orgánica de funciones, es justificable esa inhabilidad.

Tratándose de los alcaldes y miembros de los consejos regio-
nales y los concejales, el fundamento del constituyente radica, en
el afán de separar la función de administración regional y comu-
nal, de la función política que invisten los parlamentarios.

3) Los miembros del Consejo del Banco Central.
Se trata de no comprometer el carácter técnico de la Institu-

ción, que se ha señalado en el artículo 108.
4) Los magistrados de los tribunales superiores de justicia, los

jueces de letras.
Se comprende a los ministros de la Corte Suprema, de los Tri-

bunales de Alzada y jueces letrados.
El fundamento de la inhabilidad es la separación orgánica de

funciones, en este caso, respecto de la función jurisdiccional.
Están excluidos de la inhabilidad los secretarios, receptores y

demás funcionarios auxiliares de los Tribunales de Justicia.
5) Los miembros del Tribunal Constitucional, del Tribunal Cali-

ficador de Elecciones y de los Tribunales Electorales Regionales.
Quedan comprendidos, los ministros de los tribunales seña-

l ados.
Aquí el fundamento radica, en la separación orgánica de las

funciones legislativa y de la función jurisdiccional en su expresión
contenciosa constitucional y contenciosa electoral.
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6) El Contralor General de la República.
El fundamento está en la separación orgánica de la función

legislativa, respecto de la función de control de la constitucionalidad
y legalidad de los actos de la administración.

7) Las personas que desempeñan un cargo directivo de natura-
leza gremial o vecinal.

Los gremios pueden ser asociaciones empresariales, sindica-
les u otras análogas.

Esta inhabilidad pretende evitar que se politicen estas organi-
zaciones intermedias.

8) Las personas naturales y los gerentes o administradores de per-
sonas jurídicas que celebren o caucionen contratos con el Estado.

Quedan comprendidas las personas naturales que celebren o
caucionen contratos con el Estado.

También, las personas que ocupen los cargos de gerentes o
administradores de personas jurídicas que tengan estos vínculos
contractuales con el Estado. Se excluyen, por tanto, las personas
que sean empleados, obreros u ocupen cargos distintos a los indi-
cados en el numeral 8°.

Puede ser cualquier contrato que involucre una vinculación
económica especial con el Estado. La caución o fianza es una obli-
gación accesoria, en virtud de la cual una o más personas respon-
den de la obligación ajena, comprometiéndose para con el acree-
dor a cumplirla en todo o parte, si el deudor principal no la cumple
(art. 2335 del Código Civil).

El fundamento de esta inhabilidad reside en separar la vincula-
ción económica estrecha con el listado, de la función política le-
gislativa.

9) El Fiscal nacional, l os fiscales regionales y los fiscales ad-
juntos del Ministerio Público.

Este número fue agregado por la Ley de Reforma Constitucio-
nal N° 19.519 de 16 de seplicnibrc de 1997, que creó el Ministerio
Público.
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1 0) los Comandantes en Jefe del Ejército, de la Armada y de la
Fuerza Aérea, el General Director de Carabineros, el Director Ge-
neral de la Policía de Investigaciones y los oficiales pertenecientes a
las Fuerzas Arenadas y a las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública.

Este numeral 10 del artículo 57 fue agregado por la reforma de
2005.

Comprende a los Jefes institucionales indicados, y a los oficia-
les de las Fuerzas Armadas y las Fuerzas de Orden y Seguridad
Pública, esto es, de Carabineros y de Investigaciones.

Aplicación de las inhabilidades

De conformidad a lo establecido en el inciso segundo del ar-
tículo 57, reemplazado por la Reforma Constitucional de la Ley
N° 18.825, las inhabilidades de ese artículo serán aplicables a quie-
nes hubieren tenido las calidades o cargos mencionados dentro del
año inmediatamente anterior a la elección.

Sin embargo, respecto de las personas mencionadas en los nú-
meros 7 y 8 (numeral séptimo; esto es, de las personas que desem-
peñan un cargo directivo de naturaleza gremial o vecinal; y res-
pecto del numeral octavo; esto es, de las personas naturales y los
gerentes o administradores de personas jurídicas que celebren o
caucionen contratos con el Estado), todas ellas "no deberán reunir
esas condiciones al momento de inscribir su candidatura".

Y respecto de las personas del numeral noveno, el plazo de la
inhabilidad será de los dos años inmediatamente anteriores a la
elección.

Prohibición especial para los no elegidos

La parte final del inciso segundo del artículo 57 establece que
"si no fueren elegidos en una elección no podrán volver al mismo
cargo ni ser designados para cargos análogos a los que desempe-
ñaron hasta un año después del acto electoral".
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189.- Principales innovaciones en materia de inhabilidades.

1 ) El artículo 28 de la Carta de 1925 señalaba "no pueden ser
elegidos Diputados ni Senadores:...".

Se planteaba la duda en la Carta de 1925, en qué momento se
requería ser hábil relativamente, si al momento de inscribirse la
candidatura o al momento de la elección.

Así Bernaschina indicaba que "se necesita ser absoluta y rela-
tivamente hábil antes del principio del proceso electoral, o sea, en
el momento en que deben inscribirse las candidaturas".' 1 2

Por su parte, Silva Bascuñán señalaba que "la inhabilidad parla-
mentaria sólo puede fundarse en la carencia de las condiciones de
elegibilidad o en la existencia de la prohibición el día de la elección". 113

La Carta de 1980, en su artículo 57, despeja toda duda, "no
pueden ser candidatos a diputados ni a senadores".

Por tanto, la habilidad relativa se requiere para ser candidato;
al declararse la candidatura, se examinará que al candidato no le
afecte alguna inhabilidad relativa.

En cambio, los requisitos de habilidad absoluta; es decir, los
señalados en los artículos 48 y 50 se requieren "para ser elegido"; es
decir, al momento de la elección. Pero si es imposible reunirlos al
momento de la elección, es obvio que no puede ser candidato. Así,
por ejemplo, quien no tenga la edad exigida en la Constitución.

2) El artículo 57 inciso segundo aplica retroactivamente las
inhabilidades relativas dentro del año inmediatamente anterior a
la elección. Esta aplicación retroactiva es creación de la Carta de
1 980. Con ello, el constituyente estima asegurado que no habrá un
aprovechamiento electoral indebido del cargo cuyo desempeño
configura la inhabilidad relativa.

112 BERNASCHINA, Manual, pí g. . `)

1 1 3 SILVA BASCUÑÑAN, Tratado,

	

I I I, i

	

'S.
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Por vía de ejemplo, un Ministro de Estado, que quiere ser can-
didato a parlamentario, debe renunciar con más de un año de anti-
cipación a la elección, evitándose con ello, que en ese lapso pueda
utilizar su cargo, en su provecho como candidato, para realizar
obras, giras, servicios en el ámbito del distrito electoral o de la
circunscripción senatorial por la cual presentaría su candidatura.

Ya hemos visto que para los casos de los numerales séptimo y
octavo no rige este plazo.

Y respecto de las personas del numeral noveno, el plazo de la
inhabilidad será de los dos años inmediatamente anteriores a la
elección.

3) Prohibición especial para los no elegidos (art. 57 inc. 2°,
parte final).

Las personas señaladas en el artículo 57, y que abandonaron
esos cargos para presentarse como candidatos y no fueren elegi-
dos en la elección, les afecta la prohibición de no poder volver al
mismo cargo ni ser designados para cargos análogos a los que des-
empeñaron hasta un año después del acto electoral.

Tratándose de la inhabilidad del N° 8, no es aplicable la prohi-
bición especial en caso de no ser elegido, puesto que en ella no se
contemplan cargos, sino que "celebren o caucionen contratos con
el Estado".

4) El artículo 57 de la Carta de 1980 crea cuatro nuevas inhabi-
lidades en los números tres, cinco, seis y siete, y amplió la del N`2 .

La del N° 3, que se refiere a los miembros del Consejo del
Banco Central.

La del N° 5 se refiere a los miembros del Tribunal Constitucio-
nal, del Tribunal Calificador de Elecciones y de los Tribunales
Electorales Regionales.

La del N° 6 se refiere al Contralor General de la República.
La del N° 7 se refiere a las personas que desempeñan un cargo

directivo gremial o vecinal.
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Finalmente, el artículo 57 amplió la causal del numeral 2° al
señalar a los alcaldes y a los miembros de los Consejos Regiona-
les y los concejales, los subsecretarios; y agregar el N° 10.

190.- Las incompatibilidades.
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Las incompatibilidades son prohibiciones que afectan a los
parlamentarios y que les impiden desempeñar simultáneamente
otros empleos, cargos, funciones o comisiones señalados por la
Constitución.

El artículo 58 señala las siguientes incompatibilidades con los
cargos de diputados y senadores:

1) Los cargos de diputados y senadores son incompatibles en-
tre sí.

Si se establece un Congreso bicameral, resulta obvio que no
pueden las mismas personas pertenecer simultáneamente a ambas
Cámaras. De lo contrario se desvirtuaría dicho bicameralismo.

La Ley N° 18.700, L.O.C. sobre Votaciones Populares y Es-
crutinios establece en el artículo 3°, inciso tercero, que "ningún
candidato podrá figurar en más de una declaración en elecciones
que se celebren simultáneamente".

Y de conformidad al artículo 17 de la misma ley, corresponde
al Director del Servicio Electoral, -dentro de los diez días siguien-
tes a aquel en que venza el plazo para la declaración de candidatu-
ras-, aceptarlas o rechazarlas. "Para tal efecto dictará una resolu-
ción que se publicará dentro de tercero día en el Diario Oficial".

2) Son incompatibles con todo empleo o comisión retribuidos
con fondos del Fisco.

Es decir, todos aquellos que se presten en los servicios centra-
lizados, que operan bajo la personalidad jurídica y con el patrimo-
nio del Estado.

3) Son incompatibles con todo empleo o comisión retribuidos
con fondos de las municipalidades, de las entidades fiscales autó-
nomas, semifiscales.
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Se trata aquí de la administración descentralizada del Estado;
esto es, de aquellos servicios públicos que operan con personali-
dad jurídica distinta del Estado y por tanto, con patrimonios pro-
pios.

Las municipalidades son servicios públicos descentralizados
territorialmente, en la división administrativa de la comuna.

Las entidades fiscales autónomas y semifiscales comprenden
a los servicios públicos funcionalmente descentralizados.

4) Son incompatibles con todo empleo o comisión retribuidos
con fondos de las empresas del Estado o en las que el Fisco tenga
intervención por aportes de capital.

Se trata de la actividad empresarial desarrollada por el Estado
por medio de empresas propias, o en las que tengan intervención
por aportes de capital. Esta actividad empresarial se contempla en
el artículo 21 inciso segundo: "El Estado y sus organismos podrán
desarrollar actividades empresariales o participar en ellas sólo si
una ley de quórum calificado los autoriza".

5) Son incompatibles con toda otra función o comisión de la
misma naturaleza.

Podrían ser aquéllas desempeñadas en entidades controladas
por las anteriormente indicadas.

6) Son, asimismo, incompatibles con las funciones de directo-
res o consejeros, aun cuando sean ad honorem, en las entidades
fiscales autónomas, semifiscales o en las empresas estatales, o en
las que el Estado tenga participación por aporte de capital.

Comprende los cargos de directores o consejeros, aunque se
desempeñen sin remuneración en esas entidades.

Excepción a las incompatibilidades

El artículo 58 inciso primero indica en su parte final, que "se
exceptúan los empleos docentes y las funciones o comisiones de
igual carácter de la enseñanza superior, media y especial".
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Comprende los cargos y funciones estrictamente académicos.
Otros países restringen la excepción a la academia universi-

taria.

Cesación de pleno derecho de las incompatibilidades.

Dispone el artículo 58 en su inciso tercero: "por el solo hecho
de su proclamación por el Tribunal Calificador de Elecciones, el
diputado o senador cesará en el otro cargo, empleo o comisión
i ncompatible que desempeñe".

191.- Principales innovaciones en materia de incompatibilidades.

1) Una innovación de orden formal.
La Carta de 1925 escuetamente señalaba en el artículo 29 que

l os cargos parlamentarios eran "incompatibles también con todo
empleo público retribuido con fondos fiscales o municipales y con
toda función o comisión de la misma naturaleza...".

Esa expresión "función o comisión de la misma naturaleza"
fue objeto de interpretación por dos leyes interpretativas: la Ley
N° 6.922, de 19 de mayo de 1941, en su artículo 3°; y posterior-
mente la Ley N° 14.631, de 21 de septiembre de 1961, en su
artículo 3°.

En ellas indicaban los cargos y funciones comprendidas en di-
cha expresión.

Pues bien, la Carta de 1980 incorpora en su artículo 58, incisos
primero y segundo, la casi totalidad del contenido de la ley inter-
pretativa N° 14.631, quedando sólo marginadas las filiales de las
entidades indicadas en el artículo 55, pero que debemos entender-
las comprendidas en la expresión "función o comisión de la mis-
ma naturaleza".

2) En cuanto al efecto de las incompatibilidades.
La Carta de 1925 señalaba que el parlamentario electo debía

optar entre el cargo parlamentario y el cargo o función incompati-
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192.- Las incapacidades.
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blc en los plazos que contemplaba. A falta de opción dentro del
plazo, el parlamentario electo cesaba en su cargo.

La Carta de 1980 cambia el sistema. Ahora de pleno derecho,
por el solo hecho de su proclamación por el Tribunal Calificador
de Elecciones, cesa en el otro cargo, empleo o comisión incompa-
tible.

3) La Carta de 1925 señalaba la excepción a las incompatibili-
dades, comprendiendo "los empleos, funciones o comisiones de
la enseñanza superior, secundaria y especial, con asiento en la ciu-
dad en que tenga sus sesiones el Congreso".

La Carta de 1980 recoge la excepción en el artículo 58 inciso
primero, pero limitada expresamente a los empleos, funciones y
comisiones docentes, o de igual carácter.

Y en segundo lugar, la Carta de 1980 eliminó la exigencia de la
Carta de 1925 de que esas funciones se desempeñaran en la ciudad
en que tenga sus sesiones el Congreso.

Esas funciones docentes o de igual carácter podrán desempe-
ñarse en ésa o en cualquier otra ciudad, no existiendo para ello
i mpedimento constitucional.

Las incapacidades son prohibiciones que afectan a los parla-
mentarios y que les impiden ser nombrados para un empleo, fun-
ción o comisión incompatible.

Las regula el artículo 59. En cuanto a su duración, se aplican
las incapacidades, desde la proclamación como electo por el Tri-
bunal Calificador de Elecciones y hasta terminar su función.

Tratándose de la extensión de las incapacidades, lo indica el
inciso primero del artículo 56: ningún diputado o senador puede
ser "nombrado para un empleo, función o comisión de los referi-
dos en el artículo anterior"; es decir, las incapacidades tienen la
misma extensión que las incompatibilidades, lo cual parece lógi-
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co, ya que si esos empleos, funciones o comisiones fueron decla-
rados incompatibles por el artículo 58, ahora el artículo 59 prohibe
que los parlamentarios puedan ser nombrados en cualquiera de
ellos.

Todo nombramiento en quebrantamiento de una incapacidad
es nulo, aplicándosele el artículo 7 inciso final.

Excepciones a las incapacidades

1) No se aplican a los cargos de Presidente de la República,
Ministro de Estado y agente diplomático (art. 59 inc. 2°).

Pero la aceptación de cualquiera de esos cargos los hace cesar
en la función de parlamentario.

2) Las incapacidades no rigen en caso de guerra exterior. Ex-
presa el artículo 59 en su inciso segundo que: "esta disposición no
rige en caso de guerra exterior" y termina expresando que "sólo
l os cargos conferidos en estado de guerra son compatibles con las
funciones de diputado o senador".

Existiendo guerra exterior, no se aplican las incapacidades, y
en consecuencia un parlamentario puede ser designado en cual-
quier cargo o comisión de los mencionados como incompatibles
por el artículo 58.

Y estos cargos conferidos en estado de guerra son compatibles
con las funciones parlamentarias. El fundamento del precepto ra-
(lica en aprovechar en plenitud todos los recursos humanos, en tan
extrema emergencia.

3) Los empleos docentes y las funciones o comisiones de igual
carácter de la enseñanza superior, media y especial.

La interpretación de los artículos 59 inciso primero y 58 inciso
primero nos lleva a esa conclusión. En efecto, la primera disposi-
ción nos remite al artículo 58, el que en su inciso primero, excluye
de las incompatibilidades esos cargos y comisiones indicadas.
Luego, en ellos pueden ser válidamente designados.

h
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1 93.- Principales innovaciones en materia de incapacidades.

1 ) Momento desde el cual rigen las incapacidades.
En la Carta de 1925 señalaba el artículo 30 que era desde el

momento de la elección. Esto era impreciso.
La Carta de 1980 en su artículo 59 inciso primero es muy exacta

al respecto. El momento desde el cual rigen las incapacidades es
desde su proclamación como electos por el Tribunal Calificador.

2) La relación de las incapacidades con las incompatibilidades.
En la Carta de 1925, en el artículo 30, no incluía en las incapa-

cidades, todas las incompatibilidades señaladas en el artículo 29.
Se omitía "toda función o comisión de la misma naturaleza", que
era la frase clave.

Por ello, es que la Ley Interpretativa, N° 14.631, cuando defi-
nió lo que se entendía por "función o comisión de la misma natu-
raleza", expresó que lo hacía para los efectos de los artículos 29 y
30; es decir, de las incompatibilidades y de las incapacidades.

La Carta de 1980 repara esa deficiencia técnica, y hace coinci-
dentes la extensión de las incapacidades con las incompatibilida-
des, con la salvedad de las excepciones ya vistas, haciendo expre-
samente la referencia a los empleos, funciones o comisiones del
artículo 58.

194.- Fundamento de las prohibiciones parlamentarias.

Tratándose de las inhabilidades se impide que autoridades
del Estado puedan ser candidatos a diputados o senador, lo que
posibilitaría un aprovechamiento abusivo del poder estatal con
fines electorales.

Las incompatibilidades persiguen la independencia de la fun-
ción parlamentaria del gobierno, la que se vería gravemente com-
prometida si se les permitiera simultáneamente, desempeñar fun-
ciones en la administración del Estado.

I )IIRECHO CONSTITUCIONAL

Y las incapacidades que impiden las incompatibilidades so-

brevinientes.

Prerrogativas parlamentarias

La Constitución consagra inmunidades o privilegios jurídicos
en favor de los parlamentarios, como la inviolabilidad y el fuero.
También consagra la dieta, que es un beneficio económico. Todo
ello para el cabal desempeño de sus altas funciones.

195.- La inviolabilidad parlamentaria.

La establece el artículo 61 inciso primero: "Los diputados y
senadores sólo son inviolables por las opiniones que manifiesten
y los votos que emitan en el desempeño de sus cargos, en sesiones
de sala o de comisión".

La inviolabilidad constituye una inmunidad jurídica de fondo,
puesto que establece en favor de los parlamentarios una irrespon-
sabilidad por las opiniones manifestadas y los votos emitidos en

l as situaciones indicadas en aquella disposición.
Comprende las opiniones y votos emitidos. De modo que otras

conductas no están amparadas por la inviolabilidad.
Lo que se está protegiendo de un modo privilegiado es la liber-

tad de opinión del parlamentario. Ahora, si en el ejercicio de esa
libertad comete delitos o abusos, está exento de toda responsabili-
dad penal o civil.

Esta inmunidad constituye una excepción, ya que la libertad
de opinión consagrada en el artículo 19 numeral 12, es sin perjui-
cio de responder por los delitos y abusos que se cometan en el
ejercicio de ella.

El constituyente evaluó la conveniencia de la inviolabilidad,
que pretende proteger la independencia y libertad de opinión del
parlamentario en forma absoluta, y los riesgos que de ella ema-

G1
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nan, que un mal uso o uno delictual de tal libertad, quedaría impue
nc. Tanto es así, que la Comisión de Estudio suprimió esta inmu-
nidad. En efecto, el artículo 64 inciso primero de su anteproyecto
decía: "Los diputados y senadores son personalmente responsa-
bles por los delitos que cometan en el desempeño de sus cargos".

Y fue el Consejo de Estado el que restableció esta inmunidad.
Quedan amparadas por la inviolabilidad las opiniones mani-

festadas o votos emitidos por los parlamentarios "en el desempe-
ño de sus cargos, en sesiones de sala o de comisión".

Son requisitos copulativos.
El parlamentario ha de estar en el desempeño de su cargo, de

modo que, si por cualquier causa, se encuentra suspendido del ejer-
cicio de sus funciones, no está amparado por la inviolabilidad; por
ejemplo, un diputado desaforado.

Y las opiniones han de ser manifestadas y los votos emitidos
en sesiones de sala o de comisión. El privilegio queda circunscrito
a las sesiones de las Corporaciones y de sus comisiones.

En la Constitución de 1925, el privilegio era más amplio, puesto
que sólo se exigía el primer requisito.

196.- Dificultad interpretativa.

El texto del anteproyecto constitucional aprobado por la Co-
misión de Estudio había eliminado la inviolabilidad.

El anteproyecto, así concebido, era congruente en todas sus
disposiciones.

Sin embargo, al reintroducir el Consejo de Estado la inviolabi-
lidad parlamentaria, en la misma forma que quedó consagrada en
el artículo 58, hace surgir una dificultad interpretativa.

Puede entrar en conflicto con el artículo 60 inciso quinto, en
cuanto dispone de que sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso
séptimo del numeral 15° del artículo 19, cesará en sus funciones,
el "diputado o senador que de palabra o por escrito incite a la alte-

1 97.- El fuero parlamentario.

El fuero parlamentario es una inmunidad en cuya virtud un
parlamentario, desde el día de su elección o desde su juramento,
según el caso, no puede ser acusado o privado de su libertad, mien-
tras el Tribunal de Alzada de la jurisdicción respectiva, en pleno,
no autorice previamente la acusación declarando haber lugar a for-

mación de causa.
Está regulado en el artículo 61 incisos segundo, tercero y cuar-

to. Se trata de una inmunidad formal; esto es, únicamente de pro-
cedimiento, es una garantía procesal en favor del parlamentario.
No hay, por tanto aquí, alteración alguna de las normas de respon-
sabilidad. Está sujeto a la responsabilidad penal de la misma ma-
nera que cualquier otra persona.

El Código Procesal Penal establece en el artículo 416: "Solici-

tud de desafuero. Una vez cerrada la investigación, si el fiscal
estimare que procediere formular acusación por crimen o simple
delito en contra de una persona que tenga el fuero a que se refieren
los incisos segundo a cuarto del artículo 58 de la Constitución
Política, remitirá los antecedentes a la Corte de Apelaciones co-
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I

ración del orden público o propicie el cambio del orden jurídico
11

	

~

	

1 1
i nstitucional por medios distintos de los que establece esta Consti-
t ución, o que comprometa gravemente la seguridad o el honor de

l a Nación".
La interpretación armónica de ambas disposiciones debe con-

(lucirnos a la conclusión de que si realiza esos actos fuera del des-
empeño de su cargo o fuera de sesiones de sala o comisión, incu-
rre en una causal de cesación del cargo de parlamentario suscepti-
ble de ser declarada por el Tribunal Constitucional.

Si esas expresiones, en cambio, las emite en el desempeño de
sus cargos, y en sesiones de sala o de comisión, es irresponsable
por ellas, pues queda amparado por el artículo 61 inciso primero.



404 HERNÁN MOLINA GUAITA 405

rrespondiente, a fin de que, si hallare mérito, declare que ha lugar
a formación de causa".

"Igual declaración requerirá si durante la investigación el fis-
cal quisiere solicitar al juez de garantía la prisión preventiva del
aforado u otra medida cautelar en su contra".

"Si se tratare de un delito de acción privada, el querellante
deberá ocurrir ante la Corte de Apelaciones, solicitando igual de-
claración, antes de que se admitiere a tramitación su querella por
el juez de garantía".

Pero ya durante la vigencia de la Carta de 1925 se planteaba la
duda, cuando en una gestión civil se ordenase el arresto del parla-

	

El desafuero
mentario. Por ejemplo, en juicio de alimentos, como medida de
apremio, si no se paga oportunamente la pensión alimenticia.

	

El desafuero se concede por resolución del Tribunal de Alzada

	

u
¿Se requiere, en tal situación, solicitar el desafuero?

	

(le la jurisdicción respectiva, en pleno, que autoriza previamente

Para Silva Bascuñán debía pedirse el desafuero, ya que la in-

	

l a acusación declarando haber lugar a formación de causa en con-

dependencia delos parlamentarios también puede ser afectada por

	

tra del parlamentario.
Tribunal de Alzada de la jurisdicción respectiva, es aquelesos caminos y que los términos del constituyente no excluirían

	

El

	

ul
" " ( Actas de laSubcom isió del lugar donde se cometió eldeli n explícitamente esa interpretación

too
d

	

de 1925 pág 343) e Reforma , . .Bernaschina estima que no se requiere en tal situación pedir el

	

L Carta d e 1980 h a bl a d e l Trib unal d e Alzadayno deCorte ed

	

11a , desafuero porque la historia de la institución l a circunscribe a,
Apelaci

	

como la Carta de 1925 ¿Compren de tribunales de almaterias

	

vamente penales
ones, . -

exclusi .
ad como la Corte Marcial s i sond

	

de su competenc ia?/la , ,

	

%, U1:3
Y todavía podríamos a gregar en favor de esta última interpre -,

	

del

	

La Corte Suprema, en fallo de fecha 2 de mayo de 1990, en
tación, que la terminología empleada por el inciso segundo segundo

votación dividida de trece votos contra cuatro, en el caso del des-

flagrante",

61

,

está

—acusación",

reiteradamente

formación
referde ida al

causa".
proceso penal, "delito

	

afuero del diputado Mario Palestro, señaló que "el tribunal com-
petente para decidir el desafuero no se fija con respecto al posible

198.- Excepción: delito flagrante.

	

delito militar o común que se atribuye al parlamentario, sino en
relación a la calidad de tal que éste tiene, puesto que la norma
constitucional establece un privilegio en el tratamiento procesalEl artículo 61 inciso tercero consagra un caso de excepción, el

caso de delito flagrante.
El diputado o senador es arrestado por delito flagrante. En este

	

14 La situación de flagrancia se contempla en el Código Procesal Penal y corres-

caso excepcional, el parlamentario arrestado será puesto inmedia-

	

ponde a las mismas situaciones señaladas en el artículo 263 del Código de Procedimien-

tamente a disposición del Tribunal de Alzada respectivo, con la

	

to Penal. Y la detención en caso de lagrancia se regula en el artículo 129 del Código
Procesal Penal.

i nformación sumaria correspondiente. El Tribunal procederá, en-
tonces, conforme al procedimiento general, señalado en el inciso
segundo del artículo 61.

114

El Código Procesal Penal, en su artículo 417 dispone: "Deten-

ción in fraganti. Si el aforado fuere detenido por habérsele sor-
prendido en delito flagrante, el fiscal lo pondrá inmediatamente a
disposición de la Corte de Apelaciones respectiva. Asimismo, re-
mitirá la copia del registro de las diligencias que se hubieren prac-
ticado y que fueren conducentes para resolver el asunto".

h
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del diputado o senador, dada la importancia nacional de estos car-
gos e investidura, siendo este aspecto de la cuestión, el que la Cons-
titución ha considerado para hacer excepción respecto del juzga-
miento previo del parlamentario por un tribunal de alzada en cuanto
a la imputación que se le hace del acto delictuoso. Se sigue de lo
dicho, que debe ser un tribunal civil el que se pronuncie sobre el
desafuero de un parlamentario que es civil".

Se trataba de un proceso por injurias en contra del Comandan-
te en Jefe del Ejército y otros, vertidas en un programa radial, en
que la Corte Marcial declaró haber lugar a formación de causa,
desaforando al diputado. La Corte Suprema anuló el fallo por con-
travenir el artículo séptimo y octavo de la Constitución, señalando
que es competente para conocer la petición de desafuero la Corte
de Apelaciones de Santiago. 1 1-5

Tanto el anteproyecto de la Comisión de Estudio como en el
del Consejo de Estado, se empleaba la expresión "Corte de Apela-
ciones". Fue la Junta de Gobierno que cambió la expresión por
"Tribunal de Alzada".

Por ello expresa el fallo citado en el considerando segundo
letra c) que "tal sustitución está desprovista de todo antecedente
histórico que pueda servir para dar al precepto una interpretación
distinta a la que corresponde otorgarle...".

No se han dado a conocer las actas de sesiones de lo obrado
por la Junta de Gobierno.

El Tribunal de Alzada conoce del desafuero en Tribunal Pleno.
En consecuencia, ninguna de sus salas puede fallarlo, ni siquiera
la sala de turno.

El criterio a que debe ajustarse el Tribunal de Alzada lo señala
el artículo 612 del Código de Procedimiento Penal: que "aparez-

Si por resolución firme se declara no haber lugar la formación
de causa, el tribunal ante quien penda el proceso mandará sobre-

15
El fallo fue publicado en la Revista Gaceta Jurídica, págs. 68 y ss., N° 119,

	

seer definitivamente con respecto al Diputado o Senador favoreci-
mayo, año 1990. do con aquella declaración ( art. 421 Código Procesal Penal).
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can contra un diputado o senador, datos que podrían bastar para
decretar la detención de un inculpado...".

El Tribunal de Alzada conoce el desafuero en primera instan-
cia, por eso la parte final del inciso segundo del artículo 61 dice:
"De esta resolución podrá apelarse para ante la Corte Suprema".

En apariencia, la redacción de la norma sugeriría la idea de
que la apelación sólo procede respecto de la resolución que conce-
de el desafuero, pero que no procedería respecto de la que no diera
lugar a desaforar.

No obstante, lo cierto es que procede el recurso de apelación
en ambos casos.

Para ello puede invocarse un antecedente de las Actas de la
subcomisión de reforma de 1925. Se indica que la apelación que
se "otorga al inculpado para ante la Corte Suprema debe también
otorgarse al ciudadano acusador. S.E. está de acuerdo con el señor
Guerra. Además, según él, no debe olvidarse que es mucho mayor
la influencia de un parlamentario que la de un simple particular"
(Actas Subcomisión, págs. 343 y 344).

También puede argumentarse, señalando que la apelación jurídi-
camente es procedente, atendiendo a la naturaleza de la resolución, y
no a la circunstancia de darse o no lugar a la petición de fondo.

El Código Procesal Penal en su artículo 418 dispone: "Apela-
ción. La resolución que se pronunciare sobre la petición de de-
safuero será apelable para ante la Corte Suprema".

De la apelación, la Corte Suprema conoce en pleno, de confor-
midad al artículo 96 N° 2 del Código Orgánico de Tribunales.

Efectos de la resolución firme

407



408 HERNÁN MOLINA GUAITA

Si por el contrario, por resolución firme, se declara haber lugar
a formación de causa, se producen los siguientes efectos, según el
artículo 61 inciso cuarto:

a) Queda el diputado o senador acusado, suspendido de su car-
go. Es privado del ejercicio de sus funciones de parlamentario. No
obstante, como a pesar de ello sigue siendo parlamentario, está
sujeto a las incapacidades, causales de cesasión, etc. 116

b) Queda el diputado o senador acusado sujeto al juez compe-
tente.

Allanado el fuero, queda el parlamentario sometido en todo al
derecho común. Por tanto, podrá ser acusado; privado de su liber-
tad y eventualmente condenado.

199.- La dieta parlamentaria.

Está establecida en el artículo 62: "Los diputados y senadores
percibirán como única renta una dieta equivalente a la remunera-
ción de un Ministro de Estado incluidas todas las asignaciones
que a éstos correspondan".

Al permitir el régimen de democracia constitucional, el igual
acceso a las funciones públicas sin más condiciones que las esta-
blecidas en la Constitución y la ley, y, en este caso concreto, a
través del sufragio universal, se hace indispensable establecer una
remuneración adecuada que permita un tranquilo desempeño, por
parte de cualquier elegido a la función parlamentaria.

El artículo 62 fija como única renta una dieta equivalente a la
remuneración de un Ministro, incluyéndose todas las asignacio-

116 El Código Procesal Penal dispone en su "artículo 419. Comunicación en caso de
desafúero de diputado o senador Si la persona desaforada fuere un diputado o un sena
dor, una vez que se hallare firme la resolución que declare haber a formación de causa,
será comunicada por la Corte de Apelaciones respectiva a la rama del Congreso Nacio
nal a que perteneciere el imputado. Desde la fecha de esa comunicación, el diputado o
senador quedará suspendido de su cargo".

DERECHO CONSTITUCIONAL

mes que le correspondan. Con ello se excluye toda otra posibilidad
(le ingresos adicionales al parlamentario por su función.

El sistema actual importa una innovación respecto del seguido
por la Carta anterior, y tiende a evitar los inconvenientes que se
originaron. En efecto, en aquella normativa la remuneración era
fijada por ley, y sólo para producir efectos en el período legislativo
siguiente (art. 44 N° 6).

Esa limitación dio lugar a una práctica inconstitucional, moti-
vada por la inflación crónica, que consistió en entregar fondos a
l os parlamentarios con aplicación inmediata por concepto de gas-
t os de representación y de secretaría, pero sin obligación de rendir
cuentas de su inversión.

200.- Prerrogativas protocolares.

En los Reglamentos de las Cámaras, o en disposiciones lega-
les o reglamentarias, suelen contemplarse ciertas normas relativas
al tratamiento de los parlamentarios, de ubicaciones preferentes
en ceremonias públicas, destinadas a prestar reconocimiento ex-
temo de la alta función desempeñada. 1 1 6 bis

Causales de cesación en el cargo de parlamentario

201.- Causales de cesación en el cargo.

409

Las causales en virtud de las cuales el diputado o senador cesa
en su cargo son las siguientes:

Por el término del período de cuatro y ocho años, respectiva-
mente.

116 bis Dispone el Reglamento del Senado en su artículo 6° que los senadores tendrán
el tratamiento de " Honorables". Y el articulo 22 que el Presidente del Senado, en las
comunicaciones oficiales tendrá el trataniicnto de "Excelencia".
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1 s la forma normal de cesar en él. Los diputados duran cuatro
años y los senadores ocho años. Transcurridos esos plazos cesan
en sus cargos (art. 47 inc. 2°; art. 49 inc. 2°).

Pero es en el artículo 60 donde el constituyente regula de un
modo sistemático y extenso las causales de cesación en el cargo
parlamentario. Son las siguientes:

a) Por ausentarse del país por más de treinta días sin permiso
de la Cámara respectiva o, en receso de ella, de su Presidente (art.
60 inc. 1°).

El parlamentario, por consiguiente, puede ausentarse del país,
sin permiso constitucional hasta por treinta días.

Se eliminó la exigencia de la Constitución de 1925, de que sólo
leyes especiales podían autorizar su ausencia por más de un año;

b) El que durante su ejercicio celebrare o caucionare contratos
con el Estado;

e) El que actuare como abogado o mandatario en cualquier cla-
se de juicio contra el Fisco.

Debemos entender que no es causal de cesación si el parlamen-
tario actúa en causa propia y asume su propia defensa. Desde luego,
la actuación como mandatario supone la existencia de un mandante;

d) El que actúe como procurador o agente en gestiones parti-
culares de carácter administrativo, en la provisión de empleos pú-
blicos, consejerías, funciones o comisiones de similar naturaleza.

Se sanciona la actuación del parlamentario como gestor admi-
nistrativo de intereses particulares.

Quedan excluidas, por tanto, las gestiones administrativas de
intereses públicos, en defensa por ejemplo de la circunscripción o
distrito por el cual fue elegido;

e) El que acepte ser director de Banco o de alguna sociedad
anónima, o ejercer cargos de similar importancia en esas activi-
dades.

Las inhabilidades a que se refiere el artículo 60 en su inciso
segundo tienen lugar sea que el diputado o senador actúe por sí o

por interpósita persona, natural o jurídica, o por medio de una so-
ciedad de personas de la que forme parte;

f) El que ejercite cualquier influencia ante las autoridades ad-
ministrativas o judiciales en favor o representación del empleador
o de los trabajadores en negociaciones o conflictos laborales, sean
del sector público o privado, o que intervengan en ellos ante cual-
quiera de las partes (art. 60 inc. 4°).

Se pretende separar la función política del parlamentario de
las actividades propias de los sectores laborales, importantes cuer-
pos intermedios.

El constituyente reacciona contra la experiencia vivida duran-
te la vigencia de la Carta de 1925, en que la intervención de los
parlamentarios era constante en este tipo de conflictos;

g) El que actúe o intervenga en actividades estudiantiles, cual-
quiera que sea la rama de la enseñanza, con el objeto de atentar
contra su normal desenvolvimiento;

h) El que de palabra o por escrito incite a la alteración del orden
público o propicie el cambio del orden jurídico institucional por me-
dios distintos de los que establece esta Constitución, o que compro-
meta gravemente la seguridad o el honor de la Nación, y sin perjuicio
de lo dispuesto en el artículo 19 N° 15 inciso séptimo (art. 60 inc. 5°).

Quienquiera que perdiere el cargo de diputado o senador por
cualquiera de las causales indicadas en el artículo 60 incisos pri-
mero a quinto, no podrá optara ninguna función o empleo públi-
co, sea o no de elección popular, por el término de dos años, salvo
l os casos del artículo 19 numeral 15° inciso séptimo, en los cuales
se aplicarán las sanciones allí contempladas; esto es, por el térmi-
no de cinco años contados desde la resolución del Tribunal. Con-
cluye el inciso séptimo del N° 15 del artículo 19: "Si a esa fecha
las personas referidas estuvieren en posesión de las funciones o
cargos indicados, los perderán de pleno derecho". Es decir, si a la
fecha de la resolución del "Tribunal Constitucional estuvieran
desempeñándose como diputado o senador, cesan en sus cargos;
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i ) El que durante su ejercicio pierda algún requisito general de
elegibilidad o incurra en alguna de las causales de inhabilidad a
que se refiere el artículo 57, sin perjuicio de la excepción contem-
plada en el inciso segundo del artículo 59 respecto de los Minis-
tros de Estado (art. 60 inc. 7°);

j) Por renuncia a sus cargos de diputados o senadores cuando
les afecte una enfermedad grave que les impida desempeñarlos y
así lo califique el Tribunal Constitucional (art. 60 inciso final).

202.- Órgano competente.

El órgano competente para pronunciarse sobre las prohibicio-
nes parlamentarias y causales de cesación en el cargo es el Tribu-
nal Constitucional.

Dispone el artículo 93 que son atribuciones del Tribunal Cons-
titucional: "14. Pronunciarse sobre las inhabilidades, incompa-
tibilidades y causales de cesación en el cargo de los parlamen-
tarios".

De conformidad al artículo 93 inciso decimoséptimo "el Tribu-
nal sólo podrá conocer de la materia a requerimiento del Presidente
de la República o de no menos de diez parlamentarios en ejercicio".

Se ha omitido en la disposición lo relativo a las incapacidades.
Pero un decreto de nombramiento, en contravención al artículo
59, debería ser representado por inconstitucional por el Contralor.
En tal caso no cabe el decreto de insistencia, y el Presidente sólo
podrá recurrir al Tribunal Constitucional.

203.- Vacantes de cargos de parlamentarios y reemplazos.

Dispone el artículo 51 inciso tercero reformado en 2005 que
"las vacantes de diputados y senadores se proveerán con el ciuda-
dano que señale el partido político al que pertenecía el parlamen-
tario que produjo la vacante al momento de ser elegido".

El nombre del ciudadano reemplazante lo señala el partido
político al que pertenecía el parlamentario que produjo la vacante,
pero esa pertenencia es la del "momento de ser elegido". En con-
secuencia, si el parlamentario que ocasionó la vacante había re-
nunciado al partido que pertenecía al momento de ser elegido y se
mantuvo como independiente; o bien, si ingresó a otro partido, en
cualquier caso, el reemplazante lo señala el partido político al que
pertenecía al "momento de ser elegido".

Los parlamentarios elegidos como independientes no serán
reemplazados.

Sin embargo, si hubieren postulado integrando lista en conjun-
to con uno o más partidos políticos, serán reemplazados por el
ciudadano que señale el partido indicado por el respectivo parla-
mentario al momento de presentar su declaración de candidatura.

Si el parlamentario ingresó posteriormente a un partido políti-
co distinto a aquel señalado por él para proveer la vacante al mo-
mento de presentar su declaración de candidatura, y posteriormente
ocurre la vacante del parlamentario, el partido llamado a señalar el
ciudadano que lo reemplazará es aquel que indicó para tal fin al
momento de presentar su declaración de candidatura.

El reemplazante deberá reunir los requisitos para ser elegido
diputado o senador, según el caso.

El nuevo diputado o senador ejercerá sus funciones por el tér-
mino que faltaba a quien originó la vacante.

Un diputado podrá ser nominado para ocupar el puesto de un
senador, pero al asumir su nuevo cargo, cesa en el que ejercía.

Y en tal caso deberá designarse al reemplazante en conformi-
dad a las normas anteriores.

El artículo 51 inciso final expresa que en ningún caso procede-
rán elecciones complementarias. Éste precisamente era el sistema
consagrado en la Carta del 25, en que producida la vacante antes
del último año de su mandato se procedía a su reemplazo median-
te votación directa en el respectivo colegio electoral. Ese sistema
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se ha excluido no por razones doctrinarias, puesto que es plena-
mente democrático, sino únicamente por razones prácticas, de no
pcrlurbar la marcha normal del país con elecciones extraordina-
ria~. 1 1 1

A'i itII3U('IONES DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS

204.- Clasificación.

Las atribuciones de la Cámara de Diputados o del Senado pue-
den clasificarse, en atribuciones comunes, si corresponden a am-
bas Cámaras, pero que son ejercidas con entera independencia por
cada una; y en atribuciones exclusivas de la Cámara de Diputados,
o del Senado, si corresponden sólo a una de ellas.

205.- Atribuciones comunes.

Pueden distinguirse aquellas que tienen su fuente en la Consti-
tución o bien, en otras normas de inferior jerarquía.

Entre las atribuciones comunes establecidas por la Constitu-
ción pueden citarse:

1) Otorgar permiso al diputado para ausentarse del país por más
de treinta días (o en su receso, por su Presidente) (art. 60 inc. V).

2) Dictar su reglamento interno, estableciendo la clausura del
debate por simple mayoría (art. 56 inc. 2°).

Fue aprobado por la Cámara de Diputados en sesión de 10 y 12
de mayo de 1994 y 19 de marzo de 1997.

117
Un ejemplo lo constituye la vacante producida por el fallecimiento del diputado

por Curicó don Oscar Naranjo Jara, y que en la elección del reemplazante, que estaba
próximo a la elección presidencial, se concentró la atención del país. Resultó elegido Su
hijo don Oscar Naranjo Arias, también socialista, lo que se denominó el "naranjazo". Y
motivó cambios en los apoyos políticos que determinaron el triunfo en la elección presi-
dencial de don Eduardo Frei Montalva en 1964.
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En el Reglamento se contempla la Mesa de la Cámara, integra-
rla por un Presidente, un primer Vicepresidente y un segundo Vice-
presidente, elegida por mayoría absoluta y en votación secreta.

La Mesa elegida dura en sus funciones hasta el término del
período legislativo.

La Cámara tiene Comisiones permanentes, unidas y especiales.
Además existen Comisiones mixtas de Diputados y Senadores.

Puede crear comisiones especiales investigadoras a petición
de a lo menos dos quintos de los diputados en ejercicio, con objeto
de reunir informaciones relativas a determinados actos del Go-
bierno (art. 52 inc. 1°) letra c) inc. 1°).

La Ley Orgánica Constitucional N° 18.918 se refiere a ellas en
sus artículos l 7 y siguientes.

Establece el Reglamento dieciocho comisiones permanentes,
que en sus lineamientos generales siguen la de los Ministerios (art.
213). Por ejemplo, Comisión de Hacienda, Comisión de Defensa
Nacional, Comisión de Salud, etc.

Las comisiones permanentes conocen de los proyectos de ley
y materias que les sean enviadas al darse curso a la Cuenta. Para
esto se tiene en consideración, la especialidad de cada una de ellas.

Las comisiones unidas tienen lugar cuando así lo acuerde la
Cámara, encargando el examen de un determinado asunto a dos o
más Comisiones (art. 227).

Las comisiones especiales son aquellas que nombra la Cámara
con la competencia y plazo que le fije (art. 228).

Las comisiones mixtas de Diputados y Senadores son aquellas
que derivan de la aplicación de los artículos 67 y 68 de la Constitu-
ción o de acuerdo de ambas ramas del Congreso Nacional (art. 228).

"Las comisiones informarán l os proyectos que se les envíen en
examen; prepararán los (lalos e investigarán los hechos que esti-
men necesarios para la deliberación (le la Cámara; podrán solicitar
de las autoridades correspondientes informes escritos y la compa-
recencia de aquellos funcionarios que estén en situación de ilus-

I

11
fl
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trar sus debates; se harán asesorar de cualquier especialista de la

	

miembros formulen en contra de las personas señaladas y por las
materia en estudio y oirán a las instituciones y personas que esti-

	

causales indicadas en esa disposición. Es la acusación constitu-
men convenientes" (art. 285).

	

cional del juicio político.
Los miembros de las comisiones serán elegidos por la Cámara La Carta de 1925 contemplaba también estas dos atribuciones

a propuesta de la Mesa, y los partidos políticos estarán representa- exclusivas, pero las indicaba en orden inverso, primero la acusación
dos en ella por un número proporcional al de diputados con que

	

constitucional y después la fiscalización de los actos del gobierno.
cuenta (la regla matemática se indica en el artículo 213 incisos

	

La Carta de 1980 al alterar el orden desarrolla más lógica-,,

segundo y tercero).
Las comisiones permanentes están integradas por trece dipu-

	

mente la materia, puesto que como consecuencia del ejercicio de
la primera atribución, si se acreditaren las causales del juicio polí-

La V15. tico, puede también ejercerse la segunda atribución de la acusa-
Las comisiones, una vez concluida su labor, emiten informes,

	

ción constitucional. Claro que nada obsta para que se ejerza direc-
donde establecen sus conclusiones y designan un diputado infor-

	

tamente la atribución segunda, de un modo independiente.
mante encargado de sostenerlas en la discusión de la sala.

Los Comités Parlamentarios son órganos relacionadores entre

	

207- Fiscalizar los actos del Gobierno ..l a Mesa y la Sala para la tramitación de los asuntos sometidos a,
su conocimiento.

Cada partido político integrará un Comité por cada nueve di-

	

Se fiscalizan los actos del Gobierno. En cuanto a la expresión

	

d!
" "putados. Dos o más partidos que no tengan ese número de repre- fiscalizar, que empleaba la Carta de 1925 y que reproduce la

sentantes, podrán juntarse siempre que alcancen esa cifra.
Los diputados independientes deberán juntarse y formar un

comité, salvo que ingresen a los comités de los partidos políticos.
Cada comité tiene un Jefe, quien tiene la representación de sus

	

poner en evidencia. Es un error confundir lo que es una fiscaliza-

	

I

i ntegrantes para todos los efectos del Reglamento (art 53) nción con la facultad de censurar o derribar un gabinete. Confundir

	

6.
estos dos objetivos es un profundo error en que incurrirían los que

	

i,

206.- Atribuciones exclusivas.

	

se habituaron a ver siempre las dos cosas unidas".

	

1

"La fiscalización, o sea, llamar en auxilio a la opinión pública
Están contempladas en el párrafo segundo del Capítulo V, que para juzgar o condenar un acto, es de finalidades y consecuencias

lleva como epígrafe la expresión "Atribuciones exclusivas de la Cámara de Diputados", y consta de un solo artículo, el 52. Ellas

	

muy superiores al propósito estrecho, pueril y mezquino de derri-
bar un Gabinete por pasiones o por intereses no siempre sanos y

, solamente pueden ser ejercidas por la Cámara de Diputados, nin-

	

confesables".
118

gún otro órgano del Estado puede atribuírselas.
Son dos, la primera es la de fiscalizar los actos del Gobierno .

La segunda atribución exclusiva es la de declarar si han o no lugar

	

118 Actas Oficiales, pág. 718. I nlprenla ti nivcrsitaria, Santiago, 1925.
las acusaciones, que no menos de diez ni más de veinte de sus

	

Señala el profesor Bernaschina que "la verdadea fiscalización afecta la responsabi-
lidad política de los ministros, y el ,uüculo 9 N' dispone expresamente que esta

actual, expresaba el Presidente de la época don Arturo Alessandri,
en una conferencia dictada en la Universidad de Chile en el año

1 925: "Fiscalizar significa analizar, examinar, exponer, criticar,
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En consecuencia, con el término fiscalización se radica la fun-
ción del control político de los actos del Gobierno en la Cámara de
Diputados. Por tanto controlará si los actos del gobierno se encua-
dran dentro del narco de la Constitución y la ley, conforme a un
Estado de Derecho, pero también, y con igual énfasis, controlará
si los actos del gobierno concuerdan o no con el bien común, con
el interés nacional, con el servicio de la persona humana, si son o
no convenientes para la Nación.

Se fiscalizan los actos; es decir, la conducta del Gobierno, que
puede ser de acción o de omisión. Ciertamente, es de toda la con-
ducta del gobierno la que queda sometida al control y fiscaliza-
ción de la Cámara de Diputados. Puesto que también con omisio-
nes puede quebrantarse el ordenamiento constitucional, legal y
lesionarse el bien común.

La voz "gobierno" expresada en el artículo 52 atribución pri-
mera, es comprensiva de las empleadas en los epígrafes del Capí-
tulo IV y Capítulo XIV. Por tanto, quedan comprendidos los actos
del Presidente de la República, ministros de Estado, subsecreta-
rios, intendentes, gobernadores (art. 32 N° 7), embajadores, mi-
nistros diplomáticos y representantes ante organismos internacio-
nales (art. 32 N° 8), como de los funcionarios que la ley denomina
como de la exclusiva confianza del Presidente de la República (art.
32 N° 10), como de las entidades que del Gobierno dependan.

La atribución primera emplea la palabra gobierno, pero con
distintos alcances. La primera vez, "fiscalizar los actos del Go-
bierno", está empleada en sentido orgánico y funcional. En el sen-
tido orgánico, comprendiendo al Jefe del Gobierno: el Presidente
de la República, y todos quienes colaboran con él en una relación
de dependencia. Este alcance está en concordancia con la voz "Go-

Continuación nota It8

fiscalización no afectará su responsabilidad política". "Constituci(;n Política y leyes con,
plementarias", pág. 411. La misma atribución exclusiva y la misma limitación están
recogidas en la Constitución de 1980 en su artículo 52 atribución primera.
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hierno" empleada en los epígrafes de los capítulos IV y XIV. En
sentido funcional, comprende las funciones gubernamentales y
administrativas ejercidas por el Gobierno.

Las otras veces que se emplea en el precepto la voz Gobierno,
tiene únicamente un sentido orgánico restringido; esto es, al Jefe
del Gobierno y sus colaboradores directos e inmediatos: El Presi-
dente de la República y sus Ministros.

Menciona el precepto "los actos del Gobierno" y éstos pueden
ser actos de gobierno y actos de administración. En los primeros
se ejerce la función gubernativa y en los segundos, la administra-
tiva. Y ello, porque al Gobierno corresponden ambas funciones.
Así, nos dice el artículo 24 inciso primero "el Gobierno y la admi-
nistración del Estado corresponden al Presidente de la República...".
Pero el epígrafe del Capítulo IV es "Gobierno". En este último caso,
la palabra gobierno está empleada en un sentido orgánico; en el
artículo 24 inciso 1°, es empleada en sentido funcional.

Para ejercer la atribución exclusiva de "fiscalizar los actos del
Gobierno", la Cámara de Diputados puede actuar según el artículo
52 por tres vías diferentes:

"a) Adoptar acuerdos o sugerir observaciones, con el voto de
la mayoría de los diputados presentes, los que se transmitirán por
escrito al Presidente de la República, quien deberá dar respuesta
fundada por medio del Ministro de Estado que corresponda, den-
tro de treinta días".

"Sin perjuicio de lo anterior, cualquier diputado, con el voto
favorable de un tercio de los miembros presentes de la Cámara,
podrá solicitar determinados antecedentes al Gobierno. El Presi-
dente de la República contestará fundadamente por intermedio del
Ministro de Estado que corresponda, dentro del mismo plazo se-
ñalado en el párrafo anterior".

"En ningún caso los acuerdos, observaciones o solicitudes de
antecedentes afectarán la responsahilidad política de los Minis-
tros de Estado".
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En esta atribución se recoge íntegramente lo dispuesto en la
norma anterior reformada, salvo que se introduce la exigencia para
todas las respuestas que debe dar el Presidente de la República por
medio del Ministro de Estado que corresponda, que la respuesta
debe ser "fundada", que "contestará fundadamente".

El texto anterior señalaba que "la obligación del Gobierno se
entenderá cumplida por el solo hecho de entregar su respuesta".

Las relaciones interorgánicas deben conducirse racionalmen-
te, fundadamente, excluyéndose todo atisbo de arbitrariedad.

"b) Citar a un Ministro de Estado, a petición de a lo menos un
tercio de los diputados en ejercicio, a fin de formularle preguntas
en relación con materias vinculadas al ejercicio de su cargo. Con
todo, un mismo Ministro no podrá ser citado para este efecto más
de tres veces dentro de un año calendario, sin previo acuerdo de la
mayoría absoluta de los diputados en ejercicio".

"La asistencia del Ministro será obligatoria y deberá respon-
der a las preguntas y consultas que motiven su citación";

Por cierto, las respuestas deberán ser fundadas y no afectarán
en ningún caso la responsabilidad política del Ministro.

"e) Crear comisiones especiales investigadoras a petición de a
lo menos dos quintos de los diputados en ejercicio, con el objeto
de reunir informaciones relativas a determinados actos del Go-
bierno".

"Las comisiones investigadoras, a petición de un tercio de sus
miembros, podrán despachar citaciones y solicitar antecedentes.
Los Ministros de Estado, los demás funcionarios de la Adminis-
tración y el personal de las empresas del Estado o de aquellas en
que éste tenga participación mayoritaria, que sean citados por es-
tas comisiones, estarán obligados a comparecer y a suministrar los
antecedentes y las informaciones que se les soliciten".

"No obstante, los Ministros de Estado no podrán ser citados
más de tres veces a una misma comisión investigadora, sin previo
acuerdo de la mayoría absoluta de sus miembros".
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"La Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional re-
gulará el funcionamiento y las atribuciones de las comisiones in-
vestigadoras y la forma de proteger los derechos de las personas
citadas o mencionadas en ellas".

Estas nuevas atribuciones contenidas en las letras b) y c) del
artículo 52 han robustecido considerablemente la atribución
fiscalizadora que exclusivamente corresponde ejercer a la Cámara
de Diputados sobre los actos del Gobierno, mediante las tres vías
antes señaladas.

Especial preocupación muestra el precepto en el inciso segun-
do de la letra a), y en las letras b) y c) , que minorías numérica-
mente calificadas, un tercio de los miembros presentes, un tercio
de los diputados en ejercicio, a lo menos dos quintos de diputados
en ejercicio, respectivamente, puedan ejercer el derecho de fisca-
lización. Pues si el Gobierno cuenta con mayoría en la Cámara de
Diputados, y ésta no se encuentre favorable a ejercer esta facultad,
la minoría calificada tiene la vía constitucional para ejercer la fis-
calización.

El artículo 53 en su inciso final, reemplazado por la Ley N° 18.825
de reforma constitucional, establece: "El Senado, sus comisiones
y sus demás órganos, incluidos los comités parlamentarios si los
hubiere, no podrán fiscalizar los actos del gobierno ni de las enti-
dades que de él dependan, ni adoptar acuerdos que impliquen fis-
calización".

208.- Acusación constitucional.

El juicio político lo contempla la Constitución claramente se-
parado en dos etapas: una, la de la acusación constitucional; y la
otra, la del fallo. La primera la entrega a l a Cámara de Diputados y

la segunda al Senado.
Corresponde a la Cámara de 1) 1putados declarar si ha o no lu-

gar las acusaciones que no inenos (le diez ni más de veinte de sus
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miembros formulen en contra de las autoridades o ex autoridades
indicadas en el artículo 52 atribución segunda.

¿A quiénes puede acusarse y por qué causas?

HERNÁN MOLINA GUAITA

El artículo 52 atribución segunda enumera taxativamente las
personas a quienes puede acusarse en juicio político, y por qué
causales.

a) Al Presidente de la República.- Es el Jefe de Estado, de Go-
bierno y de la Administración, según el artículo 24 inciso primero.

Causales. Por actos de su administración:
1) que hayan comprometido gravemente el honor o la seguri-

dad de la Nación;
2) que hayan infringido abiertamente la Constitución o las le-

yes.

Se requiere, por consiguiente, que la acusación sea por actos
de su administración, se precisa, pues, indicar actuaciones con-
cretas, hechos precisos. No es procedente un juicio global de la
gestión presidencial. Pero pueden también ser conductas de omi-
sión que lesionen esos bienes jurídicos. La expresión "su admi-
nistración", está empleada en sentido amplio, comprensivo tam-
bién de su gobierno. Son las conductas de su gobierno y admi-
nistración las comprendidas.

La primera causal es que se haya comprometido; esto es, se
haya dañado o puesto en peligro gravemente, o sea, de un modo
evidente, de magnitud, el honor, esto es, la honra, la reputación o
el prestigio del Estado, o la seguridad de la Nación. Aquí puede
tratarse tanto de la seguridad externa como de la seguridad inter-
na, que fue gravemente comprometida. Bien sabemos que la Carta
entrega al Presidente la función de velar por la seguridad externa y
el orden público interno de la República. El quebrantamiento gra-
ve de ella hace procedente la acusación.
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La segunda causal se refiere a que actos de su administración
han infringido, esto es, quebrantado, violado, abiertamente, esto
es, de un modo claro, sin lugar a dudas la Constitución o las leyes.

El Presidente debe gobernar y administrar, de conformidad a iil1

l a Constitución y las leyes; por ello, el quebrantamiento abierto,
claro, de este deber, hace procedente la acusación.

b) Pueden ser acusados los Ministros de Estado. Colaborado-
res directos del Presidente de la República, designados y removi-
dos por él, y que se mantienen en sus cargos mientras cuenten con
su exclusiva confianza.

Se los puede acusar constitucionalmente por las siguientes cau-
sales:

1) Haber comprometido gravemente el honor o la seguridad de
la Nación.

Es igual a la primera causal de acusación en contra del Presi-
(lente de la República.

2) Haber infringido la Constitución o las leyes, o haber dejado
éstas sin ejecución.

Se diferencia de la segunda causal de acusación en contra
del Presidente de la República, en el hecho de que en este caso
hasta la infracción, sin que sea necesario que lo haya sido "abier-
tamente".

La infracción se comete tanto por la acción u omisión del Mi-

	

1

nistro.
3) Por los delitos de: traición, es la falta de fidelidad para con

el Estado; concusión, es el cobro de tributos no autorizados por la
l ey, por la exacción ilegal de ellos; malversación de fondos públi-
cos, cuando se invierten fondos públicos en fines distintos a los
señalados por la ley; soborno, recibir dádivas a cambio de adoptar
o no determinadas resoluciones.

c) Puede acusarse a los Magistrados de los Tribunales Supe-
riores de Justicia y al Contralor General de la República.
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Debemos comprender a los Ministros de la Corte Suprema, y
los Ministros de las Cortes, tanto de la jurisdicción ordinaria, como
de las jurisdicciones especiales, por ejemplo los Ministros de la
Corte Marcial.

El Contralor General de la República es el Jefe de la Contra-
loría, principal órgano fiscalizador y de control de legalidad en
nuestra estructura administrativa.

Causal: Por notable abandono de sus deberes. Dos interpreta-
ciones, una restrictiva y otra extensiva.

Interpretación restrictiva: Fue sostenida por el Senado el 10
de mayo de 1869, al rechazar la acusación formulada en contra de
l os magistrados de la Corte Suprema.

El notable abandono de sus deberes se refiere sólo a los debe-
res externos o formales de los acusados; esto es, por ejemplo, la
no concurrencia a sus despachos, no vigilar la conducta de sus
subalternos, no visitar los lugares de detención, si no resuelve en
los plazos legales, o no se firma oportunamente el despacho, etc.

Pero no puede el Senado, por no estar integrado por hombres
de Derecho, pronunciarse sobre los deberes de fondo, esto es, si
el Tribunal interpretó y aplicó o no adecuadamente las dis-
posiciones legales.

El grave incumplimiento de las obligaciones inherentes al car-
go alcanza sólo a los deberes externos.

Interpretación extensiva.- En 1945, el Senado aceptó la acusa-
ción constitucional que se interpuso en contra del Contralor Gene-
ral, entendiéndose comprendida dentro de la causal de notable
abandono de sus deberes, la negligencia inexcusable, la ineptitud
manifiesta en el ejercicio de la función.

La acusación se basaba "en haber tomado razón... de nume-
rosos reglamentos y decretos con infracción de los preceptos cons-
titucionales y legales; por ejemplo, creación de servicios públicos
y establecimiento de impuestos por simples decretos, haber dado
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curso a decretos de pagos sobrepasando el margen constitucional,
etc.".

1 1 9

d) Los Generales o Almirantes de las instituciones pertene-
cientes a las Fuerzas de la Defensa Nacional. La causal de acusa-
ción es por haber comprometido gravemente el honor o la seguri-
dad de la Nación.

Esta causal de haber "comprometido gravemente el honor o la
seguridad de la Nación" la encontramos como causal de acusación
del Presidente de la República, de los Ministros de Estado y de los
generales o almirantes.

Se trata de haber dañado o puesto en riesgo o peligro de consi-
deración el prestigio de la Nación o la seguridad nacional.

e) Los Intendentes y Gobernadores. Son agentes de la exclusi-
va confianza del Presidente de la República, encargados del go-
bierno y administración interior, de la región y de la provincia,
respectivamente.

Las causales de acusación son por "infracción de la Constitu-
ción y por los delitos de traición, sedición, malversación de fon-
dos públicos y concusión".

La única figura particular de estas autoridades regionales y
provinciales es la sedición, que es el alzamiento en contra de la
autoridad.

209.- Interposición, tramitación, quórum y efectos.

La acusación constitucional debe ser interpuesta por no menos
de diez ni más de veinte diputados. El mínimo es para revestirlas
de seriedad y el máximo, para evitar prejuzgamientos.

Puede serlo mientras el acusado esté en funciones.
Y si ha expirado en el cargo, la acusación en contra del ex

Presidente de la República sólo podrá interponerse en los seis meses

"'Alejandro SILVA BASCUNÁN, oh. cit.. 1 01110 111, pág. 1 05.
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siguientes; durante este último tiempo no podrá ausentarse de la
República sin acuerdo de la Cámara. Y en los demás casos de las
letras b), c), d) y e), en los tres meses siguientes a la expiración en
sus cargos. Ambos plazos son fatales. Interpuesta la acusación, el
afectado no podrá ausentarse del país sin permiso de la Cámara.

Tramitación de las acusaciones constitucionales

En la Carta de 1925 se establecían disposiciones sobre la tra-
mitación y también en el Reglamento de la Cámara.

En la Carta de 1980 se encomendó su regulación a la L.O.C.
del Congreso que es la N° 18.918 de 5 de febrero de 1990, que lo
hace en el Título IV, artículos 37 a 52.

Las acusaciones se formulan por escrito y se tienen por pre-
sentadas desde el momento en que se da cuenta de ellas en la Cá-
mara de Diputados. Esto debe hacerse en la sesión más próxima
que ésta celebre.

En la misma sesión en que se da cuenta de una acusación, la
Cámara de Diputados procede a elegir, a la suerte y con exclusión
de los acusadores y de los miembros de la mesa, una Comisión de
cinco diputados para que informe si procede o no la acusación.

El afectado con la acusación debe ser notificado personalmen-
te o por cédula, por el Secretario de la Cámara de Diputados o por
el funcionario que éste designe, dentro de tercero día desde que se
dé cuenta de ella.

El afectado puede, dentro de décimo día de notificado, concu-
rrir a la comisión a hacer su defensa personalmente o presentarla
por escrito.

Si el afectado no asiste a la sesión a que se le cite o no envía
defensa escrita, se procede sin su defensa.

La Comisión tiene un plazo de seis días, contados desde la
comparecencia del afectado o desde que se hubiere acordado pro-
ceder sin su defensa, para estudiar la acusación y pronunciarse.
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Transcurrido el plazo de seis días, y aunque no se hubiere pre-
sentado dentro de él el informe de la Comisión, la Cámara sesionará
diariamente para ocuparse de la acusación.

Antes de iniciar el debate, el afectado puede deducir la cues-
tión previa de que la acusación no cumple con los requisitos que la
Constitución Política señala.

Si la Cámara acoge la cuestión previa, se tiene la acusación
por no interpuesta. Si la desecha, no puede renovarse la improce-
dencia de la acusación.

Si el informe de la Comisión recomienda aprobar la acusa-
ción, se da la palabra al diputado que la mayoría de la Comisión
haya designado para sostenerla y después se oye al afectado, o se
lee la defensa escrita que haya enviado.

Declarado por la Cámara haber lugar a la acusación, nombra
una comisión de tres diputados para que la formalicen y prosigan
ante el Senado, y comunica al Senado de este hecho y al afectado,
dentro de las veinticuatro horas siguientes.

En cuanto al quórum, para declarar que ha lugar a la acusa-
ción, se requiere, tratándose del Presidente de la República, del
voto de la mayoría de los diputados en ejercicio. En los demás
casos, basta la mayoría de los diputados presentes.

En cuanto a los efectos que produce la aprobación de la acusa-
ción en la Cámara de Diputados, hay que distinguir si afecta al
Presidente de la República o a los demás acusados.

Si afecta al Presidente de la República en ejercicio, éste sigue
desempeñando sus funciones.

Tratándose de los demás acusados, por la interposición de la acu-
sación, los afectados no podrán ausentarse del país sin permiso de la
Cámara y por su aprobación se producen los siguientes efectos:

a) el acusado no podrá ausentarse del país en caso alguno;
b) el acusado queda suspendido del ejercicio de sus funciones

desde el momento en que la ('ámara declare que ha lugar a la acu-
sación.
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La suspensión cesará si el Senado desestima la acusación o si
no se pronuncia dentro de los treinta días siguientes.

DEL SENADO

210.- Composición del Senado.

El Senado está integrado por senadores elegidos en votación
directa por sufragio universal.

Dispone el artículo 49 reformado en el año 2005 que "el Sena-
do se compone de miembros elegidos en votación directa por cir-
cunscripciones senatoriales, en consideración a las regiones del
país. La ley orgánica constitucional respectiva determinará el nú-
mero de senadores, las circunscripciones senatoriales y la forma
de su elección" (art. 49 inc. l').

La disposición decimotercera transitoria de la Constitución
establece que "el Senado estará integrado únicamente por senado-
res electos en conformidad con el artículo 49 de la Constitución
Política de la República y la ley Orgánica Constitucional sobre
Votaciones Populares y Escrutinios actualmente vigentes".

"Las modificaciones a la referida Ley Orgánica sobre Votacio-
nes Populares y Escrutinios que digan relación con el número de
senadores, las circunscripciones existentes y el sistema electoral
vigente, requerirán del voto conforme de las tres quintas partes de
los diputados y senadores en ejercicio".

Dispone el artículo 180 de la Ley N° 18.700 sobre votaciones
populares y escrutinios, agregado por la Ley N° 18.828, de fecha
30 de agosto de 1989, que "para la elección de los miembros del
Senado, cada región constituirá una circunscripción senatorial, ex-
cepto las regiones V, de Valparaíso; Metropolitana, de Santiago;
VII del Maule; VIII, del Bío Bío; IX, de La Araucanía, que se
dividirán en dos circunscripciones senatoriales, respectivamente.
Cada circunscripción senatorial elegirá dos senadores".
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Y en el artículo 181 se señalan la composición de las circuns-
cripciones senatoriales, ya sea por una región, o por varios distri-
tos electorales de una región.

Duran ocho años en sus cargos y se renovarán "alternadamen-
te cada cuatro años, correspondiendo hacerlo en un período a los
representantes de las regiones de número impar y en el siguiente a
los de las regiones de número par y la Región Metropolitana" (art.
49 inc. 2°).

1 20

Vacantes de senadores: Se aplican las mismas reglas ya vistas
que para llenar las vacantes de diputados, esto es, el artículo 5 1
i ncisos tercero y siguientes.

ATRIBUCIONES DEL SENADO

211.- Atribuciones comunes.

Las atribuciones del Senado pueden clasificarse en atribucio-
nes comunes, si corresponden tanto al Senado como a la Cámara
de Diputados, pero que son ejercidas con entera independencia
por cada una de ellas; y en atribuciones exclusivas del Senado, si
sólo corresponden a éste.

Entre las atribuciones comunes cabe distinguir las que tienen
su fuente en la Constitución, o bien, en otras normas.

De las primeras pueden citarse, el otorgar permiso a los sena-
dores para ausentarse del país por más de treinta días, o en receso
de él, de su Presidente (art. 60 inc. 1°); y la potestad de dictar su
propio reglamento, debiendo establecer en él la clausura del deba-
te por simple mayoría (art. 56 inc. 2°).

1 20 El artículo 16 transitorio de la Ley N° 18.700, sustituido por la Ley N° 1 8.828 del
30 de agosto de 1 989, señala "los Senadores que resulten elegidos por la o las circuns-
cripciones senatoriales correspondientes a las regiones de número impar durarán cuatro
años en sus cargos, y los elegidos por la o las circunscripciones senatoriales que corres-
pondan a las regiones de número par y a la Región Metropolitana de Santiago, ocho años".

ill
6
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La Constitución confiere al Presidente del Senado las siguien-
tes competencias:

Presidir el Congreso Pleno. Así se desprende del artículo 27
incisos segundo y cuarto.

Tomar el juramento o promesa de estilo al Presidente electo,
cuando toma posesión del cargo (art. 27 inc. 4°).

Subrogar al Presidente en ejercicio, después de los Ministros
de Estado (art. 29).

Subrogar al Presidente Electo (art. 28).
Autorizar a un senador para ausentarse del país por más

de 30 días, cuando el Senado se encuentre en receso (art. 60 inc. V).
Integrar el Consejo de Seguridad Nacional, conforme al artícu-

l o 106 inciso primero.
Establece el Reglamento del Senado que en la primera sesión de

cada período legislativo elegirá un Presidente y un Vicepresidente,
quienes constituirán la Mesa de la Corporación (art. 21 inc. 1 °). 1 21

Contempla diecinueve Comisiones permanentes integradas por
cinco senadores. Cada senador debe pertenecer por lo menos a
una Comisión.

Se contemplan y regulan los Comités, organismos relacio-
nadores entre la Mesa del Senado y la Corporación para la trami-
tación de los asuntos sometidos a su conocimiento (art. 11). La
representación de un Comité tendrá tantos votos como senadores
en ejercicio lo integren (art. 1 5 inc. l°).
212.- Atribuciones exclusivas.

Están contempladas en el párrafo tercero del Capítulo V, que
lleva como epígrafe la frase "Atribuciones exclusivas del Sena-
do", y consta de un artículo, el 53.

1 21 La L.O.C. N" 18.918 tic¡ Congreso Nacional, en su artículo segundo transitorio
establece que los reglan ¡enlos (lelas Cámaras vigentes en 1973 continuarán en vigor con
las modificaciones que las Cámaras pudieren acordar.

El Reglamento se publicó en el Diario Oficial de 20 de abril de 1993.
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Son las siguientes:
1) Le corresponde conocer de las acusaciones constitucionales

formuladas por la Cámara de Diputados y dictar fallo en el juicio
político.

Resuelve como jurado. Esto significa, que el Senado aprecia la
prueba en conciencia y emite su fallo en conciencia. Es según el
leal saber y entender de cada senador, frente a los antecedentes
producidos, que debe emitir su veredicto. En conciencia aprecia-
rá, si están acreditados los hechos, si corresponden a las causales
señaladas por la Carta, y si el acusado es responsable de esos actos.

Se limita "a declarar si el acusado es o no culpable del delito,
i nfracción o abuso de poder que se le imputa".

La expresión empleada es de gran precisión, pues no todas las
causales son constitutivas de delitos; otras, pueden no serlo. Por
ello, habla de "abuso de poder"; esto es, prerrogativas mal ejerci-
das desde el punto de vista jurídico, contrariando la finalidad per-
seguida por la norma, pero que no constituyan delito. La Carta de

1 980 agregó la expresión "infracción", que no figuraba en la Carta
anterior, para darle mayor amplitud, puesto que puede haber
quebrantamientos normativos que no son delito ni constituyen abu-
so de poder.

Si el Senado no se pronuncia dentro de los treinta días siguien-
tes, cesa la suspensión que afectaba al funcionario acusado (art.
48 inciso final).

Para que el Senado declare la culpabilidad del Presidente de la
República requiere de la aprobación de los dos tercios de los sena-
dores en ejercicio.

En los demás casos, la declaración de culpabilidad deberá ser
pronunciada por la mayoría de los senadores en ejercicio.

Efectos de la declaración (le culpabilidad:
a) Queda el acusado destituido (le su cargo.
b) No podrá desempeñar ninguna función pública, sea o no de

elección popular, por el término de cinco años.
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Esta inhabilidad es una importante innovación de la Carta de
1 980, que subsana un vacío de la Carta anterior que había quitado
eficacia a este mecanismo institucional.

c) Queda sujeto al tribunal competente.
El funcionario declarado culpable queda sujeto al tribunal or-

dinario que sea competente, tanto para la aplicación de la pena
señalada al delito cometido, si lo hubiere, cuanto para hacer efec-
tiva la responsabilidad civil por los daños y perjuicios causados al
Estado o a los particulares. La expresión "si lo hubiere", agregada
en la Carta de 1980, está en consonancia con lo dicho, pues puede
no haber delito, y sí sólo una infracción o abuso de poder.

Hay que recordar que el juicio político es una institución que
históricamente tiene su origen en Inglaterra, es de carácter proce-
sal penal, y pasó con caracteres muy similares a la Constitución de
1 833, donde en el texto original se expresaba: "El Senado juzgará
al Ministro acusado, ya sea para caracterizar el delito, ya para dic-
tar la pena".

En 1874 se reforma el texto, en la forma que recoge la Consti-
tución de 1925. El Senado "se limitará a declarar si el acusado es
o no culpable del delito o abuso de poder que se le imputa".

Nuestros textos constitucionales, la Carta de 1833 como la de
1 925 habían quedado rezagados, sin embargo, respecto de la Cons-
titución de los Estados Unidos dictada el año 1787. En efecto,
señalaba que el fallo del impeachenient, "no podrá extenderse más
allá de la destitución del empleo y la privación del derecho a obte-
ner y ejercer cargo de honor, de confianza o de provecho en el
Gobierno de los Estados Unidos; pero la persona declarada culpa-
ble quedará, no obstante, sujeta a acusación, enjuiciamiento, con-
dena y castigo, conforme a las leyes" (art. 1°, sección 3, N° 7).

Esa regulación defectuosa de la Carta de 1925 dio origen a
interpretaciones literales, pero contrarias al espíritu de la institu-
ción del juicio político.
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1 22 Alejandro SILVA BASCUAÁN, 71U1(410, t omo III, pág. 127.
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Así, el Presidente Carlos Ibáñez del Campo nombró como Mi-
nistro de Justicia, el 7 de julio de 1958, a don Arturo Zúñiga Latorre,
"en circunstancia que como titular de esa misma cartera había sido
destituido por el Senado el 26 de octubre de 1957". 1 22

Durante el Gobierno del Presidente Salvador Allende, con fe-
cha 6 de enero de 1972, la Cámara de Diputados acogió la acusa-
ción constitucional en contra del Ministro del Interior don José
Tohá González.

Con fecha 7 de enero de 1972 se acepta la renuncia de don
Alejandro Ríos Valdivia al cargo de Ministro de Defensa Nacio-
nal, y se nombra en su reemplazo a contar de esa misma fecha a
don José Tohá González, y teniendo presente que don José Tohá
estaba ausente del cargo de Ministro del Interior, se nombró como
suplente a don Alejandro Ríos, mientras durara esa ausencia.

Estos nombramientos y cambios se los conoció como "enroques
ministeriales".

Hecha la reclamación ante el Tribunal Constitucional, por 17
senadores, que sostenían que tal conducta significaba establecer
"la esterilidad de los juicios políticos", se dictó fallo el 10 de fe-
brero de 1972, y por mayoría de votos se declaró no haber lugar
"al requerimiento de inhabilidad deducido respecto de don José
Tohá González, en cuanto éste pudo ser designado para servir el
cargo de Ministro de Defensa Nacional, mientras estuvo suspen-
dido en el cargo de Ministro del Interior".

Un voto de minoría, que estuvo por acoger el requerimiento en
todas sus partes, fue el del Ministro don Rafael Retamal López,
que también era Ministro de la Corte Suprema.

El fallo del Senado ¿cómo vincula al juez?
Durante la vigencia de la Carta de 1925, la doctrina predomi-

nante sostenía que el fallo del Senado obliga enteramente al juez,
sin que éste pueda rever lo resuelto. De esta forma, sólo le cabe
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aplicar las penas y hacer efectivas las responsabilidades de orden
civil.

No obstante, Silva Bascuñán, basándose en los antecedentes
de la Reforma de 1874 a la Carta de 1833, sobre la materia, seña-
laba que el juez "no puede desconocer los hechos ni su relación
con el funcionario declarado culpable", pero el Tribunal es libre
para determinar si configura o no un delito penal, que es distinto a
la expresión delito utilizada por el constituyente.

Se sostuvo también por Daniel Schweitzer, que el juez ordina-
rio era completamente libre, ya que el fallo del Senado era un des-
afuero. Con posterioridad, este autor rectificó su opinión. 123

No es un desafuero, puesto que la declaración de culpabilidad,
produce efectos definitivos como la destitución y la inhabilidad
temporal para desempeñar funciones públicas, sean o no de elec-
ción popular.

Nos parece que la opinión de Silva Bascuñán es también ple-
namente aplicable a la normativa actual.

Finalmente, cabe tener presente que, de conformidad con el
artículo 32 numeral 14 "los funcionarios acusados por la Cámara
de Diputados y condenados por el Senado, sólo pueden ser indul-
tados por el Congreso.

Queda excluido el indulto presidencial en este caso.

Tramitación de la acusación constitucional en el Senado

El Senado procederá a fijar el día en que comenzará a tratar de
ella, y quedará citado a sesiones especiales diarias, a partir de él,
por el solo ministerio de la ley.

123 Daniel SCHWEITZER, Acusación Constitucional, pág. 70. En la nota 8 de la niisina
página expresa: Esta apreciación ha sido ulteriormente corregida por el autor. Véanseestudios 3) y 4).
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La fijación del día se hará en la misma sesión en que se de
cuenta de la acusación. Si el Congreso estuviera en receso, la deter-
minación la hará el Presidente del Senado (art. 47, Ley N° 18.918).

Citará al acusado y a la Comisión de diputados designada para
formalizar y proseguir la acusación, a cada una de las sesiones que
celebre para tratarla.

Formalizarán la acusación los diputados de la Comisión. A
continuación hablará el acusado o leerá su defensa. El acusado
puede ser representado por un abogado. Habrá derecho a réplica
de la Comisión, y el acusado tendrá derecho a dúplica. Cumplido
l o anterior, la acusación se votará en la sesión siguiente. Cada ca-
pítulo de la acusación se vota por separado.

Se entiende por capítulo el conjunto de hechos específicos que,
a juicio de la Cámara de Diputados, constituyan cada uno de los
delitos, infracciones o abusos de poder que, según la Constitución
Política, autorizan para interponerla (art. 51).

Se comunica el resultado de la votación al acusado, a la Cáma-
ra de Diputados, y según corresponda, al Presidente de la Repúbli-
ca, a la Corte Suprema o al Contralor General de la República.

En el caso de ser acogida la acusación, se remiten todos los
antecedentes al tribunal ordinario competente.

2) Decidir si ha o no lugar la admisión de las acciones judicia-
l es en contra de algún Ministro de Estado, conforme al artículo 53
numeral 2°.

El precepto dispone: "Decidir si ha o no lugar la admisión de
las acciones judiciales que cualquier persona pretenda iniciar en
contra de algún Ministro de Estado, con motivo de los perjuicios
que pueda haber sufrido injustamente por acto de éste en el des-
empeño de su cargo".

La Carta de 1980 mejoró la redacción, al sustituir la expresión
"acusaciones" por la de "acciones judiciales". La primera expre-
sión se aplica técnicamente a una etapa del proceso penal y en
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cambio este mecanismo contemplado en la disposición es de ca-
rácter civil, ya que posibilita la indemnización de perjuicios.

Los requisitos para decidir haber lugar a la admisión de las
acciones judiciales son:

a) Que el Ministro haya realizado personalmente el acto mi-
nisterial que se le imputa;

b) Que dicho acto haya producido perjuicios.
c) Que esos perjuicios se hayan producido injustamente. Ha

habido infracción del orden jurídico.
3) Conocer de las contiendas de competencia que se susciten

entre las autoridades políticas o administrativas y los tribunales
superiores de justicia (art. 53 numeral 3°).

Las contiendas de competencia son conflictos que surgen en-
tre dos órganos, al estimar el ámbito de sus atribuciones.

Es positiva, si ambos órganos se estiman competentes para
conocer de un asunto.

Es negativa, si ambos órganos estiman que no tienen compe-
tencia para conocerlo.

Los tribunales superiores de justicia son la Corte Suprema y los
Tribunales de Alzada sometidos a la superintendencia de aquélla.

4) Otorgar la rehabilitación de la ciudadanía en el caso del ar-
tículo 17 N° 3° (art. 53 numeral 4°).

Se trata de los que hubieren perdido la calidad de ciudadanos
por condena por delitos que la ley califique como conducta terro-
rista y los relativos al tráfico de estupefacientes y que hubieren
merecido, además, pena aflictiva.

5) Prestar o negar su consentimiento a los actos del Presidente
de la República, en los casos en que la Constitución o la ley lo
requieran (art. 49 numeral 5°).

Se dispone en el inciso segundo, que si el Presidente de la Repú-
blica pide la urgencia, y el Senado no se pronuncia dentro de los
treinta días después de pedida, se tendrá por otorgado su asenti
miento.
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En este caso, el silencio del Senado se tendrá como voluntad
tácita de aceptación.

Así, por ejemplo, el artículo 98 inciso segundo dispone que el
Contralor General de la República será designado por el Presiden-
te de la República con acuerdo del Senado adoptado por 3/5 de sus
miembros en ejercicio.

La Ley Orgánica Constitucional N° 18.556 de 1 ° de octubre de
1 986, sobre sistema de inscripciones electorales y servicio electo-
ral, en su artículo 91 inciso segundo, dispone que el Director del
Servicio Electoral "será nombrado por el Presidente de la Repú-
blica con acuerdo del Senado, requiriéndose para ello del voto con-
forme de la mayoría de sus miembros en ejercicio. Su remoción se
hará en igual forma".

6) "Otorgar su acuerdo para que el Presidente de la República
pueda ausentarse del país por más de treinta días o en los últimos
noventa días de su período".

De suerte, que si el Presidente se ausenta hasta por treinta días,
no siendo en los últimos noventa días de su mandato, no requiere
autorización del Senado.

Dispone el inciso final del artículo 25 que "en todo caso, el
Presidente de la República comunicará con la debida anticipación
al Senado su decisión de ausentarse del territorio y los motivos
que la justifican".

El acuerdo del Senado se requiere, cualquiera que sea la dura-
ción de la ausencia, en los últimos noventa días de su período, ya
que en ese tiempo tiene lugar la elección de su sucesor.

7) Hay que distinguir dos casos.
a) "Declarar la inhabilidad del Presidente de la República o del

Presidente Electo cuando un impedimento físico o mental lo inha-
bilite para el ejercicio de sus funciones" (art. 53 numeral 7°).

Puede haberle sobrevenido al Presidente una enfermedad de
tal naturaleza y de tal duración, que constituya en verdad un impe-
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dimento absoluto para el desempeño del cargo, y cuya declaración
va a producir la vacancia del cargo de Presidente.

La declaración de inhabilidad por impedimento físico o men-
tal del Presidente de la República requería en el anteproyecto de la
Comisión de Estudio, un quórum de los dos tercios de los senado-
res en ejercicio para ser aprobado.

El Consejo de Estado eliminó esa exigencia y dejó la disposi-
ción como aparece en la Constitución.

En todo caso, en la Carta de 1925 se contemplaba como atribu-
ción exclusiva del Congreso, en el artículo 43 numeral 4°, "decla-
rar, cuando hubiere lugar a dudas, si el impedimento que priva al
Presidente de la República del ejercicio de sus funciones, es de tal
naturaleza, que debe procederse a nueva elección".

Es decir, tampoco requería quórum especial. Pero la norma de
la Carta de 1980 es muy superior en precisión al hablar de "impe-
dimento físico o mental".

Se debe oír previamente al Tribunal Constitucional.
b) La misma disposición señala que corresponde al Senado

"declarar, asimismo, cuando el Presidente de la República haga
dimisión de su cargo, si los motivos que la originan son o no fun-
dados y, en consecuencia, admitirla o desecharla".

El Presidente de la República si decide presentar su renuncia,
debe fundarla, indicando los motivos. Pueden ser muy amplios,
hasta la posible salida a una crisis institucional o política insupera-
ble para el Presidente.

El Senado debe, en ambos casos contemplados en el numeral
7°, oír previamente al Tribunal Constitucional.

El Tribunal emitirá su informe, con los antecedentes que el
Senado le remita y el Tribunal estime del caso agregar.

Sin embargo, conforme al artículo 93 inciso 14, el Tribunal Cons-
titucional "sólo podrá conocer de la materia a requerimiento del Se-
nado".

Esta exigencia es una innovación de la Carta actual.
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Oído el informe, el Senado declara o no la inhabilidad o admi-
te o rechaza la renuncia si los motivos son o no fundados.

En la Carta de 1925 era atribución exclusiva del Congreso ad-
mitir o desechar la renuncia del Presidente de la República (art. 43
N° 3).

8) Aprobar la declaración del Tribunal Constitucional que es-
tableció la responsabilidad del Presidente Electo o del Presidente
en ejercicio, de conformidad al artículo 19 N° 15 incisos sexto y
siguientes.

Es cuando el Presidente Electo o en ejercicio tuvo participa-
ción en los hechos que motivaron la declaración de inconstitucio-
nalidad de partidos, movimientos u otras formas de organización.

El acuerdo del Senado debe ser adoptado por la mayoría de sus
miembros en ejercicio.

El artículo 93 N° 10° dice: "Declarar la inconstitucionalidad de
l as organizaciones y de los movimientos o partidos políticos, como
asimismo la responsabilidad de las personas que hubieren tenido
participación en los hechos que motivaron la declaración de in-
constitucionalidad, en conformidad a lo dispuesto en los párrafos
sexto, séptimo y octavo del número 15° del artículo 19 de esta
Constitución. Sin embargo, si la persona afectada fuere el Presi-
dente de la República o el Presidente Electo, la referida declara-
ción requerirá, además, el acuerdo del Senado adoptado por la
mayoría de sus miembros en ejercicio".

9) Derogado por la Ley N° 18.825 de 17 de agosto de 1989. 1 24

Sin embargo la Ley de Reforma Constitucional N° 19.54 1, de
22 de diciembre de 1997, incorporó como nuevo N° 9 el siguiente:
"9) Aprobar, en sesión especialmente convocada al efecto y con el
voto conforme de los dos tercios de los senadores en ejercicio, la

1 24 El numeral 9 primitivo se rcier(a a la atribución del Senado para, en el caso de
vacancia del cargo de Presidente de la República, designar al sucesor por mayoría abso-
l uta de sus miembros en ejercicio.

i
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designación de los ministros y fiscales judiciales de la Corte Su-
prema y del Fiscal Nacional".

La aprobación del Senado de estas designaciones por un quórum
tan alto, obedece al propósito del constituyente de buscar que
la mayoría y la minoría del Senado coincidan en nombres que
reúnan en opinión de unos y otros, la idoneidad e imparcialidad
necesarias. En efecto, es muy improbable que una corriente políti-
ca reúna por sí sola el alto quórum exigido.

10) Dar su dictamen al Presidente de la República en los casos
en que éste lo solicite.

Le corresponde consultar al Presidente.
El dictamen del Senado, no es obligatorio para el Presidente.
Es ésta una función consultiva, entregada al Senado.
Es también atribución exclusiva del Senado la contemplada en

el artículo 92 letra b) que preceptúan que habrá un Tribunal Cons-
titucional integrado por diez miembros designados de la siguiente
forma: "b) Cuatro elegidos por el Congreso Nacional. Dos serán
nombrados directamente por el Senado y dos serán previamente
propuestos por la Cámara de Diputados para su aprobación o re-
chazo por el Senado. Los nombramientos, o la propuesta en su
caso, se efectuarán en votación únicas y requerirán para su apro-
bación del voto favorable de los dos tercios de los senadores o
diputados en ejercicio, según corresponda".

213.- Prohibición al Senado.

La Ley N° 18.825 de 17 de agosto de 1989, de reforma consti-
tucional reemplazó su inciso final por el siguiente:

"El Senado, sus comisiones y sus demás órganos, incluidos
l os comités parlamentarios si los hubiere, no podrán fiscalizar los
actos del gobierno ni de las entidades que de él dependan, ni adop-
tar acuerdos que impliquen fiscalización".
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La reforma eliminó de esa enumeración, a los senadores, que
contemplaba el texto original. 1 25

ATRIBUCIONES DEL CONGRESO NACIONAL

214.- Clasificación.

Las atribuciones del Congreso se clasifican en legislativas, re-
l ativas a la formación de la ley, en que interviene como órgano
colegislador en concurrencia con el Presidente de la República en
conformidad a la Constitución, y en exclusivas.

215.- Atribuciones exclusivas del Congreso.

Están contempladas en el párrafo cuarto del Capítulo V, que
lleva como epígrafe "Atribuciones exclusivas del Congreso", y
consta del artículo 54.

Se ejercen mediante acuerdos, a los que concurren la Cámara
de Diputados y el Senado, en la forma señalada en la Constitu-
ción.

Son las siguientes:
1) "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le pre-

sentare el Presidente de la República antes de su ratificación. La
aprobación de un tratado requerirá, en cada Cámara, de los quórum
que corresponda, en conformidad al artículo 66, y se someterá, en
lo pertinente, a los trámites de una ley". (Atribución 1) inciso V).

1 25 El texto primitivo del artículo 49 en su inciso final era el siguiente: "El Senado,
sus comisiones legislativas y sus demás órganos, incluidos los comités parlamentarios,
si los hubiere, y los senadores, no podrán en caso alguno fiscalizar los actos del Gobier-
no ni de las entidades que de él dependan, ni podrán adoptar acuerdos que impliquen
fiscalización, ni destinar sesiones especiales o partes de sesiones a emitir opiniones so-
bre aquellos actos, ni sobre materias ajenas a sus funciones".
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El Congreso aprueba o desecha el tratado, pero no puede intro-
ducirle modificaciones.

La aprobación requiere en cada Cámara de los quórum que
corresponda según el artículo 66. Si versa íntegramente sobre ma-
terias de ley común u ordinaria requiere para su aprobación de
mayoría simple en cada Cámara. Si en cambio contiene algunas
materias de ley de quórum calificado o de ley orgánica constitu-
cional, esas normas requerirán de mayoría absoluta o de las cuatro
séptimas partes de los diputados y senadores en ejercicio.

Si alguna de ellas no obtiene el quórum exigido en alguna de
las Cámaras, se entiende rechazado el tratado en su integridad.

El tratado se someterá, en lo pertinente, a los trámites de una
ley. El tratado no es ley, es una convención internacional sometida
a las normas generales de derecho internacional. Por ello, no po-
drá ser objeto de adiciones o correcciones en la Cámara de Dipu-
tados como en el Senado, que contempla el artículo 69 para todo
proyecto de ley.

"Las medidas que el Presidente de la República adopte o los
acuerdos que celebre para el cumplimiento de un tratado en vigor
no requerirán de nueva aprobación del Congreso, a menos que se
trate de materias propias de ley. No requerirán de aprobación del
Congreso los tratados celebrados por el Presidente de la Repúbli-
ca en el ejercicio de su potestad reglamentaria." (art. 54, atribu-ción 1) inciso 4°).

Por consiguiente, el precepto exceptúa expresamente de apro-
bación del Congreso, los acuerdos que celebre para el cumplimiento
de un tratado vigente, a menos que se trate de materias propias de
ley. Y los tratados celebrados dentro de su potestad reglamentaria.

"El Presidente de la República informará al Congreso sobre el
contenido y el alcance del tratado, así como de las reservas que
pretenda confirmar o formularle".

"El Congreso podrá sugerir la formulación de reservas y de-
claraciones interpretativas a un tratado internacional, en el curso
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del trámite de su aprobación, siempre que ellas procedan de con-
formidad a lo previsto en el propio tratado o en las normas generales
de derecho internacional." (art. 54 atribución 1) incisos 2° y 3°).

Se consagra un deber para el Presidente de la República de
informar debidamente al Congreso Nacional. Y se faculta al Con-
greso para sugerir reservas y declaraciones interpretativas sujetas
al tratado y a las normas generales del derecho internacional.

"De conformidad a lo establecido en la ley, deberá darse debi-
da publicidad a hechos que digan relación con el tratado interna-
cional, tales como su entrada en vigor, la formulación y retiro de
reservas, las declaraciones interpretativas, las objeciones a una
reserva y su retiro, la denuncia del tratado, el retiro, la suspensión,
la terminación y la nulidad del mismo." (art. 54 atribución 1) inci-
so 9°).

Se encomienda a la ley regular lo relativo a darse debida publi-
cidad a hechos que digan relación con el tratado internacional. Por
ejemplo, qué tratados y en qué forma deberían publicarse en el
Diario Oficial.

"En el mismo acuerdo aprobatorio de un tratado podrá el Con-
greso autorizar al Presidente de la República a fin de que, durante
l a vigencia de aquél, dicte las disposiciones con fuerza de ley que
estime necesarias para su cabal cumplimiento, siendo en tal caso
aplicable lo dispuesto en los incisos segundo y siguientes del ar-
tículo 64." (art. 54 atribución 1) inciso 10).

Por tanto, la autorización para dictar disposiciones con fuerza
de ley puede exceder del plazo de un año que contempla el inciso
primero del artículo 64, y siempre que el tratado se encuentre vi-
gente.

"Corresponde al Presidente de la República la facultad exclu-
siva para denunciar un tratado o retirarse de él, para lo cual pedirá
la opinión de ambas Cámaras del Congreso, en el caso de tratados
que hayan sido aprobados por éste. Una vez que la denuncia o el
retiro produzca sus efectos en conformidad a lo establecido en el
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tratado internacional, éste dejará detener efecto en el orden jurídi-
co chileno".

"En el caso de la denuncia o el retiro de un tratado que fue
aprobado por el Congreso, el Presidente de la República deberá
informar de ello a éste dentro de los quince días de efectuada la
denuncia o el retiro".

"El retiro de una reserva que haya formulado el Presidente de
la República y que tuvo en consideración el Congreso Nacional al
momento de aprobar un tratado, requerirá previo acuerdo de éste,
de conformidad a lo establecido en la ley orgánica constitucional
respectiva. El Congreso Nacional deberá pronunciarse dentro del
plazo de treinta días contados desde la recepción del oficio en que
se solicita el acuerdo pertinente. Si no se pronunciare dentro de
este término, se tendrá por aprobado el retiro de la reserva." (art.
54, atribución 1) incisos 6° 7° y 8°)

Es atribución exclusiva del Presidente de la República denun-
ciar un tratado o retirarse de él, debiendo sí previamente pedir
opinión a ambas Cámaras cuando el tratado fue aprobado por el
Congreso. Pero éste ejerce una función consultiva, que no produ-
ce efectos vinculantes para el Presidente.

En cambio, el retiro de una reserva formulada por el Presiden-
te y que tuvo en consideración el Congreso al momento de apro-
bar un tratado, requerirá previo acuerdo de éste, de conformidad a
lo establecido en la respectiva ley orgánica constitucional.

"Las disposiciones de un tratado sólo podrán ser derogadas,
modificadas o suspendidas en la forma prevista en los propios tra-
tados o de acuerdo a las normas generales de derecho internacio-
nal." (artículo 54, atribución 1) inciso 5°).

Es ésta una norma de enorme importancia.
Las disposiciones de un tratado que se incorporaron al derecho

interno, en conformidad a lo prescrito en la Constitución, en cuan-
to a las exigencias de los órganos intervinientes, los procedimien-
tos a que deben someterse, a los controles de constitucionalidad
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obligatorios o eventuales, "sólo podrán ser derogadas, modifica-
das o suspendidas en la forma prevista en los propios tratados o de
acuerdo a las normas generales de derecho internacional".

En consecuencia, la desvinculación de las disposiciones de un
tratado incorporado al derecho interno, queda sometida a la forma
prevista en el propio tratado o a las normas generales de derecho
internacional.

2) Pronunciarse, cuando corresponda, respecto de los estados
de excepción constitucional, en la forma prescrita por el inciso
segundo del artículo 40.

El citado precepto expresa: "El Congreso Nacional, dentro del
plazo de cinco días contado desde la fecha en que el Presidente de
la República someta la declaración de Estado de Asamblea o de
Sitio a su consideración, deberá pronunciarse aceptando o recha-
zando la proposición, sin que pueda introducirle modificaciones.
Si el Congreso no se pronunciara dentro de dicho plazo, se enten-
derá que aprueba la proposición del Presidente".

3) Conceder indulto a los condenados enjuicio político.
Dispone el artículo 32 N° 14 que "los funcionarios acusados

por la Cámara de Diputados y condenados por el Senado, sólo
pueden ser indultados por el Congreso".

Es una excepción justificada, ya que de permitirse el indulto
particular presidencial en esta materia, se podría fácilmente des-
virtuar la eficacia del juicio político.

"Las resoluciones que contienen el ejercicio de una atribución
exclusiva del Congreso se llaman acuerdos, y mientras se tramitan
se designan como proyectos de acuerdos. Estas mismas expresio-
nes se usan para el ejercicio de las atribuciones de las Cámaras y
del Congreso Pleno". 1 26

126 Alejandro SILVA BASCUÑÁN, oh. Cit., t omo III, pág. 1 45.
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FORMACIÓN DE LA LEY

216.- Generalidades.

En la formación de la ley intervienen los dos órganos colegisla-
dores, el Congreso Nacional y el Presidente de la República. Dispo-
ne el artículo 46 que "el Congreso Nacional se compone de dos ra-
mas: la Cámara de Diputados y el Senado. Ambas concurren a la
formación de las leyes en conformidad a esta Constitución...". Y el
artículo 32 que indica como primera atribución especial del Presi-
dente de la República la de "concurrir a la formación de las leyes
con arreglo a la Constitución, sancionarlas y promulgarlas".

El Capítulo V destina a esta materia el párrafo octavo con el
epígrafe "Formación de la ley", y que consta de once artículos,
desde el 65 hasta el artículo 75.

Se pueden distinguir en la formación de la ley las siguientes
etapas: iniciativa; origen; discusión y aprobación; sanción; veto;
promulgación; y publicación.

217.- La iniciativa.

La iniciativa dice relación con las autoridades que tienen la
facultad de presentar proyectos de ley.

Tienen iniciativa el Presidente de la República, que la ejerce
mediante un mensaje, y también la tiene cualquier diputado o se-
nador, que la ejercen mediante una moción.

Tratándose de iniciativas de los parlamentarios, las mociones
no pueden ser firmadas por más de diez diputados ni por más de
cinco senadores. Esta limitación obedece al propósito de no entor-
pecer la deliberación en el Congreso.

Constituye una excepción al modelo teórico del régimen pre-
sidencial, el hecho de que el Presidente de la República tenga,
igual que los parlamentarios, la facultad de iniciativa legislativa.
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Todavía es doblemente excepcional, porque la Constitución
indica numerosas e importantes materias en las cuales correspon-
de al Presidente de la República la iniciativa legislativa exclusiva.

Establecer la iniciativa legislativa exclusiva del Presidente de
la República significa como contrapartida una limitación propor-
cional de la iniciativa legislativa de los parlamentarios. Si aquélla
aumenta, esta última disminuye.

Ellas se han venido incrementando desde la reforma constitu-
cional de 1943 a la Carta de 1925; posteriormente lo hizo la refor-
ma constitucional de 23 de enero de 1970, tendencia que ha reco-
gido la actual Constitución.

El propósito general perseguido por el constituyente ha sido
posibilitar al Presidente de la República como jefe del gobierno y
de la administración del Estado, el manejo de las finanzas y el
gasto público, según una política estable.

Se refiere a esta materia el artículo 65 en sus incisos tercero y
siguientes.

Corresponde al Presidente de la República la iniciativa exclu-
siva de los proyectos de ley destinados a:

l°. "Imponer, suprimir, reducir o condonar tributos de cual-
quier clase o naturaleza; establecer exenciones o modificar las exis-
tentes, y determinar su forma, proporcionalidad o progresión".

La Carta de 1980 ha agregado la expresión "imponer"; es de-
cir, crear, establecer tributos de cualquier clase o naturaleza. Con
ello ha ampliado el campo de la iniciativa exclusiva del Presiden-
te, pues queda comprendido todo el ámbito de los tributos.

Y esto, por cierto, tiene también una incidencia en el campo de
la iniciativa parlamentaria. Puesto que muchos proyectos de ley ne-
cesitarán financiamiento para los gastos que irroguen, y para ello el
establecimiento de "tributos de cualquier clase o naturaleza".

Ahora bien, como ello es de iniciativa exclusiva del Presiden-
te, significa como contrapartida una restricción a la iniciativa de
los parlamentarios. El artículo 67 inciso cuarto indica que el Con-
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greco no puede aprobar ningún nuevo gasto con fondos de la Na-
ción, sin indicar las fuentes de recursos necesarios.

2°. "Crear nuevos servicios públicos o empleos rentados, sean
fiscales, semifiscales, autónomos o de las empresas del Estado;
suprimirlos y determinar sus funciones o atribuciones".

Es decir, se comprenden todos los servicios o empleos rentados,
tanto de la Administración Central del Estado, como de su Admi-
nistración descentralizada, funcionalmente. Y además, de las em-
presas del Estado.

Sin embargo, la Ley de Reforma Constitucional N° 19.526 de
1 7 de noviembre de 1997, en el artículo 121 entregó a las propias
municipalidades para el cumplimiento de sus funciones "crear o
suprimir empleos y fijar remuneraciones, como también estable-
cer los órganos o unidades que la ley orgánica constitucional res-
pectiva permite.

3°. "Contratar empréstitos o celebrar cualquiera otra clase de
operaciones que puedan comprometer el crédito o la responsabili-
dad financiera del Estado, de las entidades semifiscales, autóno-
mas, de los gobiernos regionales o de las municipalidades, y con-
donar, reducir o modificar obligaciones, intereses u otras cargas
financieras de cualquier naturaleza establecidas en favor del Fisco
o de los organismos o entidades referidos".

Hay que hacer notar que se comprende la Administración cen-
tral y la descentralizada, con la sola excepción de las empresas del
Estado, que han sido omitidas en el N° 3.

4°. "Fijar, modificar, conceder o aumentar remuneraciones, ju-
bilaciones, pensiones, montepíos, rentas y cualquiera otra clase de
emolumentos, préstamos o beneficios al personal en servicio o en
retiro y a los beneficiarios de montepío, en su caso, de la Adminis-
tración pública y demás organismos y entidades anteriormente se-
ñalados, como asimismo fijar las remuneraciones mínimas de
l os trabajadores del sector privado, aumentar obligatoriamente sus
remuneraciones y demás beneficios económicos o alterar las bases
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que sirvan para determinarlos; todo ello sin perjuicio de lo dis-
puesto en los números siguientes".

Se trata, por consiguiente, que queda entregado a la iniciativa
exclusiva del Presidente de la República todo lo relativo a conce-
der cualquier beneficio pecuniario a los funcionarios de la Admi-
nistración centralizada o descentralizada, sin excepción, tanto en
servicio como en retiro, o jubilados, o beneficiarios de montepío.

Se le reserva también la iniciativa referente a beneficios del
sector privado, para evitar que de modo indirecto, mejorando el
sector privado, se haga presión para beneficiar al sector público.

5°. "Establecer las modalidades y procedimientos de la negocia-
ción colectiva y determinar los casos en que no se podrá negociar".

Se refiere a esta materia el artículo 19 N° 16 inciso quinto.
6°. "Establecer o modificar las normas sobre seguridad social o

que incidan en ella, tanto del sector público como del sector privado".
Se refiere a esta materia el artículo 19 N° 18.
Las dos materias antes señaladas tienen una evidente repercu-

sión económica, dado el número de personas afectadas.
7°. Hay que agregar todavía las materias indicadas en el inciso

tercero del artículo 65.
Iniciativa exclusiva en los proyectos de ley que tengan relación:
a) con la alteración de la división política o administrativa del

país; la fijación de las capitales de las regiones y provincias;
b) con la administración financiera o presupuestaria del Esta-

do, incluyendo la Ley de Presupuesto y sus modificaciones;
c) "que fijen las normas sobre enajenación de bienes del Estado

o de las municipalidades y sobre su arrendamiento o concesión";
d) "que fijen las fuerzas de aire, mar y tierra que han de mante-

nerse en pie en tiempo de paz o de guerra, y las normas para per-
mitir la entrada de tropas extranjeras en el territorio de la Repúbli-
ca, como, asimismo, la salida (le tropas nacionales fuera de él".

8°. Artículo 63 N° 15: "Las que autoricen la declaración de
guerra, a propuesta del Presidente de la República".
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9°. En virtud del artículo 121 incorporado por la Ley de Refor-
ma Constitucional N° 19.526 de 17 de noviembre de 1997, corres-
ponde a la iniciativa legislativa exclusiva del Presidente de la Re-
pública señalar los límites y requisitos que determine la ley orgá-
nica constitucional de municipalidades, para que éstas puedan crear
o suprimir empleos y fijar remuneraciones, o establecer órganos o
unidades para el cumplimiento de sus funciones.

Norma general: "El Congreso Nacional sólo podrá aceptar, dis-
minuir o rechazar los servicios, empleos, emolumentos, présta-
mos, beneficios, gastos y demás iniciativas sobre la materia que
proponga el Presidente de la República" (art. 65 inciso final).

En consecuencia, al Congreso le está prohibido aumentarlos.

218.- El origen.

Hemos visto que la iniciativa dice relación con el autor del
proyecto de ley. El origen, en cambio, se refiere a la Cámara que
comienza a conocer de un proyecto de ley.

La regla general en esta materia, es que "las leyes pueden tener
origen en la Cámara de Diputados o en el Senado". Cualquiera de
ellas es competente para ser Cámara de origen de un proyecto de
ley. Sin embargo, se contemplan excepciones.

Así, "las leyes sobre tributos de cualquiera naturaleza que sean,
sobre los presupuestos de la administración pública y sobre reclu-
tamiento, sólo pueden tener origen en la Cámara de Diputados".

En cambio, "las leyes sobre amnistía y sobre indultos genera-
les sólo pueden tener origen en el Senado" (art. 65 inc. 2°).

219.- La discusión y aprobación.

En esta etapa el proyecto es estudiado y discutido por el Congre-
so, para finalmente ser votado, ya sea aprobándolo o rechazándolo.

La discusión general dice relación con las ideas matrices o fun-
damentales del proyecto y tiene por objeto admitirlo o desecharlo.
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En la discusión particular se procede a examinar el proyecto
en sus detalles.

Las ideas matrices o fundamentales de un proyecto son aqué-
llas contenidas en el mensaje o moción (art. 23 L.O.C. N° 18.918,
de 5 de febrero de 1990).

El proyecto cumple en su tramitación dos o más trámites cons-
titucionales.

Trámite constitucional es cada discusión y aprobación o recha-
zo que se hace de un proyecto de ley en cada Cámara.

Para los efectos de la tramitación de un proyecto de ley, recibe
el nombre de Cámara de origen la que primero comienza a cono-
cer el proyecto, pudiendo ser la Cámara de Diputados o el Senado,
según las reglas ya vistas. La otra Cámara recibe el nombre de
Cámara revisora, pudiendo serlo, igualmente, la Cámara de Dipu-
tados o el Senado.

Todo proyecto de ley deberá ser informado por la Comisión
respectiva. Durante la discusión general se conoce el primer infor-
me de la Comisión y se formulan las indicaciones al proyecto.

Aprobado en general, vuelve de nuevo a Comisión con todas
las indicaciones presentadas y admitidas a discusión, para que se
emita un segundo informe.

Si no se han presentado indicaciones, o si todas son declara-
das inadmisibles, el proyecto se entiende también aprobado en
particular.

La Cámara podrá omitir la exigencia de informe, cuando esti-
me que un proyecto es obvio y sencillo (arts. 115 y sgtes. del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, aprobado en sesión del 26
de junio de 1990).

Primer trámite constilucional

En el primer trámite constitucional pueden ocurrir dos situa-
ciones:
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1.1. El proyecto es aprobado.
En tal caso, pasa inmediatamente a la Cámara Revisora (art.

69 inciso final).
1.2. El proyecto es desechado.
Ha terminado su tramitación. Si el proyecto fuese rechazado en

general; es decir, la idea misma de legislar sobre la materia, en este
caso el proyecto no podrá renovarse, sino después de un año (art. 68).

Rechazada la idea de legislar, el proyecto no puede renovarse
en ninguna de las dos Cámaras por el término de un año, contado
desde la fecha de la votación.

Esta norma no es aplicable a los tratados y acuerdos sobre atri-
buciones exclusivas del Congreso porque no son leyes.

En la Carta de 1925, en el inciso final del artículo 43 referente a
las atribuciones exclusivas del Congreso, se señalaba que "todos es-
tos acuerdos tendrán en el Congreso los mismos trámites de una ley".

Y ello se originó, para evitar la duda planteada por el comisio-
nado don Luis Barros Borgoño, en el sentido de que algunas de
esas atribuciones el Congreso debería tratarlas en un solo cuerpo.
Ese fue el alcance que el acuerdo del Congreso se adoptara fun-
cionando cada Cámara separadamente. Durante la vigencia de la
Carta de 1925, señala Silva Bascuñán que "esta interpretación ha
prevalecido de modo uniforme. 1 27

La norma ha quedado incorporada en la Carta de 1980 en el
artículo 54 numeral primero, parte final del inciso primero: La
aprobación de un tratado se someterá en lo pertinente a los trámi-
tes de una ley.

Cuando el proyecto hubiere sido de la iniciativa del Presidente
de la República, sea que haya sido en materias de su exclusiva
iniciativa o de materias que no lo sean, él podrá solicitar que el
mensaje pase a la otra Cámara.

1 27 Alejandro SiLvA IiASCUÑÁN, Tratado..., torno 111, pág. 1 46.
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Si la Cámara Revisora lo aprueba en general, por los dos ter-
cios de sus miembros presentes, el proyecto vuelve a la Cámara de
origen y "sólo se considerará desechado si esta Cámara lo rechaza
con el voto de los dos tercios de sus miembros presentes".

A contrario sensu, si la Cámara de origen no reúne ese quórum,
se entiende que lo aprueba en general. La Ley N° 18.825 del 17 de
agosto de 1989, de reforma constitucional, modificó el artículo 68,
intercalando a continuación de las palabras "si ésta lo aprueba en
general", la frase: "por los dos tercios de sus miembros presentes".

En el texto original, la aprobación en general podía eventual-
mente darse con la mayoría de presentes en la Cámara revisora y
con la aprobación de un tercio más uno, en la Cámara de origen.

En cambio, con el texto reformado, la aprobación en general
puede eventualmente darse con los dos tercios de los miembros
presentes de la Cámara Revisora y un tercio más uno, en la Cáma-
ra de origen.

Se eleva el quórum de aprobación y se armoniza con otras nor-
inas, artículos 70 y 71 inciso segundo.

Segundo trámite constitucional

"Aprobado un proyecto en la Cámara de su origen, pasará in-
mediatamente a la otra para su discusión." (art. 69 inciso final).

La Cámara revisora puede adoptar tres actitudes ante el pro-
yecto:

2.1. La Cámara revisora aprueba el proyecto de ley tal como lo
aprobó la Cámara de origen.

2.2. La Cámara revisora rechaza totalmente el proyecto despa-
chado por la Cámara de origen.

2.3. La Cámara revisora le introduce enmiendas o adiciones al
proyecto.

2.1. La Cámara revisora aprueba el provecto.- Si la Cámara
revisora aprueba el proyecto tal como lo despachó la Cámara de

453
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origen, cabe aplicar el artículo 72: "Aprobado un proyecto por
ambas Cámaras será remitido al Presidente de la República, quien
si también lo aprueba, dispondrá su promulgación como ley".

2.2. La Cámara revisora rechaza totalmente el proyecto des-
pachado por la Cámara de origen. - Esta situación está contempla-
da en el artículo 70 de la Constitución.

Dispone que "el proyecto que fuere desechado en su totalidad
por la Cámara revisora será considerado por una comisión mixta
de igual número de diputados y senadores, la que propondrá la
forma y modo de resolver las dificultades".

Se pretende con ello encontrar una fórmula que sea aceptable
para ambas Cámaras; se quiere preservar el principio de que la ley
sea producto del consenso de las dos Cámaras, que sea aprobada
por la mayoría de ambas ramas del Congreso Nacional.

El proyecto elaborado por la Comisión Mixta vuelve a la Cá-
mara de origen, "y, para ser aprobado tanto en ésta como en la
revisora, se requerirá de la mayoría de los miembros presentes en
cada una de ellas".

Mecanismo de insistencia.- Va a proceder este mecanismo ex-
cepcional, cuando la comisión mixta no llegue a acuerdo, o cuan-
do la Cámara de origen rechace el proyecto de esa comisión mix-
ta. Entonces, "el Presidente de la República podrá pedir que la
Cámara de origen se pronuncie sobre si insiste por los dos tercios
de sus miembros presentes en el proyecto que aprobó en el primer
trámite constitucional".

Esta es una facultad que se ha entregado al Presidente de la
República, quien podrá o no ejercerla. Hay que tener presente que
la facultad del Presidente de la República no está limitada cono
en el artículo 68 a un proyecto de su iniciativa. Al no existir limi-
tación, puede ejercer esta facultad respecto de cualquier proyecto,
sea de su iniciativa o tic moción parlamentaria.

Si la Cámara de origen no reúne los dos tercios de sus miem-
bros presentes para insistir en su proyecto, no hay ley. Si la Cáma-
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ra de origen acuerda la insistencia por los dos tercios de sus miem-
bros presentes, el proyecto pasa "por segunda vez a la Cámara que
lo desechó", "y sólo se entenderá que ésta lo reprueba si concurren
para ello las dos terceras partes de sus miembros presentes".

A contrario sensu, si la Cámara revisora no reúne ese quórum
para rechazarlo, se entiende aprobado el proyecto insistido por la
Cámara de origen. Como se ve, el mecanismo excepcional de in-
sistencia permite tener por aprobado un proyecto de ley, a pesar de
no contar con mayoría en una Cámara, sino tan sólo con un tercio
más uno de sus miembros presentes, pero habiendo sido aprobado
por los dos tercios de los miembros presentes en la otra.

De suerte, que tendrá importancia para ese evento, determinar
cuál de las dos Cámaras conviene elegir como Cámara de origen
para un proyecto, supuesto tal posibilidad de elección, dado que
en caso de desacuerdo, y en las formas señaladas, se aplica la regla
del artículo 70, dándose por aprobado un proyecto en la Cámara
revisora cuando no reúne los dos tercios para rechazarlo.

2.3. La Cámara revisora le introduce enmiendas o adiciones
al proyecto de ley.- El proyecto vuelve a la Cámara de origen, "y
en ésta se entenderán aprobadas las adiciones o enmiendas con el
voto de la mayoría de los miembros presentes" (art. 71 inc. V).

En tal caso, queda terminada su tramitación en el Congreso, y
listo para ser enviado al Presidente de la República.

Pero puede ocurrir, que la Cámara de origen en este tercer trá-
mite constitucional repruebe las adiciones o enmiendas que le in-
trodujo la Cámara revisora en el segundo trámite constitucional
(art. 71 inc. 2°).

En este caso se forma una comisión mixta de igual número de
diputados y senadores, la que propondrá la forma y modo de resolver
las dificultades. El proyecto (le la comisión mixta vuelve a la Cámara
de origen y para ser aprobado tanto en ésta como en la revisora se
requiere la mayoría de los miembros presentes en cada una de ellas.

Mecanismo especial de insistencia.- Dispone el artículo 68 que
"en caso de que en la comisión mixta no se produzca acuerdo para
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resolver las divergencias entre ambas Cámaras, o si alguna de las
Cámaras rechazare la proposición de la comisión mixta", el Presi-
dente de la República podrá solicitar a la Cámara de origen que
considere nuevamente el proyecto aprobado en segundo trámite
por la Cámara revisora.

Se trata, por consiguiente, de una facultad del Presidente, que
éste ejercerá o no a su entero arbitrio. Si el Presidente no ejerce esa
facultad, no hay ley en la parte enmendada o adicionada.

No habrá ley en su totalidad, cuando las enmiendas o modifi-
caciones alcancen al proyecto en su integridad.

Hay que repetir aquí que la facultad del Presidente de la Repúbli-
ca no está limitada como en el artículo 68 a un proyecto de su inicia-
tiva. Al no existir limitación, puede ejercer esta facultad respecto de
cualquier proyecto, sea de su iniciativa o de moción parlamentaria.

Pero ejercida esta facultad por el Presidente de la República,
"si la Cámara de origen rechazare las adiciones o modificaciones
por los dos tercios de sus miembros presentes, no habrá ley en esa
parte o en su totalidad; pero si hubiere mayoría para el rechazo,
menor a los dos tercios, el proyecto pasará a la Cámara revisora, y
se entenderá aprobado con el voto conforme de las dos terceras
partes de los miembros presentes de esta última".

Esta norma, que corresponde a la oración final del artículo 7 I ,
fue introducida por la Ley N° 18.825, de reforma constitucional
que reemplazó la norma original.

Conforme al texto vigente, eventualmente, las adiciones o enmien-
das, pueden aprobarse con un tercio más uno en la Cámara de origen
y los dos tercios de los miembros presentes en la Cámara revisora.
Con lo cual hay completa armonía entre los artículos 68, 70 y 71. 1 28

128 En cambio, en el texto original, eventualmente la aprobación de las adiciones o
enmiendas podía darse con un tercio más uno en la Cámara de origen y mayoría de
presentes en la Cámara revisora, lo que rompía la armonía con el artículo 67.
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Los quórums anteriormente descritos no se aplican a las dis-
tintas categorías de leyes indicadas en el artículo 66 reemplazado
por la Ley N° 18.825 del 17 de agosto de 1989.

Artículo 66: "Las normas legales que interpreten preceptos
constitucionales necesitarán, para su aprobación, modificación o
derogación, de las tres quintas partes de los diputados y senadores
en ejercicio".

"Las normas legales a las cuales la Constitución confiere el
carácter de ley orgánica constitucional requerirán, para su aproba-
ción, modificación o derogación, de las cuatro séptimas partes de
los diputados y senadores en ejercicio".

"Las normas legales de quórum calificado se establecerán,
modificarán o derogarán por la mayoría absoluta de los diputados
y senadores en ejercicio".

"Las demás normas legales requerirán la mayoría de los miem-
bros presentes de cada Cámara, o las mayorías que sean aplicables
conforme a los artículos 65 y siguientes".

Recapitulando, la facultad del Presidente de la República para
hacer que continúe la tramitación del proyecto de ley contemplada
en los artículos 68, 70 y 71 inciso segundo, tiene cada una de ellas
alguna particularidad.

En el artículo 68 procede sólo frente a un proyecto de su ini-
ciativa y que hubiere sido desechado en general en la Cámara de
su origen.

En el artículo 70 procede sólo si la Comisión mixta no llega a
acuerdo, o si la Cámara de origen rechaza el proyecto de esa comi-
sión mixta. Se explica que sólo se considere el rechazo de la Cá-
mara de origen puesto que fue ésta que lo aprobó, ya que la Cáma-
ra revisora lo había rechazado totalmente.

En el artículo 71 procede sólo si la comisión mixta no llegó a
acuerdo, "o si alguna de las (' ímaras rechazare la proposición de
la comisión mixta".
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El rechazo puede provenir no sólo de la Cámara de origen como
en el artículo 70, sino ahora, también, de la Cámara revisora. Se
explica, puesto que en este caso sólo se trata del desacuerdo sobre
adiciones o enmiendas, respecto de las cuales la Cámara revisora,
es también Cámara de origen.

Estas facultades no se contemplaban en la Carta anterior, y cons-
tituyen un reforzamiento de las facultades colegisladoras del Pre-
sidente de la República.

220.- La urgencia, indicaciones y comisiones mixtas.

El Presidente de la República puede hacer presente la urgencia
en uno o en todos los trámites de un proyecto, y en tal caso, la
Cámara respectiva deberá pronunciarse dentro del plazo máximo
de treinta días (art. 74 inc. V).

La calificación de la urgencia corresponderá hacerla al Presi-
dente de la República de acuerdo a la ley orgánica constitucional
relativa al Congreso (art. 74 inc. 2°).

Dispone la Ley Orgánica Constitucional N° 18.918, que el Pre-
sidente de la República puede hacer presente la urgencia para el
despacho de un proyecto de ley, en uno o todos sus trámites, en el
correspondiente mensaje o mediante oficio al Presidente de la Cá-
mara donde se encuentre el proyecto, o al del Senado, cuando es-
tuviere en comisión mixta (art. 26).

La calificación puede ser de "simple" urgencia; en tal caso, la
discusión y votación en la Cámara requerida deben quedar termi-
nadas en el plazo de treinta días; si la calificación fuere de "suma
urgencia", el plazo será de diez días; si la calificación fuere de
discusión inmediata", el plazo será de tres días, caso en el cual el
proyecto se discutirá en general y en particular a la vez (arts. 26 y
27). Se trata de días corridos, de conformidad a lo señalado en el
artículo 56 de la Ley Orgánica Constitucional N° 18.918, y artícu-
l o 192 del Reglamento de la Cámara de Diputados.
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Debe darse cuenta del mensaje u oficio del Presidente de la
República que requiere la urgencia, en la sesión más próxima que
celebre la Cámara respectiva, y desde esa fecha comenzará a co-
rrer el plazo de la urgencia.

El Reglamento de la Cámara de Diputados trata de las urgen-
cias en los artículos 185 a 196.

Las indicaciones a un proyecto.- Son las proposiciones ten-
dientes a corregir o adicionar un proyecto de ley, durante la etapa
de la discusión y aprobación.

Todo proyecto puede ser objeto de adiciones o correcciones en
l os trámites que corresponda, tanto en la Cámara de Diputados
como en el Senado.

Pero se establece una prohibición, que en ningún caso se admi-
tirán las que no tengan una relación directa con las ideas matrices
o fundamentales del proyecto (art. 69 inc. 1°).

Las ideas matrices o fundamentales de un proyecto son aque-
llas que le sirven de sustentación, de base, y en las cuales se apo-
yan otras ideas pero de carácter secundarias o derivadas.

Estas ideas matrices o fundamentales pueden ser establecidas
en base al proyecto de ley de que se trata, es decir a su articulado;
también en base al mensaje o moción en que se exponga la funda-
mentación del proyecto; en las que aparezcan con este carácter en
la discusión general recaída sobre el proyecto, ya que ella versa pre-
cisamente sobre la idea de legislar sobre esta materia.

Corresponde al presidente de la sala o comisión la facultad de
declarar inadmisibles las indicaciones. No obstante, la sala o co-
misión, en su caso, pueden reconsiderar dicha inadmisibilidad (Ley
N° 18.918, art. 25).

Comisiones mixtas.- Las comisiones mixtas están formadas por
i gual número de diputados y senadores y tienen por objeto propo-
ner la forma y modo de resolver las dificultades surgidas en la
tramitación de la ley entre amhas Cámaras.
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La Carta de 1980 ha dado gran importancia a estas comisiones
mixtas, al hacer imperativo su formación en los casos contempla-
dos en los artículos 70 y 71 inciso segundo; es decir, cuando la
Cámara revisora ha rechazado totalmente el proyecto de la Cáma-
ra de origen, y cuando la Cámara de origen ha rechazado las adi-
ciones o enmiendas de la Cámara revisora, respectivamente. En el
primer caso, cumplido el segundo trámite constitucional; en el úl-
ti mo, terminado el tercer trámite.

221.- La sanción.

La sanción es la aprobación por el Presidente de la República
de un proyecto de ley votado favorablemente por el Congreso.

Se refiere expresamente a ella el artículo 32 numeral 1° que
señala como atribución especial del Presidente de la República el
de "sancionarlas".

Pueden distinguirse tres tipos de sanción.
La sanción es expresa cuando "aprobado un proyecto por am-

bas Cámaras será remitido al Presidente de la República, quien, si
también lo aprueba, dispondrá su promulgación como ley" (art.
72). En el decreto promulgatorio de la ley se hará referencia a ello,
y la sanción como la promulgación deberá ocurrir antes que venza
el plazo para vetar.

La sanción es tácita cuando el Presidente de la República deja
transcurrir el plazo que tiene para vetar y no lo hace. En tal caso,
"se entenderá que lo aprueba y se promulgará como ley" (art. 75
i nc. 1°).

También la sanción es tácita en el caso del artículo 73 inciso
3°: "Si las dos Cámaras aprobaren las observaciones, el proyecto
tendrá fuerza de ley y se devolverá al Presidente para su promul-
gación".

Ello es obvio, porque las observaciones que formuló el Presi-
dente de la República al proyecto aprobado por las Cámaras fue-
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ron íntegramente aprobadas por el Congreso; es decir, hubo en
definitiva plena concordancia de voluntades entre ambos órganos
colegisladores, el Congreso y el Presidente de la República.

La sanción esforzada cuando, habiendo vetado un proyecto el
Presidente de la República, las dos Cámaras lo rechazan e insisten
con el quórum constitucional, en la totalidad o parte del proyecto
aprobado por ellas, y en este caso, se devuelve al Presidente para
su promulgación (art. 73 inc. 4°).

222.- El veto.
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El veto es la facultad que tiene el Presidente de la República
para oponerse o para formular observaciones a un proyecto de ley
aprobado por el Congreso.

El veto puede clasificarse, desde el punto de vista de sus efec-
tos, en absoluto y suspensivo.

El veto absoluto hace predominar definitivamente la voluntad
del Presidente, poniendo término a la tramitación del proyecto. El
que se establecía en el artículo 118 inciso primero, ha quedado
suprimido con la Ley N° 18.825, que derogó ese artículo.

El veto suspensivo hace que el proyecto sea nuevamente con-
siderado por el Congreso, que puede insistir en su posición por los
dos tercios de los miembros presentes en cada Cámara.

Éste es el que consagra la Carta de 1980, y en esta confrontación
de criterios entre los órganos colegisladores puede vencer el Con-
greso, siempre que reúna una mayoría calificada en cada Cámara.

En cuanto a la naturaleza misma del veto, éste puede clasificarse
en supresivo, sustitutivo y aditivo.

Veto supresivo es el que tiene por fin eliminar disposiciones
del proyecto.

Puede ser total o parcial. Veto supresivo total es aquel que
reprueba íntegramente el proyecto, como un todo.
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Veto supresivo parcial es aquel que reprueba sólo una o algu-
nas disposiciones determinadas; solamente una parte del proyecto
aprobado por el Congreso.

Veto sustitutivo es aquel que tiene por finalidad reemplazar o
modificar disposiciones del proyecto.

Veto aditivo es aquel que tiene por objeto agregar disposicio-
nes nuevas al proyecto. 1 29

Dispone el artículo 73 inciso segundo que "en ningún caso se
admitirán las observaciones que no tengan relación directa con las
ideas matrices o fundamentales del proyecto, a menos que hubie-
ran sido consideradas en el mensaje respectivo".

Es ésta una norma de buena técnica legislativa, que busca im-
pedir la legislación miscelánea; es decir, que por la vía del veto se
i ntroduzcan materias completamente ajenas a las ideas fundamen-
tales del proyecto. Es una norma similar en su propósito, a la con-
templada en el artículo 69 inciso primero que prohibe las indica-
ciones que consistan en adiciones o correcciones "que no tengan
relación directa con las ideas matrices o fundamentales del pro-
yecto". Estas normas reproducen las introducidas en la Carta de
1 925 por la reforma constitucional de la Ley N° 17.284 de 23 de
enero de 1970.

Sin embargo, la Carta de 1980 innovó al agregar en el artículo
73 inciso segundo la frase final: "a menos que hubieren sido con-
sideradas en el mensaje respectivo".

Se trata, pues, de una excepción a la regla enunciada, la cual
exige que: 1) se trate de un proyecto iniciado por el Presidente de
la República, y 2) que en el mensaje se hayan considerado las
ideas que se formulan por la vía del veto.

1 29 Veto aditivo en la Carta de 1 925: "... el señor Silva Cortés, al discutirse la actual
Constitución, pidió que se declarara que el Presidente podría hacer adiciones o correc-
ciones; es decir, lo mismo que hace la Cámara revisora; 'se acordó dejar testimonio de
esta interpretación en el acta"' (Actas de la Constitución, pág. 240). Citado por BERNAS-
CHINA, pág. 448, CONSTIiUCIóN POLÍTICA Y LEYES COMPLEMENTARIAS.
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Corresponde a los presidentes de las Cámaras pronunciarse so-
bre la inadmisibilidad de las observaciones. Pero la sala de la Cá-
mara que corresponda podrá reconsiderar la declaración de inad-
misibilidad efectuada por su presidente (art. 32 inc. 3° Ley N° 18.918).

Las observaciones o vetos del Presidente de la República de-
berán ser informados por la respectiva comisión permanente. Por
acuerdo unánime de la Sala podrá omitirse el trámite de comisión,
excepto en el caso de los asuntos que deben ser informados por la
Comisión de Hacienda, según la Ley Orgánica Constitucional del
Congreso Nacional (art. 21).

Plazo para vetar.- El Presidente de la República tiene el plazo
fatal de treinta días para vetar. Este plazo se cuenta desde la fecha
de la remisión del proyecto al Presidente (art. 75 inc. l').

Si el Presidente no devuelve el proyecto con el veto dentro de
ese plazo de treinta días, se entenderá que lo aprueba y debe pro-
ceder a su promulgación. Es el caso de la sanción tácita.

Votación del veto.- Vetado un proyecto por el Presidente de la
República, vuelve a la Cámara de origen para pronunciarse sobre él.

Si el Presidente lo rechaza totalmente, la Cámara respectiva
votará únicamente si insiste en la totalidad de ese proyecto.

Y en tal caso debe entenderse terminada la tramitación del pro-
yecto por la circunstancia de que una de las Cámaras no alcance la
mayoría de las dos terceras partes de sus miembros presentes para
insistir.

Si es otro tipo de veto y ambas Cámaras aprueban las observa-
ciones por mayoría de sus miembros presentes, se devuelve el pro-
yecto al Presidente de la República para su promulgación (art. 73
inc. 3°).

Si las dos Cámaras desechan todas o algunas de las observa-
ciones debe consultárseles si insisten por los dos tercios de sus
miembros presentes en la totalidad o parte del proyecto aprobado
por ellas. Si así ocurre, se envía el proyecto insistido al Presidente
de la República para su promulgación (art. 73 inc. 4°).
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Si no se produce la insistencia, no hay ley en la parte vetada y

	

Así lo establece el artículo 72: "Aprobado un proyecto porno insistida.
Si el veto es aditivo, y es rechazado en las Cámaras, no hay ley

	

ambas Cámaras será remitido al Presidente de la República, quien,
si también lo aprueba, dispondrá su promulgación como ley".en ese punto, y por tanto, no hay consulta a la Cámara sobre insis-

	

Señala el profesor Alejandro Silva Bascuñán: "Si la promul-tencia.
Cada observación formulada por el Presidente de la República

	

nación resulta, en el hecho, simultánea con la sanción (expresa),
debe ser

	

como ocurre cuando ésta se presta explícitamente dentro del plazoaprobada o rechazada en su totalidad, no puede aprobarse

	

en que el Presidente de la República puede formular observacio-
nes, no cabe confundir ni siquiera en tal hipótesis la diversidad de

te un determinado texto del proyecto, todo o parte de él, según lo

	

ambos actos ni prescindir "
1 29

del análisis separado de la naturaleza y
precise el Presidente de la República.

	

efecto de uno y otro .
En el caso de la sanción tácita, se comenzará a contar desde elSi separa sus observaciones con letras o números, cada texto

	

vencimiento del plazo para vetar.así diferenciado se considera una sola observación. Una sola vo-

	

Y en la situación contemplada en el artículo 73 inciso 3°: "Sitación debe comprender totalmente a cada observación (art. 35,
Ley N° 18.918).

	

las dos Cámaras aprobaren las observaciones, el proyecto tendrá
fuerza de ley y se devolverá al Presidente para su promulgación".

223.- La promulgación.

	

En el caso de la sanción forzada, comenzará a correr el plazo
para promulgar, desde la remisión al Presidente de la República del

La promulgación es el acto por el cual el Presidente de la Re- proyecto, de acuerdo al artículo 73 inciso 4°: "Si las dos Cámaras
pública da constancia de la existencia de la ley, fija su texto y desecharen todas o algunas de las observaciones e insistieren por
ordena cumplirla.

	

los dos tercios de sus miembros presentes en la totalidad o parte del
Se efectúa por medio de un decreto supremo promulgatorio, y

	

proyecto aprobado por ellas, se devolverá al Presidente para su pro-
deberá llevar las firmas del Presidente de la República y la del

	

mulgación".
Ministro o los Ministros de los departamentos respectivos.

La promulgación deberá hacerse dentro del plazo de diez días,

	

224.- La publicación.
contados desde que la promulgación sea procedente (art. 75 inc. 2°).

¿Desde cuándo es procedente la promulgación?

	

Este trámite de la formación de la ley está regulado en el Códi-
En términos generales procede la promulgación desde que el

	

go Civil. No obstante, y para evitar que el Presidente de la Repú-
Presidente de la República ha sancionado el proyecto de ley.

	

blica, una vez dictado el Decreto Promulgatorio y tramitado en la
En el caso de la sanción expresa, no hay problema, puesto que

ella constará en el propio decreto promulgatorio. En todo caso,
esta sanción y consiguiente promulgación, se producirá antes del
vencimiento del plazo para vetar.

	

1 29
bis

Alejandro SILVA BASCUNÁN, lroludo de Derecho Constitucional, tomo VII,
págs. 229-230.
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Contraloría, pudiese dilatar su publicación, la Ley N° 17.284 de
1 970 que modificó la Carta de 1925, elevó esta etapa a rango cons-
titucional, para el solo efecto de señalar un plazo.

La Carta de 1980 consagró la norma en el artículo 75 inciso
final.

"La publicación se hará dentro de los cinco días hábiles si-
guientes a la fecha en que quede totalmente tramitado el decreto
promulgatorio". De un modo excepcional la Carta habla de días
hábiles.

De la publicación "dependen el conocimiento y obligatoriedad
de la ley, pero su valor y existencia nacen de la promulgación cons-
titucional. Es indispensable para que obligue el hecho de su publi-
cación, pero su verdadero texto es el que se determina en la pro-
rnulgación". 1 30

La publicación de la ley está regulada en el Código Civil, ar-
tículos 6° a 7°.

Artículo 6°: "La ley no obliga sino una vez promulgada en
conformidad a la Constitución Política del Estado y publicada de
acuerdo con los preceptos que siguen".

Artículo 7°: "La publicación de la ley se hará mediante su in-
serción en el Diario Oficial, y desde la fecha de éste se entenderá
conocida de todos y será obligatoria.

Para todos los efectos legales, la fecha de la ley será la de su
publicación en el Diario Oficial.

Sin embargo, en cualquiera ley podrán establecerse reglas di-
ferentes sobre su publicación y sobre la fecha o fechas en que haya
de entrar en vigencia".

Artículo 8°: "Nadie podrá alegar ignorancia de la ley después
que ésta haya entrado en vigencia".

"'Alejandro SILVA BASCUÑÁN, ob. cit., tomo III, pág. 205.
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MATERIAS DE LEY Y LEY DE PRESUPUESTOS

225.- Antecedentes.

La Constitución se refiere a este terna en el párrafo séptimo del
Capítulo V, que lleva como epígrafe la frase "materias de ley", y
que contiene dos artículos, el 63 y el 64. En el artículo 67 se regula
la Ley de Presupuestos.

El artículo 63, comienza la enumeración con la expresión "sólo
son materias de ley".

El constituyente chileno se inspiró para la elaboración de ese
artículo en la Constitución francesa de 1958.

Esa Constitución alteró profundamente el criterio tradicional
que consistía en señalarse el dominio legal mínimo, sustituyéndo-
lo por un nuevo criterio, de indicar el dominio legal máximo por
medio de una enumeración taxativa de las materias de ley. El ar-
tículo 34 de la Constitución francesa señala el dominio legislativo
máximo. Pero en su inciso final se permite por medio de una ley
orgánica constitucional completar las disposiciones de ese artícu-
lo, es decir, ampliar el dominio legislativo.

Y como consecuencia de lo anterior, el artículo 37 inciso pri-
mero de la Constitución francesa expresa que todas las materias
distintas de las pertenecientes al dominio de la ley tendrán carác-
ter reglamentario.

226.- La regulación chilena.

Si bien la Comisión de Estudio forjó un texto que siguió en
forma ortodoxa el modelo francés, y con más rigor, pues no conte-
nía una atenuación como la referida en el artículo 34 inciso final
francés, en definitiva esa intención se desvirtuó, al introducir la
Junta de Gobierno el N° 20 a la enumeración del artículo 63. Y
ello porque este número no contiene un objeto o materia, sino que

467
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hace referencia a la forma o carácter general y obligatoria de una
ley para que pueda estatuir las bases esenciales de un ordenamien-
to jurídico. Y por tanto, puede referirse a cualquier otra materia
que el legislador estilase conveniente regular.

Dentro de la enumeración del artículo 63, hay que relacionar
los N°s. 4, 18 y 20. El N° 4 se refiere a "las materias básicas rela-
tivas al régimen jurídico laboral, sindical, previsional y de seguri-
dad social"; por tanto, la ley sólo se circunscribe a esas materias
básicas, dejando entregadas las demás a la potestad reglamentaria
del Presidente de la República.

El numeral 18 se refiere a "las que fijen las bases de los proce-
dimientos que rigen los actos de la administración pública". La
pormenorización normativa es de competencia de la potestad re-
glamentaria del Presidente de la República.

Por último, el N'20 que se refiere a la norma de carácter general
y obligatoria que estatuya las bases esenciales de un ordenamiento
jurídico. En este caso, el constituyente es aún más exigente, puesto
que circunscribe aún más al legislador, al ceñirlo a regular sólo las
bases esenciales de un ordenamiento jurídico. Elemento éste de esen-
cialidad, que no exigía en los números antes vistos. Son bases indis-
pensables, que no pueden faltar en el ordenamiento que se estatuye.

A estas leyes limitadas sólo a regular y establecer las bases, o
las bases esenciales, la doctrina las denomina "leyes de bases",
"leyes cuadros" o "leyes marcos".

El artículo 63 señala que sólo son materias de ley:
1 ) Las que en virtud de la Constitución deben ser objeto de

leyes orgánicas constitucionales;
2) Las que la Constitución exija que sean reguladas por una ley;
3) Las que son objeto de codificación, sea civil, comercial,

procesal, penal u otra;
4) Las materias básicas relativas al régimen jurídico laboral,

sindical, previsional y de seguridad social;
5) Las que regulen honores públicos a los grandes servidores;
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6) Las que modifiquen la forma o características de los emble-
mas nacionales;

7) Las que autoricen al Estado, a sus organismos y a las munici-
palidades para contratar empréstitos, los que deberán estar destina-
dos a financiar proyectos específicos. La ley deberá indicar las fuentes
(le recursos con cargo a los cuales debe hacerse el servicio de la deu-
(la. Sin embargo, se requerirá de una ley de quórum calificado para
autorizar la contratación de aquellos empréstitos cuyo vencimiento
exceda del término de duración del respectivo período presidencial.

Lo dispuesto en este número no se aplicará al Banco Central;
8) Las que autoricen la celebración de cualquier clase de ope-

raciones que puedan comprometer en forma directa o indirecta el
crédito o la responsabilidad financiera del Estado, sus organismos
y de las municipalidades;

Esta disposición no se aplicará al Banco Central.
9) Las que fijen las normas con arreglo a las cuales las empre-

sas del Estado y aquellas en que éste tenga participación puedan
contratar empréstitos, los que en ningún caso podrán efectuarse
con el Estado, sus organismos o empresas;

1 0) Las que fijen las normas sobre enajenación de bienes del Esta-
do o de las municipalidades y sobre su arrendamiento o concesión;

11) Las que establezcan o modifiquen la división política y
administrativa del país;

1 2) Las que señalen el valor, tipo y denominación de las mo-
nedas y el sistema de pesos y medidas;

1 3) Las que fijen las fuerzas de aire, mar y tierra que han de
mantenerse en pie en tiempo de paz o de guerra, y las normas para
permitir la entrada de tropas extranjeras en el territorio de la Repú-
blica, como, asimismo, la salida de tropas nacionales fuera de él;

1 31

1 31 La Ley N° 19.067 de I° de julio de 1991 es la que establece normas permanentes
sobre entrada de tropas extranjeras en el territorio de la República y salida de tropas

nacionales del mismo.
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1 4) Las demás que la Constitución señale como leyes de ini-
ciativa exclusiva del Presidente de la República;

15) Las que autoricen la declaración de guerra, a propuesta del
Presidente de la República;

1 6) Las que concedan indultos generales y amnistías y las que
fijen las normas generales con arreglo a las cuales debe ejercerse
la facultad del Presidente de la República para conceder indultos
particulares y pensiones de gracia;

1 7) Las que señalen la ciudad en que debe residir el Presidente
de la República, celebrar sus sesiones el Congreso Nacional y fun-
cionar la Corte Suprema y el Tribunal Constitucional. 1 32

1 8) Las que fijen las bases de los procedimientos que rigen los
actos de la administración pública;

19) Las que regulen el funcionamiento de loterías, hipódro-
mos y apuestas en general.

20) Toda otra norma de carácter general y obligatoria que esta-
tuya las bases esenciales de un ordenamiento jurídico.
227.- Ley de Presupuestos.

En la Ley de Presupuestos se contiene una estimación de los
ingresos y la fijación de los gastos de la Administración del Estado.

Dispone el artículo 67 inciso primero que "el proyecto de Ley
de Presupuestos deberá ser presentado por el Presidente de la Repú-

Continuación nota 131

"No se regirán por las disposiciones de esta ley, sino por las disposiciones legales y
reglamentarias internas y por las normas y tratados internacionales ratificados por Chile
que se encuentren vigentes, el ingreso de buques de guerra extranjeros en aguas sujetas a
la jurisdicción nacional y de aeronaves militares extranjeras en el espacio aéreo sobre lasaguas jurisdiccionales y el territorio ele Chile" (art. 3°).

132 El artículo 16 inciso primero de la Ley Orgánica Constitucional del Tribunal
Constitucional señala: °FI Tribunal funcionará en la capital de la República o en el lugar
que, excepcionalmente, el nnsnlo dclermine".
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blica al Congreso Nacional, a lo menos con tres meses de anterio-
ridad a la fecha en que debe empezar a regir; y si el Congreso no lo
despachare dentro de los sesenta días contados desde su presenta-
ción, regirá el proyecto presentado por el Presidente de la Repú-
blica".

Es un proyecto de iniciativa exclusiva del Presidente de la Re-
pública.

El plazo para su presentación es a lo menos con tres meses de
anterioridad a la fecha en que debe empezar a regir.

El año presupuestario coincide con el año calendario. Las le-
yes de presupuestos comienzan a regir el 1 ° de enero de cada año.
En consecuencia, el proyecto debe ser enviado a lo menos el 30 de
septiembre del año anterior.

Establece la Ley Orgánica Constitucional N° 18.918, que el
proyecto de Ley de Presupuestos será informado exclusivamente
por una comisión especial, integrada con el mismo número de di-
putados y senadores que establezcan las normas reglamentarias
que acuerden las Cámaras.

En todo caso, formarán parte de ella los miembros de sus res-
pectivas Comisiones de Hacienda.

La comisión será presidida por el senador que ella elija de en-
tre sus miembros.

Esta comisión especial fijará en cada oportunidad sus nor-
mas de procedimiento y formará de su seno las subcomisiones
que necesite para el estudio de las diversas partidas del proyecto
(art. 1 9).

El sistema de las urgencias no se aplica al proyecto de Ley de
Presupuestos, "el que deberá ser despachado en los plazos estable-
cidos en la Constitución Política, con la preferencia que determinen
los reglamentos de las Cán)aras". (Ley N° 18.918, Orgánica Cons-
titucional del Congreso Nacional, artículo 26 inciso final).

Establece la Constitución que si el Congreso no lo despacha
dentro de los sesenta días contados desde su presentación, regirá
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el proyecto presentado por el Presidente de la República. Esto sig-
nifica que de producirse este evento, rige el principio de aproba-
ción automática de la Ley de Presupuestos.

De esta manera, el Estado tendrá siempre una ley de presu-
puestos en forma oportuna, supuesto el envío del proyecto en el
plazo constitucional.

El Congreso Nacional no puede aumentar ni disminuir la esti-
mación de los ingresos.

Sólo puede reducir los gastos contenidos en el proyecto de Ley
de Presupuestos, salvo los que estén establecidos por ley perma-
nente.

"La estimación del rendimiento de los recursos que consulta la
Ley de Presupuestos y de los nuevos que establezca cualquiera
otra iniciativa de ley, corresponderá exclusivamente al Presidente,
previo informe de los organismos técnicos respectivos".

El Congreso no puede aprobar ningún nuevo gasto con cargo alos fondos de la Nación sin indicar al mismo tiempo las fuentes de
recursos necesarios para atender el gasto.

Si la fuente de recursos otorgada por el Congreso fuere insufi-
ciente para financiar cualquier nuevo gasto, el Presidente de la
República, al promulgar la ley, puede reducir proporcionalmente
los gastos, previo informe favorable del servicio o institución que
recaude el nuevo ingreso, refrendado por la Contraloría General
de la República.

El Reglamento de la Cámara de Diputados se refiere a la tra-
mitación de esta ley, en sus artículos 174 a 184.

228.- Los decretos con fuerza de ley.

Decreto con fuerza de ley es una norma dictada por el Presi-
dente de la República, sobre materias del dominio legal, autoriza-
do por ley, por acuerdo del Congreso aprobatorio de un tratado
i nternacional o directamente por la Constitución.
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En la Carta de 1925

En el texto primitivo de la Carta de 1925 no se contemplan las
l eyes delegatorias de facultades legislativas en el Presidente de la
República y, por consiguiente, son inconstitucionales esas leyes y
l os Decretos con Fuerza de Ley que se dicten.

Razones:

1) El artículo 4° de la Carta que expresaba que "ninguna ma-
gistratura, ninguna persona, ni reunión de personas pueden atri-
buirse, ni aun a pretexto de circunstancias extraordinarias, otra au-
toridad o derechos que los que expresamente se les haya conferido
por las leyes. Todo acto en contravención a este artículo es nulo".

No existiendo norma expresa, que faculte al legislador para
delegar facultades, no puede hacerlo. El principio es que las atri-
buciones que la Carta confiere a una autoridad, ésta no puede de-
legarlas, a menos de contemplarse expresamente tal posibilidad.

2) En las Actas de la Subcomisión de Reforma, numeral 32, de
1 ° de agosto de 1925, págs. 502 y 503, se lee:

"Al terminar la revisión del artículo 44, dice S.E. que desea
proponer a la consideración de los señores miembros de la Co-
misión la idea de establecer un artículo que permita al Congre-
so facultar al Presidente de la República para dictar ciertas le-
yes, con sujeción a bases de normas generales que el mismo
Congreso le fije.

"Esta, agrega, no es una idea nueva; por el contrario, es una
tendencia muy generalizada en Europa y que tiene su fundamento
en la creencia, justificada a su juicio, de que corporaciones nume-
rosas, como son los Parlamentos, están en la imposibilidad de ha-
cer conjuntos de leyes armónicas y bien estudiadas. Recuerda que
cuando la Junta Militar exigió en septiembre del año pasado la
dictación inmediata de algunas leyes, como el Código del Traba-
jo, la Ley de Seguros, la de Empleados Particulares y otras, él

473
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pidió que se le autorizara para dictar esas leyes en conformidad
con los proyectos presentados, porque sabía que no estaban madu-
ras ni bien estudiadas. Se le objetó que el procedimiento era in-
constitucional y se prefirió que fueran despachadas por el Congre-
so a fardo cerrado. Los señores miembros de la Comisión saben
cómo han resultado algunas de esas leyes. Por eso propone ahora
que se autorice al Congreso para delegar en el Presidente de la
República la facultad de dictar ciertas leyes con sujeción a bases
generales que fije el mismo Congreso.

"El Sr. Barros Borgoño (don Luis) cree que seguramente tal
indicación produciría mal efecto en el país, por bien intenciona-
da que sea".

"El Sr. Edwards Matte (don Guillermo) estima también que
sería muy grave dar tal facultad al Presidente".

"El Sr. Amunátegui (don Domingo) recuerda que las leyes
dictadas por don Mariano Egaña, dentro del sistema que ahora
se propone, fueron muy sabias y dieron muy buenos resulta-
dos, pero eso no impidió que el procedimiento fuera enérgica-
mente condenado".

"S.E. declara que en vista de estas opiniones, no insiste en
su idea".

Esta razón histórica obstaba a cualquier delegación de faculta-
des legislativas.

La práctica.- Sin embargo, y a partir de 1927 comenzaron a
dictarse leyes de delegación de facultades legislativas en el Presi-
dente de la República, alcanzando a dictarse más de veinte.

Algunas fueron amplísimas como las Leyes N° 11.151, la
N° 13.305, y en cuya virtud se dictaron numerosos Decretos
con Fuerza de Ley.

De modo que todas esas delegaciones de facultades legislati-
vas eran con quebrantamiento de la Constitución.

Para subsanarlo, la Ley de Reforma N° 17.284 de 23 de enero
de 1970 agregó un número nuevo al artículo 44, el numeral 15°,
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que consagra precisamente la autorización para que por ley se pue-
dan delegar facultades legislativas en el Presidente de la Repúbli-
ca, pudiendo dictar Decretos con Fuerza de Ley.

229.- En la Constitución de 1980.

I
La Carta actual conservó en lo substancial la regulación de la

reforma de 1970, con ligeras variantes.
El Presidente de la República puede solicitar autorización al

Congreso Nacional para dictar disposiciones con fuerza de ley sobre
materias que correspondan al dominio de la ley. 1 33

La ley que conceda la autorización referida debe señalar las
materias precisas sobre las que recae la delegación, pudiendo es-
tablecer o determinar las limitaciones, restricciones y formalida-
des que el legislador estime conveniente (art. 64 inc. 4°).

Se excluyen expresamente la nacionalidad, ciudadanía, elec-
ciones, plebiscito, las materias comprendidas en las garantías cons-
titucionales, o que deban ser objeto de leyes orgánicas constitu-
cionales o de quórum calificado.

	

11 1

No puede comprender facultades que afecten a la organiza-
ción, atribuciones y régimen de los funcionarios del Poder Judi-
cial, del Congreso Nacional, del Tribunal Constitucional ni de la
Contraloría General de la República.

La autorización debe señalar un plazo, el que no puede ser
superior a un año.

Queda entregado a la Contraloría General de la República tomar
razón de estos decretos con fuerza de ley. Cuando excedan o contra-
vengan la autorización legislativa o la Constitución (art. 64 inc. 6° y
art. 99 incs. 2° y 3°) deberá rechazarlos, representarlos. En estos

133 La reforma constitucional de 1970, constitucionalizó los Decretos con Fuerza de
Ley sujetándolos a ciertas limitaciones.
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casos no procede el decreto de insistencia, pero sí nace para el
Presidente de la República la posibilidad de requerir, dentro del
plazo de diez días, el pronunciamiento del Tribunal Constitucio-
nal, que resuelve en definitiva sobre el conflicto.

Control del Tribunal Constitucional. Los artículos 93 N° 4 y
99 inciso tercero entregan a la competencia del Tribunal Constitu-
cional resolver esas cuestiones que se susciten sobre un decreto
con fuerza de ley. Control que podrá ser preventivo, si quien recla-
ma es el Presidente, en caso de rechazo del Decreto con Fuerza de
Ley por la Contraloría.

Control a posteriori, si quien reclama es alguna de las Cáma-
ras o una cuarta parte de sus miembros en ejercicio, dentro del
plazo de treinta días que se cuentan desde la publicación del D.F.L.
en el Diario Oficial (art. 93 inc. 7°).

Finalmente, los decretos con fuerza de ley estarán sometidos
en cuanto a su publicación, vigencia y efectos a las mismas nor-
mas que rigen para la ley (art. 64 inciso final).

Decretos con Fuerza de Ley que fijan el texto refundido, coordi-
nado y sistematizado de las leyes. El artículo 64 en su inciso quinto
agregado por la reforma de 2005, señala: "Sin perjuicio de lo dis-
puesto en los incisos anteriores, el Presidente de la República que-
da autorizado para fijar el texto refundido, coordinado y sistema-
tizado de las leyes cuando sea conveniente para su mejor ejecución.

En ejercicio de esta facultad, podrá introducirle los cambios de
forma que sean indispensables, sin alterar, en caso alguno, su ver-
dadero sentido y alcance".

El artículo 64 inciso quinto ha autorizado al Presidente de la
República, para que cuando sea conveniente para la mejor ejecu-
ción de las leyes, dicte un decreto con fuerza de ley refundiendo,
coordinando y sistematizando las leyes.

Refundir es consolidar varios textos legales en un solo, darles
una nueva forma y disposición con el fin de mejorarlos o moderni-
zarlos.
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Coordinar es disponer las normas metódicamente en el nuevo
texto, con orden.

Sistematizar, es organizar las diversas normas racionalmente,
enlazadas entre sí.

En ejercicio de esta facultad, podrá introducirle los cambios de
forma que sean indispensables. Por vía de ejemplo, establecer di-
visiones en títulos, capítulos o párrafos, darles una nueva numera-
ción a los artículos, modernizar o actualizar la terminología.

El límite que la Constitución establece para la introducción de
estos cambios de forma que sean indispensables, es que no pue-
den alterar, en caso alguno, su verdadero sentido y alcance. En
consecuencia, el fondo dispositivo de las normas ha de quedar
i ncólume.

Las normas legales refundidas quedan derogadas en sus anti-
guos textos, pero siguen íntegramente vigentes en su verdadero
sentido y alcance en el nuevo decreto con fuerza de ley, que las ha
refundido, coordinado y sistematizado.

La autorización del artículo 64 inciso _5° comprende cualquier
tipo de leyes, con la única excepción de la Constitución Política y
sus leyes de reformas, que para este último caso es indispensable
una autorización especial contenida en la ley de reforma constitu-
cional, como la contemplada en la ley de reforma constitucional
en el artículo 2° de la ley N° 20.050 de 26 de agosto de 2005.

En cuanto al control, están sometidos al control preventivo y
obligatorio de la Contraloría General de la República, y al even-
tual o facultativo por el Tribunal Constitucional.

FUNCIONAMIENTO DEL CONGRESO

230.- Funcionamiento.

En esta materia, la reforma de 2005 hizo una modificación sus-
tantiva al establecer en el artículo 55 que: "El Congreso Nacional
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se instalará e iniciará su período de sesiones en la forma que deter-
mine su ley orgánica constitucional".

Utiliza el precepto la terminología correcta: "período de se-
siones ".133 bis

La ley orgánica del Congreso Nacional ha recibido el encargo
de regular esta materia. Debemos interpretar esta norma en senti-
do amplio; es decir, el legislador orgánico determinará si existirá,
por ejemplo, uno o dos períodos ordinarios de sesiones, indica-
ción de las fechas.

En el inciso tercero el precepto encomienda a la L.O.C. del
Congreso Nacional regular la tramitación de las acusaciones cons-
titucionales, la calificación de las urgencias conforme lo señalado
en el artículo 74 y todo lo relacionado con la tramitación de la ley.

En el inciso segundo dispone que el Congreso Nacional se en-
tenderá siempre convocado de pleno derecho para conocer de la
declaración de estados de excepción constitucional.

El artículo 32 que establece atribuciones especiales del Presi-
dente de la República señala en su N° 2: "Pedir, indicando los
motivos, que se cite a sesión a cualquiera de las ramas de Congre-
so Nacional. En tal caso, la sesión deberá celebrarse a la brevedad
posible".

El quórum de la Cámara de Diputados y del Senado para en-
trar en sesión y para adoptar acuerdos es de la tercera parte de sus
miembros en ejercicio.

Si la sesión iniciada con el quórum constitucional, posterior-
mente cuenta con menos parlamentarios que el señalado, la sesión

133 bis Se terminará de este modo con los errores terminológicos de la Carta del 25 y
del 80 en su texto primitivo, que utilizaban la palabra "legislatura", pero contraviniendo
su sentido técnico.

Vid Hernán MOLINA GUAITA, el funcionamiento del Congreso, publicado en la Re-
vista Anuario de Derecho Público N° 3, año 1999, págs. 37 a 46, de la Universidad de la
República.
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puede continuar, pero sin que se puedan adoptar acuerdos mien-
tras no se reúna nuevamente el quórum.

Dispone el artículo 56 inciso final, que "cada una de las Cáma-
ras establecerá en su propio reglamento la clausura del debate por
simple mayoría" (artículos 134 y siguientes del Reglamento de la
Cámara de Diputados).

231.- Parlamentario en ejercicio.

Se adquiere la calidad de diputado o senador electo, desde que
el Tribunal Calificador de Elecciones hace la proclamación res-
pectiva.

Se es diputado o senador en ejercicio desde que los parlamen-
tarios proclamados electos por el Tribunal Calificador de Eleccio-
nes y los reemplazantes nominados en conformidad al artículo 51
inciso tercero y siguientes, se han incorporado a la respectiva Cá-
mara prestando el juramento o promesa de estilo.

No son parlamentarios en ejercicio, los que aún no han presta-
do el juramento o promesa de estilo, los que estén ausentes del
país con permiso constitucional, y los que se encuentren desafora-
dos en conformidad al artículo 61 inciso final (art. 7° inc. 2% Ley

N° 18.918).
1 34

1 34 El Reglamento de la Cámara de Diputados señala en el artículo 38: "No se con-
siderarán Diputados en ejercicio: b) ¡,os que estén ausentes del país con permiso consti-
tucional, salvo que hayan salido en misión oficial de la Corporación. Sin embargo, no
serán considerados Diputados en ejercicio para los efectos de los quórum constitucio-
nales".

11



232.- Generalidades.

Se refiere a esta materia el Capítulo VI de la Carta, en sus artícu-
los 76 a 82.

La Constitución establece algunas bases de organización del
Poder Judicial.

Son bases constitucionales:
1) la independencia;
2) la generación;
3) la inamovilidad;
4) la responsabilidad;
5) la legalidad.
Otras bases son simplemente legales y están señaladas en el

Código Orgánico de Trihunales.

233.- La independencia del Poder Judicial.

Está establecida en el artículo 76 de la Carta, que señala: "La
facultad de conocer de las causas civiles y criminales, de resolver-

CAPíTULO X
PODER JUDICIAL

Bases Constitucionales
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las y de hacer ejecutar lo juzgado, pertenece exclusivamente a los
Tribunales establecidos por la ley".

Estableció la Corte Suprema en fallo de 2 de octubre de 1940,
que causas civiles son las "contiendas en que se controvierte un
derecho actual preestablecido legalmente, y que los Tribunales
deben declarar en favor de uno u otro de los contendientes".

Causas criminales son aquellas en las que se establece la exis-
tencia de un delito y se aplican las penas señaladas en la ley a sus
autores, cómplices o encubridores.

El precepto quiso reforzar la independencia del Poder Judicial,
al señalar que "ni el Presidente de la República ni el Congreso
pueden, en caso alguno, ejercer funciones judiciales, avocarse cau-
sas pendientes, revisar los fundamentos o contenidos de las reso-
luciones o hacer revivir procesos fenecidos".

Éste es otro precepto, en que se consagra la separación orgáni-
ca de funciones y en este caso, entregándose en forma exclusiva
las atribuciones judiciales al Poder Judicial.

Esta independencia del Poder Judicial en el ejercicio de la fun-
ción jurisdiccional respecto de los otros órganos del Estado, persi-
gue asegurar que se ejerza con estricta sujeción a los principios
jurídicos, con un criterio eminentemente técnico, en donde no ten-
gan cabida influencias, por muy poderosas que éstas sean, que
puedan desvirtuar la correcta aplicación de la ley.

El artículo 76 contiene varias innovaciones respecto de la re-
gulación de la Carta de 1925, y consisten en elevar al rango de la
norma constitucional principios que sólo tenían un reconocimien-
to legal en el Código Orgánico de Tribunales.

Se agregó en el artículo 76 la facultad de conocer y la de ejecu-
tar lo juzgado. Esta última facultad, la de imperio, tiene un desa-
rrollo en los incisos tercero y cuarto:

El inciso tercero del artículo 76 reformado por la Ley N° 19.519
de 16 de septiembre de 1997 dispone: "Para hacer ejecutar sus
resoluciones y practicar o hacer practicar los actos de instrucción
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que determinen la ley, los tribunales ordinarios de justicia y los
especiales que integran el Poder Judicial, podrán impartir órdenes
directas a la fuerza pública o ejercer los medios de acción condu-
centes de que dispusieren. Los demás tribunales lo harán en la
forma que la ley determine".

"La autoridad requerida deberá cumplir sin más trámite el man-
dato judicial y no podrá calificar su fundamento u oportunidad, ni la
justicia o legalidad de la resolución que se trata de ejecutar".

Recogió el principio de inexcusabilidad en el inciso segundo
del artículo 76: "Reclamada su intervención en forma legal y en
negocios de su competencia, no podrán excusarse de ejercer su
autoridad, ni aun por falta de ley que resuelva la contienda o asun-
to sometidos a su decisión".

Evita la situación de cualquier persona que quede sin protec-
ción de sus derechos.

No obstante el progreso técnico del precepto, ha quedado sin
protección constitucional, la cosa juzgada, en relación a los pro-
pios tribunales, ya que respecto del Presidente de la República y
del Congreso, está protegida en la parte final del inciso primero
del artículo 76.

1 35

Una prerrogativa de los jueces se establece en el artículo 81.
Los magistrados de los tribunales superiores de justicia, fisca-

l es y jueces letrados, que integran el Poder Judicial, no podrán ser
aprehendidos sin orden del tribunal competente, salvo el caso de
crimen o de simple delito flagrante y sólo para ponerlos inmedia-
tamente a disposición del tribunal que debe conocer del asunto en
conformidad a la ley.

De modo que a otras autoridades que no sean jueces, les está
constitucionalmente prohibido expedir órdenes de detención en
contra de los magistrados del Poder Judicial.

1 35 Vid Julio SALAS VIVAI.UI, l a AMIministIación de justicia en la nueva Constitución

Política de la República, págs. 131 y s,s. 1-Ji Seminario de estudio sobre la Constitución

Política del Estado 1980, Concepción, I')82.

I 1 i
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Mira ello a resguardarla independencia de los jueces.
La Constitución, no obstante, contempla algunas excepciones a la

función jurisdiccional radicada exclusivamente en el Poder Judicial.
Así pueden mencionarse el juicio político (arts. 52 N° 2 y 53

N° l); los indultos particulares que conceda el Presidente de la
República (art. 32 N° 14); los indultos generales y las amnistías
otorgadas mediante ley (art. 63 N° 16); los indultos otorgados por
el Congreso a autoridades o ex autoridades condenadas en el jui-
cio político (art. 32 N° 14); la decisión del Senado si ha o no lugar
a la admisión de las acciones judiciales en contra de algún Minis-
tro de Estado por los perjuicios que hubiere injustamente ocasio-
nado (art. 53 atribución 2) y la atribución del Senado de conocer
de las contiendas de competencia que se susciten entre las autori-
dades políticas o administrativas y los tribunales superiores de jus-
ticia (art. 53 N° 3°).

234.- Generación del Poder Judicial.

HERNÁN MOLINA GUAITA

La Carta de 1980 siguió el sistema de nombramiento de los
jueces de la Constitución de 1925, sistema mixto, y que consiste
en que el propio Poder Judicial confecciona las quinas o ternas de
los candidatos a un cargo, y el Presidente de la República designa
a uno de ellos.

La Ley de Reforma Constitucional N° 19.541 de 22 de diciem-
bre de 1997 requiere también el acuerdo del Senado, tratándose
del nombramiento de los magistrados y fiscales judiciales de la
Corte Suprema. El artículo 32 en su numeral 12 reformado, en la
parte pertinente señala, son atribuciones especiales del Presidente
de la República: "Nombrar a los magistrados y fiscales judiciales
de las Cortes de Apelaciones y a los jueces letrados, a proposición
de la Corte Suprema y de las Cortes de Apelaciones, respectiva-
mente; a los miembros del Tribunal Constitucional que le corres-
ponde designar; y a los magistrados y fiscales judiciales de la Cor-
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te Suprema y al Fiscal Nacional, a proposición de dicha Corte y
con acuerdo del Senado, todo ello conforme a lo prescrito en esta
Constitución".

Nombramiento de los Ministros y Fiscales Judiciales de la
Corte Suprema

La Corte Suprema se compone de veintiún ministros (art. 78
inc. 2°) El artículo 78 inciso 4° dispone que "cinco de los miem-
bros de la Corte Suprema deberán ser abogados extraños a la ad-
ministración de justicia, tener a lo menos quince años de título,
haberse destacado en la actividad profesional o universitaria y
cumplir los demás requisitos que señale la ley orgánica constitu-
cional respectiva".

En consecuencia, los dieciséis Ministros restante deben prove-
nir del Poder Judicial.

Para nombrar a un Ministro o fiscal judicial de la Corte Supre-
ma, se procede por la propia Corte Suprema a confeccionar una
nómina de cinco personas o quina.

Tratándose de proveer un cargo que corresponda a un miem-
bro proveniente del Poder Judicial, formará la nómina o quina ex-
clusivamente con integrantes de éste y deberá ocupar un lugar en
ella el ministro más antiguo de Corte de Apelaciones que figure en
lista de méritos.

Los otros cuatro lugares se llenarán en atención a los mereci-
mientos de los candidatos.

Tratándose de proveer un cargo de Ministro de la Corte Supre-
ma correspondiente a ahogados extraños a la administración de
justicia, la nómina o quina se formará exclusivamente, previo con-
curso público de antecedentes, con abogados que cumplan los re-
quisitos señalados anteriornicnte.

La Corte Suprema formará las quinas en pleno especialmente
convocado al efecto, en una inisma y única votación, donde cada
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uno de sus integrantes tendrá derecho a votar por tres personas.
"Resultarán elegidos quienes obtengan las cinco primeras mayo-
rías". El empate se resolverá mediante sorteo (art. 78 inc. 9°).

Es obvio que la norma es imperfecta en su redacción, puesto
que su tenor literal sólo se cumple íntegramente, tratándose de
proveer vacantes correspondiente a abogados extraños a la admi-
nistración de justicia; puesto que, cuando se trate de proveer un
cargo que corresponda a un ministro proveniente del Poder Judi-
cial, deberá ocupar un lugar en la quina el ministro más antiguo de
Corte Apelaciones que figure en lista de méritos. Los otros luga-
res se llenarán en atención a los merecimientos de los candidatos
que deberán ser exclusivamente integrantes del Poder Judicial.

Los ministros y los fiscales judiciales de la Corte Suprema se-
rán nombrados por el Presidente de la República, eligiéndolos de
la nómina de cinco personas o quina, que en cada caso propondrá
l a misma Corte, y con acuerdo del Senado.

El Senado debe adoptar el respectivo acuerdo aprobatorio de
la designación por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, en
sesión especialmente convocada al efecto. Si el Senado no aprue-
ba la proposición del Presidente de la República, la Corte Supre-
ma debe completar la quina proponiendo un nuevo nombre en sus-
titución del rechazado, repitiéndose el procedimiento hasta que se
apruebe un nombramiento.
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Los otros dos lugares se llenan en atención a los méritos de los
candidatos.

El Presidente de la República debe designar a una de las perso-

nas que figura en la terna.
Las innovaciones que introduce la Carta de 1980 son:

1) Que el juez letrado más antiguo de asiento de Corte, para

integrar la terna, debe figurar en lista de mérito;
2) Que además debe expresar su interés en el cargo; es decir,

del cargo que se trata de proveer.
3) La Ley de Reforma Constitucional N° 19.519 de 16 de sep-

tiembre de 1997, que crea el Ministerio Público, dispone en su
artículo único número 6: "Reemplázase, en los incisos segundo y
tercero del artículo 78 y en el artículo 81, la palabra "fiscales" por

l a expresión "fiscales judiciales".
Esto con el propósito de distinguirlos de los Fiscales del Mi-

nisterio Público, contemplados en el Capítulo VII, sobre Ministe-
rio Público.

La Ley de Reforma Constitucional N° 19.541 de 22 de diciem-
bre de 1997, relativa al Poder Judicial, que introdujo profundas
modificaciones al artículo 78, mantuvo la expresión de "fiscales
judiciales".

Nombramiento de los jueces letrados

Nombramiento de los Ministros y Fiscales Judiciales de las
Cortes de Apelaciones

	

Los jueces letrados serán designados por el Presidente de la
República de entre los propuestos en terna por la Corte de Apela-

Para nombrar a un Ministro o Fiscal de Corte de Apelaciones,

	

ciones de la jurisdicción respectiva.
la Corte Suprema elabora una terna, es decir, una lista de tres indi-

	

Ocupará un lugar en la terna correspondiente el juez letrado en
viduos.

	

lo civil o criminal más antiguo de asiento de Corte o el juez letrado
En esta terna debe ocupar un lugar el Juez de Letras Civil o civil o criminal más antiguo del cargo inmediatamente inferior al

Criminal más antiguo de asiento de Corte, que figure en lista de que se trata de proveer y que figure en lista de méritos y exprese su
méritos y exprese su interés en el cargo.

	

interés en el cargo.
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Los otros dos lugares se llenarán en atención al mérito de los
candidatos.

Innovaciones de la Cartea de 1980

1) La Carta de 1980 eliminó la exigencia contemplada en la Car-
ta anterior, que para la formación de estas ternas debía abrirse con-
curso al cual debían presentar los interesados sus títulos y antece-
dentes. En consecuencia, ello sólo queda entregado al legislador.

2) Que el ministro o juez letrado civil o criminal más antiguo
del cargo inmediatamente inferior al que se trata de proveer, figu-
re en lista de mérito.

3) Que además el juez letrado civil o criminal más antiguo
inmediatamente inferior al cargo que se trata de proveer, debe ex-
presar su interés en él.

4) Para el nombramiento de ministros de Corte suplentes, la
designación podrá hacerse por la Corte Suprema y, en el caso de
los jueces suplentes, por la Corte de Apelaciones respectiva. Estas
designaciones no podrán durar más de sesenta días y no serán pro-
rrogables. En caso que los tribunales superiores mencionados no
hagan uso de esta facultad o que haya vencido el plazo de la su-
plencia, se procederá a proveer las vacantes en la forma ordinaria
señalada precedentemente (art. 78 inciso final).

Fue la Ley Reforma N° 19.541 la que aumentó el plazo de
treinta a sesenta días.

5) La misma reforma constitucional señaló en el artículo 78
inciso noveno que la Corte Suprema y las Cortes de Apelaciones,
en su caso, formarán las quinas o las ternas en pleno especialmen-
te convocado al efecto, en una misma y única votación, donde
cada uno de sus integrante tendrá derecho a votar por tres o dos
personas, respectivamente. Resultarán elegidos quienes obtengan
las cinco o las tres primeras mayorías, según corresponda. El em-
pate se resolverá mediante sorteo.
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La Ley Orgánica Constitucional que determine la organiza-
ción y atribuciones de los tribunales, señalará "las calidades que
deban tener los jueces y el número de años que deban haber ejerci-
do la profesión de abogado las personas que fueren nombradas
ministros de Corte o jueces letrados" (art. 77 inc. 1 °).

235.- Inamovilidad de los jueces.

Consiste la inamovilidad en que "los jueces permanecerán en
sus cargos durante su buen comportamiento"; es decir, no pueden
ser removidos mientras observen la exigencia constitucional.

Pero los inferiores desempeñarán su respectiva judicatura por
el tiempo que determinen las leyes (art. 80 inc. 1°).

No obstante, los jueces cesarán en sus funciones al cumplir
setenta y cinco años de edad.

La norma relativa a la edad no rige respecto del Presidente de
la Corte Suprema, quien continúa en su cargo hasta el término de
su período.

Sólo la Corte Suprema por requerimiento del Presidente de la
República, a solicitud de parte interesada, o de oficio, podrá de-
clarar que los jueces no han tenido el buen comportamiento exigi-
do por la Constitución, y previo informe del inculpado y de la
Corte de Apelaciones respectiva, en su caso, acordar su remoción
por la mayoría del total de sus componentes. Estos acuerdos se
comunican al Presidente de la República para su cumplimiento.

Los jueces cesan también en sus funciones por renuncia, por
incapacidad legal sobreviniente o en caso de ser depuestos de sus
destinos por causa legalmente sentenciada. Cesan también, en el
caso de ser declarados culpables, los magistrados de los tribunales
superiores de justicia, por el Senado, en el juicio político.

Dispone el artículo 80 inciso final que "la Corte Suprema, en
pleno especialmente convocado al efecto y por la mayoría absolu-
ta de sus miembros en ejercicio, podrá autorizar u ordenar, fundada-
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mente, el traslado de los jueces y demás funcionarios y empleados
del Poder Judicial a otro cargo de igual categoría".

236.- Responsabilidad de los jueces.

El artículo 79 se refiere a la responsabilidad ministerial de los
jueces, señalando que "son personalmente responsables por los
delitos de cohecho, falta de observancia en materia sustancial de
l as leyes que reglan el procedimiento, denegación y torcida admi-
nistración de justicia, y en general de toda prevaricación en que
incurran en el desempeño de sus funciones".

Tratándose de los miembros de la Corte Suprema, la ley deter-
minará los casos y el modo de hacer efectiva esta responsabilidad".

El cohecho es el soborno de un juez; la prevaricación es fallar
voluntariamente y a sabiendas en contra de la ley. El Código Penal
en los artículos 223 a 227 contempla en el párrafo sobre "prevari-
cación", infracciones a deberes judiciales.

Esta responsabilidad por delitos ministeriales se persigue pri-
meramente por la querella de capítulos que constituye un procedi-
miento previo al juicio penal mismo.

237.- La legalidad.

La legalidad dice relación primeramente con el tribunal. Dice el
artículo 19 N° 3 0 , inciso cuarto: "Nadie podrá ser juzgado por comi-
siones especiales, sino por el tribunal que señalare la ley y que se
hallare establecido por ésta con anterioridad a la perpetración del
hecho".

Y por su parte, el artículo 77 señala que "una ley orgánica cons-
titucional determinará la organización y atribuciones de los tribu-
nales que fueren necesarios para la pronta y cumplida administra-
ción de justicia en todo el territorio de la República...".

"La ley orgánica constitucional relativa a la organización y atri-
buciones de los tribunales sólo podrá ser modificada oyendo pre-
viamente a la Corte Suprema de conformidad a lo establecido en
la ley orgánica constitucional respectiva".

"La Corte Suprema deberá pronunciarse dentro del plazo de
treinta días contados desde la recepción del oficio en que se solici-
ta la opinión pertinente.

"Sin embargo, si el Presidente de la República hubiere hecho
presente una urgencia al proyecto consultado, se comunicará esta
circunstancia a la Corte.

"En dicho caso, la Corte deberá evacuar la consulta dentro del
plazo que implique la urgencia respectiva.

"Si la Corte Suprema no emitiere opinión dentro de los plazos
aludidos, se tendrá por evacuado el trámite".

La Ley de Reforma Constitucional N° 20.245 de 10 de enero
de 2008, agregó en el artículo 77 de la Constitución el siguiente
inciso final:

"La ley orgánica constitucional relativa a la organización y atribu-
ciones de los tribunales, así como las leyes procesales que regulen
un sistema de enjuiciamiento, podrán f fijar fechas diferentes para su
entrada en vigencia en las diversas regiones del territorio nacional.
Sin perjuicio de lo anterior, el plazo para la entrada en vigor de
dichas leyes en todo el país no podrá ser superior a cuatro años ".

La Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional N° 18.918,
en su artículo 16 señala que "el proyecto deberá remitirse a la Cor-
te al momento de darse cuenta de él si el mensaje o moción se
hubiere presentado sin la opinión de esa Corte, o deberá hacerse
posteriormente por el presidente de la corporación o comisión res-
pectiva, si las disposiciones hubieren sido incorporadas en otra
oportunidad o hubieren sido objeto de modificaciones sustancia-
les respecto de las conocidas por la Corte Suprema".
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La legalidad dice relación también con los jueces. En efecto, el des-ió

	

i
artículo 77 inciso primero segunda parte señala que "la misma

	

luego, todos los recursos de casac n, revsió n, ape l iacones de
,

, ley señalará l afueros, apelaciones de recursos de amparo y de protección, etc.as calidades que respectivamente deban tener los jue -

cional comprende por una parte alSuperintendencia correc ces y el número de años que deban haber ejercido la profesión de

	

La Superi

abogado las personas que fueren

	

mini str d C

	

función disciplinaria con respecto al funcionario del Poder Judi-nombradas

	

os e orte o
jueces letrados". cial, para lo cual califica, aplica sanciones administrativas, etc.; y

Dice relación también con el proceso. por otra parte, de acuerdo con el nuevo inciso segundo del artículo

Hay que recordar que toda sentencia de un órgano que ejerza

	

82, agregado por la Ley de Reforma Constitucional N° 19.541,

jurisdicción debe fundarse en un proceso previo legalmente trami

	

"los tribunales superiores de justicia, en uso de sus facultades dis-
-

tado (art. 1 9 N° 3, inc. 5°), que ningún delito se castigará con otra ciplinarias, sólo podrán invalidar resoluciones juridiccionales en

pena que la señalada por una ley promulgada con anterioridad a su los casos y formas que establezca la ley orgánica constitucional

perpetración, a menos que una nueva ley favorezca al afectadoo

	

respectiva".

De modo, pues, que el juez tramita y falla conforme a la ley,

	

La Superintendencia económica se refiere a velar por el buen

salvo que la Constitución o la ley misma lo autorice a falla——— funcionamiento del Poder Judicial, por su buena organización.
jurado, o sólo a apreciar la prueba en conciencia (art. 1 2; art. 1 9 Ejerciendo esta atribución, la Corte Suprema dicta Autos Acor-
N° 7, letra i, etc).

	

dados, que son disposiciones de carácter general, para el mejor
funcionamiento de los Tribunales o el ejercicio de sus potestades.

LA CORTE SUPREMA

	

Está el auto acordado sobre la tramitación del recurso de ampa-

ro, etc.
Es el Tribunal de más alta jerarquía en el Poder Judicial

	

El artículo 82 exceptúa de esta superintendencia al Tribunal
Constitucional, al Tribunal Calificador de Elecciones y a los tribu-

238.- Atribuciones constitucionales.

	

vales electorales regionales.
Conoce como jurado de la reclamación del acto o resolución

La Constitución le entrega las siguientes atribuciones:

	

de autoridad administrativa que haya privado o desconocido la
Le corresponde la superintendencia directiva, correccional y

	

nacionalidad chilena a una persona (art. 1 2).
económica de todos los Tribunales de la Nación.

	

Conoce de la apelación que se interponga en contra de la reso-
La Superintendencia quiere decir, que le corresponde la direc-

	

lución que se pronuncie sobre el desafuero de un parlamentario
ción o gobierno del Poder Judicial .

	

61 i

	

2°(art nc ). . .
La Superintendencia directiva comprende todo lo relativo a la Declarar que un juez no ha tenido el buen comportamiento

intervención que le cabe en el nombramiento del personal judicial exigido por la Constitución y acordar su remoción (art. 80 inc. 3°).
y todo lo relativo a traslados, permutas, etc.

Pero también comprende la superior competencia que está en-

	

Declarar injustificadamente errónea o arbitraria la resolución

tregada a la Corte Suprema en muy diferentes materi

	

Dd

	

que sometió a proceso o ccnulcncen cualquier instancia, tratándo-
as. ese

	

1 0 N '7 0
se del error judicial (art.

	

, letra i).
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Elegir cuatro miembros del Tribunal Calificador de Eleccio-
nes que sean Ministros de la Corte Suprema por sorteo artículo 95.

Elegir un miembro del Tribunal Calificador de Elecciones
artículo 95 letra h.

Elegir tres miembros del Tribunal Constitucional. Art. 92l etra c.

CAPÍTULO X
EL MINISTERIO PÚBLICO

239.- El Ministerio Público.

La Ley de Reforma Constitucional N° 19.519 de 16 de sep-
tiembre de 1997, que crea el Ministerio Público, introdujo un nue-
vo capítulo a la Constitución Política. Es el Capítulo VII, que lle-
va como epígrafe "Ministerio Público", consta de nueve artículos
numerados desde el artículo 83 hasta el 91. También agregó las
disposiciones transitorias 8° y 9°.

Es un organismo autónomo, jerarquizado, con el nombre de
Ministerio Público. Una ley orgánica constitucional determinará
la organización y atribuciones del Ministerio Público señalará las
calidades y requisitos que deberán tener y cumplir los fiscales para
su nombramiento y las causales de remoción de los fiscales adjun-
tos, en lo no contemplado en la Constitución.

Establecerá el grado de independencia y autonomía y la res-
ponsabilidad que tendrán los fiscales en la dirección de la investi-
gación y en el ejercicio de la acción penal pública, en los casos que
tengan a su cargo.

La Ley Orgánica Constitucional del Ministerio Público es la
N° 19.640, publicada en el I )larlo Oficial del 15 de octubre de 1999.
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Fiscales Regionales

Existirá un Fiscal Regional en cada una de las regiones en que
se divida administrativamente el país, a menos que la población o
l a extensión geográfica de la región hagan necesario nombrar más
de uno.

HERNÁN MOLINA GUAITA

Fiscal Nacio»tal Los fiscales regionales serán nombrados por el Fiscal Nacio-
a propuesta en tema de la Corte de Apelaciones de la respecti-El Fiscal Nacional tendrá la superintendencia directiva correc

	

nal,-,
cional y económica del Ministerio Público en conformidad a la

	

va región.,
ley orgánica constitucional respectiva (art 91)

	

En caso que en la región exista más de una Corte de Apelacio-. .
EI Fiscal Nacional será designado por el Presidente de la Re-

	

¡les, la terna será formada por un pleno conjunto de todas ellas
pública, a propuesta en quina de la Corte Suprema y con acuerdo

	

especialmente convocado al efecto por el Presidente de la Corte
del Senado adoptado por los dos tercios de sus miembros en ejer-

	

de más antigua creación.
cicio, en sesión especialmente convocada al efecto

	

Durarán ocho años en el ejercicio de sus funciones y no po-.
La Corte Suprema llamará a concurso público de antecedentes drán ser designados como fiscales regionales por el período si-

para la integración de la quina, la que será acordada por la mayo- guiente, lo que no obsta a que puedan ser nombrados en otro cargo
ría absoluta de sus miembros en ejercicio, en pleno especialmente

	

del Ministerio Público.
convocado al efecto. No podrán integrar las quinas los miemberos

	

Los requisitos que deben reunir se indican en el artículo 86
activos o pensionados del Poder Judicial.

	

inciso 3°, y las ternas se formarán previo concurso público de an-
La quina se formará en una misma y única votación en la cual tecedentes por las Cortes de Apelaciones respectivas, en la forma

cada integrante del pleno tendrá derecho a votar por tres personas

	

i ndicada en el artículo 86.
. Resultarán elegidos quienes obtengan las cinco primeras mayo-

rías. De producirse un empate, éste se resolverá mediante sorteo.

	

Fiscales Adjuntos
Si el Senado no aprobare la proposición del Presidente de la

República, la Corte Suprema deberá completar la quina propo- Existirán fiscales adjuntos que serán designados por el Fiscal
niendo un nuevo nombre en sustitución del rechazado, repitiéndo- Nacional, a propuesta en terna del fiscal regional respectivo, la
se el procedimiento hasta que se apruebe un nombramiento.

	

que deberá formarse previo concurso público, en conformidad a la
El Fiscal Nacional deberá tener a lo menos diez años de título de ley orgánica constitucional. Deberán tener el título de abogado y

abogado, haber cumplido cuarenta años de edad y poseer las demás poseer las demás calidades necesarias para ser ciudadano con de-
calidades necesarias para ser ciudadano con derecho a sufragio.

	

recho a sufragio (art. 88).
Durará ocho años en el ejercicio de sus funciones y no podrá

ser designado para el período siguiente.

	

Prerrogativa
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Se aplica al Fiscal Nacional, a los fiscales regionales y a los
fiscales adjuntos la prerrogativa del artículo 81; esto es, que no
podrán ser aprehendidos sin orden del tribunal competente, salvo
el caso de crimen o simple cielito flagrante y sólo para ponerlos
inmediatamente a disposición del tribunal que debe conocer del
asunto en conformidad a la ley (art. 90).
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Funciones

El Ministerio Público dirigirá en forma exclusiva la investiga-
ción de los hechos constitutivos de delitos, los que determinen la
participación punible y los que acrediten la inocencia del impu-
tado y, en su caso, ejercerá la acción penal pública en la forma
prevista por la ley.

De igual manera, le corresponderá la adopción de medidas para
proteger a las víctimas y a los testigos.

En caso alguno podrán ejercer funciones jurisdiccionales.
El ofendido por el delito y las demás personas que determine

la ley podrán ejercer igualmente la acción penal.
El Ministerio Público puede impartir órdenes directas a las

Fuerzas de Orden y Seguridad durante la investigación.
Sin embargo, las actuaciones que priven al imputado o a terce-

ros del ejercicio de los derechos que la Constitución asegura, o lo
restrinjan o perturben, requerirán de aprobación judicial previa.

La autoridad requerida deberá cumplir sin más trámites dichas
órdenes y no podrá calificar su fundamento, oportunidad, justicia
o legalidad, salvo requerir la exhibición de la autorización judicial
previa, en su caso. (art. 83 incisos 1°, 2° y 3°)

Remoción del Fiscal Nacional y Fiscales Regionales

El Fiscal Nacional y los fiscales regionales sólo podrán ser
removidos por la Corte Suprema, a requerimiento del Presidente
de la República, de la Cámara de Diputados, o de diez de sus miem-
bros, por incapacidad, mal comportamiento o negligencia mani-
fiesta en el ejercicio de sus funciones.

La Corte Suprema conocerá del asunto en pleno especialmen-
te convocado al efecto y para acordar la remoción deberá reunir el
voto conforme de la mayoría de sus miembros en ejercicio.

La remoción de los fiscales regionales también podrá ser soli-
citada por el Fiscal nacional (art. 89).

HERNÁN MOLINA GUAITA DERECHO CONSTITUCIONAL
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En las causas que sean de conocimiento de los Tribunales Mi-
litares, el ejercicio de la acción penal pública y la dirección de las
investigaciones de los hechos que configuren el delito, de los que
determinen la participación punible y de los que acrediten la ino-
cencia del imputado, como asimismo la adopción de medidas para
proteger a las víctimas y los testigos de tales hechos, corresponde-
rán a los órganos y a las personas que el Código de Justicia Militar
y las leyes respectivas determinen.

Disposiciones Transitorias

La 8a disposición transitoria dispone que: "Las normas del
Capítulo VII Ministerio Público", regirán al momento de entrar en
vigencias la ley orgánica constitucional del Ministerio Público.
Esta ley podrá establecer fechas diferentes para la entrada en vigor
de sus disposiciones, como también determinar su aplicación gra-
dual en las diversas materias y regiones del país.

"El Capítulo VII 'Ministerio Público', la ley orgánica constitu-
cional del Ministerio Público y las leyes que, complementando
dichas normas, modifique el Código Orgánico de Tribunales y el
Código de Procedimiento Penal, se aplicarán exclusivamente a los
hechos acaecidos con posterioridad a la entrada en vigencia de
tales disposiciones".

La disposición transitoria 9a establece que para la provisión
por primera vez de los cargos de Fiscal Nacional y de Fiscales
Regionales podrá incluirse en la quina y las ternas, a un miembro
activo del Poder Judicial.
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240.- Generalidades.
Se encuentra regulado en los artículos 92 a 94.
La reforma constitucional del 26 de agosto de 2005 modificó

profundamente la integración, las atribuciones y los efectos de las
resoluciones del Tribunal.

Es un Tribunal colegiado, compuesto de diez miembros; es un
Tribunal letrado, ya que todos sus integrantes son abogados; es un
Tribunal de Derecho, ya que falla en conformidad a la Constitu-
ción y la ley. No obstante, como lo dispone el artículo 92 en su
inciso penúltimo: "El Tribunal Constitucional podrá apreciar en
conciencia los hechos cuando conozca de las atribuciones indica-

	

~i
das en los números 10°, 1 1 ° y 13°, como, asimismo, cuando co-
nozca de las causales de cesación en el cargo de parlamentario'.

El inciso final del artículo 92 dispone que "una ley orgánica
constitucional determinará su organización, funcionamiento, pro-
cedimientos y fijará la planta, régimen de remuneraciones y esta-
tuto de su personal".

La Ley Orgánica Constitucional del Tribunal es la N° 17.997
de 19 de mayo de 198 I , la que deberá ajustarse a los nuevos pre-
ceptos de la reforma constitu~ ional del año 2005.

CAPITULO XI

EL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL
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241.- Integración del Tribunal Constitucional.
Los diez miembros son designados de la siguiente forma:
a) Tres designados por el Presidente de la República.
b) Cuatro elegidos por el Congreso Nacional.
Dos serán nombrados directamente por el Senado y dos serán

previamente propuestos por la Cámara de Diputados para su apro-
bación o rechazo por el Senado. Los nombramientos, o la pro-
puesta en su caso, se efectuarán en votaciones únicas y requerirán
para su aprobación del voto favorable de los dos tercios de los
senadores o diputados en ejercicio, según corresponda.

e) Tres elegidos por la Corte Suprema en una votación secreta
que se celebrará en sesión especialmente convocada para tal efecto.
242.- Requisitos para ser designados, prohibiciones, duración
y prerrogativas.

Deberán tener a lo menos quince años de título de abogado,
haberse destacado en la actividad profesional, universitaria o pú-
blica, no podrán tener impedimento alguno que los inhabilite para
desempeñar el cargo de juez.

Estarán sometidos a las normas de los artículos 58, 59, y 8 I ,
no podrán ejercer la profesión de ahogado, incluyendo la judicatu-
ra, ni cualquier acto de los establecidos en los incisos segundo y
tercero del artículo 60.

Durarán nueve años en sus cargos y se renovarán por parciali-
dades cada tres, y no podrán ser reelegidos, salvo aquel que lo
haya sido como reemplazante y haya ejercido el cargo por un pe-
ríodo menor a cinco años.

Cesarán en sus funciones al cumplir 75 años de edad.
En caso de que un miembro del Tribunal Constitucional cese

en su cargo, se procederá a su reemplazo por quien corresponda y
por el tiempo que falte para completar el período del reemplazado.

Los miembros del Tribunal son inamovibles.

243.- Funcionamiento.

El Tribunal funcionará en pleno o dividido en dos salas.
En el primer caso, el quórum para sesionar será de, a lo menos,

ocho miembros y en el segundo de, a lo menos, cuatro.
El Tribunal adoptará sus acuerdos por simple mayoría, salvo

los casos en que se exija un quórum diferente y fallará de acuerdo
a derecho.

El Tribunal en pleno resolverá en definitiva las atribuciones
i ndicadas en los números 1 °, 3°, 4° 5° 6° 7° 8°, 9° y 11° del artícu-
lo 93.

Para el ejercicio de sus restantes atribuciones podrá funcionar
en pleno o en sala de acuerdo a lo que disponga la ley orgánica
constitucional respectiva.
244.- Atribuciones del Tribunal Constitucional.

Las atribuciones del Tribunal Constitucional pueden agrupar-
se en:

Atribuciones que dicen relación con el control de constitucio-
nalidad de proyectos de ley, de inaplicabilidad de un precepto le-
gal, de inconstitucionalidad de un precepto legal y de otras nor-
mas que tienen fuerza de ley, y

Otras atribuciones conferidas por la Constitución.
Las primeras constituyen el núcleo, la sustancia de la competen-

cia de los Tribunales Constitucionales, que justificaron su incorpo-
ración a los ordenamientos constitucionales de muchos países.

Pero el constituyente aprovecha también la existencia del ór-
gano para conferirle otras variadas competencias, algunas de me-
nor entidad, y que se refieren a materias heterogéneas.

1) El control de constitucionalidad de los proyectos de ley, de
la inaplicabilidad de un precepto legal, de la inconstitucionalidad
de un proyecto ley y de otras normas con fuerza de ley.
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Es posible distinguir, aquí, un control obligatorio, que necesa-
riamente deben cumplir esos proyectos y normas, y un control fa-
cultativo o eventual, que puede ocurrir o no, según si se requiera o
no la intervención del Tribunal por un órgano legitimado para ac-
cionar ante él.

1.1. Control obligatorio

HERNÁN MOLINA GUAITA

Las cuestiones de constitucionalidad pueden ser de fondo o de
forma. Las primeras versan sobre los derechos constitucionales o so-
bre reglas sustantivas. Las segundas dicen relación con las normas
sobre formación de la ley o reglas de procedimiento. A ambas cues-
tiones, de fondo y forma, se extiende la competencia del Tribunal.

Tres tipos de normas abarca el precepto. Los proyectos de re-
forma constitucional; los proyectos de ley y los tratados someti-

De acuerdo al artículo 93 N° 1 0 le corresponde: "Ejercer el dos a la aprobación del Congreso.
control de constitucionalidad de las leyes que interpreten algún
precepto de la Constitución, de las leyes orgánicas constituciona-
les y de las normas de un tratado que versen sobre materias pro-
pias de estas últimas, antes de su promulgación".

Este control abarca tres tipos de normas: las leyes que inter-
preten un precepto de la Constitución; las leyes orgánicas consti-
tucionales; y finalmente, las normas de un tratado que versen so-
bre materias propias de leyes orgánicas constitucionales.

Es un control obligatorio. Lo impone la Constitución. Dispone
el artículo 93 inciso 2°: "En el caso del número 1 °, la Cámara de
origen enviará al Tribunal Constitucional el proyecto respectivo
dentro de los cinco días siguientes a aquel en que quede totalmen-
te tramitado por el Congreso".

Es un control preventivo, puesto que en conformidad al artícu-
lo 93 N° 1° debe ejercerse "antes de su promulgación". El Tribunal deberá resolver dentro del plazo de diez días con-

1.2. Control facultativo o eventual

	

tado desde que reciba el requerimiento, a menos que decida pro-
rrogarlo hasta por otros diez días por motivos graves y calificados.

a) Corresponde al Tribunal resolver "las cuestiones sobre cons- El requerimiento no suspenderá la tramitación del proyecto; pero
titucionalidad que se susciten durante la tramitación de los pro- la parte impugnada de éste no podrá ser promulgada hasta la expira-
yectos de ley o de reforma constitucional y de los tratados someti- ción del plazo referido, salvo que se trate del proyecto de Ley de
dos a la aprobación del Congreso' (art. 93 N° 3°).

	

Presupuestos o del proyecto relativo a la declaración de guerra pro-
Conoce las cuestiones de constitucionalidad, por tanto quedan

	

puesta por el Presidente de la República (art. 93 incs. 5° y 6°).
fuera de su conocimiento los problemas reglamentarios que se hu-

	

b) Resolver, por la mayoría de sus miembros en ejercicio, la
biesen podido suscitar durante su tramitación. inaplicabilidad de un precepto legal, cuya aplicación, en cualquier

DERECHO CONSTITUCIONAL.

Requerimiento y plazo

Los órganos legitimados para requerir al Tribunal Constitucio-
nal, en estos casos, son el Presidente de la República, cualquiera
de las Cámaras, o una cuarta parte de sus miembros en ejercicio.

El requerimiento debe ser formulado antes de la promulgación
de la ley o de la remisión de la comunicación que informa la apro-
bación del tratado por el Congreso Nacional y, en caso alguno,
después de quinto día del despacho del proyecto o de la señalada
comunicación (art. 93 inc. 4°).

Es un control preventivo.

Plazo para fallar

505



506 HERNÁN MOLINA GUAITA

gestión que se siga ante un tribunal ordinario o especial, resulte
contraria a la Constitución (art. 93 N° 6°).

Éste es un control por vía de excepción, o control normativo
concreto, ya que se está tramitando una gestión ante un tribunal
ordinario o especial, y se plantea la cuestión de que una ley aplica-
ble para resolver la gestión es impugnada de inconstitucional, y
como consecuencia se solicita al Tribunal Constitucional su inapli-
cabilidad en esa gestión judicial.

Requerimiento

La cuestión podrá ser planteada por cualquiera de las partes o
por el juez que conoce del asunto.

Tribunal

Corresponde a cualquiera de las salas del Tribunal declarar,
sin ulterior recurso, la admisibilidad de la cuestión siempre que
verifique la existencia de una gestión pendiente ante el tribunal
ordinario o especial, que la aplicación del precepto legal impug-
nado pueda resultar decisivo en la resolución de un asunto, que la
impugnación esté fundada razonablemente y se cumplan los de-
más requisitos que establezca la ley.

A esta misma sala le corresponderá resolver la suspensión del
procedimiento en que se ha originado la acción de inaplicabilidad
por inconstitucionalidad.

El precepto declarado inaplicable por inconstitucionalidad, sólo
no se aplica para resolver la gestión judicial que se sigue ante un
tribunal ordinario o especial, pero ese precepto legal sigue vigen-
te. Sus efectos son relativos, afectan sólo a las partes que intervie-
nen en la gestión.

Al derogarse el artículo 80 se privó a la Corte Suprema de este
control por vía de excepción, y por tanto, la Constitución configu-
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ró estrictamente un control de constitucionalidad concentrado en
un solo órgano jurisdiccional, el Tribunal Constitucional.

Es un control represivo.
c) Resolver por la mayoría de los cuatro quintos de sus inte-

grantes en ejercicio, la inconstitucionalidad de un precepto legal
declarado inaplicable en conformidad a lo dispuesto en el numeral
anterior (art. 93 N° 7°)

Dispone el artículo 93 en su inciso 12 que "una vez resuelta en
sentencia previa la declaración de inaplicabilidad de un precepto
legal, ...habrá acción pública para requerir al Tribunal la declara-
ción de inconstitucionalidad, sin perjuicio de la facultad de éste
para declararla de oficio".

"Corresponderá a la ley orgánica constitucional respectiva es-
tablecer los requisitos de admisibilidad, en el caso de que se ejerza
l a acción pública, como, asimismo, regular el procedimiento que
deberá seguirse para actuar de oficio".

El precepto declarado inconstitucional se entenderá derogado
desde la publicación en el Diario Oficial de la sentencia, la que no
producirá efecto retroactivo (art. 94 incisos 3° y 4°).

Es un control represivo y normativo abstracto, pues lo exami-
nado es sólo si la ley es o no compatible con la Constitución.

El Tribunal Constitucional en causa Rol N° 681-2006, resolvió
abrir proceso de oficio para pronunciarse sobre la incostitucionalidad
del artículo 116 del Código Tributario, sobre la base de las prime-
ras cuatro sentencias que habían previamente declarado inaplica-
ble ese precepto durante el año 2006. La sentencia resolvió "Que el
artículo 116 del Código Tributario es incostitucional, considerán-
dose derogado, como efecto de la aplicación del artículo 94, inci-
so tercero, de la Constitución, desde la publicación en el Diario
Oficial, dentro de tercero día, de la presente sentencia". La publica-
ción se efectuó en el Diario Oficial del 29 de marzo de 2007. Esta
fue la primera expulsión (le un precepto legal en virtud de su decla-
ración de inconstitucionalidad por el Tribunal Constitucional.

I
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d) Resolver las cuestiones que se susciten sobre la constitucio-

	

afectada en el ejercicio de sus derechos fundamentales por lo dis-
nalidad de un decreto con fuerza de ley (art. 93 N° 4°).

	

puesto en el respectivo autoacordado (art. 93 inc. 3°).
El precepto declarado inconstitucional se entenderá derogado

Requerimientos y plazos.

	

desde la publicación en el Diario Oficial de la sentencia que acoja
el reclamo, la que no producirá efecto retroactivo (art. 94 inc. 3°).

La cuestión podrá ser planteada por el Presidente de la Repú-

	

b) Resolver las cuestiones que se susciten sobre constitucio-
blica dentro del plazo de diez días cuando la Contraloría rechace

	

nalidad con relación a la convocatoria a un plebiscito, sin perjui-
por inconstitucional un decreto con fuerza de ley.

	

cio de las atribuciones que correspondan al Tribunal Calificador
Es un control preventivo.

	

de Elecciones (art. 93 N° 5°).
También podrá ser promovida por cualquiera de las Cámaras o

por una cuarta parte de sus miembros en ejercicio en caso de que

	

Requerimientos y plazo
la Contraloría hubiere tomado razón de un decreto con fuerza de
ley que se impugne de inconstitucional. Este requerimiento debe- La cuestión podrá promoverse a requerimiento del Senado o
rá efectuarse dentro del plazo de treinta días, contado desde la de la Cámara de Diputados, dentro de diez días contados desde la
publicación del respectivo decreto con fuerza de ley (art. 93 inc. 7°) a fecha de publicación del decreto que fije la consulta plebiscitaria.

Es un control represivo.

2. Otras atribuciones del Tribunal Constitucional.

Son también atribuciones del Tribunal Constitucional:
a) Resolver sobre las cuestiones de constitucionalidad de los

auto acordados dictados por la Corte Suprema, las Cortes de Ape-
laciones y el Tribunal Calificador de Elecciones (art. 93 N° 2°)

Requerimientos

El Tribunal podrá conocer de la materia a requerimiento del
Presidente de la República, de cualquiera de las Cámaras o de diez
de sus miembros.

Asimismo, podrá requerir al Tribunal toda persona que sea parte
enjuicio o gestión pendiente ante un tribunal ordinario o especial,
o desde la primera actuación del procedimiento penal, cuando sea

DERECHO CONSTITUCIONAL

Competencia

509

El Tribunal establecerá en su resolución el texto definitivo de
la consulta plebiscitaria, cuando ésta fuere procedente.

Si al tiempo de dictarse la sentencia faltaran menos de treinta
días para la realización del plebiscito, el Tribunal fijará en ella una
nueva fecha comprendida entre los treinta y sesenta días siguien-
tes al fallo (art. 93 incisos 8°, 9° y 10).

c) Resolver los reclamos en caso de que el Presidente de la
República no promulgue una ley cuando deba hacerlo o promul-
gue un texto diverso del que constitucionalmente corresponda
(art. 93 N° 8°)

Requerimiento

La cuestión podrá proiuovcrse por cualquiera de las Cámaras
o por una cuarta parte (le sus miembros en ejercicio.
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Deberá efectuarse dentro de los treinta días siguientes a la pu-
blicación del texto impugnado, o dentro de los sesenta días si-
guientes a la fecha en que el Presidente de la República debió
efectuar la promulgación de la ley.

Competencia
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Plazos

	

Requerimientos
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Habrá acción pública para requerir al Tribunal (art. 93 inc. 15).
Sin embargo, si la persona afectada fuera el Presidente de la

República o el Presidente Electo, el requerimiento deberá formu-
l arse por la Cámara de Diputados o por la cuarta parte de sus miem-
bros en ejercicio (art. 93 inc. 16).

Competencia
Si el Tribunal acogiera el reclamo, promulgará en su fallo la

	

Corresponderá a una sala del Tribunal pronunciarse sin ulte-ley que no lo haya sido o rectificará la promulgación incorrecta

	

rior recurso, de su admisibilidad (art. 93 inc. 21).(art. 93 inciso 13).
El Tribunal Constitucional podrá apreciar en conciencia losd) Resolver sobre la constitucionalidad de un decreto o resolución

	

hechos (art. 93 inc. 20).del Presidente de la República que la Contraloría General de la Repú-

	

f) Informar al Senado en los casos a que se refiere el artículoblica haya representado por estimarlo inconstitucional (art. 93 N° 9°).

	

53 número 7) de esta Constitución (art. 93 inc. 14).

Requerimiento y plazo

	

Se trata de la atribución exclusiva del Senado para declarar la
inhabilidad del Presidente de la República o del Presidente electo

Dispone el artículo 99 inc. 3° que en este caso el Presidente de cuando un impedimento físico o mental lo inhabilite para el ejerci-

la República no tendrá la facultad de insistir, pero de no confor- cio de sus funciones; y declarar, asimismo, cuando el Presidente de

marse con la representación de la Contraloría deberá remitir los

	

la República haga dimisión de su cargo, si los motivos que la origi-
f dd i admitirla o desecharlanan son o nounaos y, en consecuenca, .

antecedentes al Tribunal Constitucional dentro del plazo de diez
días a fin de que éste resuelva la controversia

	

En ambos casos deberá oír previamente al Tribunal Constitu-, .
e) Declarar la inconstitucionalidad de las organizaciones y de

	

cional.
los movimientos o partidos políticos, como asimismo la responsa-

	

Requerimiento
bilidd de la

	

as personas que hubieran tenido partii ió

	

lcpacn enos
hechos que motivaron la declaración de inconstitucionalidad, en

	

El Tribunal sólo podrá conocer de la materia a requerimiento
conformidad a lo dispuesto en los párrafos sexto, séptimo y octa-

	

del Senado (art. 93 inc. 14).
vo del N° 15° del artículo 19 de la Constitución.

Sin embargo, si la persona afectada fuera el Presidente de la

	

Competencia
República o el Presidente Electo, la referida declaración requeri-
rá, además, el acuerdo del Senado adoptado por la mayoría de sus

	

El Tribunal podrá apreciar en conciencia los hechos (art. 93
miembros en ejercicio (art. 93 N° 10°).

	

inc. 20).

11
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g) Resolver las contiendas de competencia que susciten entre
las autoridades políticas o administrativas y los tribunales de jus-
ticia, que no correspondan al Senado (art. 93 N° 12).

Esta atribución pertenecía a la Corte Suprema, y la reforma
constitucional de 2005 la traspasó al Tribunal Constitucional. Se
derogó el inciso 3 0 del artículo 79.

Las contiendas que corresponden conocer al Senado conforme
al artículo 53 número 3) son las que se susciten entre las autori-
dades políticas o administrativas y los tribunales superiores de
justicia.

Requerimiento

El requerimiento deberá ser deducido por cualquiera de las
autoridades o tribunales en conflicto (art. 93 inc. 17).

h) Resolver sobre las inhabilidades constitucionales o legales
que afecten a una persona para ser designada Ministro de Estado,
permanecer en dicho cargo o desempeñar simultáneamente otras
funciones (art. 93 N° 13).

Requerimiento

Habrá acción pública para requerir al Tribunal (art. 93 inc. 15).

Competencia

Corresponderá a una sala del Tribunal pronunciarse sin ulte-
rior recurso, de su admisibilidad (art. 93 inc. 21).

El Tribunal Constitucional podrá apreciar en conciencia los
hechos (art. 93 inc. 20).

i) Pronunciarse sobre las inhabilidades, incompatibilidades y
causales de cesación en el cargo de los parlamentarios (art. 93
N° 14°).
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Requerimiento

El Tribunal sólo podrá conocer de la materia a requerimiento
del Presidente de la República o de no menos de diez parlamenta-
rios en ejercicio (art. 93 inc. 18).

j) Calificar la inhabilidad invocada por un parlamentario en
l os términos del inciso final del artículo 60 y pronunciarse sobre
su renuncia al cargo (art. 93 N° 15°).

Dispone la disposición nueva agregada por la reforma consti-
tucional de 2005, que "los diputados y senadores podrán renun-
ciar a sus cargos cuando les afecte una enfermedad grave que les
i mpida desempeñarlos y así lo califique el Tribunal Constitucio-
nal" (art. 60 inciso final).

k) Resolver sobre la constitucionalidad de los decretos supre-
mos, cualquiera sea el vicio invocado, incluyendo aquellos que fueren
dictados en el ejercicio de la potestad reglamentaria autónoma del
Presidente de la República cuando se refieran a materias que pudieran
estar reservadas a la ley por mandato del artículo 63 (art. 93 N° 16°).

Requerimientos y plazo

El Tribunal sólo podrá conocer de la materia a requerimiento
de cualquiera de las Cámaras efectuado dentro de los treinta días
siguientes a la publicación o notificación del texto impugnado.

En el caso de vicios que no se refieran a decretos que excedan
la potestad reglamentaria autónoma del Presidente de la Repúbli-
ca también podrá una cuarta parte de los miembros en ejercicio
deducir dicho requerimiento.

Efecto

El decreto supremo impugnado quedará sin efecto de pleno
derecho, con el solo mérito (le la sentencia del Tribunal que acoja
el reclamo (art. 94 inc. 3°).

0
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CAPÍTULO XII
LA CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA

245.- Generalidades.

La Contraloría General de la República fue creada por el Decre-
to con Fuerza de Ley N'400 bis, de 26 de marzo de 1927, dictado en
virtud de la Ley N° 4.113, y sobre la base del proyecto elaborado
por la Misión Kemmerer, integrada por consejeros financieros nor-
teamericanos y presidida por Edwin Walter Kemmerer profesor de
Economía Política en la Universidad de Princeton 1 36 , contratados
en el primer gobierno de Arturo Alessandri Palma.

Adquiere su organización definitiva en virtud del Decreto Ley
N° 258 de 26 de junio de 1932.

En virtud de la Ley N° 7.727 de 23 de noviembre de 1943, de
reforma constitucional, se le da rango constitucional en la Carta
de 1925.

La Constitución de 1980 le dedica el Capítulo X, artículos 98
al 100.

La organización, funcionamiento y las atribuciones de la
Contraloría General de la República serán materia de una ley or-
gánica constitucional.

1 36 Vid. Enrique SILVA CIMMA, La Contraloría General de la República, págs. 80 y
ss. Imprenta Nascimento, 1945.
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Aún no se ha dictado. En consecuencia, de conformidad a la dis-
posición quinta transitoria, seguirá aplicándose la Ley N° 10.336 cuyo
texto refundido es de fecha 10 de julio de 1964, sobre organización y
atribuciones de la Contraloría General de la República, y modifica-
da extensamente por la Ley N° 19.817 de fecha 26 de julio de 2002.
246.- Organización.

Es un organismo autónomo. Le corresponde ejercer el control
de la legalidad de los actos de la Administración; fiscalizar el in-
greso y la inversión de los fondos del Fisco, de las municipalida-
des y de los demás organismos que determinen las leyes; exami-
nar y juzgar las cuentas de las personas que tengan a su cargo
bienes de esas entidades; llevar la contabilidad general de la Na-
ción, y desempeñar las demás funciones que le encomiende la ley
orgánica constitucional respectiva (art. 98 inc. 1°).

Su jefe es el Contralor General de la República, que será de-
signado por el Presidente de la República con acuerdo del Senado,
adoptado por los tres quintos de sus miembros en ejercicio, por un
período de ocho años, y no podrá ser designado para el período
siguiente. Al cumplir 75 años de edad cesará en el cargo.

Deberá tener a lo menos diez años de título de abogado, haber
cumplido cuarenta años de edad y poseer las demás calidades necesa-
rias para ser ciudadano con derecho a sufragio (art. 98 inciso final).
247.- Atribuciones.

"Sus atribuciones pueden dividirse en: a) Contables y finan-
cieras; b) inspectivas, y c) jurídicas".

"Atribuciones contables y financieras.- Principalmente le co-
rresponden al Departamento de Contabilidad". 137

137 BERNASCHINA, Mario, oh. cit., pág. 537.
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Debe llevar la contabilidad general de la Nación, para lo cual
puede proponer al Presidente las disposiciones que estime necesa-
rias para uniformar los métodos de contabilidad y los procedimien-
tos de los funcionarios con manejo de fondos y de bienes.

Debe indicar el balance general del activo y pasivo de la Ha-
cienda Pública y demás indicados en el artículo 34 de la Ley
N° 10.336.

Atribuciones inspectivas.- El Contralor General puede consti-
tuir delegados en los Servicios Públicos y demás entidades sujetas
a fiscalización, con el fin de practicar las inspecciones e investiga-
ciones que estime necesarias.

Cuando el Contralor lo estime conveniente se practicarán ins-
pecciones extraordinarias en cualquier oficina sujeta a fiscalización.

Atribuciones jurídicas.- Debe ejercer el control de la constitu-
cionalidad y legalidad de los actos de la Administración.

El artículo 99 desarrolla esa idea, indicando que en el ejercicio
de la función de control de legalidad, el Contralor General tomará
razón de los decretos y resoluciones que, en conformidad a la ley,
deben tramitarse por la Contraloría o representará la ilegalidad de
que puedan adolecer; pero deberá darles curso cuando, a pesar de
su representación, el Presidente de la República insista con la fir-
ma de todos sus Ministros, caso en el cual deberá enviar copia de
los respectivos decretos a la Cámara de Diputados.

Sin embargo, no proceden los decretos de insistencia en los
casos expresamente contemplados en la Constitución y que vimos
al tratar el trámite de toma de razón.

Puede emitir dictámenes jurídicos, sobre las materias de su
competencia, a petición de cualquier Jefe de Oficina o de Servi-
cio, los que irán formando la jurisprudencia administrativa.



CAPÍTULO XIII

FUERZAS ARMADAS, DE ORDEN Y SEGURIDAD PÚBLICA

248.- Generalidades.

La carta de 1980, reformada en 2005, destina el Capítulo XI a
la regulación de las "Fuerzas Armadas, de Orden y Seguridad Pú-
blica", en los artículos 101 al 107.

Dispone el artículo 101 inciso 1° que "las Fuerzas Armadas
dependen del Ministerio encargado de la Defensa Nacional y es-
tán constituidas única y exclusivamente por el Ejército, la Armada
y la Fuerza Aérea. Existen para la defensa de la patria y son esen-
ciales para la seguridad nacional."

Y en su inciso segundo señala el mismo precepto: "las Fuerzas
de Orden y Seguridad Pública están sólo integrada por Carabineros
e Investigaciones. Constituyen la fuerza pública y existen para dar
eficacia al Derecho, garantizar el orden público y la seguridad inte-
rior, en la forma que lo determinen sus respectivas leyes orgánicas.
Dependen del Ministerio encargado de la Seguridad pública".

Las Fuerzas Armadas dependen del Ministerio de Defensa Na-
cional; en tanto, la fuerza pública, depende del Ministerio encar-
gado de la Seguridad pública. Como este nuevo Ministerio es con-
templado por la reforma de 2005, dispone la decimoséptima dis-
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posición transitoria: "Las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública
seguirán siendo dependientes del Ministerio encargado de la De-
fensa Nacional hasta que se dicte la nueva ley que cree el Ministe-
rio encargado de la Seguridad Pública".

Las Fuerzas Armadas existen para la defensa de la patria y son
esenciales para la seguridad nacional.

La defensa de la patria es su misión tradicional.
Son esenciales para la seguridad nacional, es éste un concepto

que la Carta de 1980 ha usado profusamente.
Debe ser entendido no como una doctrina política, sino como un

concepto que comprende tanto la seguridad externa como interna.
La seguridad nacional es la condición de orden y estabilidad

que posibilita un desarrollo, que satisfaga el bien común y que
permite enfrentar eventuales calamidades públicas y los conatos
al orden público interno, y los atentados externos contra la sobera-
nía del Estado. 138

Las Fuerzas Armadas Y Carabineros, como cuerpos armados,
son esencialmente obedientes y no deliberantes. Son cuerpos ar-
mados; es decir, conjuntos organizados de oficiales y soldados,
dotados de instrumentos ofensivos y defensivos, que los dota de
un poder de fuego.

El carácter de ser esencialmente obedientes tiene un aspecto ex-
terno y otro interno. Desde el punto de vista externo, significa que
estas fuerzas, como entes orgánicos, deben obediencia al ordena-
miento jurídico y en consecuencia a las autoridades del Estado, que
actúen dentro de sus competencias. Desde el punto de vista interno,
importa la consecuencia de su carácter jerárquico y disciplinado.

La norma de no ser deliberantes implica que "ninguno de los
institutos armados, ni los diversos cuerpos que lo forman, ni sus
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miembros individualmente invocando o reunidos en su calidad de
tales, dentro de sus respectivos grados, o con participación de com-
ponentes de grados diversos, pueden debatir acerca de los proble-
mas colectivos con miras a uniformar apreciaciones o coordinar
actitudes que conduzcan a expresar aplauso o crítica a los órganos
del poder político o a hacer prevalecer soluciones propias en cual-
quier aspecto". 1 39

"No constituyen, por cierto, deliberación los debates que sólo
con propósitos de estudio o perfeccionamiento se realicen en el
seno de los institutos armados, ya se relacionen con los problemas
comprendidos en su esfera de competencia o actuación, ya con
problemas colectivos, pero ajenos al campo que pudiera conside-
rarse propio de la política de los partidos conforme a su naturaleza
y considerando el momento colectivo". 1 40

Naturalmente que todo lo anterior es sin perjuicio de las atri-
buciones que corresponden a los Comandantes en Jefe de las
FF.AA. y al General Director de Carabineros, como integrantes
del Consejo de Seguridad Nacional, y en relación a las atribucio-
nes de ese órgano.

El carácter de "no deliberante" "no priva a cada individuo del de-
recho de expresar, privadamente, con prudencia pero con libertad las
opiniones que tenga sobre la conducción de los intereses colectivos,
de inscribirse en los registros electorales y de depositar su voto en las
urnas. Y estos derechos han de respetarse tanto en relación con el
grado más alto como con el más bajo de la jerarquía". 141

Las fuerzas dependientes de los Ministerios encargados de la
Defensa Nacional y de la Seguridad Pública son, además, profe-
sionales, jerarquizadas y disciplinadas.

-

	

1 39 Alejandro SILVA BASCUÑÁN, oh. cit., pág. 345.
1 38 En la sesión 59 de I" de agosto de 1 974, de la Comisión Constituyente, se dan

	

140 Alejandro SILVA BASCUÑÁN, Trulndu de Derecho Constitucional, tomo 111, pág. 345.
varios conceptos de seguridad nacional, págs. 10 y 11.

	

1 41 Alejandro SILVA BASCUÑÁN, op. Cit., pág. 346.

III
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Profesionales.- Dispone el artículo 102 que "la incorporación
a las plantas y dotaciones de las Fuerzas Armadas y de Carabine-
ros sólo podrá hacerse a través de sus propias Escuelas, con ex-
cepción de los escalafones profesionales y de empleados civiles
que determine la ley".

Jerarquizadas.- "El mando debe descender en diversos esca-
lones de superioridad a inferioridad y observarse el conducto re-
gular de inferior a superior respetando la misma graduación para
transmitir las peticiones y observaciones que procedan".

Disciplinadas. - "En cuanto deben observar escrupulosamente
el estatuto que señala sus obligaciones". 1 42

El nuevo texto del artículo 101 fijado por la reforma constitu-
cional de 2005, significó dos modificaciones: 1) Trasladó a las
Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, Carabineros e Investiga-
ciones, desde la Dependencia del Ministerio encargado de la De-
fensa Nacional al Ministerio encargado de la Seguridad pública
(art. 1 01 inc. 2°); y

2) Suprimió la frase referida a las Fuerzas Armadas: "y garan-
tizar el orden Institucional de la República"; y suprimió la frase
del antiguo artículo 90: "Carabineros se integrará, además, con las
Fuerzas Armadas en la misión de garantizar el orden institucional
de la República".

Al respecto, es preciso recordar que la reforma constitucional
de 2005 agregó al artículo 6° inciso primero la frase: "y garantizar
el orden institucional de la República".

249.- Nombramientos.

Los Comandantes en Jefe del Ejército, de la Armada y de la
Fuerza Aérea, y el General Director de Carabineros serán designa-

I42 Alejandro SILVA BASCUÑÁN, Derecho Político, Ensayo de una Síntesis, pág. 156.
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dos por el Presidente de la República de entre los cinco oficiales
generales de mayor antigüedad, que reúnan las calidades que los
respectivos estatutos institucionales exijan para tales cargos.

El artículo 104 en su inciso segundo reformado en el año 2005,
dispone que "el Presidente de la República, mediante decreto
fundado e informando previamente a la Cámara de Diputados y
al Senado, podrá llamar a retiro a los Comandantes en Jefe del
Ejército, de la Armada y de la Fuerza Aérea y al General Director
de Carabineros, en su caso, antes de completar su respectivo pe-
ríodo".

En conformidad al artículo 105 inciso primero, "los nombra-
mientos, ascensos y retiros de los oficiales de las Fuerzas Arma-
das y Carabineros se efectuarán por decreto supremo, en confor-
midad a la ley orgánica constitucional correspondiente, la que de-
terminará las normas básicas respectivas, así como las normas bá-
sicas referidas a la carrera profesional, incorporación a sus plan-
tas, previsión, antigüedad, mando, sucesión de mando y presu-
puesto de las Fuerzas Armadas y Carabineros".

Este precepto modificado por la Ley de Reforma Constitucio-
nal N° 18.825, en la forma transcrita, elevó a la categoría de ley
orgánica constitucional, que antes sólo era ley ordinaria, la que
regula las materias del artículo 105 inciso primero.

La ley orgánica determinará las normas básicas referentes a
esas materias.

La Ley Orgánica Constitucional de las Fuerzas Armadas es la
N° 18.948 del 27 de febrero de 1990.

El ingreso, los nombramientos, ascensos y retiros en Investi-
gaciones se efectuarán en conformidad a su ley orgánica. La ley
de esa Institución no es ley orgánica constitucional.

Control de armas. - El artículo 103 dispone que ninguna perso-
na, grupo u organización podrá poseer o tener armas u otros ele-
mentos similares que señale una ley aprobada con quórum califi-
cado, sin autorización otorgada en conformidad a ésta.

523

	

1



52 4

El Ministerio encargado de la Defensa Nacional o un organis-
mo de su dependencia ejercerá la supervigilancia y control de las
armas en la forma que determine la ley.

"La Ley N° 17.798 sobre Control de Armas y Explosivos, del
año 1972, al igual que su reglamento, fijado por Decreto Supremo
(Guerra) N° 77, de 1982, publicado el 14 de agosto de 1982, le
entrega a la Dirección General de Movilización Nacional la
superintendencia y control de las armas y explosivos, en todo el
territorio de la República. 1 43

Las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública

La fuerza pública, Carabineros e Investigaciones existen para:
1) Dar eficacia al Derecho.
Los tribunales del Poder Judicial pueden impartir órdenes di-

rectas a la Fuerza Pública para hacer ejecutar sus resoluciones y
para practicar o hacer practicar los actos de instrucción.

Se debe cumplir sin más trámite la orden judicial (art. 76 incs.
3° y 4°).

A su vez, el artículo 83 inciso tercero dispone que "el Ministe-
rio Público podrá impartir órdenes directas a las Fuerzas de Orden
y Seguridad durante la investigación. Sin embargo, las actuacio-
nes que priven al imputado o a terceros del ejercicio de los dere-
chos que esta Constitución asegura, o lo restrinja o perturben, re-
querirán de aprobación judicial previa. La autoridad requerida de-
berá cumplir sin más tramite dichas órdenes y no podrá calificar
su fundamento de justicia o legalidad, salvo requerir la exhibición
de la autorización judicial previa, en su caso".

2) Garantizar el orden público y la seguridad pública interior.
El orden público es la tranquilidad externa, resultado del ejer-

cicio del poder por las autoridades públicas dentro de sus com-

1 43 Emilio PFEFFER, op. cil., pág. 364, nota 455.
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petencias, y el acatamiento libre de los gobernados del ordena-
miento público.

La seguridad pública tiene aspectos externos e internos. Es la
seguridad pública interna la que corresponde a la fuerza pública.

Es una tarea que tiene aspectos de prevención y de represión.
Evita la comisión de conductas que perturben el orden público, y
reprime los atentados y delitos cometidos, poniendo a los respon-
sables a disposición del Ministerio Público

Es un aspecto del concepto más amplio de la seguridad nacional.



CAPÍTULO XIV
EL CONSEJO DE SEGURIDAD NACIONAL

Organismos que pueden señalarse como antecesores del Con-
sejo de Seguridad Nacional:

El Consejo de Defensa Nacional, establecido por el Decreto
403 de 19 de marzo de 1925;

El Consejo Superior de Defensa Nacional, del artículo 23 de la
Ley N° 7.200 de 1942;

El Consejo Superior de Seguridad Nacional, del D.F.L. N° 181
de 5 de abril de 1960.

Todos ellos cumplían funciones de asesoría al Presidente de la
República en materias de seguridad del Estado. 1 44

250.- Integración y organización.

Está regulado en el Capítulo XII, en los artículos 106 y 107, en
virtud de la reforma constitucional de 2005.

Está integrado por el Presidente de la República, que lo presi-
de, y por los Presidentes del Senado, de la Cámara de Diputados y

1 44 Vid. Francisco CuMri.ino, ariículo en obra colectiva Constitución de 1980. Estu-
dio Crítico. 1988.
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la Corte Suprema, por los Comandantes en Jefe de la Fuerzas Ar-
madas, por el General Director de Carabineros y por el Contralor
General de la República.

De ellos cinco son civiles, y 4 del sector castrense.
El Consejo de Seguridad Nacional se reunirá cuando sea con-

vocado por el Presidente de la República y requerirá como quórum
para sesionar el de la mayoría absoluta de sus integrantes, esto es,
de cinco miembros.

En los casos que el Presidente de la República lo determine,
podrán estar presentes en sus sesiones los ministros encargados del
gobierno interior, de la defensa nacional, de la seguridad pública, de
las relaciones exteriores y de la economía y finanzas del país.

El Consejo no adoptará acuerdos sino para dictar su propio regla-
mento, en que se establecerá las demás disposiciones concernientes a
su organización, funcionamiento y publicidad de sus debates.

Las actas del Consejo serán públicas, a menos que la mayoría
de sus miembros determine lo contrario.

Son funciones del Consejo:
])Asesorar al Presidente de la República en las materias vin-

culadas a la seguridad nacional.
Para ello, en sus sesiones, cualquiera de sus integrantes podrá ex-

presar su opinión frente a algún hecho, acto o materia que diga rela-
ción con las bases de la institucionalidad o la seguridad nacional.

Es la función propia de un órgano de esta naturaleza; es decir,
ejerce una función consultiva, a requerimiento del Presidente de
la República. Sus dictámenes no son obligatorios. El asesoramiento
se refiere a "cualquier materia vinculada a la seguridad nacional".

El artículo 1° inciso quinto dice que "es deber del Estado res-
guardar la seguridad nacional"; el artículo 22 inciso segundo se-
ñala que los chilenos tienen el deber de "contribuir a preservar la
seguridad nacional"; el artículo 32 N° 17 que es atribución espe-
cial del Presidente de la República disponer de las fuerzas arma-
das, organizarlas y distribuirlas, "de acuerdo con las necesidades
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de la seguridad nacional"; el artículo 101 inciso 1 °, dice que las
FF.AA. son esenciales para la seguridad nacional. Es un deber de
todos los chilenos, gobernantes y gobernados.

Don Jaime Guzmán, uno de los miembros de la Comisión re-
dactora de la Carta de 1980, ha manifestado que "para la institu-
cionalidad vigente en Chile, la seguridad nacional es un concepto.
No es una doctrina, ni mucho menos una ideología". 1 45

Don Alejandro Silva Bascuñán señala que "la seguridad nacio-
nal es, en efecto, un valor tan esencial en la vida nacional, que si se
lo sacrifica termina la existencia del mismo Estado, (pero) no es el
único valor esencial al cual los demás deban ser sacrificados, puesto
que corresponde velar por él, junto a muchos otros, sin los cuales
la propia seguridad externa no puede ni siquiera ella misma ser
mantenida, como, por ejemplo, la salud de la población, su ali-
mentación, vivienda y abrigo, su desarrollo económico, su cultu-
ra. Por otra parte, por lo mismo que la seguridad nacional es un
presupuesto tan fundamental de la convivencia colectiva, definir-
lo, sostenerlo, lograrlo son tareas que interesan a la colectividad
entera y en las que toda ella debe opinar, participar y apoyar». 1 46

La Comisión de Estudio en el informe de 16 de agosto de 1978,
en que remite al Presidente de la República, el anteproyecto de
ideas precisas de la Nueva Constitución dice:

"La seguridad nacional... tiene hoy en su concepción moderna una
amplia y profunda significación, ya que no sólo comprende la de-
fensa de la Patria, de la integridad territorial de la Nación y de la
soberanía del Estado, sino que involucra también el concepto de un
desarrollo integral que capacite al país para lograr el cumplimien-
to de los grandes objetivos nacionales y precaver o superar con

1 45 Jaime GuzMÁN. Conferencia del 1 8 de julio de 1 985, dictada en la Academia
Nacional de Estudios Políticos y Estratégicos.

1 46 Alejandro SILVA BASCUÑÁN. Derecho Político. Ensayo de una Síntesis, pág. 158.
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axila las situaciones de emergencia que pongan en peligro el cum-
plimiento de estos objetivos" (pág. 274).

2)Ejercer las demás funciones que la Constitución le enco-
mienda.

El artículo 32 establece que es atribución especial del Presi-
dente de la República: "19. Declarar la guerra, previa autorización
por ley, debiendo dejar constancia de haber oído al Consejo de
Seguridad Nacional".

Y en el artículo 109 inciso tercero se dispone que "en caso de
guerra exterior o de peligro de ella, que calificará el Consejo de
Seguridad Nacional, el Banco Central podrá obtener, otorgar o fi-
nanciar créditos al Estado y entidades públicas o privadas".

251.- Generalidades

Bajo el gobierno de don Arturo Alessandri Palma se contrató
l a llamada misión Kemmerer, cuyos estudios sirvieron de base,
entre otros, al proyecto de Ley del Banco Central de Chile.

Se creó el Banco Central por el Decreto Ley N° 486 del 22 de
agosto de 1925 y empezó a funcionar el 11 de enero de 1926.

1 47

Posteriormente se han dictado nuevas leyes orgánicas, el D.F.L.
N° 106 del 28 de julio de 1953, y el D.L. N° 1.078 del 28 de junio
de 1975.

252.- Regulación constitucional.

La Constitución de 1980 elevó por primera vez al Banco Cen-
tral al rango constitucional, destinándole el Capítulo XIII, artícu-
los 108 y 109.

El Banco Central es un organismo autónomo, con patrimo-
nio propio, de carácter técnico, cuya composición, organiza-

('AI'íi'l 1 1,0 XV

I?L IRAN('O CI?NTRAL

"El Banco Central de Chile. Resella de historia, funciones y organización. Santia-
go, 1977, págs. 13 y ss.
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ción, funciones y atribuciones determinará una ley orgánica consti-
t ucional.

El Banco Central sólo puede efectuar operaciones con institu-
ciones financieras, sean públicas o privadas.

La Ley Orgánica Constitucional del Banco Central de Chile es
l a N° 18.840 del 10 de octubre de 1989.

"En el ejercicio de sus funciones y atribuciones se regirá ex-
clusivamente por las normas de esta ley orgánica y no le serán
aplicables, para ningún efecto legal, las disposiciones generales o
especiales, dictadas o que se dicten para el sector público. Subsidia-
riamente, y dentro de su competencia, se regirá por las normas del
sector privado." (art. 2° inc. 1°).

Dirección y Administración.- La dirección y administración
superior del Banco están a cargo del Consejo del Banco Central,
que está constituido por cinco consejeros.

Son designados por el Presidente de la República, previo acuer-
do del Senado.

Duran diez años en sus cargos, y se renuevan por parcialida-
des, a razón de uno cada dos años.

El Presidente del Consejo, que lo es también del Banco, es
designado por el Presidente de la República de entre los miembros
del Consejo y dura cinco años en el cargo o el tiempo menor que le
reste como consejero, pudiendo ser designado para nuevos perío-
dos (arts. 6° a 8°).

Funciones del Banco.- Tiene por objeto velar por la estabilidad
de la moneda y por el normal funcionamiento de los pagos inter-
nos y externos (art. 3°).

Algunas facultades y operaciones del Banco. - Es de su potes-
tad exclusiva emitir billetes y acuñar moneda (art. 28).

Regular la cantidad de dinero en circulación y de crédito.
Fijar las tasas de encaje que, en proporción a sus depósitos y

obligaciones, deban mantener las empresas bancarias, sociedades
financieras y cooperativas de ahorro y crédito.
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Fijar las tasas de interés, comisiones, sistemas de reajuste y
demás aplicables a las operaciones que efectúe el Banco.

Mantener, administrar y disponer de sus reservas internacio-
nales, en el país o en el exterior.

Tiene facultades en materia de operaciones de cambios inter-
nacionales (arts. 39 y ss.).

Se señalan en el artículo 98 varias prohibiciones: No puede
otorgar a las instituciones financieras su garantía, ni adquirir do-
cumentos emitidos por el Estado, sus organismos o empresas.

Ningún gasto público o préstamo podrá financiarse con crédi-
tos directos o indirectos del Banco Central.

No podrá adoptar ningún acuerdo que signifique de una mane-
ra directa o indirecta establecer normas o requisitos diferentes o
discriminatorios en relación a personas, instituciones o entidades
que realicen operaciones de la misma naturaleza.

Es una aplicación específica del principio de igualdad ante la
ley y la consecuencia de que ninguna autoridad podrá establecer
diferencias arbitrarias (art. 1 9 N° 2).

Sin embargo, el Banco Central podrá obtener, otorgar o finan-
ciar créditos al Estado y entidades públicas o privadas, en caso de
guerra exterior o de peligro de ella, que calificará el Consejo de
Seguridad Nacional (art. 1 09 inc. 3°).

Esta calificación la hará este órgano mediante oficio secreto,
de acuerdo al artículo 27 de la Ley Orgánica Constitucional del
Banco Central.



CAPÍTULO XVI

GOBIERNO Y ADMINISTRACIÓN INTERIOR DEL ESTADO

253.- Generalidades.
En la Constitución Política se destina el Capítulo XIV al Gobier-

no y Administración Interior del Estado, desde el artículo 110 al 126.
Este capítulo fue modificado extensamente por la Ley de Re-

forma Constitucional N° 19.097, de 12 de noviembre de 1991.
Rigen también la materia, la Ley Orgánica Constitucional

N° 19.175 de 11 de noviembre de 1992, sobre Gobierno y Admi-
nistración Regional, y la Ley Orgánica Constitucional N° 18.695
de 31 de marzo de 1988, sobre Municipalidades.

El artículo 3°, según la reforma de 2005, establece: "El Estado
de Chile es unitario.

"La administración del Estado será funcional y territorialmente
descentralizada, o desconcentrada en su caso, de conformidad a
la ley.

"Los órganos del Estado promoverán el fortalecimiento de la
regionalización del país y el desarrollo equitativo y solidario entre
las regiones, provincias y comunas del territorio nacional".

Y a su vez, el artículo 99 reformado también en 2005, en su
inciso segundo, establece lo siguiente: "Para el gobierno y admi-
nistración interior del Estado, el territorio de la República se divi-
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(le en regiones y éstas en provincias. Para los efectos de la admi-
nistración local, las provincias se dividirán en comunas.

"La creación, supresión y denominación de regiones, provin-
cias y comunas; la modificación de sus límites, así como la fija-
ción de las capitales de las regiones y provincias, serán materia de
ley orgánica constitucional."

La Ley N° 20.193 de reforma constitucional de 30 de julio de
2007, agregó en el capítulo XIV a continución del artículo 126, el
siguiente párrafo nuevo:

"Disposiciones Especiales ".

"Artículo 126 bis. - Son territorios especiales los correspondientes a isla

de Pascua y alArchipiélago Juan Fernández. El Gobierno y Administra-
ción de estos territorios se regirá por los estatutos especiales que establez-
can las leyes orgánicas constitucionales respectivas ".
Y se agregó la siguiente disposición transitoria:

"Vigésimo segunda. - Mientras no entren en vigencia los estatutos es-
peciales a que se refiere el artículo /26 bis, los territorios especiales de
Isla de Pascua yArc%ipiélago Jutin Fer muíndez continuarán rigiéndose por

las normas comunes en materia de división político-administrativa y de
gobierno y administración interior del Estado ".

Para el gobierno y administración interior del Estado a que se
refiere el Capítulo XIV debe observarse como principio básico la
búsqueda de un desarrollo territorial armónico, solidario y equita-
tivo. Las leyes que se dicten deben darle aplicación.

También deben observarse por el legislador criterios de solida-
ridad entre las regiones, como al interior de ellas, en lo referente a
la distribución de los recursos públicos.

La Ley de Presupuestos de la Nación contemplará "gastos co-
rrespondientes a inversiones sectoriales de asignación regional cuya
distribución entre regiones responderá a criterios de equidad y efi-
ciencia, tomando en consideración los programas nacionales de
inversión correspondientes" (art. 1 04).
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De la discusión habida durante la tramitación de la Ley N° 19.097
de reforma constitucional se desprende lo siguiente:

"La función de gobierno implica una facultad de tomar deci-
siones y es, por tanto, una facultad de imperio. Es comprensiva,
también, de todo cuanto tienda a la preservación del orden público
y la conservación de la seguridad interna y externa. Finalmente, es
característica de la potestad gubernativa la de poder adoptar reso-
luciones discrecionales".

"La función administrativa supone un conjunto de atribucio-
nes que se orientan, más bien, a la aplicación de las normas lega-
les y decretales para la consecución de los objetivos del poder
público en materia de desarrollo y funcionamiento de los servi-
cios públicos". 1 48

254.- Del gobierno de la región.
El gobierno de cada región reside en un Intendente que es de la

exclusiva confianza del Presidente de la República. Lo nombra y
lo remueve por su sola voluntad, en forma discrecional. Es su re-
presentante natural e inmediato en el territorio de su jurisdicción.

Ejercerá sus funciones con arreglo a las leyes y a las órdenes e
instrucciones que le imparta el Presidente de la República.

La función de gobierno es la que da la orientación política, la
que establece la dirección general en el ámbito regional, dentro de
los marcos jurídicos.

La Ley Orgánica Constitucional N° 19.175, al tratar del go-
bierno de la región, en su artículo 2° señala que: "Corresponderá
al Intendente, en su calidad de representante del Presidente de la
República en la región:

a) Dirigir las tareas de gobierno interior en la región, de con-
formidad con las orientaciones, órdenes e instrucciones que le

1 48 Paulino VARAS ALFONSO y Salvador MOHOR ABUAUAD, Reforma Regional, Pro-
vincial y Municipal, pág. 40, Nclitorial.Iuríclica, Santiago, 1992.
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imparta el Presidente de la República directamente o a través del
Ministerio del Interior;

h) Velar por que en el territorio de su jurisdicción se respete la
tranquilidad, orden público y resguardo de las personas y bienes;

c) Requerir el auxilio de la fuerza pública en el territorio de su
jurisdicción, en conformidad a la ley;

d) Mantener permanentemente informado al Presidente de la
República sobre el cumplimiento de las funciones del gobierno
i nterior en la región, como asimismo sobre el desempeño de los
gobernadores y demás jefes regionales de los organismos públicos
que funcionen en ella;

e) Dar cuenta, en forma reservada al Presidente de la Repúbli-
ca para efectos de lo dispuesto en el N° 15 del artículo 32 de la
Constitución Política de la República, de las faltas que notare en
la conducta ministerial de los jueces y demás empleados del Poder
Judicial;

f) Conocer y resolver los recursos administrativos que se enta-
blen en contra de las resoluciones adoptadas por los gobernadores
en materias de su competencia;

g) Aplicar administrativamente las disposiciones de la Ley de
Extranjería, pudiendo disponer la expulsión de los extranjeros del
territorio nacional, en los casos y con arreglo a las formas previs-
tas en ella;

h) Efectuar denuncias o presentar requerimientos a los tribu-
nales de justicia, conforme a las disposiciones legales pertinentes;

i) Representar extrajudicialmente al Estado en la región para
la realización de los actos y la celebración de los contratos que
queden comprendidos en la esfera de su competencia;

j) Ejercer la coordinación, fiscalización o supervigilancia de
los servicios públicos creados por ley, para el cumplimiento de la
función administrativa que operen en la región;

k) Proponer al Presidente de la República una terna para la
designación de los secretarios regionales ministeriales;
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1) Proponer al Presidente de la República, en forma reservada,
con información al ministro del ramo, la remoción de los secreta-
rios regionales ministeriales. En la misma forma podrá proponer
al ministro respectivo o jefe superior del servicio, en su caso, la
remoción de los jefes regionales de los organismos públicos que
funcionen en la región.

Asimismo, el ministro del ramo o el jefe superior del servicio
correspondiente informará al intendente antes de proponer al Pre-
sidente de la República la remoción de dichos funcionarios;

m) Hacer presente a la autoridad administrativa competente
del nivel central, con la debida oportunidad, las necesidades de la
región;

n) Adoptar las medidas necesarias para la adecuada adminis-
tración de los complejos fronterizos establecidos o que se esta-
blezcan en la región, en coordinación con los servicios nacionales
respectivos;

ñ) Adoptar todas las medidas necesarias para prevenir y en-
frentar situaciones de emergencia o catástrofe;

o) Dictar las resoluciones e instrucciones que estime necesa-
rias para el ejercicio de sus atribuciones, y

p) Cumplir las demás funciones que le asignen las leyes y las
atribuciones que el Presidente de la República le delegue, incluida
la de otorgar personalidad jurídica a las corporaciones y fundacio-
nes que se propongan desarrollar actividades en el ámbito de la
región, ejerciendo al efecto las facultades que señalan los artícu-
los 546, 548, 561 y 562 del Código Civil.

El intendente podrá delegar en los gobernadores determinadas
atribuciones, no pudiendo ejercer la competencia delegada sin re-
vocar previamente la delegación".

255.- De la administración de la región.

La administración superior de cada región radica en un Go-
bierno regional.
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El Gobierno regional está constituido por el Intendente y el

	

A iniciativa de los gobiernos regionales o de uno o más ministe-Consejo regional.

	

rios, podrán celebrarse convenios anuales o plurianuales de progra-Para el ejercicio de sus funciones, el Gobierno regional goza mación de inversión pública en la respectiva región o en el con-de personalidad jurídica de derecho público y tiene patrimonio junto de regiones que convengan en asociarse con tal propósito.propio.

	

La Ley de Presupuestos contemplará una proporción del totalSu objetivo es el desarrollo social, cultural y económico de la

	

de los gastos de inversión pública que determine, con la denomi-región.

	

nación de fondo nacional de desarrollo regional.
El Consejo regional es un órgano cuya integración y organiza-

	

Este fondo es sin perjuicio de los recursos que la Ley de Presu-
ción se regula en la Ley Orgánica Constitucional N° 19.175.

	

puestos asigne a los gobiernos regionales y de los que provengan
Es un órgano de carácter normativo, resolutivo y fiscalizador,

	

de lo dispuesto en el artículo 19 numeral 20 inciso final.
a través del cual se hace efectiva la participación de la comunidad
regional.

	

256.- Del gobierno y administración provincial.
El artículo 113 inciso primero en el texto fijado por la ley de

	

En cada provincia existirá una gobernación que será un órganoreforma constitucional N° 19.097, habla "de la ciudadanía regio-

	

territorialmente desconcentrado del Intendente.nal". Técnicamente la expresión es errónea. Estará a cargo de un gobernador, quien será nombrado y remo-El concepto de ciudadanía está vinculado directamente al Esta-

	

vido libremente por el Presidente de la República. Es de su exclu-do, ente originario. Y la región no es Estado, es un ente derivado.

	

siva confianza.Es por ello que la Constitución la regula en el Capítulo II, cuyo Corresponde al gobernador ejercer, de acuerdo a las instruc-epígrafe es "Nacionalidad y Ciudadanía", ambas palabras en singu- ciones del Intendente, la supervigilancia de los servicios públicoslar, puesto que ambas están referidas directamente al Estado. La na- existentes en la provincia. La ley determinará las atribuciones quecionalidad es una y una también la ciudadanía. No existen técnica- podrá delegarle el Intendente y las demás que le corresponden.mente nacionalidades ni ciudadanías regionales, provinciales o co- Estas últimas que la ley le confiere, como órgano desconcentradomunales.

	

del Intendente.Al Consejo Regional le corresponde aprobar los planes de de-

	

La Ley Orgánica Constitucional N° 19.175, en su artículo 4° lesarrollo de la región y el proyecto de presupuesto del gobierno
regional, ajustados a la política nacional de desarrollo y al presu-

	

confiere funciones de gobierno interior, y en su artículo 45, atribu-
ciones de administración.puesto de la Nación. El artículo 4oniencionado señala:A proposición del Intendente resuelve la inversión de los re-

	

"El Gobernador ejercerá las atribuciones que menciona estecursos consultados para la región en el fondo nacional de desarro-

	

artículo informando al Intendente de las acciones que ejecute en elllo regional.
El Intendente preside el Consejo Regional, y según lo señala la

	

ejercicio de ellas.
Ley Orgánica Constitucional N° 19.175 en su artículo 23, es el

	

El Gobernador tendrá todas las atribuciones que el Intendente
órgano ejecutivo del Gobierno regional.

	

le delegue y, además, las siguientes que esta ley le confiere di-
rectamente:

I
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a) Ejercer las tareas de gobierno interior, especialmente las Su composición, forma de designación de sus integrantes, atri-
destinadas a mantener en la provincia el orden público y la seguri- buciones y funcionamiento, está entregado por la Constitución a
dad de sus habitantes y bienes;

	

l a determinación de la Ley Orgánica Constitucional respectiva.
b) Aplicar en la provincia las disposiciones legales sobre ex-

	

La Ley Orgánica Constitucional N° 19.175 lo ha regulado en
tranjería;

	

l os artículos 48 a 59.
c) Autorizar reuniones en plazas, calles y demás lugares de uso

	

"Los gobernadores, en los casos y forma que determine la ley,
público, en conformidad con las normas vigentes.

	

podrán designar delegados para el ejercicio de sus facultades en
Estas autorizaciones deberán ser comunicadas a Carabineros

	

una o más localidades" (art. 117 de la Constitución).
de Chile;

d) Requerir el auxilio de la fuerza pública en el territorio de su

	

257.- De la administración comunal.
jurisdicción, en conformidad a la ley;

e) Adoptar todas las medidas necesarias para prevenir y en-

	

La administración local de cada comuna o agrupación de co-
frentar situaciones de emergencia o catástrofe;

	

munas que determine la ley reside en una municipalidad.
f) Disponer o autorizar el izamiento del pabellón patrio en el Las municipalidades son corporaciones autónomas de derecho

territorio de su jurisdicción y permitir el uso de pabellones extran- público, con personalidad jurídica y patrimonio propio, cuya fina-
jeros, en los casos que autorice la ley;

	

lidad es satisfacer las necesidades de la comunidad local y asegu-
g) Autorizar la circulación de los vehículos de los servicios pú-

	

rar su participación en el progreso económico, social y cultural de
blicos creados por ley fuera de los días y horas de trabajo, para el

	

la comuna.
cumplimiento de la función administrativa, así como la excepción

	

La municipalidad está constituida por el alcalde, que es su
de uso de disco fiscal, en conformidad con las normas vigentes;

	

máxima autoridad, y por el Concejo.
h) Ejercer la vigilancia de los bienes del Estado, especialmen- El Concejo está integrado por concejales elegidos por sufragio

te de los nacionales de uso público. En uso de esta facultad, el universal, duran cuatro años en sus funciones y podrán ser reele-
gobernador velará por el respeto al uso a que están destinados, im-

	

gidos.
pedirá su ocupación ilegal o todo empleo ilegítimo que entrabe su La Ley Orgánica Constitucional de municipalidades estable-
uso común y exigirá administrativamente su restitución cuando cerá la forma en que serán elegidos, el número de concejales y la
proceda;

	

forma de elegir al alcalde.
i) Dictar las resoluciones e instrucciones que estime necesa-

	

El Concejo es un órgano encargado de hacer efectiva la parti-
cipación de la comunidad local.rias para el ejercicio de sus atribuciones propias o delegadas, y

j) Cumplir las demás funciones y ejercer las atribuciones que

	

Ejerce funciones normativas, resolutivas y fiscalizadoras y otras
atribuciones que se le encomiendan, en la forma que determine lalas leyes y reglamentos le asignen".

	

Ley Orgánica Constitucional respectiva.En cada provincia existirá un Consejo económico y social pro-

	

Esa Ley Orgánica Constitucional determinará las normas so-vincial de carácter consultivo.

	

bre organización y funcionamiento del concejo y las materias en
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que la consulta del alcalde al concejo será obligatoria y aquellas

	

el alcalde, con acuerdo del concejo o a requerimiento de los 2/3 de
en que necesariamente se requerirá el acuerdo de éste.

	

los concejales en ejercicio, o de la proporción de ciudadanos que
Es necesario el acuerdo del concejo para la aprobación del plan establezca la ley, someterá a consulta no vinculante o a plebiscito,

comunal de desarrollo, del presupuesto municipal y de los proyec- así como las oportunidades, forma de la convocatoria y efectos".
tos de inversión respectivos (art. 119 inciso final).

	

Gozarán de autonomía para la administración de sus finanzas.
Las municipalidades podrán asociarse entre ellas para el cum-

	

Una Ley Orgánica Constitucional contemplará un mecanismo
plimiento de sus fines propios.

Pueden constituir corporaciones o fundaciones de derecho pri-
de redistribución solidaria de los ingresos propios entre las muni-

vado sin fines de lucro, destinadas a la promoción y difusión del cipalidades del país con la denominación de fondo común munici-

arte y la cultura. La participación municipal en ellas se regirá por pal. Las normas de distribución de este fondo serán materia de ley.

la Ley Orgánica Constitucional respectiva.

	

La Ley de Presupuestos de la Nación puede asignarles recur-

Podrán establecer en el ámbito de las comunas o agrupación

	

sos para atender sus gastos, sin perjuicio de los ingresos que direc-

de comunas, en conformidad a la Ley Orgánica Constitucional, tamente se les confieran por ley o se les otorguen por los gobier-

territorios denominados unidades vecinales, con objeto de propen-

	

nos regionales respectivos.

der a un desarrollo equilibrado y a una adecuada canalización de

	

Los alcaldes, en los casos y formas que determine la Ley Or-

la participación ciudadana.

	

gánica Constitucional respectiva, podrán designar delegados para

Los servicios públicos deberán coordinarse con el municipio

	

el ejercicio de sus facultades en una o más localidades.

cuando desarrollen su labor en el territorio comunal respectivo, en

	

La ley establecerá fórmulas de coordinación para la adminis-

conformidad a la ley.

	

tración de todos o algunos de los municipios, con respecto a los

El artículo 121 incorporado por la Ley de Reforma Constitu-

	

problemas que les sean comunes, así como entre los municipios y

cional N° 19.526 de 17 de noviembre de 1997 establece "las muni-

	

los demás servicios públicos (art. 1 23).
cipalidades, para el cumplimiento de sus funciones, podrán crear
o suprimir empleos y fijar remuneraciones, como también esta-

	

258.- Disposiciones generales.
blecer los órganos o unidades que la ley orgánica constitucional
respectiva permita".

	

Para ser designado intendente o gobernador y para ser elegido
"Estas facultades se ejercerán dentro de los límites y requisitos miembro del consejo regional o concejal, se requiere ser ciudada-

que, a iniciativa exclusiva del Presidente de la República, deter- no con derecho a sufragio, residir en la región a lo menos en los
mine la ley orgánica constitucional de municipalidades".

	

últimos dos años anteriores a su designación o elección, y tener
La reforma constitucional antes citada también agregó al ple-

	

los demás requisitos de idoneidad que la ley señale.
biscito comunal ya existente, la consulta no vinculante, al sustituir

	

Estos cargos son incompatibles entre sí. Las leyes orgánicas
el artículo 118, quedando el texto definitivo de su inciso quinto,

	

constitucionales respectivas establecerán las causales de cesación
disponiendo que la ley orgánica constitucional de municipalida-

	

en los cargos de alcaldes, de miembro del consejo regional y de
des señalará además, "las materias de competencia municipal que

	

concejal.

http://ley.la
http://ley.la
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La ley determinará la forma de resolver las cuestiones de com-

	

CAPÍTULO XVIIpetencia que pudieren suscitarse entre las autoridades nacionales,
regionales, provinciales y comunales.

Y establecerá el modo de dirimir las discrepancias que se pro-
duzcan entre el Intendente y el Consejo regional, así como entre el
alcalde y el Concejo.

Se establece un fuero criminal en favor de intendentes y go-
bernadores.

Señala el artículo 124 inciso final que ningún tribunal proce-
derá criminalmente contra un intendente o gobernador sin que la
Corte de Apelaciones respectiva haya declarado que ha lugar la
formación de causa.

REFORMA DE LA CONSTITUCIÓN

La Ley N° 18.825 de reforma constitucional de 1989, al dero-
gar el artículo 118, dejó sin efecto los dos procedimientos que ese
artículo contemplaba, de modo que en el texto vigente sólo se con-
templa un procedimiento de reforma constitucional con las moda-
lidades que se indicarán.

259.- El Procedimiento.
Los proyectos de reforma constitucional pueden ser iniciados

por mensaje del Presidente de la República o por moción de cual-
quiera de los miembros del Congreso Nacional, pero no pueden ser
firmados por más de diez diputados ni por más de cinco senadores.

260.- Aprobación de cada Cámara.
"El proyecto de reforma necesitará para ser aprobado en cada

Cámara el voto conforme de las tres quintas partes de los diputados
y senadores en ejercicio". El voto conforme significa el voto de
aprobación. El voto en blanco o la abstención no son considerados.

Pero si la reforma recayere sobre el Capítulo 1, sobre "Bases
de la Institucionalidad"; el Capítulo III, sobre "Derechos y Debe-
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res Constitucionales"; el Capítulo VIII, sobre "El Tribunal Cons-
titucional"; el Capítulo XI, sobre "Fuerzas Armadas, de Orden y
Seguridad Pública"; el XII, sobre "Consejo de Seguridad Nacio-
nal" o el Capítulo XV, sobre "Reforma de la Constitución", se
necesitará en cada Cámara la aprobación de las dos terceras partes
de los diputados y senadores en ejercicio.

El reforzamiento de la exigencia constitucional para los ca-
pítulos señalados, fue introducida por la reforma constitucional de
la Ley N° 18.825 de 1989.

A los cuatro capítulos a que se refería el procedimiento ex-
traordinario o agravado del artículo 118 inciso segundo, primiti-
vo, derogado por la reforma de 1989, se introdujeron otros dos
capítulos, el III y el XV, para los que se requiere un quórum de
aprobación especialmente elevado.

La reforma constitucional de 2005 sustituyó el inciso final del
artículo 127 por el siguiente: "En lo no previsto en este Capítulo,
serán aplicables a la tramitación de los proyectos de reforma cons-
titucional las normas sobre formación de la ley, debiendo respetar-
se siempre los quórums señalados en el inciso anterior"

Con lo cual cabe aplicarles lo relativo a las normas sobre las
urgencias antes explícitamente indicadas, como también las nor-
mas relativas a la formación de comisiones mixtas.

261.- Congreso Pleno.

La reforma constitucional de 2005 eliminó todas las referen-
cias contenidas en el antiguo artículo 117 al Congreso Pleno. En
consecuencia, este órgano no interviene en el procedimiento de
reforma constitucional.

262.- Veto.
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Sin embargo, el Presidente de la República puede oponerse al
proyecto, y en tal caso, lo veta, sea total o parcialmente.
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1 49 Artículo 33 de la L.O.C. 18.918, del Congreso Nacional.
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Si el Presidente de la República rechaza totalmente un proyecto
de reforma, éste vuelve al Congreso, el que para insistir requiere las
dos terceras partes de los miembros en ejercicio de cada Cámara.

En este caso de veto total, la Cámara respectiva votará única-
mente si insiste en la totalidad del proyecto y se entenderá termi-
nada su tramitación por la sola circunstancia de que en una de las
Cámaras no se alcanzare la mayoría de las dos terceras partes de
sus miembros en ejercicio para insistir.

1 49

Si el Congreso no reúne ese quórum para insistir, no hay refor-
ma. Si los reúne e insiste, el Presidente debe promulgar dicho pro-
yecto, a menos que convoque a la ciudadanía a plebiscito.

En el texto original de la Constitución se exigía un quórum de
las tres cuartas partes de los miembros en ejercicio de cada Cáma-
ra para insistir.

El quórum se rebajó a los dos tercios de los miembros en ejer-
cicio de cada Cámara por la Ley N° 18.825 de reforma constitu-
cional de 1989.

Si el Presidente de la República observa parcialmente un pro-
yecto de reforma, éste vuelve al Congreso, y las observaciones se
entenderán aprobadas con el voto conforme de las tres quintas partes
o las dos terceras partes de los miembros en ejercicio de cada Cá-
mara, según corresponda conforme al artículo 127, y en tal caso se
devuelve al Presidente para su promulgación.

En este caso del veto parcial del Presidente de la República,
en el texto primitivo de la Constitución, se entendía aprobado
con la mayoría absoluta de diputados y senadores en ejercicio en
cada Cámara.

La Ley de Reforma Constitucional N° 18.825 elevó el quórum
de aprobación de las observaciones.



5511
HERNÁN MOLINA GUAITA

Se requerirá la aprobación con los dos tercios de los miembros
en ejercicio de cada Cámara, tratándose de las materias, de los
capítulos 1,

111, VIII, XI, XII o XV, y en los demás, el quórum de
aprobación exigido es el de las tres quintas partes de los diputados
y senadores en ejercicio.

Con ello, se da una perfecta armonía entre lo exigido en el
artículo 127 inciso segundo y el artículo 128 inciso 3°, lo que no
ocurría en el texto primitivo de la Constitución. Puesto que exigía
en el artículo 127 el quórum de tres quintos de miembros en ejer-
cicio, y en el artículo 128 exigía la mayoría absoluta de parlamen-
tarios en ejercicio.

Si el Congreso no aprueba todas o algunas de las observacio-
nes y ambas Cámaras no insisten por los dos tercios de sus miem-
bros en ejercicio en la parte del proyecto aprobado por ellas, no
hay reforma constitucional sobre esos puntos.

En cambio, si ambas Cámaras insisten con el quórum señala-
do, se devuelve al Presidente la parte del proyecto que haya sido
objeto de insistencia para su promulgación, salvo que éste convo-
que a la ciudadanía a plebiscito, para que se pronuncie respecto de
las cuestiones en desacuerdo.

El inciso final del artículo 128 encomienda a la ley orgánica
constitucional relativa al Congreso, regular en lo demás lo concer-
niente a los vetos de los proyectos de reforma y a su tramitación
en el Congreso.

Y la L.O.C. N° 18.918, del Congreso Nacional, dispone que si
el Presidente de la República observa parcialmente un proyecto de
reforma constitucional, tienen lugar en cada Cámara dos votacio-
nes separadas. "La primera, destinada a determinar si la respectiva
Cámara aprueba o rechaza cada una de las observaciones formula-
das; y la segunda, destinada a resolver si, en caso de rechazo de
alguna observación, la Cámara insiste o no en la mantención de la
parte observada" (art. 34).

DERECHO CONSTITUCIONAL

263.- Convocatoria a plebiscito.

La convocatoria a plebiscito se ordena mediante decreto su-
premo y debe efectuarse dentro de los treinta días siguientes a
aquel en que ambas Cámaras insistan en el proyecto aprobado por

ellas (art. 1 29 inc. 1°).
Transcurrido este plazo sin que el Presidente convoque a plebis-

cito, se promulgará el proyecto que hubiere aprobado el Congreso.
Si se convoca a plebiscito dentro de plazo, el decreto supremo

fija la fecha de la votación plebiscitaria, la que no puede ser ante-
rior a los treinta días ni posterior a los sesenta días, contados des-
de la publicación de dicho decreto.

El decreto de convocatoria contendrá, según corresponda, el
proyecto vetado totalmente por el Presidente de la República e

i nsistido en su totalidad por el Congreso, o las cuestiones del pro-
yecto en las cuales el Congreso haya insistido. En esta última si-
tuación, cada una de las cuestiones en desacuerdo debe ser votada
separadamente en el plebiscito.

El artículo 93 N° 5° establece que corresponde al Tribunal Cons-
titucional "resolver las cuestiones que se susciten sobre constitu-
cionalidad con relación a la convocatoria a un plebiscito, sin per-
juicio de las atribuciones que correspondan al Tribunal Califica-
dor de Elecciones".

Pueden formular el requerimiento al Tribunal Constitucional
el Senado o la Cámara de Diputados, dentro de diez días contados
desde la fecha de publicación del decreto que fije el día de la con-
sulta plebiscitaria (art. 93 inc. 8°).

El Tribunal establecerá en su resolución el texto definitivo de

la consulta plebiscitaria, cuando ésta fuere procedente.
"Si al tiempo de dictarse la sentencia faltaren menos de treinta

días para la realización del plebiscito, el Tribunal fijará en ella una
nueva fecha comprendida entre los treinta y los sesenta días si-

guientes al fallo" (art. 93, inc. 10).
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El Tribunal Calificador comunicará al Presidente de la Repú-
blica el resultado del plebiscito, especificando el texto del proyec-
to aprobado por la ciudadanía, el que debe ser promulgado como
reforma constitucional dentro de los cinco días siguientes a dicha
comunicación. El plazo es inferior al establecido para la promul-
gación en el artículo 75 inciso segundo para la ley común u ordi-
naria, que es de diez días contados desde que sea procedente. En
este caso, dado que ha habido un pronunciamiento directo de la
ciudadanía sobre el texto de la reforma constitucional, el constitu-
yente ha querido su promulgación a la brevedad.

Una vez promulgado el proyecto y desde la fecha de su vigen-
cia, las disposiciones de la reforma constitucional formarán parte
de la Constitución y se tendrán por incorporadas a ésta.
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